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Concepto de finanzas 

Es una ciencia cuya finalidad es determinar los medios a partir de los cuales se obtendrán los recursos ya sean originarios o derivados, para el cumplimiento de los objetivos políticos, sociales, económicos y jurídicos del Estado.

Es una actividad propia que desarrolla el Estado para obtener bienes y recursos con que satisfacer las necesidades públicas, las que pueden ser de dos categorías:

a)
Necesidades Absolutas: relativo al mantenimiento del orden jurídico y la defensa de la soberanía; y

b)
Necesidades Relativas: relativo a la creación de servicios, de salud pública, educación, etc.

Las finanzas públicas, en su concepción actual y genéricamente consideradas, tienen por objeto examinar como el Estado obtiene sus ingresos y efectúa sus gastos. (Villegas).

Ciencias de las Finanzas 

Concepto

El Prof. Sosa Centurión dice que, el Derecho financiero, es el conjunto de disposiciones jurídicas que regulan los derechos y las obligaciones relativos a las finanzas.


La existencia del recurso, exige del Estado la facultad de regular el medio para obtenerlo.

La ciencia de las Finanzas estudia los principios abstractos, los objetivos políticos y las normas que rigen a la adquisición, la administración y la inversión de las riquezas requeridas por los entes políticos para la satisfacción de las necesidades públicas.

El sujeto activo de las finanzas públicas lo constituye el Estado, cualquiera sea su estructura nacional, provincial o municipal. La acción del Estado a través de sus órganos descentralizados o autónomos, cualquiera sea su estructura, en el campo de las finanzas, deben estar integradas armónicamente, sin perjuicio de sus funciones esenciales.

Distinción entre Ciencias de las Finanzas pura y ciencia de la aplicación de los principios financieros. 

La Ciencia pura de las finanzas o Teoría financiera, podría definirse, según Griziotti, como la “ciencia abstracta que estudia la construcción lógica y sistemática del presupuesto público, las leyes y los principios de los ordenamientos, tanto concretos como ideales de la repartición de las cargas públicas, desde el especial punto de vista que consiste en establecer, si tales ordenamientos son idóneos para satisfacer una determinada necesidad, mediante una distribución establecida, previamente propuesta”.

Es decir, que estudia los fenómenos concretos para conseguir un fin determinado, el cual es satisfacer una necesidad efectiva mediante una determinada distribución de las cargas públicas.

La ciencia de la aplicación de los principios financieros, contrariamente, lleva a la obtención de los objetivos políticos, es decir, investiga las formas en que el Estado busca obtener la riqueza necesaria para su existencia y funcionamiento, para el cumplimiento de sus fines éticos y sociales enunciados en los preámbulos Constitucionales. 

Pueden considerarse doctrinalmente en la actividad financiera, cuatro aspectos: el Político, el económico-social, el jurídico y el técnico operativo.

-
El aspecto Político, consiste en conocer los principios directivos para la elección de los recursos.

-
El económico, se manifiesta en las funciones económicos-sociales, que los recursos cumplen en cuanto brindan los medios para los gastos y para el logro de los fines del Estado, de la colectividad y de los individuos que la constituyen.

-
El jurídico, se halla a través del fundamento y en relación de derecho que caracteriza a cada uno de los recursos.

-
El técnico reside en considerar la operación apropiada que ha de permitir al Estado la obtención de sus recursos.  

 Definición. 

Ciencia Fiscal o Ciencia Financiera o simplemente Finanzas, son distintos nombres con que se designa una misma disciplina científica.

Es la ciencia social que tiene por objeto procurar los medios necesarios al Estado, provincias o municipios, para la satisfacción de las necesidades públicas en el marco del cumplimiento de los fines éticos, económicos, jurídicos y sociales que le corresponden.

Otros la definen como el conjunto de reglas y principios que determinan la manera de constituir, administrar e invertir el patrimonio público.

 Etimología. 

La palabra finanza proviene del principio latino Finattio que significa pagado. Actualmente, se reconoce la derivación que proviene de la voz latina fines, la cual pasa al latín finis que significa fin, entendido este como el pago con que se concluyen los negocios jurídicos.

Esta significación cambio varias veces, en un primer periodo designaba a un fallo judicial, luego a la multa fijada en un juicio y, finalmente, a los pagos y prestaciones en general.

Antecedentes históricos, evolución 


En primer término debemos destacar el hecho de que la preocupación sobre materias hacendísticas, apareció en todas las agrupaciones humanas, que alcanzaron en la historia cierta entidad, y que aun en las obras más remotas encontramos referencias llenas de significado sobre la trascendencia de esta actividad del Estado, aunque no pueda señalarse, sino muchos siglos después, una obra que ya sea un tratado especifico sobre el tema y que pueda considerarse como antecedente de los conceptos actuales.


En otros términos primeramente se debe destacar, que la preocupación del hombre en materia hacendística desde antiguamente apareció en las agrupaciones humanas, logrando alcanzar en el curso de la historia, su propia identidad. Incluso en las obras más remotas se llegó a encontrar importantes referencias sobre el punto, llenas ya de significados propios de las finanzas, hechos que paulatinamente ha venido inscribiéndose en el campo de esta actividad del Estado, a pesar de que recién después de muchos siglos, se ha señalado en las obras tratados con caracteres específicos relativos al tema, los que hoy día, indudablemente sirven de antecedentes a los conceptos actuales de la finanzas.


En Egipto, 3400 A.C., ya se encuentran prácticas y experiencias financieras y lo mismo puede decirse de Babilonia y Persia, e incluso en la Biblia se constata que la dispersión de las tribus de Israel y la ruina de la monarquía hebrea, a la muerte de Salomón, no es ajena a fenómenos tributarios. Para todos estos Estados ya fueron familiares los impuestos relativos a las tierras y las transacciones comerciales, y se atribuye – en parte – su ruina y decadencia, a la prodigalidad con que los soberanos destinaron los recursos públicos, lo que se obtenían de manera demasiado onerosa de sus súbditos.


El mundo antiguo vivió constantemente en guerra de conquista, donde uno de sus principales objetivos, era establecer un tipo de hacienda conocido hasta hoy como parasitaria, en la que se trataba de desplazar la incidencia o peso de los impuestos sobre las economías más débiles.


Grecia vivió de los impuestos provenientes del comercio internacional y de las tierras de modo que, en muchos de los discursos de la época se encuentran referencias financieras.


 La Republica de Platón y La Política de Aristóteles ofrecen algunos importantes aportes, aunque es la crematística la más importante concepción Aristotélica de la Economía Política.


Se resalta el carácter predominante financiero o tributario de las guerras de conquista de Roma, que tuvo también su sistema impositivo interior. Sin embargo, prefirió mantener la organización de los países conquistados y una sumisión hasta cierto punto nominal, a cambio del tributo imperial. A la caída del Imperio Romano, el mundo Occidental entró en la Edad Media, que fue más bien desarrollado por el Gobierno Feudal, quienes redujeron el panorama financiero y sus perspectivas, implicando ser un pequeño problema para los señores feudales. Este sistema llegó a desintegrar el concepto y finalidad de los impuestos. En efecto, los últimos emperadores romanos vieron surgir a los hombres poderosos que obtuvieron de ellos inmunidad fiscal, este privilegio se extendió a cada provincia, y los grandes señores feudales, trataron de obtener iguales exenciones, a lo que se agrega, que las tierras del fisco, que se otorgaban por concesión gozaban también de inmunidad. Este privilegio se fue generalizando y extendiendo en las provincias al grado que la primitiva obligación impositiva – signo de señorío y poder – cedió al paso al sentimiento y realidad del que estar obligado, al pago de los tributos que era símbolo de servilismo. El antiguo concepto del impuesto – deber cívico, igualitario y señorial – habría sufrido su primera crisis. Esto se agravó con el nacimiento de otro irritante privilegio; el Honor, que era el Derecho de hacerse dueño de los impuestos que pagaba determinado territorio.


Se había producido con ello, la segunda crisis del comercio de un deber superior para con el Estado, se transformó en un derecho patrimonial en manos de particulares.


La Iglesia Católica alcanzó una poderosa fuerza social y política, y a influjo de su ascendiente, obtuvo para ella como para sus bienes, la inmunidad fiscal y el derecho de cobrar el Diezmo, con la obligación que tomaba de hacerse cargo de la asistencia social y de la educación.


El Impuesto como derecho superior del Estado ya no existía; su primitivo y autentico sentido cayó en el olvido al extremo que, en el año 877, los Carolingios consagraron su propia disposición del derecho de dictar normas impositivas.


Durante los últimos años del Imperio Romano, la inmunidad se conoció como privilegio personal y real, pues, se refería a exenciones territoriales a cuyos recintos el Iudex, (cobrador de impuestos) no tenía acceso, ya que gobernaba un señor que creo el Estado centro del Estado: el Feudo o Señorío, y ahí alojo a cuantos quisieron obtener seguridad o una garantía fiscal a cambio del vasallaje o servilismo. O sea que, la inmunidad territorial, aun cuando pudiera importar una contraprestación al Rey, autorizaba al propio señor a cobrar impuestos a su propio beneficio, dándole la oportunidad de obtener ciervos y vasallos con que cultivar sus tierras.


Solo cuando el antiguo colono se fue transformando en siervo y este en hombre que vivía de su trabajo, y cuando se le permitió hacerse dueño de las tierras que trabajaba y, posteriormente, con el advenimiento del verdadero poder real (rey) y el renacimiento del concepto de Estado, vuelve a surgir el impuesto en su antigua concepción.


Felipe el Hermoso convocó a asamblea para dar origen a los Estados Generales, y en Inglaterra se produce el otorgamiento de la Carta Magna, que si bien otorga a los señores garantías fiscales, importa el reconocimiento explicito de estos al Derecho del Rey, a imponer Tributos dentro del Territorio Nacional.


Después de 6 o 7 siglos, el Impuesto había recuperado su naturaleza original, una prestación de beneficio del Estado para satisfacer con su producto necesidades económicas de este.


Se produce un fenómeno curioso: el impuesto crece y se multiplica, surgen la talla (contribución territorial); las Gabelas (impuestos directos). El pueblo llano soportó un gravamen de más del 50% de sus entradas, situación que duró hasta el triunfo de la Revolución Francesa, lo que fue contrarrestado con una literatura financiera en adopción de normas y principios de justicia tributaria.


Las doctrinas financieras se muestran con mayor o menor profundidad un pensamiento central animando a la actividad hacendística, generalmente van unidas a escuelas económicas, de las que toman su nombre.


El mercantilismo: con la desintegración del feudalismo y el nacimiento de los Estados fuertes y centralizados, el problema financiero recupera su preponderancia y crece en importancia. Ya no bastan las rentas del soberano y las contribuciones de los súbditos para satisfacer las necesidades políticas. La Hacienda necesita desarrollar un complejo de sistema tributario cuyo nombre salió de la etapa del misticismo.


Bodin pública en 1576 Los Seis Libros de la Republica que contienen meditaciones políticas de gran aporte a la ciencia de la finanzas, considerando a los impuestos indirectos y aun a los directos, como arbitrios posibles. Bajo su influjo aparece una densa literatura sobre temas políticos y económicos que ofrece una cierta similitud en el pensar de un grupo de pensadores que han pasado a la historia como los mercantilistas, (patrón oro – plata).


Su primera finalidad fue de tipo político, el engrandecimiento del Estado y la subordinación de la economía a propósitos políticos, la supervaloración de la balanza comercial y un entusiasmo por una densa población.


Las finanzas se miran como el instrumento para alcanzar estos propósitos, enunciándose por primera vez el postulado de las finanzas funcionales, esto es, utilizar la actividad financiera del Estado para fines extra fiscales.


Esta escuela es la primera que destaca la dependencia de la Economía del Estado de la Economía Nacional, atribuyéndole a la primera un carácter parasitario con respecto a la segunda, y de lo cual, se deduce la necesidad de robustecer la economía nacional si se desea tener finanzas sanas y poderosas. Entre sus más destacados representantes se encuentran Tomas Mun, Francisco Fauquier, William Petty, Jhon Locke.


Los Cameralistas: Cameralistas es el nombre dado por los alemanes al estudio de la administración y finanzas públicas. Eran funcionarios de los Estados Alemanes, y sus escritos datan de los siglos XVI al siglo XVII. Eran absolutistas, y para ellos el Príncipe era la encarnación, el bienestar de este era lo más importante y no los inquietaron problemas como el de la justicia Tributaria y la legalidad de los impuestos. El pueblo no debía ser oprimido por impuestos porque esto desalentaba el esfuerzo económico y, por lo tanto, perjudicaba el interés del Príncipe.


Uno de sus representantes: Von Justi, considera a los impuestos como un medio de que el Príncipe regule la economía en beneficio del Estado, su ora Sistema Financiero, puede considerarse como la sistematización de esta escuela (se lo considera un precursor de Adam Smith, por que sugiere la posibilidad de establecer impuestos directos e indirectos para cuya percepción formula reglas que guardan gran similitud con las que enunciara Adam Smith, años mas tarde). 


Los Fisiócratas: El siglo XVII vio aparecer en Francia una numerosa literatura económica y financiera, gran parte de ella destinada a criticar los usos y abusos del Ancien Regime. Tuvieron gran consideración por la actividad agrícola y la creencia en las leyes naturales, por lo cual se les ha llamado fisiócratas, y tuvieron antes y después de la Revolución Francesa, señalada importancia, sobre todo Quesnay, que con su Cuadro Económico, dio unidad a este pensamiento en el que la agricultura tomo un rol muy importante. Ella concibió la original teoría de que todas las actividades económicas desarrolladas por el hombre, la agrícola es la única que enriquece auténticamente a la economía nacional y al individuo en forma de un producto neto, por lo cual, era la única riqueza que debía estar gravada, desapareciendo cualquier otro impuesto. Sus postulados constituyen un aporte valioso que la ciencia financiera no olvida. Así se tiene:

-
Que los impuestos no deben ser destructivos ni desproporcionados a la renta nacional.

-
Que deben aumentarse siguiendo la curva ascendente de esta, y

-
Que deben recaer solo sobre la renta liquida, evitándose todo impuesto indirecto por ser estos onerosos en su cobranza, perjudiciales al comercio y destructores de la riqueza nacional. 

Entre sus doctrinarios más destacados, además de Quesnay, figura Turgot; Ministro de Hacienda de Francia; Mira Beau, Mecier de la Rieviere, Du Pont de Nemor, Etc.

El Dr. Quesnay fue el médico de cabecera de Luis XIV y de la mujer, que durante 20 años, rigió los destinos de Francia: Madame de Pompadour.

Adam Smith. Con el los estudiosos financieros adquirieron un grado de sistematización, tal que el tratamiento que el dio a estos estudios, ha continuado siendo el mismo hasta hoy desde el punto de vista del método expositivo.

Su investigación sobre la Naturaleza y Causa de la Riqueza de las Naciones publicada en 1.776, ejerció profunda influencia, tanto en la ciencia de la Economía como en la Financiera. Representa la más completa reacción contra el estatismo que existió a comienzos de la edad moderna, relegando al Estado un papel pasivo en la vida económica, pero, reconociéndole ciertas funciones inherentes que debe asumir: Defensa del Estado de la violencia e injusticia de otros Estados; Justicia y Seguridad en el interior como creación y mantenimiento de las instituciones públicas y de obras de interés público, que el particular no puede costear (como aquellas que facilitan el comercio y promueven la instrucción pública).

En el aspecto puramente financiero, se aparta de la escuela fisiocratica; sostiene que no solo la agricultura es creadora de riquezas, sino también la industria, el comercio y el trabajo, recalcando que todo impuesto que recaiga sobre una sola de estas tres clases de entradas, es injusto en cuanto no afecta a las otras y que los súbditos del Estado, deben contribuir al sostenimiento del gobierno en proporción a la renta de que gozan bajo la protección del Estado, constituyendo la igualdad el observar esta máxima, y apartarse de ella la desigualdad en la repartición de impuestos. En cuanto a esta formula burguesa, proporcional e igualitaria de imposición, representó – frente a un sistema de privilegios – un paso de tanta importancia como lo representó la ley del Talión para el derecho penal.

Representó a la riqueza industrial y manufacturera como un nuevo aporte al capital y la renta nacional. La importancia de su aporte a esta ciencia se puede resumir en:

-
Dio popularidad y respaldo doctrinario a la concepción del Estado Liberal, transformándose en el abecedario de este pensamiento económico.

-
Dio una visión sistemática a los estudios financieros.

-
Formulo principios que siguen teniendo plena vigencia, como las reglas básicas de la imposición (o reglas de Adams Smith).

-
Destruyó la concepción fisiócratica de la creación unilateral de las riquezas, ensanchando el campo de la tributación. 

Siglo XIX: en este siglo la ciencia de la hacienda alcanza su madurez como disciplina científica y aparecen en Europa tratados que abarcan el tema independientemente de la Economía política de manera unitaria y orgánica.

El autor que mejor encarna el nuevo periodo, tal vez se A. Wagner, quien en su cátedra, en su actuación política y en su obra, sostiene y patrocina el principio de que las finanzas deben tener un contenido social, empleándose medidas financieras para extender la actuación del Estado mediante la absorción de las rentas privadas para transferirlas a éste en forma que permita la redistribución de las rentas y extensión de los servicios en ayuda a las clases económicas débiles.

Durante este siglo, dos instituciones financieras concentran el esfuerzo teórico y político para lograr sus establecimientos: el Impuesto a la renta y la progresividad de la imposición, como formula para realizar una mayor justicia tributaria.

El Siglo XXI y las Finanzas Funcionales; después de alcanzadas las dos instituciones, producto ideológico del siglo anterior, las finanzas evolucionaron inesperadamente, revolucionando conceptos económicos y financieros.

Dos acontecimientos están ligados al nuevo pensamiento: la Depresión mundial que aconteció en el año 1929 al 33, y la segunda guerra mundial. Ambos ocasionaron una inmensa perdida material a la que sumó la profunda crisis espiritual, producto de este periodo llamado por Henry Wallace El Alto Costo del Fracaso.

El análisis de los economistas clásicos resultó insatisfactorio para explicar la depresión acaecida en aquella década, en que el reajuste automático de la economía no se producía como sostenían ellos.

Keynes publicó, en 1936 su obra Teoría General de la Ocupación, el Interés, y el Dinero, sosteniendo que los postulados de la teoría clásica, solo eran aplicables a casos especiales y no en general. Por cierto, no fue el primero que formulara los nuevos principios financieros, pero si fue el que sistematizó sus ideas y elaboro esta teoría general en la que se destaca la función de los procesos de inversión, de Ahorro y de Consumo. De este análisis hecho con las nuevas experiencias y con profunda observación de las realidades, resultó una nueva concepción financiera y una nueva política fiscal que es conocida como Finanzas Funcionales, de ella el Estado emerge con otras y altas responsabilidades en las que debe utilizar su actividad financiera para obtener finalidades económicas y sociales en las que las finanzas dejan de ser neutrales para adquirir una función dentro del proceso económico.

Naturaleza y finalidad de la ciencia financiera 

La ciencia financiera tiene el rol especifico le corresponde la consideración de los principios de repartición de los gastos públicos y las condiciones de aplicación. Estudia el punto de vista económico y el político de hechos financieros, analiza las entradas y los gastos para determinar el mejor funcionamiento de la organización financiera con miras al interés general, es entonces, una ciencia social y sobre todo política.

La Actividad financiera compete al Estado, conforme a los lineamientos del derecho público, de modo que su naturaleza es más bien de carácter público.

Keiser: El Estado es persona jurídica de derecho Público, aunque en algunos casos su gestión se regule por el derecho privado.

a) La literatura de ciencia financiera: 

Según las fuentes que se disponen, las nociones sobre economía financiera se hallan muy dispersas en la literatura de la antigüedad. El breve comentario de Xenofonte De los Ingresos del Estado; escrito en el año 353 AC. Y la economía pseudo aristotélica, solo tienen importancia en cuanto al conocimiento del estado financiero de la época. De mayor trascendencia son las exposiciones contenidas en la Ética a Nicomano y La Política de Aristóteles, concernientes a la diferencia entre los criterios de justicia conmutativa y distributiva en el reparto de las cargas. Estas doctrinas tuvieron considerable influencia en las ideas medievales y modernas de justicia impositiva.

La evolución y las transformaciones operadas en el objeto y en el significado de las instituciones financieras sobre todo de los impuestos y el crédito público originan exposiciones y discusiones a propósito de la Ciencia Financiera, que se extiende en la medida de aquellas. La doctrina económica contenida en discusiones teológicas contiene varias observaciones fundamentales sobre la teoría y la política financiera, como la justicia de los impuestos, la moral impositiva, las exenciones impositivas y los empréstitos. Los empréstitos forzosos a interés implementados en las repúblicas italianas a partir del siglo XIV, provocaron conflictos con motivo de las prohibición eclesiástica sobre el interés y la usura en eruditos florentinos como Bernardo de Siena.

Las cuestiones financieras fueron tratadas más extensamente por primera vez, por Jean Bodin en su obra Seis Libros de la República (1.577). Giovanni Botero, Peny, Locke y otros, se ocuparon de cuestiones financieras en gran numero de publicaciones de carácter preferentemente jurídico y compilatorio, que conservan aun su valor para el conocimiento de la situación financiera de la época.

La evolución de la literatura financiera, íntimamente ligada a la historia de la economía política, parte del Estado absoluto bajo autoridad del príncipe y la tutela mercantilista, a través del Estado cameralista y administrativo del despotismo ilustrado hasta el Estado liberal del Siglo XIX, y el Estado administrativo y social presente, comprende desde Bodin a los juristas fiscales; algunos mercantilistas italianos y franceses más los cameralistas antiguos y posteriores, mientras que a los Fisiócratas: Adam Smith y sucesores (D. Ricardo, Maltus), hasta llegar a los maestros de las Ciencias Financieras Alemana (Stein, Rau, Wagner, y los representantes de la nueva teoría financiera escandinava y anglo – norteamericana, quienes no niegan la influencia alemana.

La antigua literatura de la Ciencia Financiera, se elabora, generalmente, con carácter enunciativo en las llamadas bibliotecas cameralistas, que constituyen la más remota bibliografía alemana de las ciencias económicas y sociales.

b) La posición de la ciencia financiera en el Sistema de las ciencias 


La ciencia Financiera pertenece al sector de las ciencias, cuyo objeto es la investigación de la vida social humana. Una parte de estas ciencias, cuyo conjunto se llama ciencias sociales, tiene como objeto los fenómenos económicos de la vida colectiva, es decir, los procesos y relaciones que resultan de causas y hechos económicos dentro de la existencia y conducta de las economías al servicio de la sociedad, o sea que, los problemas que proceden del esfuerzo del hombre para satisfacer sus necesidades, son objeto de estudio de la economía social.


La economía socia se ocupa de los fenómenos de la vida económica que se dividen en dos tipos:

a)
Aquellos que tienen por objeto las relaciones reciprocas de las economías privadas, y

b)
Las relaciones de las economías públicas, tanto reciprocas (con si mismas) como con las economías privadas.

Los fenómenos o actividades y relaciones económicas de las economías Públicas, conciernen a la Ciencia de la Economía Política o Ciencia de la Economía Pública.

La ciencia financiera es una parte de la Ciencia Económica Pública, es pues, la parte que se trata de la Economía financiera pública de las economías colectivas obligatorias o de las economías colectivas públicas. (Economías Colectivas Públicas u obligatorias, son las asociaciones obligatorias del derecho público que sirven a fines públicos, y son objetos económicos, ellas mismas; el Estado y los municipios por ejemplo).  

c) La economía financiera


Por economía financiera entendemos, la suma de medidas o instituciones que tienden a la útil fijación y organización de las necesidades y, particularmente, a la obtención e inversión de los recursos, para satisfacer las necesidades de una determinada economía.

La economía financiera no es como erróneamente se piensa, que es la economía del Estado o de la entidad pública en general, solo conforma una parte de esta economía pública que persigue la finalidad de satisfacer necesidades públicas por el ofrecimiento de prestaciones y servicios de distinto tipo.

La economía financiera pública, es la suma de medidas e instituciones que tienen por fin la determinación del tipo y la cuantía, así como la obtención e inversión de los recursos para la producción pública material e inmaterial, en cuanto estas medidas e instituciones, no sean del tipo de la economía puramente privada.

Así como se entiende por economía, un círculo cerrado y uniforme de instituciones económicas, se designa con la expresión de economía financiera pública, tanto al organismo económico de las finanzas públicas como la actividad económico-financiero que tiende a financiar las entidades públicas.

d) El concepto de la ciencia financiera


Según Wagner, la doctrina sobre el presupuesto del Estado, se llama Ciencia financiera. Su objeto es conforme a los principios del Derecho General del Estado (público) o de acuerdo a las leyes de la economía nacional desarrolladas por la Ciencia Económica, fijar la legalidad de las necesidades del Estado y la influencia de la obtención de recursos por el Estado sobre la economía nacional, así como pronunciarse sobre el método correcto de proporcionar ingresos al estado.


Se puede hablar de Economía Financiera pública y, en consecuencia, de una Ciencia financiera, en el Estado actual, solamente desde que el Estado y las comunas, tienen una economía que esencialmente se distingue de la economía privada.


La ciencia financiera es tanto doctrina que trata de las medidas, fenómenos e instituciones económicas emergentes de la economía especial de las entidades públicas de existencia necesaria en cuanto a obtención e inversión de recursos.


La Ciencia financiera logra su distinción, según el objeto y el método que pide Kant, al circunscribirse a la economía especial de las entidades públicas, la cual se distingue esencialmente de la economía privada, por la forma de obtención y empleo de sus recursos.


Si se quiere dar un sentido más amplio al concepto de la Ciencia Financiera su estudio debería dividirse en:

-
La Ciencia de la Actividad Financiera de entidades públicas, en cuanto tiene por objeto la satisfacción de las necesidades financieras, conforme al carácter especial de entidades públicas, constituye lo que se conoce como Ciencias Fiscales, o sea Finanzas para satisfacer necesidades.

-
La Ciencia de los medios y recursos económicos-financieros, en prosecución de objetivos de política reguladora y no dedicado a la financiación de entidades públicas, constituye lo que se conoce como Finanzas de Política reguladora o Finanzas reguladoras. 

e) El nombre de Finanzas y de Ciencia financiera


Lo que actualmente es objeto y materia de la ciencia financiera, esta tratado (con las reservas de la evolución de la economía política y del derecho) en las publicaciones de los siglos XVI y XVII con el titulo de erario.

En la literatura alemana, siglo XVIII, la ciencia financiera aparece bajo el nombre de Ciencia Cameralista que comprende a todas las doctrinas relativas a la Financiera, propiamente dicha, el nombre de economía de Estado o Ciencia de la Economía del Estado. Esto fue objetado desde el comienzo afirmándose que la Ciencia Financiera se distingue perfectamente de la Ciencia de la Economía del Estado, por que aquella se ocupa de la adquisición de recursos de los príncipes del Estado, mientras que la Ciencia de la Economía del Estado se refiere más bien a su institución.

Pronto se renunció a emplear los nombres de Economía del Estado o Ciencia de la Economía del Estado para designar a la Ciencia Financiera por ser demasiado vagos, quedando solo Ciencia Financiera, para designar a la Ciencia o Teoría de la Economía Financiera Pública.

f) División de la Ciencia Financiera


La Ciencia Financiera, es decir, la Teoría de la Economía Pública que satisface las necesidades, se divide en Ciencia General y Ciencia Especial.


La Ciencia Financiera general estudia los fenómenos de la economía financiera pública, y lo hace de dos maneras: por el camino de la investigación realista empírica, obteniendo resultados deducidos de manifestaciones históricas en la economía financiera pública, y también, por el medio de la investigación abstracta o exacta que reduce los fenómenos económicos a sus elementales factores constitutivos para llegar, mediante la abstracción, a resultados universalmente válidos y absolutos.


La Ciencia Financiera especial es o bien, comparada de un grupo determinado de civilizaciones y economías, o bien descriptiva de las instituciones públicas económico-financieras de una determinada comunidad pública.


Esta división no debe confundirse con la división en teórica y practica. La Ciencia financiera o Política Financiera, es más bien la teoría sobre los fines de la Economía Financiera Pública.

g) El objeto de la ciencia financiera


En el sentido más amplio o empírico, es la economía financiera pública o la economía que busca satisfacer las necesidades, la adquisición o suministro de recursos, caracteriza a la economía financiera pública convirtiéndola en una economía especial.


El objeto propiamente dicho o epistemológico de la Ciencia Financiera es la obtención y posible disposición económico-pública de los recursos que necesita una economía pública para realizar sus objetivos. Por ejemplo la actividad económico-financiera para la construcción de caminos públicos, no consiste en el suministro de piedras transporte, etc., sino en la obtención y posible disposición de los medios monetarios que la administración vial necesita para las prestaciones materiales y ejecución de los trabajos.

h) La tarea de la Ciencia Financiera, 


En principio, la tarea de la Ciencia Financiera, esta determinada, en un sentido, por el tipo y el volumen de la vida económica de las economías colectivas obligatorias y, desde luego, del Estado, en otro, por la organización de la economía nacional que sostiene esas economías colectivas.


La ciencia financiera se interesa exclusivamente, por la manera con que pueden conseguirse los recursos económicos a aplicarse para que transformen en servicios y prestaciones públicas, vale decir, que ella debe investigar los medios que pueden aplicarse para el cumplimiento de los fines estatales, conforme a las condiciones de cada país.


Está relacionada estrechamente con la Ciencia Administrativa y la Política económica, de manera que los limites entre las tres disciplinas, - Economía Política, Ciencia Financiera y Ciencia Administrativa – parecen confundirse por las necesidades de la practica que ensanchan cada día las tareas de las ciencias con ella relacionadas, razón por la cual, se ensancha el ámbito de la su propia misión, que debe ser continuamente delimitada. 

i) Teoría de los fenómenos de la economía financiera publica

La naturaleza de los fenómenos económicos financieros públicos, está concebida por la antigua teoría como un caso particular de cambio o de circulación, por lo cual, los tributos vienen a resultar retribuciones a los servicios públicos.


El proceso económico financiero público, es considerado como de consumo o de producción de bienes económicos, o como intercambio entre el Estado y los individuos.


El objetivo de esta interpretación del proceso económico-financiero, fue antes que una explicación teórica, obtención de normas prácticas para la política financiera.

Se tiene las siguientes teorías.

-
Teoría del Consumo: la Actividad financiera, es un acto de consumo colectivo y público, la economía pública consume bienes materiales y lo transforma en prestaciones de servicios, pero no crea nuevos valores, puesto que según ella, solo los bienes materiales son bienes económicos reales, por lo que los gastos públicos se consideran consumos improductivos de riqueza. Representantes: Adam Smith, Juan Bautista Say.

-
Teoría de la Productividad: considera la actividad económico-financiera pública, como producción de bienes inmateriales: protección jurídica, orden público, seguridad, salud y educación, etc., explicando solo la economía pública de los gastos. Representantes: Adolfo Wagner, F. List., etc.

-
Teoría del Cambio: pretende apreciar ambos lados de la economía financiera pública: la de los ingresos y la de los gastos, interpretando el proceso económico – financiero como circulación económica de bienes, conocida como Teoría del Liberalismo Manchesteriano. Representantes: Francisco Bastiat, Montesquieu y Mira Beau.

-
Teoría de la Distribución: Para esta, los fenómenos de la economía financiera, son solo problemas distributivos en los que el proceso económico-financiero, consiste en el reparto de los gravamenenes públicos entre los individuos. El reparto de los gravamenenes es importante, pero de ningún modo comprende a la totalidad del proceso económico financiero. 

-
Teoría de la Transferencia: Ve la naturaleza de las finanzas, en la transferencia del poder adquisitivo, según el principio de la máxima utilidad social. Considera el proceso económico – financiero, no en su carácter de proceso, sino observando el resultado de la distribución, transformándose en teoría de redistribución cuando se atribuye a las finanzas, no solamente la tarea de satisfacer las necesidades financieras, sino además, la de cambiar la distribución de los ingresos y patrimonio. Representantes: H. Dalton, Wagner.

-
Teoría Cooperativa: Ve en la economía pública, una acción cooperativa de producción y consumo que produce bienes públicos, y los traspasa a sus miembros, según principios cooperativos determinados por el bien común. Representantes: De Vitti De Marco.

-
Teoría de la lucha de clases: Según estos, los fenómenos económicos financieros, no son más que expresión de relaciones de poder económico y políticas; considera el proceso cíclico del cambio en el poder político como una circulación de las elites. Estos, llegados al poder, no tendrían intención de administrar con equidad, sino de conservar el poder empleando varios medios; entre ellos, una distribución de los impuestos que corresponda a los intereses egoístas de su circulo. La historia política de todos los tiempos, ofrece ejemplos en apoyo de esta teoría, pero entonces, la circulación de las mejoras, tendría que llamarse Circulación de Bandidos. El proceso económico-financiero bajo el poder, sería un mal disimulado robo. Representantes: Loria, Conigliani, etc.

Se debe resaltar que son erróneas todas las teorías del proceso económico-financiero público, cuando se fundan fuera de la economía financiera, sea en la Ciencia del Estado, en la ética o en las teorías económicamente puras.

Las insuficientes interpretaciones de estas teorías, se explican además, por que se confundió la economía financiera pública con la economía pública, y, también por que nuestra ciencia, es considerada parte integrante de la economía nacional de igual naturaleza que las economías privadas, y nuestra economía financiera no lo es.

j) La circulación de Bienes en la  economía financiera publica


La circulación de bienes en la economía financiera pública, debe ser considerada desde un doble punto de vista: como proceso económico especial y autónomo, que es una parte de la economía pública, y luego, como un sector de la economía nacional. Cada proceso económico, es obtención, disposición o distribución y empleo de bienes; esta circulación de bienes, en la economía financiera pública, se desarrolla según valoraciones basadas en el interés público y conforme a estipulaciones unilateral y obligatoriamente fijada por el derecho público.


La actividad económica financiera, persigue el fin de conseguir y poner a su disposición medios para satisfacer las necesidades públicas. Exige la obtención, adquisición o producción de bienes, que son los tres momentos de la actividad financiera.


La economía financiera pública, como parte de la economía nacional, tiene especial importancia en la circulación de bienes, y su función esencial, no es determinar la distribución del rendimiento de toda la economía del producto social, sino realizar esa distribución en la proporción que le es fijada. Es evidente que la circulación de bienes, en la economía financiera pública, influye en la distribución del producto social y, por ende, en la distribución de los ingresos y patrimonios, la que interviene también en el consumo, controlando ahorros y gastos.


La circulación de bienes en la economía financiera, no quiere decir otra cosa que, transferir medios monetarios de la economía privada a la pública, sirviéndose de la imposición y del crédito público para fines sociales y para fines de una política ordenada, logrando este nuevo rasgo típico desde el cuarto decenio de este siglo, que ha reforzado su carácter de proceso económico completo de producción, distribución y consumo, efectuando por conducto de la circulación monetaria.

k) Las relaciones de la ciencia financiera con otras ciencias 


La ciencia financiera es una parte de las ciencias sociales. En algunas de ellas encuentra su complemento y, en otras, su fundamento. Tres círculos concéntricos rodean a la ciencia financiera con la importancia de ciencias afines auxiliares.


El primer circulo esta integrado por las ciencias que como las Ciencias Financieras mismas, se ocupan de la Economía Financiera pública: Historia, estadística, derecho público, etc. El segundo, por otras ciencias sociales, particularmente, las Ciencias del Estado. El Tercero, por otras ciencias culturales y naturales.

-
Ciencias Económicas: la relación es tan estrecha como la que existe entre padre e hijos, ya que salvo contadas excepciones, todas las medidas financieras están relacionadas con hechos económicos.

-
Ciencias Jurídicas: Toda la vida financiera debe ceñirse a formas jurídicas las medidas de tipo financiero, aparecen normalmente bajo formas de leyes, y se refiere a hechos jurídicos. Las finanzas tienen especial vinculación con el Derecho Administrativo que fijas las normas, dentro de los cuales, el Estado desenvuelve las actividades para cubrir servicios públicos. Existe un estrecho contacto entre el Derecho Constitucional, el Político y las Finanzas, porque depende de la estructuración del Estado el desenvolvimiento y alcance de las actividades financieras.
-
La Historia: Por que la actividad financiera del Estado, se ha ido modificando a lo largo del tiempo, y el examen de la historia de la actividad y pensamiento financiero, tiene singular importancia para comprender el estado actual de los estudios en las materias. La historia financiera muestra la evolución y en cada fase las condiciones de tiempo y lugar de la economía de la financiera pública, enseñando la justa apreciación del Estado actual y de la problemática del futuro.
-
Con la Estadística: es un valioso auxiliar de la Ciencia Financiera, puesto que registra sistemáticamente los datos cuantitativos de ciertos fenómenos, y establece las relaciones posibles entre los datos referidos a un mismo fenómeno, desde luego, sin la correcta información estadística, la política financiera se convertiría en un simple acto de presagio. 


Los hechos naturales y culturales que dominan la existencia del hombre en el Estado y en la economía, determinan fundamentalmente a la economía financiera pública, las extensiones o espacios de una economía y las propiedades culturales y naturales de la población de un territorio, son factores básicos imprescindibles en el desarrollo de cada economía. Estos factores no son revelados por la geografía física, política y por otras ciencias naturales. Lo mismo puede decirse de los hechos demográficos evidenciados por la antropología, la etnología, etc., que determinan la capacidad financiera de cada entidad pública. Más estrechas son las relaciones con las demás Ciencias Sociales, es decir, las Ciencias Económicas, Jurídicas, estatales, demográficas y la sociología.

Con la mención de la sociología financiera, ya entramos en las ciencias afines que circundan directamente a la Ciencia Financiera, le ofrece los hechos para su consideración teórica y para la política financiera.

La estadística financiera se ocupa de los fenómenos económicos financieros públicos en cuanto sean numéricamente accesibles.

La descripción financiera investiga detalladamente, la economía financiera pública, individual o institucional con el propósito de llegar a conclusiones generales.

l) Tendencia y métodos de investigación de la Ciencia Financiera, 


Como toda la economía política, también las Ciencias financieras no partió de un interés teórico o científico orientado hacia la explicación de las cosas, sino de tareas prácticas. Tenía la tarea de demostrar con que recurso el Estado podía obtener todo cuanto le hiciera falta para la realización plena de su objetivo, es decir, pagar las necesidades que resulten de ellos. 

La determinación de las tareas muestra tres periodos de la evolución doctrinaria estrechamente vinculadas con la metodología de la ciencia financiera; va desde el examen desde lo moralmente permitido (escolástica), pasando luego a lo jurídicamente permitido y llega a lo que es útil:


La tendencia puramente económica: Atribuye a la Ciencia Financiera un carácter exclusivamente teórico, su tarea es solo el conocimiento e interpretación de la organización económica y política de la sociedad y de las leyes, de su duración y de su evolución. Su objetivo es establecer mediante una investigación, las leyes determinadas de los cambios de ese equilibrio.


La tendencia orgánica-social: Tiene al Estado Social y jurídico como elemento esencial, del que cada investigación económico financiero debe partir y al que debe volver.


El Método genético de la Escuela Histórica: su objetivo es la explicación causal de los fenómenos económico financiero publico en sus relaciones con toda la evolución económica, social, jurídica y política, y aclarar sus efectos y tendencias evolutivas. Depende de los materiales que las Ciencias auxiliares ponen a su disposición.


La Tendencia ética o político – Social: surge como herencia de los cameralistas. En su concepto, la ciencia financiera debe establecer las ideas directivas de las instituciones económicas – financieras, y mostrar los mejores medios para realizar los fines de una política impositiva social.


El Método Sociológico: considera a los fenómenos de la economía financiera como productos o factores de la situación social, estudia sus relaciones reciprocas con otros fenómenos sociales, sobre todo, con los hechos fundamentales de la vida social. Sus dominios, propiamente dichos, son los problemas relativos a las condiciones sociales de los fenómenos económicos-financieros públicos.


El concepto económico estatal: de los fenómenos económico-financieros, es el denominador común de varias nuevas teorías de la Ciencia Financiera. Es un Sistema económico basado en un principio particular de organización que debe ser entendido en todas sus partes por sus propios supuestos.


El Método Teleológico: el suministro de recursos, es el objetivo tradicional de la economía financiera. Esta puede ser entendida solamente sobre la base de toda la economía del Estado, incorpora la Ciencia Financiera en la Ciencia de la economía estatal, cuya tarea sería comprender el conjunto de actos que conforman la economía estatal, y dentro de él, encontrar el orden en que se basan.


Teoría Universalista de la economía estatal: según ella, la economía financiera no conforma parte de la economía estatal, sino la verdadera Ciencia de la economía estatal misma, cuyas tareas deberían ser considerada resueltas desde el punto de vista de la totalidad.


Tendencia Econométrica o matemático-estadística: Método especial, propio, expuesto para el estudio de problemas de la Ciencia Financiera.

ll) La metodología en la Ciencia Financiera, 


No existe aun una metodología autónoma de la Ciencia Financiera. Probablemente los teóricos de la Ciencia Financiera, aceptan y emplean los métodos de las ciencias sociales, particularmente, los de la ciencia económica y, además, los de la historia y estadística.


Es casi una regla que los tratados de las finanzas, cuando toca la cuestión del método, se remiten simplemente a la metodología de las ciencias sociales, no es para que sea bastante la simple referencia.


La cuestión de la metodología de nuestra ciencia, nos lleva, en primer lugar, a saber a que categoría de ciencia pertenece: la Ciencia Financiera es Ciencia teórica de leyes que tiene la tarea de construir nociones generales, y es Ciencia descriptiva de realidades limitadas por el tiempo y el espacio. Por este doble carácter metodológico se desprende que la Ciencia financiera, debe emplear desde un principio métodos de deducción e inducción.


El Método Deductivo debe ser usado para explicar los fenómenos del proceso financiero público, pero debemos recordar siempre su calidez hipotética y abstracta que se basa únicamente en el análisis especulativo de su alejamiento de la realidad debe ser advertido.


Por su parte, el Método Inductivo tiene la tarea de elaborar y describir los fenómenos económico-financieros públicos dentro del proceso económico y de verificar y conformar su relación con las Ciencias Naturales, los factores morales, políticos, etc.

m) Las leyes de la economía financiera. 


Desde los días de la escuela Clásica, la Ciencia de la Economía nacional, se ha dado al estudio de leyes económicas y sociales, considerando con frecuencia tales leyes, como la meta principal del conocimiento. La Ciencia financiera, en cambio, se interesó poco durante largo tiempo por establecer leyes, y cuando las formuló generalmente se trataba de generalizaciones insignificantes o formulas sin la claridad propias de las leyes.


Para las ciencias sociales, es un postulado de su razón teórica suponer la acción de las leyes sociales, ya que solo así comprende los hechos y las relaciones de la vida social; es para ellas una necesidad lógica, valiendo esto para la Ciencia Financiera. Eso no significa que, a parte de las leyes económicas y sociales, haya también leyes particulares de la economía financiera; si ellas fueran dadas, es una creación metodológica por lo que se debe reconocer que en la economía financiera, las leyes son lógicamente posibles.


La ciencia financiera se ocupa de determinados fenómenos de la vida económica del hombre que se desenvuelve en ciertas condiciones y exhiben relaciones ciertas. Del conjunto de estas relaciones y condiciones, resultan leyes de economía financiera.


Los fenómenos designados como leyes sociales o económicas, no tienen un carácter uniforme, lo mismo ocurre con las leyes de la economía financiera. En primer lugar, se deben distinguir las leyes propiamente dichas, sino ciertas convicciones más o menos generales, que tienen validez en todas las colectividades humanas y que son derivados del egoísmo social, del sentimiento de justicia, de la moral, de la solidaridad, etc. se puede citar como ejemplo, el aumento de los gastos públicos para objetivos culturales, la progresión impositiva, las cargas crecientes sobre el patrimonio, etc.


Las leyes propiamente dichas, son leyes empíricas o hipotéticas leyes causales. 

Las primeras, son reglas empíricamente comprobadas de acontecimientos, traduciendo la regularidad en la sucesión de bienes económicos, que según las condiciones dadas por el lugar, por el tiempo, naturaleza y la cultura, toman formas diferentes.

Las Segundas: hipotéticas leyes causales, expresan las consecuencias que resulta de una causa definida y de una condición determinada de la misma manera, reconocida como relación particularmente importante según sea la situación.

El objeto de las leyes empíricas, es la determinación de la regularidad exterior de la coincidencia y reiteración de los fenómenos financieros: la Reiteración de sistemas de la economía financiera, el retorno de típicas formas impositivas, la regla de Canard: Antiguos impuestos son los buenos, nuevos impuestos son malos.

Las hipotéticas leyes causales son de todas clases, solo reconocibles por abstracción por lo que se llaman también, abstractas; la investigación recurre al método de aislamiento suponiendo que, bajo ciertas condiciones, casusas individuales provoquen sus efectos sin impedimentos. La reiteración de los fenómenos económico-financieros, comprobada con tales premisas, es una ley propiamente dicha de la economía financiera. Ejemplo: La Ley de la merma de las fuentes impositivas, la Ley de rescate o de amortización de impuestos – su misión no es dar una imagen fiel de la realidad; emerge de ellas sobre la tendencia del fenómeno a manifestarse externamente.

--------------ooooooooooo--------------

II

La actividad financiera del Estado 
1. Concepto. Es la acción que el Estado desarrolla a los efectos de procurarse los medios necesarios que requieren los gastos públicos para atender las necesidades colectivas, y en general, para la satisfacción de su propio fin. 


Tanto cuando el Estado efectúa gastos públicos como cuando obtiene ingresos públicos – sea por cualquier procedimiento – desarrolla un tipo especial de actividad que se denomina actividad financiera, la cual consiste en la utilización de los bienes que se hallan a disposición del Estado como en la distribución de las cargas públicas a los contribuyentes, conforme a su capacidad contributiva.


Esta acción del Estado (actividad financiera del Estado), cuya realización es delegada a las diferentes instituciones gubernamentales, tiene por motivación y por fin satisfacer las necesidades públicas a través de los gastos públicos que el propio Estado estima conveniente. Tal aplicación debe realizarse conforme a las leyes respectivas, de modo que, el ejercicio de las funciones públicas, debe imponerse en forma coercitiva; y es así que tales actividades son llamadas también soberanía fiscal o poder de imposición.

2. Disciplinas que las estudian: 


La actividad Financiera puede ser objeto de estudio de diversas disciplinas. Las que merecen particular importancia, más se refiere a la política Financiera, la Ciencia de las Finanzas y el Derecho Financiero.

3. Política Financiera, 

Es el conjunto de principios, sistemas o medidas desarrolladas por el Estado objetivadas a la consecución de los fines sociales, económicos y financieros. Indica los fines que la Hacienda Pública puede o debe alcanzar.

Los estudios específicos de política financiera, se ocupan de determinar la elección de los gastos públicos a realizarse y los recursos públicos a obtenerse para sufragar los gastos en circunstancias de tiempo y lugar determinado, es decir, en función de una orientación política determinada y variable, conforme los objetivos políticos perseguidos por la acción estatal.

Para concluir, corresponde a la política financiera, concebir e impartir las directivas generales para que la actividad del Estado logre los fines propuestos, los que conducen a la satisfacción de las necesidades públicas.

Ciencias de las finanzas y Derecho financiero. Generalidades. 

Tiene como fin la investigación de los medios que deben aplicarse para la consecución de los fines del Estado, conforme a las condiciones particulares de cada país.

Corresponde a la misma, la consolidación de los principios de repartición de los gastos públicos y las condiciones de aplicación. Estudia el punto de vista económico y político de los hechos financieros, analiza sus instituciones específicas como las entradas y los gastos para una mejor organización y funcionamiento con respecto al interés general, a fin de aprovechar la más provechosa adquisición y empleo – por los entes públicos – de la riqueza necesaria para la producción de los servicios públicos. 

Derecho financiero.


Es una rama del Derecho Público interno que regula la actividad del Estado en cuanto a los órganos encargados de la recaudación y aplicación de impuestos, presupuesto, crédito público y, en general, todo lo relacionado directamente con el patrimonio del Estado y su utilización.


El derecho financiero, con el estudio de la estructura jurídica de los gastos y recursos, complementa a la Ciencia de las Finanzas en el aspecto jurídico para el conocimiento de sus fenómenos. Además, mediante el examen de la jurisprudencia, el Derecho Financiero pone de relieve las cuestiones que surgen de la aplicación de la ley, en el caso concreto que puede interesar a la Ciencia de las Finanzas, para la elaboración más profundizada y completa de sus principios e instituciones.  

4. La actividad financiera y los métodos políticos: estado antiguo, feudal, absoluto, representativo, socialista. 

Estado antiguo: en la antigüedad, las finanzas fueron parasitarias. Descansaban directamente en la imposición de contribuciones a los vencidos en las conquistas de las guerras, y también, de los esclavos mediante sus servicios.

Otra peculiar actividad, se daba por medio de los monopolios estatales y las rentas patrimoniales de los bienes públicos, habiendo, por otra parte, un neto predominio de los ingresos patrimoniales provenientes de los bienes del dominio particular impuesta por el monarca.

En esta época, no se distinguía el patrimonio del Estado del patrimonio del monarca, ya que el rey era el soberano que por su carácter de gobierno totalitario, no diferenciaba tales bienes entre si.

Estado feudal: en este tiempo seguía confundido el patrimonio del Estado con el patrimonio del soberano, que era la principal fuente de recursos. Cabe recordar los principios de la época medieval, sostenida sobre la base de: Sin un respeto a los Derechos naturales del individuo, donde las finanzas se basaba en la renta obtenida del suelo, siendo el señor feudal (el amo) a quien debía pagar los vasallos, mientras que los nobles tenían a su cargo la defensa por que aportaban sus brazos (integridad física) y sus patrimonios.

Estado absoluto: La frase de Luis XIV, El Estado soy Yo, constituye una grafica representación de esa época. En ellas surgen los privilegios que beneficiarían a toda clase de gobernante, a la nobleza y al clero, con el sistema de regalías, que eran contribuciones que los señores feudales pagaban al rey por concesiones como la acuñación de moneda, uso del agua, compuesta a su vez, por los tributos de los vasallos a fin de ejercer profesiones, transitar por las tierras, usar puentes, etc. Se ve que son prestaciones no estrictamente tributarias, sino que en ciertas formas, son productos derivados de la propiedad territorial.

Estado representativo: En el nacen las finanzas tributarias y el poder de imposición. Con posterioridad a la revolución francesa, surgieron las ideas liberales que repudiaban la discrecionalidad, el autoritarismo, y que querían encontrar justificativos éticos en el impuesto, considerándolo como un precio que se pagaba al Estado por los servicios generales que este presta. Es el pueblo, por medio de sus representantes, el que impone los tributos que han de satisfacer las exigencias de la actividad financiera estatal.

Estado socialista: Es un sistema de organización autoritario, impuesto por un poder o una autoridad central, y que lleva consigo, una mancomunidad más o menos extensa de los bienes.

En este sistema, advertimos que las finanzas exhiben un perfil social; se orientan a una distribución del gasto público, de la riqueza y de la renta nacional, siguiendo para ello, las directivas de una planificación.

El impuesto cumple así, una función política y social de extraordinaria importancia, en cuanto tiene consecuencias económicas orientadas hacia los fines sociales del Estado.

La actividad financiera responde entonces, a satisfacer un interés social y no particular, siendo aquel el interés del Estado.

5. Tendencia actual. 


Debido a los caracteres antagónicos del liberalismo y socialismo, no se puede hacer una síntesis, razón por la cual, se abre paso a una solución que es la nueva doctrina conocida como neoliberalismo. La humanidad ha ido perdiendo su fe en las bondades del socialismo como ideal o método de solución de sus dificultades, de tal modo que, los economistas de todos los países, opinaron que había llegado el momento de imponer un liberalismo renovado y mejorado.


Sintéticamente se puede reseñar los principales lineamientos de esta corriente:

-
Vigencia indiscutible del mecanismo de precios.

-
Libre elección de los precios por los individuos.

-
Competencia de las empresas.

-
Reparto individual de la propiedad sobre los beneficios materiales de los factores de la producción, en correspondencia con los repartos de los distintos servicios de consumo en la economía así considerada.

-
Organización proporcionada por el Estado en forma de marco institucional, vale decir, orden legal.

La fisionomía del Estado Neoliberal, es distinta al del antiguo Estado Liberal, mero celador y arbitro, tampoco es tiránico y extremado como el sistema absolutista del siglo XIX; la formula característica es: Un Estado fuerte con funciones múltiples e intervenciones repetidas, respetuoso del individuo libre y al servicio del mismo. Se paso de la neutralidad e inacción estatal al intervencionismo del Estado moderno durante aproximadamente 40 años (del 40 al 80), prácticamente, todos los gobiernos occidentales compartieron una ideología mas o menos similar, inspirada en la teoría Keynesiana, que pretendió justificar de manera científica las intervenciones del Estado como garantía de empleo y crecimiento. El Ideal común era atractivo por que intentaba armonizar la prosperidad económica con la justicia social, donde los medios para lograrlo, era necesario implementarse la centralización estatal, la fiscalidad progresiva y la redistribución social. No obstante, surgieron una serie de fenómenos económicos y sociales (principalmente la crisis cíclicas y la desocupación), que debilitaron en los hechos, los esquemas individualistas clásicos así como los neoliberales, requiriendo por ende, una mayor intervención del ente público a los efectos de apuntalar la economía y obrar como factor de equilibrio, a pesar que por este medio tampoco fue alcanzado el ideal, sin embargo, debe reconocerse su mejoramiento, que después de cierto periodo de bonanza, volvieron a acentuarse la crisis, el sub desarrollo y el cáncer de la inflación, provocando nuevamente la desestabilización.

Se operó entonces, el retorno a las ideas liberales, pero aggiornadas y pragmatizadas mediante el reconocimiento de que es necesario un cierto grado de intervencionismo estatal y la debida satisfacción de necesidades públicas relativas, principalmente educación y salud.

Esta nueva concepción del liberalismo, llamado pragmático se inicio en 1.979, cuando los conservadores accedieron al poder de Gran Bretaña, continuó en 1.980, en EE.UU., en el 82, en Alemania, en el 83, en Francia y España, todos con gobiernos en manos de socialistas, por lo que surgió la Perestroika de la era Gorbachov, así como el paulatino abandono del Socialismo en los países de Europa del Este, sus bases son las siguientes:

-
Economía de Mercado: con intervención del Estado en ciertas variables, preferentemente indicativa.

-
Desestabilización: Disminución del sector Público con la privatización de las empresas públicas para evitar una carga presupuestaria insostenible.

-
Incentivo a la iniciativa individual: atrayendo a los capitales extranjeros y nacionales en oportunidades de inversión en la satisfacción de las necesidades públicas relativas.

-
Reducción del déficit presupuestario: con una reducción del gasto público en todos sus órdenes y una mayor eficiencia en la recaudación.  

Estas nuevas teorías no renuncian a la intervención estatal, pero la aceptan solo mediante la persuasión y el estimulo, impulsando a los individuos a reactivar la economía general, persiguiendo sus propios intereses y conciliando el interés general de la nación con el interés particular de los individuos aislados mediante la solidaridad.

Cualquiera que sea la posibilidad de aplicación de esta teoría, la humanidad ha advertido, los frecuentes errores a que nos han conducido la socialización y el intervencionismo de Estado.

Los nuevos intentos de crear un mundo de hombres libres, descansan en un principio rector que afirma no existir otra política realmente progresiva que la fundada en la libertad del individuo, pero no existe un régimen de LAISSEZ FAIRE, absoluto, ni nadie podría pretenderlo puesto que, lo importante es saber hasta que punto el Estado llega a la limitación de la libertad individual de acción. 

6. Caracteres de la actividad financiera. 

a)
Instrumentalización: Una característica fundamental de la actividad financiera es su instrumentalidad.

Se diferencia de todas las otras actividades realizadas por el Estado, por que no es un fin en si misma, o sea que, no atiende directamente a la satisfacción de una necesidad de la colectividad, sino cumple una función instrumental, porque su desenvolvimiento, es condición indispensable para el desarrollo de otras actividades. Esto es así por que ninguna actuación del Estado sería posible sino hubiera obtenido previamente los fondos necesarios para solventar su actividad en procura de satisfacer las necesidades públicas.

b)
El estado es el único y exclusivo sujeto de la actividad financiera, por que dirige esta, hacia la provisión de recursos necesarios para el logro de sus fines propios que son los fines de los individuos constituidos en unidad, tanto los intereses colectivos como los individuales para la obtención de fines superiores.

c)
La actividad financiera esta integrada por tres actividades parciales diferenciadas: la previsión de gastos, la obtención de ingresos y la aplicación de los mismos.

Necesidades Públicas y actividad financiera. 

Morsetti, llama necesidades públicas, a las exigencias que nacen de la vida colectiva pública, es decir, ordenada y disciplinada por el Estado y por las Entidades sometidas a el.

Al congregarse el individuo en colectividad, advierte la necesidad de resguardar el grupo constituido contra las agresiones (armadas, económicas o sicológicas) de otros grupos, o sea, la defensa exterior. Y es el Estado, representado por el gobierno, quien resguardaba la soberanía; es el Estado quien dicta los preceptos normativos para regular la conducta social y limitar la propia acción gubernamental mediante las leyes constitucionales; y sabido es que, él es quien organiza la administración de justicia para que resuelva las contiendas y aplique las penas debido a las consecuencias de la violación de las normas de convivencia. Todas estas necesidades reciben el nombre de necesidades públicas absolutas y constituyen la razón de ser del Estado.

Sin embargo, no son estas las únicas necesidades que nacen de la comunidad organizada, y es por ello que se habla también de otros tipos de necesidades, que son las denominadas necesidades públicas relativas, cuya satisfacción se considera cada vez más en mayor medida de incumbencia estatal por cuanto atañen a la adecuación de la vida comunitaria a los progresos emergentes de la civilización (instrucción, salubridad, asistencia social, transporte, comunicaciones, etc.)

Las necesidades pueden ser de dos formas:

Absolutas: son aquellas necesidades de ineludible satisfacción, porque de lo contrario, no se concebiría la comunidad organizada dentro de una nación, cuya constitución es imprescindible por ser imposible lograr una satisfacción de los individuos aisladamente considerada, ya que los mismos constituyen la razón de ser del Estado mismo. Así, el mantenimiento del orden interno, la administración de justicia y la defensa externa, son esenciales y constantes, cuya creación y satisfacción hacia la sociedad, ineludiblemente es responsabilidad del Estado.

Relativas: son las necesidades vinculadas al progreso y al bienestar social, metas por las cuales el Estado debe velar en la medida que sus posibilidades materiales sean viables, como ser, la creación del Servicio de salud pública, fundación de escuela, construcción de caminos, entre otros, los cuales son contingentes, mudables y no vinculados a la existencia misma del Estado.

La actividad Financiera: debe ser dirigida al servicio de las necesidades públicas y no a satisfacer caprichos de omnipresentes o de obsecuentes políticos, de los que en estos casos, indudablemente constituirá una aberración, ello ha ocurrido con frecuencia en etapas pasadas de nuestra historia financiera. 


7. Características y distinciones de los servicios públicos, servicios públicos generales y especiales. 

Los servicios públicos, son las actividades que el Estado, representado por el gobierno, realiza en procura de la satisfacción de las necesidades públicas.


Los organismos e instituciones administrativas, mantenidos por las entidades públicas con el fin de satisfacer las necesidades generales, se llaman servicios públicos, los que se distinguen entre si en generales y especiales.


Por otro lado se habla de servicios públicos esenciales (absolutas) que son los vinculados necesariamente a la soberanía del Estado, puesto que solo pueden ser prestados por el mismo Estado en forma exclusiva e indelegable, haciendo uso de todas las prerrogativas emanadas del poder de su imperio. No obstante, los servicios públicos no esenciales, tienden a satisfacer necesidades públicas vinculadas solo al progreso y bienestar social, las que no son consideradas necesarias o inherentes al ejercicio soberano del Estado.


Son servicios públicos Generales, aquellos cuyas ventajas o beneficios esta orientada hacia la colectividad considerada unitariamente. Ellos se organizan y mantienen por las entidades públicas para la vida unitaria e indistinta del grupo social y político, por lo tanto, exhiben la característica económico administrativa de ser indivisible; ejemplo: los caminos ordinarios, la seguridad interna y externa, etc.


Son servicios públicos especiales: los organizados y administrados por las entidades públicas sobre la base de una demanda controlada que los individuos va haciendo a medida que lo necesita, de donde al menos, se puede medir aproximadamente la porción del servicio consumida o cotizada por el ciudadano, lo que implica la prescindencia de una demanda en forma permanente y unitaria como el anterior, son por lo tanto, divisibles los servicios especiales, ejemplos, instrucción publica, media y la superior, la justicia civil, etc.


Suele hacerse una distinción entre servicio publico divisible e indivisibles.


Son divisibles: aquellos, que aun siendo útiles a toda la comunidad, se conciben de tal forma que las actividades pueden ser determinadas y concretadas en relación a los particulares a quienes el servicio atañe, ejemplo: Administración de justicia, educación, servicios postales, emisión de documentos de identidad, etc.


Son indivisibles los servicios cuya naturaleza es tal, que favoreciendo a numerosos componentes de la comunidad, existe la imposibilidad práctica de efectuar su particularización con respecto a personas determinadas. En la defensa exterior, por ejemplo, se observa tal condición.

8. Momentos constitutivos de la actividad financiera. 

Primer momento – Adquisición de los medios: la cual implica el estudio y el análisis de las condiciones en que el Estado puede detraer del patrimonio de los particulares (actividad fiscal) la parte de riqueza que, conjuntamente con sus ingresos originarios, patrimoniales o dominiales y el crédito publico, forman el cuadro de sus recursos.

Segundo momento – la Administración de estos recursos: tarea propia de la Administración Pública, que se cumple por intermedio de los funcionarios del Estado, conforme a los principios financieros de la Constitución Nacional y las leyes dictadas en su consecuencia.

Tercer momento Inversión de los Recursos o el Gasto Publico: ello responde al programa formulado por el Estado, según su prospecto financiero, vale decir, conforme, procura la formación de un patrimonio financiero y su transformación en patrimonio económico.

Cuarto momento de la Actividad Financiera: el cual es externo a los tres primero, constituye el denominado Control.
9. Ingresos y recursos. 

Primeramente se hace una aclaración terminológica. Suele diferenciarse la palabra recurso que sería toda suma devengada (o sea, en potencia) de la palabra ingreso refiriéndose este, específicamente, a aquellas sumas que efectivamente entran en la tesorería, pese a esto, ambos términos, en general, se utilizan indistintamente y hasta con sentido equivalente por algunos autores.

El Recurso: es la suma o el aporte que forma parte de las disponibilidades financieras, vale decir, de los fondos del Estado. Todo recurso indica pues, la existencia de un ingreso. para atender los gastos que naturalmente implica el ejercicio de la actividad financiera del Estado, se requiere la existencia de recursos, los que según su distinta naturaleza, calidad, importancia, forma y tiempo en que se producen, se distribuyen y se aplican a la satisfacción de los servicios del Estado, respetando el plan de su presupuesto.

Según explica Morsetti, se llaman recursos originarios, a los que las entidades publicas obtienen de sus propias fuentes de riqueza, sea que posean un patrimonio fructífero, sea que ejerzan industria o comercio.

Se llaman recursos derivados, a los que las entidades públicas procuran mediante contribuciones provenientes de la economía de los individuos pertenecientes a la comunidad, tales como impuestos, tasas y contribuciones. 

Las concepciones financieras modernas, consideran que el recurso no pueden limitarse a asegurar la cobertura de los gastos indispensables de administración, sino que es uno de los medios de que se vale el Estado para realizar su intervención en la vida general de la nación, esto no significa dejar de admitir su finalidad principal de cubrir los gastos públicos, pero se advierte a la vez, que además de esta función, los recursos por sí mismos pueden ser instrumento para que el Estado desarrolle su política intervencionista en la economía general. Este concepto no es nuevo, hace ya mucho tiempo, la utilización de los Derechos de Aduana, con finalidad protectora y no fiscal, había demostrado los procedimientos perfeccionados con los años para la cobertura de los gastos públicos, que podrían ser desviados de su primera finalidad y empleados para realizar una intervención del Estado en los diversos campos de la actividad social, y sobre todo, en el económico.

Debe entenderse por ingreso o entrada a las sumas de dinero, bienes o valores que se incorporan al patrimonio del Estado. Los ingresos derivan de los recursos públicos; a veces se originan en el propio patrimonio del Estado como cuando el ente público explota, arrienda o vende sus propiedades, o si obtiene ganancias por medios de sus empresas y por actividades comerciales o industriales productivas (aunque ello es generalmente improbable). Pero la mayor parte de los ingresos son obtenidos recurriendo al patrimonio de los particulares en forma coactiva y mediante los tributos.

10. Gastos públicos: Naturaleza y limitación. 


Gastos públicos significa, el empleo de los recursos en la satisfacción de los servicios públicos.


Son las erogaciones dinerarias o pecuniarias que realiza el Estado en virtud de la ley para cumplir sus fines, consistentes en la satisfacción de las necesidades públicas.


Los gastos públicos son las erogaciones y los empleos de la riqueza destinados a la prestación de los servicios públicos que son requeridos por el interés público.


Los gastos públicos son las erogaciones monetarias realizada por el Estado, legítimamente autorizada y destinada al cumplimiento de sus fines (Manuel Peña Villamil. Pág. 34)


Mediante el gasto público, el Estado se moviliza para atender las necesidades de la población por medio de los servicios públicos, cuyo destino es la cobertura de las necesidades públicas.


Se ha discutido si el gasto público forma parte de la actividad financiera. La mayoría de la doctrina se inclina por una afirmación, a pesar de haber autores que discrepan al respecto, cayendo en el error de confundir necesidades publicas (que es materia económica) y gasto público (que es materia financiera).


Basta pensar que puede haber gasto público que no responda a una necesidad pública ejemplo; en muchos países se ha advertido el abuso de considerar gastos públicos a las exigencias de los partidos oficialistas en detrimento de las finanzas del Estado.


En conclusión, los gastos públicos se realizan para satisfacer necesidades públicos, sea en forma directa e indirecta, siempre en base a un presupuesto legítimo siendo necesariamente interdependiente del recurso público.


El limite de los gastos públicos esta dado por los recursos del Estado. El problema de establecer limites al gasto público, es mas bien una cuestión político que económico. No se pueden dar formulas rígidas de limitación estableciendo cifras o porcentajes determinados del gasto en relación a la renta nacional (20, 30, 50%). Los autores modernos consideran que los gastos públicos pueden llegar hasta el limite en que la ventaja social de ellos se compensa con los inconvenientes de las amputaciones hechas al ingreso nacional, elaborando el concepto de la utilidad social máxima, así, el gasto público condiciona los ingresos públicos y recíprocamente, encontrando el limite en la expansión del gasto a la posibilidad de agravar la presión tributaria y por la necesidad de no crear una presión inflacionista.


En los estados modernos, el gasto público excede el 30 % de la renta nacional.

11. Medios de la actividad financiera.


Para el despliegue integral de la actividad financiera, el Estado se vale de distintos medios por un lado, cuenta con los recursos que provienen de su propio patrimonio – bienes de dominio público y bienes de dominio privado – como también, de las empresas estatales de servicios públicos, comerciales, industriales, monopolios fiscales, etc. (actividad extra fiscal o extratributaria).


Tales recursos llamados patrimoniales u originarios, ordinarios o dominiales, tienen por lo común, una importancia inferior que los detraídos del patrimonio de los contribuyentes (actividad fiscal o tributaria). En este sentido, el Estado requiere de los particulares bienes materiales, trabajos o servicios personales, ya sea la generada por voluntad, por contrato o coactivamente.


El pago de la obligación tributaria a favor del Estado pude ser en dinero, en especie o mediante un servicio personal.


Súmese a ello, la utilización del crédito público que tiene una importancia extraordinaria como medio de financiación, y los recursos monetarios derivados del manejo de la banca central y de la emisión del dinero.





----------oooooooo---------

III

El Derecho Financiero. Concepto 

Para Giulliani Founrouge, el Derecho Financiero es el conjunto de normas jurídicas que regulan la actividad financiera del Estado en sus diferentes aspectos: órganos que la ejercen, medios en que se exterioriza y contenido de las relaciones que origina.

Es el conjunto de disposiciones jurídicas que regulan los derechos y las obligaciones relativas a las Finanzas. (Prof. Sosa Centurión).

Es la disciplina jurídica que estudia los principios y preceptos legales que rigen la organización del Estado para la Adquisición, administración y empleo de los recursos públicos, y las relaciones jurídicas a que los impuestos dan origen entre el Estado y los contribuyentes, como los que se generan entre estos como consecuencia de la imposición (Matus Benavente).

Pugliese define al Derecho financiero como la disciplina que tiene por objeto, el estudio sistemático del conjunto de las normas que regulan la recaudación, gestión y erogación de los medios económicos que necesitan se Estado y otros órganos públicos para el desarrollo de sus actividades, y el estudio de las relaciones jurídicas entre los poderes y los órganos del Estado, y entre los mismos ciudadanos que derivan de la aplicación de estas normas.

La actividad financiera constituirá el objeto del Derecho Financiero, pero solo en tanto pueda ser considerada actividad jurídica.

Las normas legislativas, reglamentarias y administrativas que rigen la adquisición, administración e inversión de las riquezas requeridas por los entes políticos, para satisfacer las necesidades públicas en su conjunto, constituyen el llamado Derecho financiero, aunque corrientemente, confundido con el Derecho Tributario impositivo o fiscal. 

2. Características. 

-
Es una rama jurídica ubicada dentro del Derecho Político, porque las normas no están destinadas a atender directamente necesidades de particulares, sino a normar el poder estatal de mando en el campo financiero.

-
Establece vínculos obligatorios

-
Sus efectos son de relación sinalagmática o bilateral.

-
No es consensual, por que es impuesto desde afuera, sin consultar la voluntad del contribuyente.

-
En función al Derecho Privado, tiene efecto general, junto con la igualdad, uniformidad y coercibilidad.

Se puede agregar que comprende Institutos de diferente naturaleza y estructura como ser:

-
Los ingresos originarios, fruto del derecho de propiedad del Estado.

-
Los ingresos de las empresas públicas de servicios públicos, industriales y/o comerciales.

-
Los de las empresas mixtas, que son dividendos o ganancias.

-
Los tributos, que son prestaciones, objeto de una relación jurídica obligatoria en virtud del Imperio del Estado.

-
Una serie de actos o procedimientos administrativos.

-
Recursos por sanciones patrimoniales para reprimir acciones ilícitas.

-
Recursos monetarios derivados del manejo por el Estado de la Banca Central y del derecho a emitir moneda.

-
Recursos del Crédito Público.

-
Tiene divisiones según los rubros que han adquirido individualidad como disciplinas: Derecho Tributario; Derecho Impositivo o fiscal, Derecho Presupuestario.

3. Evolución. 


En un comienzo, se consideró al Derecho Financiero ubicado dentro de la economía política, recién en el siglo XIX hubo de estudiárselo en forma separada.


En Italia surgieron dos tendencias: una en base a la antigua tradición por la que la Ciencia de la Hacienda o Ciencia de las Finanzas, se ocupa del fenómeno financiero tanto bajo el aspecto económico (Economía Financiera) como bajo el aspecto jurídico (Derecho Financiero): La otra, afirmaba la necesidad de ligar estrechamente el Derecho Financiero, o al menos parte del mismo, que se llama Derecho Tributario, con el de la Economía financiera.


El principal sostenedor de esta teoría, ha sido Griziotti, que ha comenzado afirmando el estudio de dos nuevas disciplinas en una disertación en la Universidad de Catania. Luego insistió tales conceptos en una conferencia en Pavía, en 1920.


La demostración de las bondades de este método, lo concretó en dos volúmenes de carácter general uno denominado Principio de Política, y el otro Derecho y Ciencia de las Finanzas (Padus 1.929), y por otra parte, con más énfasis, lo relativo al Estudio del Derecho Tributario (Papua 1.931)


En la tesis opuesta se encuentra Einaidi, que criticó los libros de Griziotti, como igualmente a sus obras: Como Estudiar el Fenómeno Financiero y Reforma Sociales, sentando, este extraordinario economista, su divergencia frente a Griziotti. En General, se pronuncia por la separación neta de dos aspectos, al igual que los juristas que han tratado el Derecho Financiero. 


Pugliese, apunta como razón, la inexclusividad del Estudio del Derecho Financiero y de la Economía Financiera, el hecho de que la norma jurídica, al crear un precepto, una redacción, da forma y contenidos jurídicos a Institutos y órganos financieros, abarcando la razón misma del objeto de investigación del estudio de la Ciencia de la Hacienda.


Por nuestra parte creemos, que si bien no cabe hablar de unificación, mayor error sería considerar que ambas disciplinas pudieran estudiarse con abstracción una de otra. La ley prevalece en el campo de las necesarias regulaciones jurídicas, pero el contenido económico de las instituciones financieras, se obtiene de la realidad respectiva en base al análisis hecho a las disciplinas económicas.


Actualmente, la tendencia predominante es la de estudiar ambas disciplinas sin abstracción unas de otras; pero teniendo en cuenta que el Derecho Financiero, debe estudiarse como vista de acuerdo a los métodos y principios propios, y que los problemas económicos deben analizarse con criterio de economistas, ya que tanto las bases teóricas, así como el significado de las palabras y el método de análisis, son profundamente distintos.

 4. Autonomía. 


La labor de sistematización científica del Derecho financiero, recién cobró impulso después de la primera guerra mundial, correspondiendo el lugar mas destacado a los estudios realizados en Alemania e Italia, subsistiendo el problema de si el Derecho Financiero, constituía una disciplina con autonomía científica o si únicamente acusaba rasgos científico, pero carentes de independencia doctrinal de las otras ramas del Derecho.


La escuela administrativista tradicional, le niega autonomía científica e incluye la actividad financiera del Estado como capitulo del Derecho Administrativo, argumentando que la actividad del Estado, tendiente a obtener los medios económicos para cumplir sus fines, como la administración y el empleo de ellos, es una función administrativa física que no difiere de las demás actividades del Estado regida por el Derecho Administrativo.


Otra corriente doctrinaria le niega autonomía conceptual, pareciéndole adecuado considerar, independiente como disciplina jurídica, únicamente a la parte relacionada con la aplicación y recaudación de los tributos, o más bien al Derecho Tributario, ya que el Derecho Financiero es esencialmente homogéneo, porque comprende institutos de diferente naturaleza y estructura con materias disimiles o diferentes como el Derecho Presupuestario, la regulación jurídica de los ingresos originarios, la del crédito público, la tributación de la moneda y de los gastos públicos.


En oposición, es posible decir, que el Derecho Financiero sea una rama que posee independencia dogmática debido a sus caracteres específicos, fundamento sostenido por Villegas Basabilbaso y que resume en la expresión siguiente: Es una ciencia autónoma y, por consiguiente, distinta por su fin, su objeto y contenido.


En un comienzo llegó a aplicarse en esta materia, los principios generales del Derecho y por extensión, las instituciones del Derecho Privado. Hoy día, ya se admite una autonomía didáctica y científica del Derecho Financiero, esto es así porque como dice Jarach, el Derecho Financiero tiene autonomía estructural, por que sus instituciones son propias del Derecho Público, y ellas exhiben principios comunes que la rigen, y tiene autonomía dogmática por que elabora principios propios, quedando distinguida entonces, el Derecho sustancial financiero del Derecho Formal Financiero. 


El Derecho Fiscal financiero, es el conjunto de normas relativas a los recursos financieros y relaciones jurídicas accesorias, vinculadas en forma inmediata con ellos.


Derecho Formal Financiero, se refiere a las normas relativas a la actividad financiera en su aspecto procesal y penal.


En 1.956, en las jornadas Latino americanas de Derecho Tributario, se declaró que este tiene autonomía dentro de la unidad del Derecho, por cuanto se rige por principios propios y posee institutos, conceptos y objetos también propios.

5. Instituciones de Derecho Financiero. Necesidad de su estudio. 


El Derecho Financiero por no reglamentar directamente las relaciones fundamentales y los institutos jurídicos que se desarrolla en la esfera del Derecho Privado, recibe de este último, en mayor medida, que otras ramas del Derecho, conceptos jurídicos generales, nociones e institutos. Pero este fenómeno no significa de ninguna manera que el Derecho Financiero se quede en una posición de subordinación respecto al Derecho Civil, y que en algunas partes, sea una rama del Derecho puramente receptiva. Por el contrario, no hace suyos – en la normalidad de los casos – los conceptos y los institutos civilistas sin adaptarlos a su propia naturaleza pública y a sus propias finalidades, de manera que sería un grave error para el interprete trasladar sic el simplicitar, esos conceptos e Institutos al dominio del Derecho Financiero, sin estudiar previamente la distinta fisonomía que ellos pueden haber adquirido.


El Derecho Financiero tiene instituciones propias como el Impuesto, presupuesto, recursos, inversión, moneda y el control del Gasto Público, etc., que son reguladas por instrumentos legales tan heterogéneos como las leyes tributarias, leyes monetarias, ley del presupuesto, etc.


Es necesario el estudio adecuado de cada una de ellas para su perfecta aplicación a la esfera específica de la finanzas, dentro de la que deben aplicarse, en primer término, las normas del Derecho Financiero y, subsidiariamente, normas de otros campos, entre ellas, las del Derecho Civil. no hay subordinación del Derecho Financiero al Derecho Civil, pero aquel puede y debe adaptar los principios e instituciones de este a su propia naturaleza pública y a sus propias finalidades. Basta lo expuesto para reflexionar sobre la necesidad de profundizar el estudio de las instituciones del Derecho Financiero, a fin de que, una vez conocido, debidamente se pueda encaminar toda gestión financiera y asesoramiento sobre el particular hacia el fin jurídico perseguido, esto es, darle un estricto sentido y aplicación a su regulación.

6. Divisiones del Derecho Financiero. 


El Derecho Financiero puede subdividirse atendiendo a la particularidad substantiva de las instituciones que abarca. Tenemos así las siguientes ramas:

-
Derecho Fiscal Patrimonial: Regula los llamados recursos patrimoniales del Estado, llamado también recursos originarios o dominiales, obtenidos de los bienes que integran el patrimonio propio del Estado como persona jurídica de existencia necesaria.

-
Derecho Tributario: Al que concierne el agrupamiento y estudio de todas las relaciones y normas de derecho que disciplinan la relación tributaria: impuestos, tasas y contribuciones.

-
Regulación jurídica del Crédito Público: rama que agrupa las normas de derecho que permiten al Estado la utilización de los recursos del Crédito, estableciendo los derechos y obligaciones y las posibilidades de su aplicación.

-
Derecho monetario: atañe a la regulación jurídica de la moneda.

-
Derecho presupuestario: es la rama que abarca el estudio de la doctrina y la legislación sobre el presupuesto, como sus bases constitucionales, la ley del presupuesto, las leyes complementarias, decretos y resoluciones que permiten el calculo de los recursos y la organización y autorización de gastos en sus diversas etapas, esto es, proyección, sanción, ejecución y contralor.

7. El derecho tributario; a) Concepto, 


El derecho tributario o derecho fiscal, es la rama del Derecho Financiero que se propone estudiar el aspecto jurídico de la tributación en sus diversas manifestaciones, en las relaciones de este con los particulares y en las que se suscitan entre estos últimos.


Según Bielsa, es el conjunto de disposiciones legales y principios de derecho que regulan la actividad jurídica del fisco, atendiendo toda suerte de ingreso.


Ahora bien, dentro de los ingresos del Derecho Público, cuando se delimita el campo de estudio a los impuestos, tasas y contribuciones, nos hallamos en la esfera del Derecho Tributario. Esta disciplina, de suerte tiene su sentido centrado en el tributo, como el Derecho Penal lo tiene en el Delito (Prof. Carlos Mersan).


Para Manuel de Juano, el Derecho Tributario es la rama del Derecho Financiero que tiene por objeto todo lo concerniente a las normas que disciplinan la relación jurídica principal, y las accesorias provenientes de los tributos, vale decir, de este tipo de recursos derivados entre los que se ofrecen al Estado, para lograr los medios pecuniarios para el desarrollo de sus actividades.


El tributo, según Jarach, es una prestación pecuniaria, objeto de relación entre dos sujetos, cuya fuente es la ley; entre los sujetos se hallan, de un lado, el que tiene derecho a exigir la prestación que corresponde al Estado o una entidad Pública autorizada por la ley, y del otro lado, el contribuyente que esta obligado a cumplir con la debida prestación. Entonces, el tributo tiene por objeto, todo lo relativo a las normas e instituciones que rigen la relación tributaria.  

b) Naturaleza, 


El derecho tributario constituye una rama del Derecho Público. Su naturaleza se ajusta así a las limitaciones en que el Estado despliega su actividad financiera pero enmarcada dentro del límite de las posibilidades jurídicas que le permiten (al Estado) la detracción (desviar) de la riqueza, que constituyen los recursos derivados. Es la rama del Derecho Público que fija y justifica los principios generales y jurídicos que existen y deben existir en las relaciones tributarias, haciendo posible su presencia y desarrollo posterior, en los diversos tributos que integran los sistemas fiscales de cada país; regula, por una parte, la naturaleza orgánica de las contribuciones y, por otra, el procedimiento de su efectividad.

c) Autonomía y relaciones con otras ramas jurídicas y científicas

Autonomía.

En realidad ninguna de las ramas del Derecho puede ser considerada autónoma en sentido estricto debido a la unidad del Derecho, lo que igualmente ocurre con el Derecho Tributario. Siguiendo a Dino Jarach, se puede decir que el Derecho Tributario, debe ser considerado autónomo desde un punto de vista didáctico, estructural, dogmático y funcional. 
-
Didáctico: se llega a la necesidad de un sentido y enseñanza propia que obliga a adoptar una metodología, acorde con el grado de desarrollo con la materia tributaria en determinado lugar y tiempo (cada país).
-
Estructural: se reconocen determinados institutos con características propias, diferenciales a las demás ramas jurídicas, ya que su singularidad normativa, hace tener sus propios conceptos e instituciones, o bien, puede utilizar conceptos de otras ramas, asignándoles significados diferenciados.
-
Autonomía Dogmática: se produce cuando la rama jurídica elabora conceptos y principios propios; es el caso de la creación de un tributo previsto en la ley, mediante la interpretación analógica.
-
Autonomía funcional: es aceptada por constituir un conjunto de reglas jurídicas homogénea, que funcionan concatenando en un grupo económico y singularizado. 

a) El Derecho Tributario y el Derecho Financiero; se puede decir que, el primero es la especie, y el segundo el género, por lo tanto, el Derecho Financiero circunscribe al Derecho Tributario. Por cierto, las vinculaciones son innumerables y muy estrechas, rigiendo para el Derecho Tributario, muchos de los principios jurídicos financieros, en tanto que las exigencias específicas de la tributación, no requieren un apartamiento racional lógico. El Derecho Financiero no sería compatible por ejemplo con la Ciencia de la Tributación y con el Derecho Tributario, que se pretendiera aplicar a los tributos, principios o reglas que rigen para las otras ramas del Derecho Financiero, sería inconducente. El poder de imposición no debe confundirse con el Derecho que rige el crédito público o los recursos fiscales dominiales.
b) El Derecho Tributario y el Derecho Presupuestario; ambos derechos tienen entre sí una función complementaria, ya que el primero, no lograría sus fines sin el segundo; y el Derecho Tributario carecería de justificación y causa, si previamente no se determinara el destino de la recaudación, conforme a los objetivos propuestos. Mal podría el Estado elaborar un cálculo de recursos con prescindencia de su sistema tributario, el que debe establecerse a través de las normas positivas que regulan la vigencia de sus instituciones, y su estabilidad. 

c) El Derecho Tributario y la Regulación Jurídica del Crédito publico. La regulación jurídica del Crédito publico, entraña también una disciplina con caracteres diferenciados de las otras ramas dentro del Derecho Financiero. El Estado no podría utilizar los recursos del Crédito sin el dictado de un cuerpo legal regulador de esa materia. Pero esta debe advertirse que en su esencia – a través de una extensa experiencia financiera, según lo apunta la doctrina y lo corrobora la legislación y la jurisprudencia que la atención de los servicios a las deudas contraídas, la reintegración del capital prestado y los demás gastos inherentes a las contrataciones crediticias, desemboca inmediata o mediatamente, desde el punto de vista estatal, en la aplicación de las fuentes tributarias. A tales efectos, la regulación viene a dar confianza al contribuyente que paga impuesto y a los acreedores que han facilitado dinero al Estado para cubrir un empréstito. Se observa entonces, que tributación y créditos se entrelazan, incluso, rigiéndose por principios que los diferencian en su estructura y forma.
d) División del Derecho Tributario; Substancial y Formal. 
El Derecho Tributario constituye una rama del Derecho Público, cuyo estudio se impone a través de enfoques diversos. Tales enfoques pueden referirse al análisis de su contenido, según las instituciones ofrecidas en el sistema tributario, o según las formas que permitan la paliación de estas, y que aseguren la satisfacción de la finalidad que justifico su creación. Se tiene así, el Derecho Tributario sustancial y el Derecho Tributario Formal.

Derecho Tributario Substancial o Sustantivo. Es el conjunto de normas e instituciones que rigen la relación tributaria. Es el que agrupa las normas que disciplinan la relación jurídica tributaria principal y las accesorias del Tributo. A el incumbe, especialmente, el estudio de las instituciones tributarias que ofrece el sistema respectivo, o sea, los institutos que lo integran; como nace la obligación de pagar tributos (configuración del hecho imponible), examina cuales son sus elementos: sujeto, objeto, causa, etc.

Derecho Tributario Formal o adjetivo. Tiene por objeto, el agrupamiento y estudio de las normas que disciplinan la actividad administrativa, necesaria para asegurar el cumplimiento de las relaciones tributarias sustantivas, así como las que se originan entre la Administración Pública y los particulares que sirven al desenvolvimiento de esa actividad. Es decir, estudia todo lo concerniente a la aplicación de la norma material (cuantía) al caso concreto, en sus diferentes aspectos, como por ejemplo, analiza la determinación del tributo, pues, su objetivo es establecer que suma de dinero concreta adeuda cada persona y como esa suma ingresa a las arcas estatales. 

Dentro de este Derecho Tributario formal se involucra:

-
El Derecho Tributario administrativo: referido a la Administración Fiscal por excelencia, estudia la Administración Pública en cuanto es órgano encargado de cumplir la ley fiscal.

-
Derecho Tributario Penal: regula jurídicamente lo concerniente a las infracciones fiscales y sus sanciones, agrupando las penalidades tributarias aplicadas a los contribuyentes infractores y demás responsables. Es decir, que se ocupa de las ilicitudes que se generan con motivo de la comisión o violación de normas establecidas en las leyes tributarias y las sanciones correspondientes.

-
El Derecho Tributario Procesal: Contiene las normas que reglan el proceso tributario y el funcionamiento de la justicia tributaria, tanto en el aspecto recaudatorio como en el de las penalidades pertinentes. O sea que, regula el procesamiento que debe seguir el particular en sus relaciones con el Estado como consecuencia de una ley Tributaria.

8. El derecho tributario penal y el derecho tributario procesal. 


El conjunto de normas que definen los hechos ilícitos y juzgan la conducta de los contribuyentes infractores, en relación a la materia tributaria, estableciendo las penas respectivas, es lo que constituye el objeto del Derecho Tributario Penal.


Por otra parte, las normas que disciplinan el proceso tributario, que resuelven la Litis entre la Administración Pública y los sujetos en materia tributaria, integran el llamado Derecho Tributario Procesal, que alcanza el procedimiento para la determinación, percepción y discusión del tributo, cuando a la faz inherente a la determinación de la responsabilidad penal los infractores tributarios.

9. Relación del derecho tributario con otras disciplinas. 

En base a su autonomía relativa, se puede encontrar vinculaciones con otras ramas del Derecho y disciplinas científicas como:

-
El Derecho Constitucional: por que establece las bases tributarias de la imposición.

-
El derecho Administrativo: al cual le interesa toda la administración del Estado, conforme a la administración fiscal.

-
El Derecho Civil, Penal, Procesal; que aportan sus principios generales o instituciones para el conocimiento de la aplicación cabal de las normas tributarias.

-
Economía Política, las Finanzas y la Estadísticas: proporcional datos ilustrativos y básicos para la Ciencia de la Tributación, y

-
En general, todas las ciencias que tienen a la actividad del hombre como elemento fundamental, puesto que la tributación comprende a éste, como parte fundamental de la obligación tributaria.

10. Ciencia y Técnica Tributaria. 

En materia tributaria, se hace necesario marcar la distinción entre Derecho Tributario, la Ciencia y la Técnica Tributaria.

Ciencia Tributaria: es aquella disciplina que permite estudiar los fenómenos financieros desde el punto de vista de la actividad tributaria, y conocer la esencia y naturaleza de los hechos económicos que interesan a la tributación. Mediante ella se llega a una adecuada legislación tributaria que permitirá la aplicación de la política financiera que el país necesita. A tal efecto, se hace preguntas como ¿Por qué un hecho económico reviste interés tributario? ¿Que posibilidades ofrecen los recursos tributarios y que naturaleza tienen? Sus conclusiones orientan al legislador para que conciba una legislación positiva acorde a la política financiera del país, pero establecida sobre bases científicas.

La Técnica Tributaria: nos lleva al ordenamiento de las reglas prácticas, procedimientos y formalidades que permiten la correcta aplicación de los principios y normas que exige la tributación. Son de interés, las declaraciones de impuestos, la certeza sobre el Tributo, su percepción, seguridad, etc., así como las condiciones subjetivas de recaudadores y contribuyentes.

11. Medios necesarios para la recaudación tributaria. 


La recaudación tributaria implica, la existencia de una administración fiscal que permita al Estado la percepción de estos recursos derivados eficientemente. El sistema tributario de un país señala a su vez, el conjunto de los tributos que servirán de medio para la recaudación de los recursos, impuestos, tasas y contribuciones de mejoras, más los recursos parafiscales que darán sustancia a la recaudación tributaria.


Administradores fiscales eficientes, como contribuyentes respetuosos de las leyes tributarias, conscientes de sus deberes frente al fisco, y convencidos de la adecuación y empleo de los recursos tributarios, son los que determinan la armonía de dicho sistema.


Para una eficiente recaudación de los tributos, se requiere la existencia de un sistema tributario que señale el conjunto de los tributos que servirán de medios para la recaudación de los recursos.

12. Antecedentes históricos del derecho tributario. Evolución doctrinaria y legislativa. 

En la evolución del Derecho Financiero, no se realizó una discriminación correcta entre el aspecto jurídico y el económico, hasta una época relativamente reciente. Fue el barón Franz Myrbach-Rheinfelt, profesor de Economía Política de la Universidad de Innsbruk, quien dio forma a los primeros interrogantes sobre la materia tributaria con caracteres eficientes.

Fue el primero que señaló la necesidad de estudiar la materia, desde el punto de vista estrictamente jurídico, diferenciándolo del Derecho Administrativo y del Derecho Privado, planteando la necesidad de su existencia como rama independiente. Se cuestiono sobre la naturaleza jurídica, su origen, el mecanismo jurídico que permite la aparición de la deuda tributaria y el momento en que se produce el régimen jurídico de esa deuda, y otras cuestiones que lo impulsaron a desentrañar cada una de las fuentes de recursos del Estado Austriaco y, en particular, con relación a cada impuesto.

Otro trabajo bien logrado, fue el del Prof. Otto Mayer de la Universidad de Leipzing, respecto al Derecho Financiero alemán. El Italiano Benvenuto Griziotti, es uno de los más importantes doctrinarios quien más se destacó en esta especialización tributaria, dentro del campo jurídico-financiero. Fueron sus seguidores entre otros Pugliese y Zingalli. Por otro lado,  Eunaudi, Udina, Gianinni, Ingresso, marcaron separaciones entre el Derecho Financiero y la Economía Financiera, en Francia, Allix el Mecer, Trolahas, Laferriere, Walines. En EE.UU. Seligman, Randolph Paul y otros. En Inglaterra Hugo Dalton, Simón, etc.

En Latino américa, también han existido estudiosos del Derecho Tributario, como Rafael Bielsa, Guillermo Ahumada, (Argentina) Giampetro Borras (Uruguay), R. Gómez de Souza, Aliomar Baleiro (Brasil), Carlos Mersán (Paraguay).

Diferentes conferencias y congresos de índole fiscal, facilitaron el progreso en este terreno, por lo que se han de recordar las jornadas Latino Americanas de Derecho Tributario celebradas en Montevideo en 1.956, luego en México y San Pablo, y la Decima Conferencia de la Federación Interamericana de Abogados, celebrada en Buenos Aires en 1.957, donde se creó el Comité Permanente de Derecho Fiscal.

Primeramente, fue frecuente la sanción de las leyes tributarias a medida que la necesidad de recursos para el Estado, imponía su creación; no existía Teoría General sobre el Tributo, ni sistematización alguna en la materia aplicándose, por lo general, los principios del Derecho Civil. Se fue perfilando la necesidad de agrupar todas las normas de esa especie en un conjunto orgánico, por lo que se procuró dictar cuerpos orgánicos con carácter más estable y especifico llamados Códigos Fiscales. También se llegó a las especificaciones de las llamadas Tasas Impositivas cuya escala y normas, esencialmente mutables, habrían de integrar un cuerpo de vigencia transitoria; las Leyes anuales impositivas.

En las décadas de los 30 y 40, es cuando aparecen las primeras leyes que marcan principios Generales y monitores de la legislación Tributaria. El agrupamiento orgánico de las leyes tributarias, aparece recién en años mas próximos al presente, por cuanto las leyes de impuestos, dictadas con anterioridad, no ofrecen el interés científico que derive de los verdaderos trabajos codificatorios, a pesar de que en Alemania, tuvo lugar la primera manifestación en este sentido, a través del Ordenamiento Tributario del Reich, obra de Enno Becker, sancionada en 1919 antecedente de gravitación extraordinaria en la codificación Tributaria al igual que el Código Fiscal de México del año 1938 y el Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires del año 1948. 

13. Relaciones del derecho financiero con otras disciplinas. 

Concepto: con la Economía Política, con la política, con el Derecho Constitucional, con el derecho Administrativo, con el derecho Penal, con el Derecho Procesal, con el derecho Privado, con la Estadística.

----------oooooooo----------

IV

Los gastos públicos 


1. Noción, naturaleza y organización de los gastos públicos

Son gastos públicos las erogaciones dinerarias (pecuniarias) realizadas por el Estado en virtud de una ley para cumplir con sus fines, consistentes en la satisfacción de las necesidades públicas.


Mediante el gasto público, el Estado de moviliza para obtener los recursos para cubrir las necesidades de la población. Esto significa que la decisión sobre el gasto estatal, presupone las valoraciones importantes como:

-
La Selección de las necesidades de la colectividad que se consideran públicas y

-
La comparación entre la intensidad y urgencia de tales necesidades, lógicamente, con la posibilidad material de satisfacerlas.

Ello es así, porque los recursos deben obtenerse proporcionalmente a lo que se debe gastar, sabiendo que los gastos, solo se entenderán razonablemente calculados si se tienen en cuanta los recursos posibles.

Es la Ciencia financiera la que debe investigar sin disociar medios de fines, cuales gastos deben hacerse y, especialmente, los procedimientos por los que se pueden efectuar los gastos públicos con las mejores condiciones posibles.

Organización.

El estado debe, según R. Van Der Borght, prever y emplear regularmente los recursos disponibles, proponiendo el equilibrio entre ingresos y gastos. Ese equilibrio debe cumplir con el fin esencial del Estado, cual es la satisfacción de las necesidades colectivas, a través del empleo de los recursos que constituyen la riqueza.

El presupuesto de gastos públicos debe responder a los fines políticos del Estado, ajustándose a las posibilidades económicas del país, y respetando todas las garantías como las seguridades y derechos que, jurídicamente, condicionan la estructura constitucional del Estado.

Los gastos públicos son la indicación más segura de la actividad que despliega cada pueblo. El hecho de que ciertos gastos se destinan a determinados fines con preferencias a otros, pone de manifiesto no solo el Estado de un país, sino también sus tendencias.

Naturaleza.

El gasto Público no debe ser estudiado solo como causa de los ingresos requeridos para poner en funcionamiento las actividades por las que se satisfacen las necesidades públicas, por que la evolución del concepto demuestra que el gasto público, por si solo, y con prescindencia de la financiación de servicios públicos, significa un importante factor de redistribución del ingreso y de patrimonio nacional de estabilización económica como el intercambio de la renta nacional, y que su influencia es decisiva sobre aspectos tan esenciales como la plena ocupación, el consumo, el ahorro y la inversión.

En resumen, en cuanto a su naturaleza se puede decir que el gasto publico, constituye un empleo de la riqueza nacional para satisfacer una necesidad colectiva, conforme a un plan económico o financiero, proyectado para todo ente público. Además, representa un factor de redistribución del ingreso nacional y de consumo o inversión, que es indispensable por su proyección en la producción de la renta nacional. En cuanto a su organización, este plan debe responder a los fines políticos del Estado, pero ajustándose a las posibilidades económicas que el país ofrece y respetando todas las garantías como las seguridades y derechos que jurídicamente condicionan, la estructura constitucional del dicho Estado.

2. Aspecto político, económico, técnico. Financiero y jurídico del gasto publico. 


Aspecto Político: algunos autores afirman que el gasto público debería, en principio, ser estudiado desde un punto de vista político. Como fundamento dicen que el Estado al proponerse políticamente sus fines, conduce y orienta su actividad, inevitablemente a la determinación de sus gastos, conforme a las necesidades que tales fines aparejan. Es por eso que muchos autores afirman que el gasto precede siempre al recurso con el cual queda cubierto, o sea que el gasto ya ha aparecido cuando es buscado el recurso que ha de cubrirlo.

Aspecto económico: el Gasto estatal constituye una erogación, un desembolso, o mejor la riqueza empleada para la satisfacción de una necesidad publica. 

En los Estados modernos, el gasto público excede el 30% de la renta nacional, y la sola existencia de un gasto de tal magnitud, tiene considerable influencia en la economía, cualquier modificación de su cuantía, ya sea en carácter de aumento o disminución, tiene un inevitable efecto económico en el ingreso nacional: el producto bruto, el ahorro y la inversión.

Aspecto Técnico Financiero: Hay autores que afirman que entre los gastos y recursos, ha de existir una afinidad que desde el punto de vista de la técnica financiera, es menester contemplar. Divide a los gastos en ordinarios, que aparecen en todos los ejercicios – los que llevan implícita las características de regularidad o periodicidad – que deben ser atendidos con recursos de igual naturaleza, vale decir, con los recursos normales de esos servicios y extraordinarios – los generalmente excepcionales – que deberán ser cubiertos con recursos también extraordinarios.

Aspecto Jurídico: Se concibe el gasto público como la satisfacción de una exigencia jurídico-normativa, pues, el Estado posee un plan económico legalmente estructurado, razón por la cual, el gasto debe respetar tal ordenamiento jurídico para ser legítima en un todo, de acuerdo con la organización constitucional del país.

3. Definición de gasto publico. 


La definición clásica de Manuel de Juano habla de que el gasto público es el empleo definitivo, autorizado legítimamente, de riquezas que el Estado hace para satisfacer las necesidades públicas.


Con la expresión definitivo se pretende diferenciar la actividad del gasto de otras operaciones financieras transitorias que no corresponden a desembolsos irrevocables.


Hay en esta definición tres elementos fundamentales.

1)
Empleo por el Estado de una suma de dinero

2)
La erogación debe estar legítimamente autorizada, esto es, siempre en base a una norma, el gasto debe responder a la satisfacción de una necesidad pública.

Entiéndase por necesidades públicas, aquellas exigencias propias de la convivencia organizada. En síntesis, son gastos públicos las erogaciones dinerarias que realiza el Estado en virtud de una ley para cumplir con sus fines consistentes en la satisfacción de las necesidades públicas.

Son erogaciones dinerarias por que el gasto público, siempre consiste en el empleo de bienes valuables pecuniariamente, que en la época actual de la economía monetaria, se identifica con el dinero.

Efectuadas por el Estado en sentido amplio comprende a todas las sumas que por cualquier concepto salen del tesoro público, cuyo egreso consiste en empleos de riqueza, sea que fuere gastos para la Administración pública propiamente dicha, o para entidades estatales descentralizadas, siempre que incidan en las finanzas del Estado en virtud de ley, por que en los Estados de derecho, rige el principio de legalidad en cuanto a los gastos públicos, es decir, que no existe gasto publico legitimo sin una ley que lo autorice.

Para cumplir los fines consistentes en la satisfacción de las necesidades públicas, es porque idealmente la erogación estatal debe ser congruente con los fines de interés público asignado al Estado.

4. Aumento progresivo de  los gastos públicos. Concepto: a) Causas aparentes, b) Causas reales. Su incidencia sobre la carga publica individual. 


Cuando se estudian los gastos públicos en un mismo país, en un grupo de países o incluso, mundialmente se observa el fenómeno económico del aumento progresivo de los gastos públicos, que consiste en que, sin relación a los aumentos de población, el gasto público por habitante, crece constante y progresivamente. Este fenómeno se da inevitablemente en todos los países del mundo, y desde tiempo inmemorial estudiado por las finanzas, ha sido determinado en sus causas que son.

-
Gastos militares que la guerra o la paz armada demandan a los países, y

-
El aumento de las necesidades públicas relativas a que los gobiernos  se ven en la necesidad de ir atendiendo por exigencias históricas, o para evitar males mayores que el que pueda significar el necesario aumento de la presión Tributaria.

Sin embargo, cuando se pretende hacer un estudio estadístico de este fenómeno deben hacerse los ajustes necesarios en el valor de la moneda en los diversos periodos, ya que el descenso del poder adquisitivo de la moneda (inflación), puede abultar los gastos, que reducidos a una moneda estable, no acusarían el violento crecimiento que se desprende de su aparente volumen cuantitativo (Matus Benavente)

El argumento de los gastos públicos, es un fenómeno universal, observada desde el siglo XVIII, que se aceleró de una manera notable, desde el año 1.914, sin desconocer el incremento de la riqueza pública y privada. El gran desarrollo de la vida económica y civil de los pueblos, en el último siglo, ha determinado una satisfacción de más amplia base de las actividades de la vida pública y un proporcionado aumento de las funciones relativas a los poderes públicos. El Estado va ensanchando necesariamente el campo de sus exigencias y, en tal medida aumenta también sus gastos públicos.

Para cubrir esas erogaciones, crecen a su vez los recursos, ya sea por vía de un perfeccionamiento administrativo y técnico en la recaudación, ya sea imponiendo nuevos y mayores tributos; en este caso, se produce un fenómeno de presión tributaria, cual es la relación que existe entre el total de los tributos que cubre el presupuesto de todas las necesidades políticas de todas las necesidades publicas anuales y la renta nacional, de la cual se extraen.

En la teoría del Gasto Público se conocen dos tendencias:

-
Gasto limitado a sus mas mínimas necesidades, y

-
La progresión del gasto, por que es un medio de aumentar la circulación y ocupar a la gente.

La segunda es la más acertada siempre cuando ella sea necesaria y útil, pero si los recursos se invierten en erogaciones disipadas, el gasto constituye un mal social.

En el gasto público se concreta una erogación pecuniaria bajo la autorización legal establecida en la ley de Presupuesto, cual es administrado por el Estado, o en su caso, por el municipio con mandatarios autorizados, destinada a la satisfacción de necesidades colectivas.

Entrando a considerar con determinismo, el fenómeno de crecimiento del gasto público, se apuntará que el mismo puede responder a causas aparentes y a causas reales (Mario de Juano).

a)
Causas aparentes: ellas pueden ser:

-
Disminución del poder adquisitivo de la moneda: las oscilaciones monetarias se proyectan sobre los presupuestos de gastos, y la depreciación de signo monetario, es un fenómeno constante, observable en la generalidad de los países que obliga a armonizar las cifras teniéndola en cuenta, puesto que, de lo contrario, las conclusiones serían equivocas.

-
Cambio en los sistemas de contabilidad o evolución de las reglas presupuestarias: también modifican, aparentemente, la magnitud de gasto. La adopción de ciertos principios presupuestario, lleva a modificar las formas de compulsar las erogaciones (como si se pasa de un presupuesto de cifra netas a uno de cifras brutas).

-
Modificaciones territoriales: ello ocurre cuando se producen ensanches territoriales por incorporación de nuevas zonas: los pagos aparentemente aumentan, pero también se deben incorporar los nuevos recursos.

-
Aumento de la Población: su manifestación más expresiva fue en el Siglo XIX al advertirse la orientación social de los sistemas políticos, las funciones del Estado se incrementaron y al aumentar la población, crecieron igualmente las cifras para costear los gastos que necesitaba el Estado. En este caso, si bien se amplían las márgenes de gastos, también aumentan en igual producción los concurrentes recursos.

-
Aumento de la riqueza: con ella crece el nivel de vida y se requiere consecuentemente, servicios públicos mejores y más perfeccionados. Tales servicios por lo general, van acompañados de una mayor producción y, por ende, de un aumento de en los recursos.

-
Desarrollo del procedimiento para cubrir el gasto: en otras etapas de la hacienda pública, se aplicaba el llamado Sistema de compulsión (obligar al individuo a prestar un servicio) y luego, el de la requisición (obligar a prestar un bien). El cambio de sistema de cubrimiento mediante recursos den dinero que rige actualmente, nos lleva por fuerza a mayores gastos de administración que se traducen, lógicamente en el correspondiente aumento de recursos.

-
Desarrollo de empresas y explotaciones publicas: tanto las empresas como las explotaciones del Estado, han ido aumentando en cuanto a su numero e importancia, ello se traduce a una elevación de los gastos respectivos, pero al mismo tiempo, es lógico advertir que , en consecuencia, aumentaban también los recursos de él por el mismo concepto.

b) Causas reales.

 Ellas pueden ser de distinta índole, de orden general, económico, social y político: 

1)
De Orden General.

-
Desenvolvimiento del Espíritu de previsión. El Estado ha pasado por dos etapas en su evolución: la representativa y la preventiva; hoy, como es notorio, el Estado no se limita a reparar daños, por el contrario, previene los males sociales existentes (enfermedades, catástrofes, etc.) mediante los servicios de higiene, se sanidad, etc. que se traducen en el natural aumento de los gastos.

-
El Progreso Jurídico: la Legislación moderna ha ido avanzando hacia campos antes especializados, tales como el Derecho Laboral, Tributación, entre otros, con la subsiguiente incrementación de gastos para reparticiones públicas, medio de funcionamiento, funcionarios, etc.

2)
De Orden Económico.

- Desarrollo de la riqueza: al aumentar las riquezas particulares, aumentan las necesidades de los individuos. Estos superan su standard de vida adaptándose a mayores comodidades, mejor confort y calidad, provocando con tal superación un aumento de los gastos públicos.

- El fenómeno del Urbanismo: consiste en la creación de nuevos núcleos y el crecimiento desmesurado de los existentes, obliga a la prestación de servicios públicos de vasta proyección, tales como los que se refieren a la limpieza, teléfonos, alumbrado, obras sanitarios, etc.

- La concurrencia económica en los mercados mundiales: se traduce en gastos de propaganda y difusión económica, industrial y cultural, se acude a la fijación de precios mínimos a muchas industrias como primas a la producción de artículos exportables, compensaciones al azúcar, a la harina, etc. también por lo común, al personal en el exterior, no solo se retribuye al servicio con largueza, sino que se le abona el sueldo con su equivalencia en oro o en moneda fuerte donde se desempeñan, cuyo cambio favorece aunque provoca una mayor separación estatal.

3) De Orden Social.
- La elevación del nivel intelectual o cultural: se traduce asimismo, en un mayor aumento de los gastos públicos.

- El temperamento nacional: suele ser un factor de aumento del gasto. En un país donde sus habitantes tienen espíritu de iniciativa privada, se resuelven muchos problemas sin necesidad de la intervención del Estado. No ocurre lo mismo en aquellos países, donde todo se espera de la gestión estatal con el consiguiente aumento de los gastos públicos. Se ve en ellos, al Estado en un utópico rol de verdadera providencia.

- Del Espíritu de solidaridad Social: prevalece esta causa en la estructura social moderna con el aumento de las cargas de seguridad social que se manifiesta en la creación de una serie de instituciones como cajas de jubilaciones, pensiones, asistencia social, Institución Pública, etc., que provocan el incremento de los gastos de transferencia (sin contrapartida). 

4- De Orden Político.
-
El desarrollo de las Instituciones Democráticas: El sostenimiento de los poderes del Estado, se traduce en un aumento real de los gastos Públicos. Este aumento real se hace a veces intolerable por las deformaciones con que suele acompañarse y que, frecuentemente llevan a la Administración Pública, a la temible burocracia. La burocracia no es la simple suma de funcionarios, sino un algo intangible y omnipresente que actúa a través de una maraña de regulaciones y procedimientos superabundantes, cuya única justificación es incrementar el número de empleados estatales.

-
El cambio fundamental del operado en el concepto jurídico del Estado: en otras épocas, el Estado soberano se consideraba irresponsable de las consecuencias de sus actos. Hoy, el Estado responde en cambio por las consecuencias de sus actos. Hoy, es Estado responde en cambio por las consecuencias que deparen los actos de sus agentes.

-
La descentralización política y administrativa: tal descentralización implica suponer al presupuesto nacional, los presupuestos provinciales y municipales. Se produce por otra parte una verdadera absorción por el gobierno central de las fuentes de recursos provinciales o departamentales, lo que agudiza el problema.

-
La situación política internacional: Los Estado son enemigos exteriores o con espíritu de conquista, gastan mucho más que los Estados que no se encuentran asediados o que no lleven tales designios. Por otra parte, la multiplicación de consejos, oficinas, etc., para la determinación y control de los materiales críticos de guerra, etc., se traducen en gastos y complicaciones y, por lo general, aniquilan el espíritu democrático.

-
La prodigalidad o derroche: es evidente que en muchos países y, entre ellos el nuestro, los gobiernos han malgastado el dinero público. No hay dudas que el defecto no reside en el sistema democrático, sino en los hombres inescrupulosos que deberían asumir la responsabilidad de gobernar. 

Su incidencia sobre la carga publica individual.


Los gastos públicos producen efectos en el volumen de las rentas individuales y en su nivel relativo. El incremento de los gastos influye rápidamente en el ingreso nacional, en el PIB, el ahorro y la inversión.


Cabría preguntarse, si el aumento real de los gastos públicos significa un crecimiento real equivalente de la carga que pesa sobre el individuo, siguiendo a Dalton, se puede decir que ni todo gasto significa la exteriorización de un beneficio conseguido, ni todos los impuestos constituyen una disminución patrimonial.


La presión tributaria, surge de la relación que guarda la tributación total con la renta nacional. P = T/R


Para determinar el término medio de la presión tributaria, basta dividir la suma total de los Tributos por el total de los habitantes del país.


El aumento progresivo de los gastos, puede obedecer a las citadas causas aparentes y reales.


Un pueblo puede pues, tener una presión Tributaria mayor y ser más feliz que otro que aún, con menor presión, carezca de las ventajas de sus mejores servicios.


La receta según Dalton, consiste en extraer de los gastos públicos las mayores ventajas sociales posibles para que los tributos no pesen gravosamente sobre el individuo, y para ello, da reglas que muy brevemente podrían resumirse en:

-
La preservación de la comunidad de los desordenes internos y ataques exteriores.

-
Mejoramiento de la producción

-
El perfeccionamiento de la distribución.

Todo ello depende de muchos factores, políticos, sociales, sicológicos económicos, culturales, etc., tarea que toca al gobierno sopesar, armonizar y aprovechar, en aras del bienestar general.

5. Formas o clasificación de los gastos públicos. 

Se puede decir que no existe un criterio único en la clasificación de los gastos Públicos, ya que cada autor lo hace conforme a su criterio.

Según el Prof. Morselli, los gastos públicos se clasifican en 4 categorías:

-
Gastos para el personal (pensiones, indemnizaciones)

-
Gastos para el material (construcción de obras públicas, abastecimiento)

-
Las subvenciones, los premios y los socorros.

-
Los gastos para el beneficio de la deuda pública. 

Criterio Administrativo agrupa los gastos, según los órganos que realizan las erogaciones y las funciones a que ellas se destinan, basándose en la estructura administrativa del Estado: Poder Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Presidencia, Ministerio, Entidades descentralizadas, etc.

El Criterio Económico: establece la diferencia entre gastos de funcionamiento u operativo y gastos de inversión o de capital, conocida también como gastos ordinarios y extraordinarios.

Adolfo Wagner clasifica los gastos de la siguiente forma:

-
Ordinarios y extraordinarios.

-
Productivo e improductivo.

-
Útiles y superfluos,

-
Nacionales y locales.

Gastos Ordinarios y extraordinarios: De todas las clasificaciones de los gastos Públicos, la más profunda es aquella que formula esta decisión, pues tiene importancia desde un triple punto de vista: financiero, económico y legal.

Financieramente es gasto ordinario, aquel que tiende a surgir o a presentarse en cada ejercicio financiero o presupuestario, es decir, aquellas erogaciones que se producen en forma constante y regular para la atención de las funciones, servicios y obras previstas; ejemplos: los Sueldos de los funcionarios a los aprovisionamientos que el Estado necesita.

Financieramente es gasto extraordinario, el que carece del elemento periodicidad, el cual caracteriza al gasto ordinario, o sea, son las dadas por erogaciones por excepción, y a veces perentorios como en los casos de pestes, cataclismos, guerras, como también en la construcción de nuevos caminos, puentes, etc.

Gastos Ordinarios: son los pagos que el Estado realiza en forma indispensable para el correcto y normal desenvolvimiento de los servicios públicos y de la administración en general.

Puede ser de consumo, dada por ejemplo, por la conservación y reparación de edificios, o retributivos de servicios, como sueldos, salarios, etc. no significan un incremento directo del patrimonio nacional, pero contribuyen a la productividad general del sistema económico.

Económicamente se ha dicho, que el efecto útil producido por un gasto extraordinario, es decir, su resultado tangible, tiende a prolongarse más allá del periodo presupuestario en el que el gasto se efectúo, como es el caso, por ejemplo del puente o del camino, que una vez ejecutado continua prestando servicios por un periodo más o menos largo, en cambio, el efecto útil de gasto ordinario, no va más allá del periodo presupuestario en que se realizó, y para procurarse nuevamente el bien o servicio que se obtuvo con el gasto, habrá que repetirlo. En realidad, ambos elementos unidos: periodicidad y efecto útil, contribuyen a precisar la naturaleza de un gasto.

Legalmente, los gastos ordinarios se encuentran, por lo general, previstos y autorizados en leyes de carácter permanentes, mientras que los extraordinarios, se lo autorizan por leyes especiales y temporales.

Gastos de Gobierno y Gastos de Ejercicio: el primero, son aquellos en que el Estado incurre para satisfacer las necesidades públicas en todas sus variadas manifestaciones: ejemplos defensa, salubridad, educación, etc.

Pero, hay una necesidad de carácter especial que el Estado debe atender como un supuesto necesario que hace posible la atención de las demás, cual es la recaudación de sus ingresos, pues bien, en esta actividad el Estado también gasta, y es este grupo particular de gastos, que le demanda su administración financiera, el que es conocido con el nombre de gastos de ejercicio.

Gastos Personales y Gastos reales: Los gastos personales son aquellos en que el Estado incurre para proveerse de bienes cosas o especies que necesita en los servicios públicos o para las obras que ejecuta.

Los gastos reales están representados por pagos de servicios a los funcionarios o personas que trabajan para el mismo Estado.

Esta clasificación tiene importancia desde dos puntos de vista; en Primer lugar, para apreciar como consumidor, y por que la naturaleza y cuantía de estos gastos, puede justificar que el Estado genere empresas o industrias necesarias para su propio abastecimiento, o para que mediante una central de compras o servicios de aprovisionamiento, obtenga mejores condiciones en calidad y precios de los artículos. 

Están igualmente los gastos determinados por el ámbito político de organización: gastos locales, Departamentales y nacionales. Los Nacionales se realizan en beneficio de un país, y se refieren a las funciones del Estado como la seguridad pública, la administración de justicia, la educación y la salud.

De los Gastos Necesarios, útiles y superfluos: los Primeros son esenciales para la satisfacción del pueblo, los segundos, promueven el desarrollo económico, y los terceros, no trascienden en beneficio para los fines éticos del Estado.

También están los gastos productivos y los Improductivos; es productivo el gasto que satisface, en la medida exacta, a las necesidades colectivas: lo que se gasta demás, es improductivo.

Además está la que divide en gastos de Servicios o con contrapartida y gastos de transferencia o sin contrapartida. En el Primer caso, se cambia el gasto por un servicio prestado, en el segundo, no existe contravalor alguno, y el propósito de la erogación es proporcional o redistributiva (subsidios, pensiones, etc.)

La clasificación más importante es la que discrimina a los gastos de consumo de los gastos de inversión, o mejor, a los gastos corrientes y los gastos de capital.

Gasto corriente: es la que se realiza como consumo directo, verbigracia, el pago de los sueldos o la compra de bienes y servicios necesarios para el ente administrador.

Gasto de Capital, es aquel que constituye una inversión tendiente a incrementar el patrimonio financiero del Estado, pero que no lo beneficia en forma inmediata, sino a largo plazo: construcción de caminos y puentes, etc.

6. Antecedentes: Ley 845. 

La ley orgánica de presupuesto que lleva el Nº 845 data del año 1.962. En ella se establece que la clasificación de los gastos se hará atendiendo a la materia de los mismos; está contenida en los anexos 1,2 y 3 de la misma ley en la siguiente forma:

-
Anexo 1: Hace la clasificación, según su objeto, comprendiendo los siguientes grupos:

Servicios personales; servicios no personales, materiales y suministros, transferencias, reparaciones diversas, obligaciones diversas, gastos varios, adquisición de bienes, construcciones varias, conservación de bienes, servicios financieros.

-
Anexo 2: hace la clasificación económica, dividiéndolos en dos grandes grupos:

Gastos corrientes y gastos de capital.

-
Anexo 3: hace la clasificación funcional de los gastos, conforme a los siguientes grupos.

Servicios Generales, servicios sociales y culturales; servicios económicos; gastos no clasificados.

Cada grupo de esta clasificación, se compone de varios rubros según la materia del gasto; así en el grupo de servicios personales, están comprendidos los jornales, dietas, aguinaldos, etc., del personal fijo y variables de la Administración Pública.

Clasificación vigente: Ley 14/68 y Modificaciones. 

El presupuesto general de gastos de la Nación, se compondrá de las siguientes partes:

-
Presupuesto de la Administración Central, y

-
Presupuesto de las Entidades descentralizadas, según la ley 359/72. 

Se entenderá por sector público, el conjunto de instituciones u organismos creados por Ley, y financieros con los ingresos del sector público que actúan como instrumentos directos para la ejecución de la política gubernamental, sujetas a control en la ejecución de sus programas, y obligados a emplear sus recursos, conforme con sus leyes orgánicas y los planes vigentes.

La Ley 14/68, establece que el presupuesto del sector Público, se presentará clasificado de acuerdo de acuerdo con las orientaciones que se enumeran en las clasificaciones de los gastos e ingresos. Estas clasificaciones servirán para ordenar las transacciones financieras y facilitar el análisis de la política fiscal y la programación, ejecución y control de presupuesto.

Los Gastos se clasificaran atendiendo a las finalidades que persiguen:

-
La Clasificación según su objeto, determina la naturaleza de los bienes y servicios que el gobierno adquiere para desarrollar sus actividades.

-
La clasificación económica del gasto: determina el destino del mismo en consumo, transferencia e inversiones de los bienes y servicios que el gobierno adquiere para el desarrollo de su actividad.

-
La clasificación funcional, determina las finalidades especificas, según los propósitos inmediatos de la actividad gubernamental.

-
La Clasificación sectorial del Gasto; determina los sectores de la economía en que se realiza el mismo.

El presupuesto de la Administración Central, comprenderá el presupuesto de los tres poderes del Estado, y se compondrá de dos partes principales; el Presupuesto corriente y el presupuesto de la capital. El primero se dividirá en gastos e ingresos corrientes, el segundo, en gastos e ingresos de capital.

El presupuesto de Gastos Corrientes preverá la atención de los programas que tiene por objeto el funcionamiento permanente de las prestaciones de servicios a cargo de la administración central y los programas corrientes de transferencias.

Los Gastos del Presupuesto Corriente, se agruparan en títulos, capítulos, funciones, programas, subprogramas y actividades.

Los Títulos de los gastos del presupuesto corriente son los siguientes:

-
Titulo I – Poder Legislativo: dividido en capítulos correspondientes a la Cámara de Senadores y Diputados; y estos en funciones, programas, subprogramas y actividades.

-
Titulo II: Poder Ejecutivo – Dividido en capítulos correspondientes a la Presidencia de la República, a cada uno de los Ministerios y al Consejo de Estado, y estos en una división idéntica al anterior.

-
Titulo III – Poder Judicial: se dividirá en funciones, programas, subprogramas y actividades.

-
Titulo IV – Obligaciones diversas del Estado: se dividirá en funciones y programas.

El presupuesto de capital comprenderá los programas, cuya ejecución redunde en la conservación o incremento del patrimonio. Los gastos del presupuesto de capital surgirán agrupados en títulos, capítulos, funciones, programas, subprogramas, proyectos y obras.

Los títulos serán los mismos que los mencionados para los gastos corrientes.

Según la ley 553/76, que modifica la ley 14/68, la ejecución del Presupuesto General de la Nación, tendrá las etapas siguientes en los gastos:

-
Afectación preventiva; consiste en la autorización para gastar.

-
Compromiso; Acto formal mediante el cual, la autoridad administrativa competente, reserva en todo o la parte del crédito autorizado, a costear bienes y/o servicios a proveer.

-
Obligación de Pago: vínculo que obliga al Estado a pagar una suma de dinero, que reconocida y liquidada, origine una orden de pago.

-
Pago: cancelación efectiva de la obligación de pago.

7. Efectos de los gastos públicos: sobre la producción, la distribución, la desocupación, y los ciclos económicos, generalidades. 


La libertad económica, constitucionalmente consagrada, no implica la libertad de los actores más poderosos acrecienten su poder a costa de mayorías cada vez mas pauperizadas. El proceso económico debe obedecer a criterios de racionalidad para la fijación de políticas y acciones apropiadas, debiendo el proceso económico impulsarse por medio de planes y programas.


La Constitución establece, que el desarrollo se fomentara con programas globales que coordinen y orienten la actividad económica nacional (Art. 176), y estos programas globales surgirán, no de la cúspide, sino precisamente de las bases: Departamentos, Municipios, indicando claramente que la población de cada departamento, deberá determinar sus necesidades y programar las actividades tendientes a su superación.


En suma, organizar una planificación de abajo hacia arriba, esencialmente democrática, a fin de que el Estado pueda encarar rumbos concretos, que de manera efectiva impulsen el desarrollo.


Orientados los gastos públicos hacia fines que marcan la Política financiera del Estado, sin entrar en el terreno de las desviaciones que pudieran conducir gravitaciones extrañas – juego normal de los ingresos y egresos financieramente presupuestarios – se advierte de inmediato, que tales erogaciones, por si solas y con prescindencia de la financiación se servicios públicos, significa un importante factor de redistribución del ingreso y de patrimonio nacional, como de estabilización económica y de incremento de la renta nacional, y que su influencia es decisiva sobre aspectos tan esenciales como la plena ocupación, el consumo, el ahorro y la inversión, irrogando efectos sobre la producción nacional, y sobre la distribución de la riqueza e igualmente, sobre la desocupación y los ciclos económicos.


Por otra parte, los efectos no se limitan al momentáneo impulso que prestan directamente a la economía en forma de una disminución de la desocupación, o de un aumento de la actividad industrial. Tiene efectos secundarios que multiplican su acción económica, creando en la misma medida, gastos y producciones, y los ingresos que originan, son objetos de ulteriores acciones de intercambios, originando nuevos ingresos capaces de producir un nuevo ciclo económico, que puede ser suficiente para poner en movimiento una recuperación económica, o al menos, retardar o detener el proceso de la contracción o deflación. 


Efectos sobre la producción: en lo que atañe a la producción, el gasto público tiene, sin duda, una eficacia extraordinaria cuando aquel responde a la proyección provisoriamente fijada por el gobierno. Las fuerzas económicas del Estado, se acrecientan cuando las obras públicas, los prestamos y los servicios acuden en su ayuda, es decir, cuando son realizados mediante una política previsora del Estado, es más, su orientación depende principalmente de la influencia de aquellos de la influencia de aquellos, por ejemplo, la producción aumenta cuando hay demandas de grandes cantidades de materiales que deben ser utilizados en las obras y en los servicios públicos.


Efectos sobre la distribución (de la riqueza): se facilita, evidentemente, con la teoría y la practica del gasto público. El Estado al crear obra, dar trabajo, crear y poseer industrias, al prestar los servicios públicos, al parcelar tierras mediante expropiaciones y regímenes adecuados, etc., nos lleva directamente a una justa distribución de la riqueza, a lo que no es extraño el sistema tributario pertinente.


Según Wagner, el impuesto es un eficaz instrumento de distribución de la riqueza.

8. Regulación de la ocupación. 

En los momentos de auge, la ocupación llega a su máxima, y, en los momentos de depresión, se opera la desocupación. El Estado debe tener cuidado de elegir los momentos en que va a combatir la desocupación, pues no debe, por ejemplo, mantener las obras públicas en tiempo de cosecha ni ocupar la mano de obra que necesita la actividad privada, reservando tal solicitud para mejor ocasión.

9. Ciclos económicos. 
Son fluctuaciones periódicas de la actividad económica observables en las estadísticas sobre producción, renta y empleo que se mueven desde la prosperidad hasta la depresión y viceversa, no en un espacio de tiempo uniforme y tampoco con un grado uniforme de intensidad.

Se sabe que la economía de los países, parece estar animadas por fuerzas o tendencias incontenibles, que periódicamente la llevan desde periodos de relativa estabilidad, hacia otros de inusitada actividad y confianza, que imprimen al proceso económico un ritmo de expansión y desarrollo que no se ajusta a sus posibilidades de capital, a sus recursos disponibles o a la mano de obra utilizable, y que lo arroja, en lo que en economía se designa, como una inflación o, por el contrario, en que por falta de dinero, por un pánico o alarma o un desequilibrio entre la inversión y el ahorro, se entra en la otra frase morbosa de la economía, que es la depresión. El criterio acertado con que se acude al incremento o retención del Gasto Público puede constituir un alivio o una solución como en los tiempos de bonanzas como de crisis. 

10. Desviación de los recursos económicos.


La desviación de los recursos económicos, se produce por los factores subjetivos o circunstanciales, y también por razones de prudente previsión según lo aconsejan las circunstancias. Veamos varios casos:

-
Subsidios a determinadas industrias: si el Estado quiere favorecer la industrialización en una etapa, región, etc., desvía entonces, hacía tal fin, sus recursos económicos con miras al logro de esa meta, ejemplo, los subsidios a la harina, etc.

-
Explotación de industrias que dan pérdidas: a veces, por razones de alta política, y también, por falta de previsión o por incapacidad, el Estado mantiene industrias cuyos resultados económicos son adversos.

-
Industrias que se explotan al precio de costo; si con ello se traduce una competencia, con la industria privada, el hecho de esta desviación, adquiere caracteres destructivos, salvo que ese tipo de explotación, lo sea por insuficiencia de la libre empresa en este particular.

-
Desviación de los Recursos presentes hacia necesidades futuras; como ser la construcción de hospitales, colegios, facultades, etc., con amplias instalaciones y servicios, previendo oportunamente, el crecimiento de la población civil y estudiantil.

La Construcción de rutas hacia zonas forestales, aun inexploradas, previendo la explotación de las mismas, dependerá también aquí de las ideas políticas que primen en los hombres de gobierno.

Federico Listz afirmaba una verdad incuestionable: el Estado mira de lejos que los propios hombres, ya que, individualmente, estos solo piensan en su protección y en las de sus hijos o nietos. El Estado vela por las futuras generaciones y su porvenir, realiza obras de gran alcance, que son prácticamente imposibles para los particulares. Su conducta, sus previsiones, sus planes, en fin difieren entre ambas: ejemplo la construcción de puentes, caminos. Etc.

Estimulo al uso de servicios seleccionados: la Selección puede ser conveniente si responde a un criterio económico o político ventajoso, y no cuando con ella se crea una preferencia mezquina hacia clases sociales o hacia individuos privilegiados en detrimento de la justicia social.

En cuanto al estimulo para el uso de servicios seleccionados, se preconiza que el Estado le ofrezca servicios útiles o necesarios: Así por ejemplo, el gobierno debe prestar asistencia médica donde esta falte, en forma privada, por imposibilidad de radicación de profesionales. Pese a ello, esto no significa el deber de ofrecer servicios gratuitos que pudieran conducir al abuso exagerado del público y derivar hacia una economía mal sana o morbosa. 

--------------oooooooooo---------------

V

Clasificaciones de los ingresos públicos según la Constitución Nacional. 

El Artículo 178 de la Constitución Nacional, dispone. De los Recursos del Estado. Para el cumplimiento de sus fines, el Estado establece impuestos, tasas, contribuciones y demás recursos; explota por sí, o por medio de concesionarios los bienes de su dominio privado, sobre los cuales determina regalías, royalties, compensaciones u otros derechos, en condiciones justas y convenientes para los intereses nacionales; organiza la explotación de los servicios públicos y percibe el canon de los derechos que se estatuyan; contrae empréstitos internos o internacionales destinados a los programas nacionales de desarrollo; regula el sistema financiero del país, y organiza, fija y compone el sistema monetario.

Este apartado no se limita a establecer cuales son los recursos con que cuenta el Estado, sino que explica para que son los recursos. Regula el sistema financiero y el sistema monetario además de clasificar implícitamente los tributos, en impuestos, tasas y contribuciones.

Según esta disposición constitucional, los ingresos pueden ser ordinarios o corrientes y extraordinarios o especiales.
Generalidades. 

La actividad financiera del Estado, es la que este desarrolla para procurarse bienes con que satisfacer las necesidades públicas.

Los ingresos que obtiene para este fin, son conocidos, genéricamente, como ingresos públicos. Estos ingresos públicos son variados, y sus características económicas, financieras y jurídicas, son distintas para cada uno de ellos, o al menos, para ciertos grupos de ingresos.

Los efectos de los ingresos públicos sobre el proceso económico nacional son también diferentes, ya que mientras unos se extraen derivándolos de la renta nacional, otros se originan en el propio patrimonio del Estado.

Para un estudio metódico de los ingresos públicos, es necesario distinguir entre sus principales formas, atendiendo a su origen, su naturaleza económica, su importancia financiera, y el modo o procedimiento en que el Estado se los procura. Una cierta categoría de ingresos provienen de la renta de bienes o inversiones del Estado y de las rentas de los particulares.

A veces el Estado exige a la población que se encuentra bajo las condiciones impositivas, que la legislación tributaria establece, que contribuya con una cuota de sus bienes a las arcas del Estado, sin ofrecerle una ventaja o servicio personal individual, sino las múltiples ventajas que significa vivir en una sociedad organizada, disfrutando de los servicios públicos establecidos, en otras, la exigencia del Estado se basa en que presta al contribuyente, un servicio que le reporta a el individualmente una ventaja.

En ocasiones, el Estado se proporciona recursos exigiéndoles a los particulares, un sacrificio económico que puede comprometer la renta de los individuos y, a veces, hasta su propio capital, en otras, opta por procurarse ingresos que provienen del propio patrimonio del Estado o del uso del crédito publico.

El fundamento de los ingresos públicos, se encuentra en la necesidad en que el Estado se halla en la posición de atender a las necesidades públicas que crecen constantemente, lo que determina también, un aumento permanente en el volumen de los ingresos públicos. Pero las concepciones financieras modernas, consideran que los ingresos, no pueden limitarse a asegurar la cobertura de los gastos indispensables de administración, sino más bien, debe se uno de los medios de que el Estado se vale para llevar a cabo su intervención en la vida económica de la nación.

Clasificación de los Ingresos Públicos: las diferentes clases de ingresos que el Estado puede percibir, imponen la necesidad de clasificarlos, según sean sus elementos diferenciales y característicos, aunque los autores están de acuerdo en que no es posible formular una clasificación total y comprensiva de todos ellos, sin embargo, cualquiera sea la clasificación, es reconocida su utilidad.
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2. Los ingresos públicos ordinarios y extraordinarios. 

Los ingresos públicos ordinarios: son los que se forman regular y continuamente para ser destinados a cubrir el presupuesto financiero normal de un país, por eso están, generalmente, frente a los gastos ordinarios. 

Los ingresos públicos extraordinarios: tienen un carácter esporádico, siendo provocadas su aparición por necesidades excepcionales, por eso están por lo general, frente a los gastos extraordinarios.

Esta Clasificación de formula en consideración a tres elementos:

a)
Por la periodicidad con que afluyen a las arcas fiscales: Los ingresos ordinarios se perciben constante y periódicamente, ejercicio tras ejercicio de carácter financiero, variando solo en su cuantía o naturaleza.

Los ingresos extraordinarios no tienen la característica de periodicidad, y se perciben únicamente en las oportunidades en que fueron previstos para el financiamiento de cierta clase de gastos públicos o inversiones estatales.

b)
Por el Significado económico que revisten: los ingresos ordinarios provienen siempre de la renta, sea derivada de los bienes (o inversiones estatales), sea lo proveniente de la renta de particulares. Los ingresos extraordinarios provienen siempre del capital estatal, del uso de su crédito público o del capital de los particulares. Desde otro punto de vista, este criterio, este criterio de distinción, explica la periodicidad del ingreso ordinario y la no periodicidad del ingreso extraordinario, pues, la renta es periódica o se regula por espacios de tiempo, y de capital, no puede ser usado o consumido periódicamente sin que se termine por destruirlo.

c)
Por el Carácter de las leyes que los establecen o autorizan: Así mientras las leyes crean ingresos ordinarios, son por lo general de carácter permanente, que no necesitan renovarse para que el ingreso ordinario continúe afluyendo a la caja fiscal. Los ingresos extraordinarios, son autorizados por leyes especiales o temporales. 

3. Importancia de esta clasificación. 


La distinción entre estas clases de ingresos, hace relación con el equilibrio presupuestario, con los presupuestos de explotación y con los presupuestos de capital. La distinta naturaleza económica del ingreso ordinario y extraordinario, impone norma en cuanto al destino que puede o debe darse a ellos; así, como hace necesario un examen especial de un presupuesto que aparecen financiado con uno u otro, ya que las relaciones presupuestarias, son diferentes cuando se las analiza de el punto de vista de las relaciones entre gastos ordinarios y extraordinarios e ingresos de las mismas o distintas naturaleza. En síntesis ayuda a estudiar, como mantener el equilibrio presupuestario, pues, se relaciona estrechamente con la materia de gastos, que son también ordinarios y extraordinarios

4. De los ingresos públicos ordinarios. 

Ejemplos típicos de ingresos ordinarios: el producto de los impuestos ordinarios a las rentas, a los consumos, a los actos o contratos, el ingreso que el Estado obtiene de sus bienes patrimoniales, etc.

Ejemplos de ingresos extraordinarios: el producto de empréstitos públicos; la enajenación de propiedades del Estado. El rendimiento de impuestos que afectarán el capital, etc.

5. Sub-clasificación de los ingresos públicos ordinarios del Derecho Publico. 

-
Ingresos públicos ordinarios del Derecho Publico: son los que el Estado recauda actuando como autoridad en uso de su poder coactivo, de tal forma que el particular esta obligado, cuando concurran las circunstancias previstas por la ley, a pagar los impuestos, tasa, contribuciones, establecidos exclusivamente en la ley: Ejemplos; Impuestos, tasas, contribuciones. 

-
Ingresos públicos ordinarios del Derecho Privado: son los que provienen del patrimonio del Estado. Este posee un patrimonio constituido por bienes de distinta naturaleza; territoriales, industriales, comerciales, de los cuales derivan rentas o dividendos, que constituyen ingresos. La obtención de estos ingresos no se realiza por la acción coercitiva de la ley, sino que acá la actuación del Estado se asemeja a la de los particulares. 
6. Sub-clasificación de los ingresos públicos extraordinarios. 

Este grupo de ingresos está constituido por un conjunto de recursos financieros a que el Estado puede acudir en ciertos momentos y para ciertos fines. Estos recursos, por ser heterogéneos, no son susceptibles de una clasificación sistemática, ya que cada uno tiene características propias, carecen de elementos de afinidad y con respecto a ellos no procede hacer una clasificación, sino una enumeración de sus principales manifestaciones.

Así, entre los ingresos extraordinarios debemos referirnos al crédito público, a la emisión de papel moneda, a los impuestos extraordinarios y a la enajenación de bienes del Estado, y en cada caso hacer el estudio de sus características, de la forma de procurárselos, de su naturaleza económica.

7. Bienes Públicos y Privados del Estado, según el Cód. Civil. 

Son considerados como bienes del dominio público, aquellos que pertenecen al Estado, enumerados en el:

Art.1898 del CC. Son bienes del dominio público del Estado:

a) las bahías, puertos y ancladeros;

b) los ríos y todas las aguas que corren por sus cauces naturales, y estos mismos cauces;

c) las playas de los ríos, entendidas por playas las extensiones de tierras que las aguas bañan y desocupan en las crecidas ordinarias y no en ocasiones extraordinarias;

d) los lagos navegables y sus álveos; y

e) los caminos, canales, puentes y todas las obras públicas construidas para utilidad común de los habitantes.

Los bienes del dominio público del Estado, son inalienables, imprescriptibles e inembargables.

Art.1900 del CC. Son bienes del dominio privado del Estado:

a) las islas que se formen en toda clase de ríos o lagos, cuando ellas no pertenezcan a particulares;

b) los terrenos situados dentro de los límites de la República que carezcan de dueño;

c) los minerales sólidos, líquidos y gaseosos que se encuentren en estado natural, con excepción de las sustancias pétreas, terrosas o calcáreas. La explotación y aprovechamiento de estas riquezas, se regirán por la legislación especial de minas;

d) los bienes vacantes o mostrencos, y los de las personas que mueren intestadas o sin herederos, según las disposiciones de este Código; y

e) los bienes del Estado no comprendidos en el artículo anterior o no afectados al servicio público.
8. Dominio Territorial, según la Ley que crea el Instituto de Bienestar Rural.

TITULO I - DEL PATRIMONIO Y FUENTES DE RECURSOS
Artículo 26º Ley 2419/03 que Crea el INDERT. TRANSMISION DE BIENES. El Instituto Nacional de Desarrollo Rural y de la Tierra queda subrogado en todos los derechos patrimoniales del Instituto de Bienestar Rural, para todos sus efectos legales.
Artículo 27º Ley 2419/03 que Crea el INDERT. DEL PATRIMONIO Y FUENTES DE RECURSOS.

El patrimonio del Instituto y sus fuentes de recursos estarán constituidos por:
a) los bienes inmuebles rurales del dominio privado del Estado;
b) todos los inmuebles o muebles que posea o se encuentren en su dominio y los demás bienes que adquiera, en virtud de esta Ley o a cualquier título;
c) el importe de la venta y arrendamiento de sus tierras;
d) la suma asignada anualmente en la Ley de Presupuesto General de la Nación;
e) los créditos  internos y externos obtenidos por el Instituto y sus rentas, para el cumplimiento de sus fines;
f) los recursos provenientes de la aplicación del Impuesto a las Rentas de las Actividades Agropecuarias o IMAGRO, Ley Nº 125/91, o aquel impuesto que lo sustituya;
g) el cinco por ciento de los Royaltíes establecidos en el Artículo 1°, Inciso “a”, de la Ley Nº 1309/98 “Que establece la distribución y depósito de parte de los denominados “Royaltíes” y “Compensaciones en razón del Territorio Inundado” a los gobiernos departamentales y municipales”;
h) aportes, donaciones o legados de otras personas físicas o jurídicas públicas o privadas, nacionales o extranjeras;
i) el producido por las multas aplicadas por el Instituto;
j) los ingresos provenientes de prestación de servicios;
k) cualquier otro bien propiedad del Estado que sea transferido al Instituto para el cumplimiento de sus fines; y,
l) las fincas rurales de sucesiones vacantes, de conformidad a lo dispuesto en el Código Civil.
9. Dominio industrial, Industria del Estado y explotación de empresas de transporte ferroviarios, de navegación y comunicaciones. 

Este enunciado determina la participación del Estado en los sectores que las empresas privadas no pueden o tengan interés, cuando las mismas advienen, el Estado reduce su participación, no obstante la sociedad moderna cada vez encuentra mayor motivación del Estado en el sector productivo actuando como catalizador en el uso de capital productivo hacia sectores necesitados. Esta posición tiende a ser más pronunciada en gobiernos socialistas y los partidarios de la libre empresa repudian categóricamente este tipo de emprendimientos.

Se justifica ampliamente cuando el capital privado no concurre para el aprovechamiento de los recursos que interesan al desarrollo nacional. Mayor necesidad se observa en la navegación, ferrocarriles, combustibles.

El Estado posee un patrimonio constituido por bienes de distinta naturaleza; territoriales, industriales, comerciales y, en ocasiones, deriva de ellos ingresos, a títulos de rentas de sus bienes, o dividendos de acciones de la que es propietario, etc., veamos algunas de ellas.

a)
Empresas Públicas de Servicios Públicos.

1-
Administración Nacional de Electricidad (ANDE), Ley 966/64

2-
COPACO, Empresa Privada del Estado.

3-
ESSAP. Empresa Privada del Estado.

b)
Entes descentralizados con carácter comercial – industrial.

1-
Petróleos Paraguayos (PETROPAR) Ley 806/80

2-
Industria Nacional del Cemento (INC)

3-
Ferrocarril Central Carlos Antonio López

c)
Entes descentralizados con finalidad socioeconómica.

1-
Instituto Nacional de Desarrollo Rural y de la Tierra (INDERT) Ley 2419/03
2-
Instituto de Previsión Social (IPS) Decreto – Ley Nº 1860/61
3-
Universidad Nacional de Asunción (UNA)
d)
Instituciones financieras y promoción del desarrollo:
1-
Banco Central del Paraguay (BCP) Ley 489/95
2-
Banco Nacional de Fomento (BNF)
3-
Caja de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Bancarios.
4-
Crédito Agrícola de Habilitación (CAH) Ley 382/56
5-
Consejo Nacional de la Vivienda (CONAVI)
6-
Fondo ganadero.
7-
Banco Nacional de Ahorro para la Vivienda
8-
Instituto Nacional de Tecnología y Normalización.
9-
Dirección Nacional de Beneficencia Nacional (DIBEN)  
Banco del Estado. 


La Banca Pública como actividad del Estado tiene sus comienzos en el siglo pasado con la creación de los Bancos del Estado en Francia e Inglaterra, integrados con capitales privados y públicos.


La banca del Estado, por su rápida expansión como regulador del sistema monetario de cada país, como al mismo tiempo su vinculación internacional, hizo necesaria establecer un ordenamiento jurídico especial dentro del derecho financiero nacional. De este modo surge una sistematización legal de la banca pública con las modalidades propias de las finanzas internas.


Una de las funciones más importantes de la Banca del Estado es u intervención en el control y funcionamiento de la banca privada y de las actividades propias de entidades similares, como son las financieras, bancos para la vivienda, desarrollo, ahorro y préstamo. De este modo, la Banca Central del Estado comenzó a actuar en otros niveles de actividad bancaria, aparte del fundamental de ejercer el monopolio exclusivo de la emisión monetaria y su regulación para dar al signo monetario la solidez y el respaldo que solo el Estado podría hacerlo. Reflejo de la creciente importancia de la Banca del Estado constituye su regulación jurídica en el ámbito constitucional, conforme así ha sido prevista en el Constitución Nacional vigente (Art. 285 – 286).


Puede constituirse como sujetos de derecho Público  y del Privado.

En el primer caso tiene facultad de emitir billetes y en consecuencia determinar el valor de cotización o nivel mantenido con relación a otras monedas, controlando la política monetaria y crediticia del país.

SECCIÓN III - DE LA BANCA CENTRAL DEL ESTADO

Artículo 285 de la Constitución Nacional. DE LA NATURALEZA, DE LOS DEBERES Y DE LAS ATRIBUCIONES.

Se establece una Banca Central del Estado, en carácter de organismo técnico. Ella tiene la exclusividad de la emisión monetaria, y conforme con los objetivos de la política económica del Gobierno Nacional, participa con los demás organismos técnicos del Estado, en la formación de las políticas monetaria, crediticia, y cambiaria, siendo responsable de su ejecución y desarrollo, y preservando la estabilidad monetaria.

Artículo 286 de la Constitución Nacional. DE LAS PROHIBICIONES.

Se prohíbe a la Banca Central del Estado:

1) acordar créditos, directa o indirectamente, para financiar el gasto público al margen del presupuesto, excepto:

I) los adelantos de corto plazo de los recursos tributarios presupuestados para el año respectivo, y

II) en caso de emergencia nacional, con resolución fundada del Poder Ejecutivo y acuerdo de la Cámara de Senadores.

2) adoptar acuerdo alguno que establezca, directa o indirectamente, normas o requisitos diferentes o discriminatorios y relativos a personas, instituciones o entidades que efectúan operaciones de la misma naturaleza, y

3) operar con personas o entidades no integradas al sistema monetario o financiero nacional, salvo organismos internacionales.

Artículo 287 de la Constitución Nacional. DE LA ORGANIZACIÓN Y DEL FUNCIONAMIENTO.

La Ley regulará la organización y funcionamiento de la Banca Central del Estado, dentro de las limitaciones previstas en esta Constitución.

La Banca Central del Estado rendirá cuentas al Poder Ejecutivo y al Congreso Nacional sobre la ejecución de las políticas a su cargo.

Los partidarios de esta actividad del Estado sostiene que la administración financiera del Estado, requiere un Banco que pueda actuar como intermediario, especialmente, en las operaciones monetarias. El Banco estatal, ejerce una importante labor limitativa respecto a los abusos a que puedan entregarse la Banca privada, limite por ejemplo, a la tasa de intereses. Si se trata de un Banco con facultad de emitir billetes, es de sumo interés que tal ente sea del Estado, a fin de poder controlar el valor y el nivel de la moneda como la de evitar las perturbaciones de la circulación monetaria.

--------------oooooooooo---------------

VI

Contenido esencial de las finanzas funciones
 1. El equilibrio cíclico de los presupuestos.


El presupuesto es un acto de gobierno, mediante el cual se prevén los ingresos y los gastos estatales, y se autorizan estos últimos, para un periodo futuro determinado, que generalmente es de un año.


Los estados modernos, tienen una actividad financiera planificada de forma precisa, el conjunto de sus gastos y recursos, es previsto de antemano, generalmente de un año, según el cuadro detallado, y es de carácter obligatorio. En principio, ningún gasto puede ser efectuado ni ningún ingreso percibido fuera de los incluidos en ese plan.


Un presupuesto es equilibrado cuando durante su vigencia, gastos y recursos, totalizan sumas iguales, es deficitario cuando los gastos exceden a los recursos, y tiene superávit, cuando queda un remanente positivo, es decir, cuando los recursos son superiores a los gastos.


Déficit es de caja, cuando se produce en el transcurso de un mismo ejercicio financiero, como consecuencia de momentáneas fallas de fondos en la tesorería.


Es material, cuando el presupuesto es sancionado de antemano con déficit.


Es financiero, aquel que surge a posteriori, una vez cerrado el ejercicio.


En cuanto a la existencia de un superávit, es muy raro en la actualidad.


 Entre los postulados del pensamiento clásico financiero, está el del equilibrio presupuestario. Se suponía que uno de los principios sanos en la elaboración de los presupuestos, era el del equilibrio anual, que se da entre los dos grandes rubros del presupuesto público, ingreso y gasto.


Fue tanta la fuerza que logró adquirir este postulado, que la mayoría de las legislaciones presupuestarias, elaboradas en tiempo en que los principios clásicos imperaban en forma absoluta, lo incorporaron a las leyes orgánicas de presupuestos y aún los textos constitucionales están influenciados por esta exigencia del equilibrio anual.


No obstante, las nuevas se revelan contra esta exigencia, que si bien puede ser plenamente aconsejable en periodos de desequilibrio económico o durante las épocas de inflación o depresión. Destruida esta exigencia, las finanzas pasaran a adquirir una gran movilidad que les permite ser adaptadas a los periodos cíclicos de la economía.


¿Que significa financieramente equilibrar un presupuesto de un periodo de deflación?


Que, como consecuencia de la caída de los ingresos privados, el Estado ve también reducidos sus ingresos y, por tanto, debe disminuir sus gastos. Económicamente esto implica que la restricción de la demanda en el sector privado, incide en el poder de compra del Estado, lo cual debilita aun más el poder de compra del sector privado; esto significa menos oportunidad de empleo y, seguramente, sumar un nuevo factor de desocupación a lo ya existente, producida, evidentemente, por la falta de demanda del sector privado. Económicamente significa, impulsar aun más la curva descendente del ingreso nacional, agravando consecuentemente la crisis.


En un periodo de deflación, el Estado debe gastar más allá del limite que señala el recurso normal de la tributación, tendrá que endeudarse, ocupar el dinero que el sector privado no usa por temor a riesgos o por imposibilidad de obtener beneficios y, finalmente, deberá usar su facultad de crear dinero a fin de aumentar la demanda, de proporcionar oportunidades de trabajo y alentar el poder de compra. Este nuevo dinero inyectado en el mercado, crea una demanda o aumenta la misma que mediante una política fiscal continuada, irá restableciéndose la normalidad.


¿Qué significa el presupuesto equilibrado en tiempos de inflación?


Que, el Estado ve aumentados sus ingresos y le es difícil resistir a la tentación de comprender una política de gastos, de los que siempre hay necesidad. Con sus ingresos aumentados, el Estado emprenderá nuevas obras, creará nuevas oportunidades de trabajo, aumentará la demanda del sector privado, constituyendo todo ello, un nuevo estimulo para la inflación.


Las nuevas finanzas prescinden del principio del equilibrio anual del presupuesto, y lo buscan en periodos más dilatados de tiempo que coincidan con las fases cíclicas de la economía. La política fiscal ha de acomodarse así, no al rigorismo del ejercicio anual, sino a los periodos cíclicos a fin de que actúe, precisamente, como factor anticiclico.


En un periodo de inflación; el Estado verá aumentado sus ingresos como consecuencia del aumento real o nominal de la renta nacional. Su política fiscal deberá se la inversa de la que surgió durante la depresión, no puede dejarse tentar por sus mayores ingresos y lanzarlos a la circulación, sabiendo que lo más probable, aumentará de la inflación, y que atendidas las necesidades públicas que no admiten postergación, deberá dedicarse a sanear el impacto que dejó en su economía el periodo de deflación tratando de disminuir o rescatar la deuda pública en que hubiera incurrido. 

2. Responsabilidad del Estado en el nivel del ingreso nacional. 

La renta o ingreso nacional; es el valor neto (la cantidad total de dinero) de todos los bienes económicos producidos por la nación.


La renta nacional está constituida por el valor neto de los productos y servicios que el proceso económico, pone anualmente a disposición de la población de un país, para la satisfacción de sus necesidades presentes y futuras, ya sean estas de orden individual o colectivo. Está integrada por el conjunto de los ingresos que perciben los distintos elementos que concurren, principalmente, a su formación las remuneraciones del trabajo (sueldos, salarios y honorarios), los intereses de los capitales, la renta de la tierra y las utilidades de los empresarios.


Las nuevas ideas financieras, reconocen que el gobierno no contribuye con el sector privado para formar la renta nacional, y asignan al estado, la tarea de utilizar su política fiscal para lograr un alto estándar de vida del pueblo mediante la producción, distribución y acrecentamiento del ingreso nacional.


Todo ingreso nacional se produce como consecuencia de dos elementos económicos: la inversión y el consumo y por tanto, el Estado deberá adoptar las medidas que tiendan a compensar la atrofia de cualquiera de estos factores.


La nueva doctrina para sostener que el Estado tiene esta responsabilidad, se funda en lo siguiente:

-
Que el gobierno contribuye también con el sector privado a formar la renta nacional.

-
Por que de la renta nacional y de su distribución depende el estándar de vida de los pueblos y de los individuos.

-
Porque, cuando el ingreso nacional no corresponde a un periodo de empleo total, quiere decir que hay fuentes de producción inexploradas y que hay hombres sin trabajo, tal circunstancia que es grave, debe ser remediada con la intervención de los elementos económicos: la inversión y el consumo.

Si el ingreso nacional producido se invierte o se consume ¿Cómo llegan a producirse trastornos en los cuales decae?, por que, el ingreso o renta, no solo puede invertirse o consumirse, sino que puede ahorrarse, atesorarse (acumularse), mantenerse inactivo, o bien, dársele una inversión puramente personal o rentística (adquirir acciones, valores, etc., con miras a la obtención de una renta). Sí como resultado de la ejecución de estas posibilidades, que no son inversión ni consumo, existe una parte de la renta nacional que se invirtió en el periodo pasado, y que en el siguiente se atesora o se mantiene en estado de iliquidez, el motor de esa parte de la renta, significa que se ha paralizado no pudiendo traducirse en pago de salarios o sueldos como compra de materias primas o de otros productos, consumos o servicios. La demanda que provenía de esa fuente, cesa, empezando a producir sus efectos; menores rentas de otros grupos, desocupación, disminución o paralización de algunas actividades.

Advertidos los síntomas del desajuste de tales factores: inversión o consumo, el Estado deberá actuar, conforme a su política fiscal, y utilizar todos sus otros medios de acción, ya que la política fiscal, no es sino uno de los medios de la acción económica del Estado.

En cuanto a la Inversión, deberá suplir con inversión pública del déficit que se ha producido, y estimular rápidamente la inversión privada, ya sea con una propia demanda o con el suministro de poder de compra a los sectores más empobrecidos. Esto se hace por ejemplo, emprendiendo la ejecución de grandes obras, lo que significa dar trabajo a los desocupados y efectuar compras a los productores de materiales, o bien, facilitar a las empresas privadas, la realización de esas obras mediante licitaciones convenientes.

En cuanto al consumo, deberá mejorarlo otorgando poder de gastos a los sectores carentes de poder consumidor, mediante ayuda o subsidios a los cesantes, o por medio de rentas de trabajo derivadas de las nuevas inversiones compensatorias del Estado.

3. Los gastos fiscales compensatorios. 


Son los que debe realizar el Estado para sustituir los gastos del sector privado con el objeto de corregir las anormalidades cíclicas de la economía, velando por el mantenimiento de un determinado nivel de la renta nacional y su acrecimiento.


El gasto compensatorio no implica derroche de dinero fiscal, aunque el gasto pueda traducirse, en el primer periodo de la lucha anti deflacionista, en ayuda gratuitas a los desocupados. El Gasto realizado a este fin, es profundamente intencionado, y persigue, precisamente proporcionar poder de consumo del que se carecía, creando una demanda que, naturalmente, deberá impulsar el deseo de hacer inversiones para producir los artículos que satisfagan esa demanda.


En realidad, este no es el único gasto compensatorio que existe, pero puede ser el primero en darse; y es al que debe acudirse si la deflación y la desocupación consiguiente hubieren revestido caracteres de extraordinaria gravedad.


Otros gastos compensatorios serán la construcción de obras públicas o la atención de necesidades postergadas en su satisfacción, como se trata de una política fiscal razonada y seria, el emprenderla implica una alta responsabilidad para el gobierno, por ello, es imprescindible que los gastos compensatorios obedezcan a un riguroso plan que debe ser elaborado al margen de toda influencia política, e inspirado al solo propósito de zanjar a la economía nacional del estado de postración en que se encuentra. Es necesario pues, que este plan se explique y se lo haga popular en el sentido de que está siendo aplicada en provecho de la economía nacional, ya que mediante él se trata de restablecer la confianza y estimular al sector privado a nuevas inversiones.


Los índices de que el plan tiene éxito y de que ha ganado la confianza del sector privado, serán el aumento de la inversión privada y el descenso de la desocupación.

4. La Imposición cíclica o compensatoria: al referirse a este punto, se debe tener presente que los impuestos se instituyeron con el único fin de proporcionar ingresos o rentas al Estado. Esta finalidad se denomina; la finalidad tributaria o fiscal del impuesto.  Junto a esta finalidad se le vino a agregar otra, cual es la de servir a propósitos políticos – económicos, como durante la época mercantilista, tiempo en que los impuestos se usaron con el propósito de impedir la entrada de mercaderías extranjeras; ejemplo típico son los impuestos aduaneros proteccionista, creados para proteger a la industria nacional de la competencia extranjera.


Finalmente, los impuestos pueden emplearse con finalidades sociales, como sería el caso de que mediante los impuestos se pretendiera impedir o disminuir el consumo de ciertos artículos que se estiman socialmente inconvenientes.

Ahora con las nuevas ideas financieras, se concibe la posibilidad de utilizar los impuestos como medios de contrarrestar los periodos cíclicos de las economías. Las finanzas funcionales patrocinan la imposición cíclica o compensatoria como uno de los instrumentos de la política fiscal, para coadyuvar (cooperar) en la lucha anticiclica.

La imposición compensatoria en desempleo o depresión (deflación). Si lo que se trata en esta fase de la economía, es estimular el consumo y/o la inversión, medidas tales como reducciones, liberación o exenciones de impuestos a las rentas, pueden ser aconsejables a igual que cuando se trata de estimular las inversiones. El menor rendimiento fiscal ya no tiene la importancia de cuando tenía vigencia el equilibrio anual de los presupuestos, porque al gobierno le interesa mucho más el restablecimiento de la normalidad económica que el presentar presupuestos equilibrados. En cuanto a las rentas, que técnicamente deben ser desgravadas, merecen especial trato las percibidas por los grupos más bajos, porque son los que tienen mayor tendencia a consumir acelerando proceso de recuperación. En cuanto a las más elevadas, es recomendable un trato favorable en el sentido de que ellas puedan servir como financiamiento de las inversiones que se están estimulando.

La imposición compensatoria con empleo total o inflación (auge). En estos periodos se trata tanto de desalentar el consumo como las inversiones privadas. En cuanto al consumidor. Deberá restarse el poder de compra a los consumidores, mediante un alza de las tasas de impuestos sobre las rentas y mediante impuestos a las compraventas de todos aquellos artículos que no sean necesarios. El impuesto a las utilidades excesivas, es particularmente aconsejable en estos periodos. Las inversiones deben se desalentadas en su base, es decir, gravando las rentas elevadas, que tienden a dejar en sus poseedores, saldos de inversión, o concediendo liberaciones impositivas a las rentas, ahorrando, y no invertido, por ejemplo.   

5. Mantención del nivel de empleo. 

Es otra responsabilidad que ha venido a asignarse al Estado, la cual es mantener un empleo total de su población. Económicamente, las remuneraciones provenientes del trabajo eficientemente empleado y remunerado adecuadamente, constituyen un elemento de importancia en la formación de la renta nacional y representan un poder de mano de las clases trabajadores, que es también una integrante dentro del proceso económico que estimula las inversiones, y hace posible producciones mas racionalizadas con artículos de mejor calidad y de más bajo precio.


Socialmente, esta involucrado un sentimiento de dignidad humana en que cada ser y en condiciones de trabajar, pueda encontrar una ocupación que le dé categoría moral a su existencia. El empleo total en una comunidad, según las nuevas doctrinas, depende del destino que se da en su renta nacional. La parte de esta que se gasta en consumo o que se invierte, proporciona empleo a la población; mientras que el mero ahorro o atesoramiento, es un factor negativo dentro del proceso económico, ya que sustrae del volumen de la renta producida, una parte que no fluye a la corriente circulatoria del periodo siguiente. Y, el desempleo acarrea desmoralización y una amenaza económica social contra cualquier régimen que lo permita.


Tal vez el autor que haya abordado el teme del empleo total en forma más sistemático y completo, desde todos los aspectos involucrados en él, ha sido William Beveridge, en su obra Full Employment in a Free Society.


La tesis central de la obra de Beveridge, es la posibilidad de que los países lleguen a un empleo total, dentro de un régimen político que asegure al mismo tiempo, las libertades individuales, pero, el autor al sintetizar su pensamiento, es claro en cuanto a los extremos que esta dispuesto a llegar, con el objeto de lograr el empleo total. Así al preguntar ¿Qué nuevas reglas de las finanzas deben reemplazar a las de las antiguas finanzas, de reducir los gastos públicos al mínimo y equilibrar el presupuesto cada año?, responde, que estarían en la formulación de tres nuevas reglas:

-
La primera regla, es el gasto total, en toda época, debe ser suficiente para el empleo total. Este es un imperativo categórico que se sobrepone a todas las reglas, y prima sobre ellas cuando están en conflicto.

-
La segunda regla, sometida a la primacía de la primera, es la de que el gasto total debería ser dirigido tomando en cuenta las prioridades sociales.

-
La tercera regla, sometida a las dos anteriores, seria que es preferible procurar los medios para la producción por medio de impuestos que empréstitos.

No existe en la economía planificada, nada que mantenga automáticamente el volumen de los gastos en consumo e inversión suficiente para proporcionar empleo total, y es aquí donde el Estado debe asumir la responsabilidad de encontrar una forma para impedir, que por el desajuste de esos factores, se produzca la desocupación o falta de empleo total, que influya en el nivel de la renta nacional.

El instrumento indicado a tal fin, es la elaboración anual de un presupuesto económico nacional, documento que ilustra un cuadro de las verdaderas posibilidades económicas de la nación para el periodo siguiente, como ser inversiones proyectadas, gastos en consumos del sector privado, estudio de la mano de obra disponible.

6. El presupuesto económico nacional. 


Junto al presupuesto financiero, que ha sido tradicionalmente, un mero cuadro de los gastos e ingresos del Estado para un cierto periodo de tiempo, las nuevas doctrinas financieras, han hecho surgir este presupuesto económico nacional.


El presupuesto económico nacional, a diferencia del meramente financiero; viene a ser un análisis de la posible actividad económica del sector privado y de la ocupación que esta es capaz de producir. Contiene también, la política compensatoria que el sector público se propone seguir para suplir las deficiencias que se calcula en el sector privado, más un examen del potencial humano disponible. Contempla igualmente, los recursos que el sector público deberá poner en movimiento para dar ocupación total a la población activa, absorbiendo la diferencia entre la mano de obra que ocupará el sector privado y la mano de obra disponible.


Las partidas más importantes de este presupuesto económico nacional son:

-
El Gasto privado en consumo que se calcula para un periodo.
-
El Gasto privado en inversiones calculado para el mismo periodo.
-
Un examen del posible resultado de la balanza de pagos para el tiempo en estudio.
-
El Gasto público que se debe realizar, y el cálculo de la mano de obra que habrá disponible.

Si bien es cierto, que este presupuesto es un calculo de los recursos necesarios para dar ocupación plena, es también un análisis de los factores de inversión y consumo y de ello se desprende que, en síntesis, sea un cuadro total probable del panorama económico de un país para un cierto periodo de tiempo que busca la mantención o acrecentamiento del nivel de la renta nacional y la ocupación total de la población activa, y que además, contempla el gasto compensatorio que el Estado se propone realizar para alcanzar esos resultados.


Aparentemente, este presupuesto, por la complejidad de los factores que contiene es muy difícil que alcance un grado efectivo de aproximación a la realidad, sin embargo, la experiencia ha demostrado que es posible, lo que se busca, no es la rigurosa exactitud matemática, sino la aproximación en lo mas fiel posible a una realidad futura, actividad que tiene un valor incalculable de información y de orientación para la actividad económica.

 7. Redistribución del Ingreso Nacional. 


La renta nacional esta constituida por el valor neto de los productos y servicios que el proceso económico pone de forma anual a disposición de la población de un país, a objeto de satisfacer sus necesidades presentes y futuras, ya sean estas de orden individual o colectivo.


Según Kuznetd es el valor neto de todos los bienes producidos por la nación.


La renta nacional, está integrada entonces, por el conjunto de ingresos que perciben los distintos elementos que concurren a su formación, representados principalmente, por remuneraciones del trabajo (sueldos, salarios y honorarios), renta de la tierra y utilidades de los empresarios. Estos ingresos tienen generalmente, un valor monetario; pero, también pueden prescribirse en especies (regalías, habitaciones, alimentación).


Como resultado final del proceso económico, que da la renta nacional distribuida entre los individuos o grupos económicos. A esta distribución se la ha denominado primaria.


Desde los tiempos en que comienza a formularse el pensamiento financiero, se ha suscitado el problema de si el Estado debe influir o no, en la distribución de la renta nacional. La doctrina clásica o liberal, sostuvo que el Estado no debía influir en esta distribución, que a su juicio, como todo el acontecer económico, se produce por el libre juego de las leyes económicas.


No obstante a nadie ha escapado nunca que la actividad financiera del Estado, en cuanto establece impuestos y realiza después gastos públicos, altera la distribución de la renta nacional. En los gastos que atienden las necesidades relativas, donde debe verse la verdadera redistribución del ingreso nacional. El beneficio por individuos o por grupos económicos o sociales, que estos gastos representan, son determinables, e incluso, a través de estadísticas exactas podrían ser determinados casi con rigor matemático. Estos gastos se emplean en crear o en atender servicios destinados, precisamente, a los grupos que la distribución primaria, no alcanzaron a obtener una cuota de ingresos que les permitiera optar a los bienes que esos servicios proporcionan, y, que mediante el gasto redistribuido logran tenerlos a su disposición.


La redistribución del ingreso nacional puede llegar a sus últimos extremos cuando el Estado, frente a un periodo agudo de desempleo o desocupación, proporciona subsidios gratuitos a los desocupados, y aunque esta forma redistributiva merece serios reparos, puede llegar a ser económico y socialmente aconsejable en los momentos más agudos de una crisis.


Por lo que se ve, la alteración de la distribución primaria, es necesaria dentro de la política fiscal que persigue los objetivos de lograr el acrecentamiento de la renta nacional y del nivel de empleo. 

8. Modificación de la distribución primaria del ingreso por el sistema positivo.


Los impuestos, según sea el estado del proceso económico en que se establezcan, pueden modificar las rentas de los individuos, influyendo la cuantía del ingreso final que obtengan o afectan las rentas, una vez producido el ingreso de un periodo entero. Así, los impuestos a los consumos, afectan la renta de que se dispone, disminuyendo cada parte de la renta gastada, en el monto de los impuestos que gravan los consumos. En este caso, la renta final obtenida por un individuo o por un ente económico, representará, efectivamente, una parte inferior al ingreso monetario que percibió. Si representamos la renta que un individuo ha percibido en el tiempo, conforme al cual se calcula la renta nacional por renta percibida (RP), la renta efectiva, que ha podido emplear, será igual a la renta percibida menos el impuesto RP = I (Impuestos que afectaron sus consumos), y, si todavía su factor RP esta afectado a impuestos directos, sobre el ingreso total percibido, representamos estos por ID (Impuestos Directos), su ingreso total, del que ha podido disponer o de que puede disponer = RP – I – ID. 


También puede modificarse la renta, efectuando con impuestos al capital que producen las rentas, aunque dentro de los regímenes impositivos, estos impuestos no encuentran otra expresión legislativa que aquellos que gravan las donaciones y asignaciones por causa de muerte, en alguno de sus ramos.


Finalmente, la modificación de la distribución primaria, dependerá de las características totales del régimen impositivo, en que serán los factores muy importantes lo siguiente: el rol financiero que juegan los impuestos indirectos como los directos, y los de tasa progresiva, especialmente, el impuesto progresivo a la renta neta total. 

9. Redistribución del Ingreso Nacional a través del gasto publico. 


La verdadera y autentica redistribución del ingreso nacional, se opera a través de los gastos públicos.


El Estado escoge o retira de las economías particulares, una cuota de sus ingresos primarios, para enseguida gastarla en atender las diversas necesidades públicas, cuya satisfacción asume el Estado. Y es en la orientación económico – social y en el empleo que el Estado le da curso al gasto público, cumpliendo así su labor de redistribución. Estos gastos públicos pueden ser:

-
Para atender necesidades absolutas del Estado (defensa de la soberanía, mantenimiento del orden publico interno).

-
Para realizar obras de beneficio común (construcción de caminos, puertos, edificios para servicios públicos).

-
Para atender a necesidades relativas (Servicio de Salud pública, instrucción y de educación gratuita a los sectores necesitados), donde esta la verdadera redistribución del ingreso nacional, porque los beneficios por individuos o grupos económicos, son determinados a través de las estadísticas, casi con rigor matemático, y alcanzan a los grupos, que en la distribución primaria, no lograron tener una cuota de ingresos que les permitiera optar a los bienes que esos servicios proporcionan, y que mediante el gasto redistributivo, logran tener a su disposición.

10. Objetivos de la redistribución. 


La redistribución del ingreso nacional, tiene por objeto alentar o desalentar el consumo, la inversión y el ahorro, según sea el periodo económico predominante en el país: inflación o depresión. Tiene un fondo, que es a la vez, económico y social.


Si la política fiscal busca un incremento del consumo, la redistribución debe hacerse respetando la cuota que obtuvieron los sectores de rentas bajas, que tienen una alta propensión a consumir, lo mismo procede cuando se trata de un consumo reducido en una época de depresión, pudiendo llegarse en esta política, no solo al respeto de los ingresos primarios de los sectores menos pudientes, sino a las asignaciones gratuitas a los desocupados.


Si por razones económicas, es aconsejable una disminución del elemento consumo nacional, puede ser necesario limitar la renta de estos sectores, ya sea por impuestos que no afecten los consumos necesarios (alimentos, vestidos) mediante impuestos a los consumos no necesarios, o mediante medidas de ahorro forzoso, que son socialmente más aconsejables.


 En cuanto a los grupos de rentas mas elevadas, la redistribución también se impone en relación a los objetivos que la política fiscal se haya propuesto. Podrá el gobierno, a través de una política fiscal impositiva, obligar a estos grupos a desviar sus consumos hacia inversiones productivas, estimularlos para un aprovechamiento más económico, aconsejable de sus saldos de rentas disponibles o, absolverles parte de sus rentas para financiar sus gastos compensatorios, cuando ellos, voluntariamente, no contribuyen al esfuerzo público de mantener la estabilidad o ritmo ascendente de la economía. En su política redistributiva, el gobierno debe analizar el destino  que los actores de rentas más altas, dan a sus ingresos, y especialmente, lo que queda de ellos en simples ahorros inmovilizados, o que se  gasta en consumos socialmente inconvenientes.

11. Otras medidas que favorecen la mejor distribución del Ingreso Nacional.                                     


En relación al problema de la modificación del ingreso primario y de la distribución de las rentas, conviene plantearse la posibilidad de que al Estado, en lugar de esperar a que la distribución final del ingreso nacional haya operado, actúe antes, en forma de evitar que la distribución ya consumada, plantee para su redistribución posterior, problemas de derechos o intereses creados.


Sería más aconsejable que el Estado velara, para que en la distribución primaria no se produjeran las desigualdades que lo obliguen a una rigurosa política fiscal redistributiva, y reserva esta labor solo para corregir las desigualdades que, no obstante, su acción reguladora, podrían siempre acontecer. Así, mediante medidas, tales como salarios mínimos, fijación de precios, asignaciones por las cargas familiares, etc. podría obtener que las rentas, que resultaran de la distribución primaria, alcanzaran una mayor nivelación.

12. Evolución histórica de los tributos. Antecedentes. 


En la antigüedad no se conocían prácticamente a los tributos con las características que exhiben actualmente, pero existieron rudimentos de tributación en el antiguo Egipto de los Ptolomeo: en Grecia, en la época de Pericles, y en Roma, en los años de Julio Cesar. Se afirma, que los griegos conocían una especie de impuesto progresivo sobre la renta, y que los egipcios, tenían gravámenes sobre los consumos y los réditos. En cuanto a Roma, nos encontramos con diferentes Tributos importantes, que han incluso, servido como antecedentes para formas impositivas actuales; por ejemplo la Vigesima Hereditatum establecida en la épica de Augusto, antecedente del impuesto a la herencia actual.


En roma ya se apunta el comienzo de una diferenciación entre el patrimonio de los reyes y el Estado. Roma obligó a tributar a las provincias, abusándose den la imposición de tal forma que, los excesos sobrepasaban los límites más agudos impelidos por la codicia fiscal.


En la edad media, el patrimonio del Estado se confundía con el del gobernante o soberano. Las Gabelas o Contribuyentes, que nos recuerda la historia, se puede invocar a titulo ilustrativo, más no como fieles antecedentes de los gravámenes actuales, que descansan sobre bases y razones muy diferentes. En ella se experimenta un retroceso de las finanzas estatales sustentadas sobre recursos impositivos, volcándose aquellas principalmente sobre recursos patrimoniales gabelas, tasas de peaje, etc.


El sistema tributario se tornó cada vez mas insoportable, proliferaron los gravámenes, y se puede decir que nunca en la historia los recaudadores de impuestos fueron más odiados. La concepción del impuesto sufrió profundas variaciones desde que primitivamente se fundamentara en la soberanía absoluta del rey, autoritaria y arbitraria, lo que despertó la resistencia contra el autoritarismo que desembocó en la Revolución Francesa con posterioridad, a la cual la concepción se modificó sensiblemente buscando justificativos éticos al impuesto y considerándolo como un precio que se paga al Estado por los servicios que este presta y por ser parte de el. Desde entonces se señala una evolución en el curso de las contribuciones que avanza hasta llegar al Estado moderno que asume actividades económicas y de servicios públicos antes desconocidas, y del que debe decirse, que su régimen tributario descansa sobre los principios de justicia que fundamentan el reparto de las cargas públicas.

 13. Estudio de la evolución de los tributos desde el punto de vista jurídico, político, económico, fiscal, administrativo y financiero. 


La evolución de los tributos en el curso histórico de la humanidad, ha señalado verdaderas etapas diferenciales, según los diversos puntos de partida en que se sitúe el observador.


Muy sucintamente se hará aquí, una síntesis de esta evolución a través de tales referencias:

-
Desde el punto de vista jurídico. Se advierte tres periodos

1-
Aquel periodo en que la percepción de impuestos se efectúa bajo el signo de la violencia y de la arbitrariedad. No hay justicia distributiva ni base determinada en el reparto de la carga pública.

2-
Posteriormente, aparece un lapso en el que prevalece, algún fundamento directriz y cierto sentido de regularidad, distinguiéndose al menos, quienes son contribuyentes y quienes no.

3-
Finalmente se concreta un nuevo periodo donde la tributación descansa sobre principios de uniformidad y generalidad.

-
Desde el punto de vista político. 
1-
Etapa de la fuerza. El Tributo se exige coercitivamente, sin otro fundamento que el de la violencia.

2-
Periodo en que se manifiesta el derecho del pueblo a elegir los servicios y pagar las contribuciones.

-
Desde el punto de vista económico.
1-
Etapa en que la necesidad pública, se satisface en base a los servicios personales, y

2-
Otra en que la prestación se satisface mediante entregas pecuniarias.

-
Desde el punto de vista fiscal.
1-
El tributo tiene por finalidad primeramente, la de reforzar el dominio territorial.

2-
Periodo de equilibrio entre el tributo y los otros recursos.

3-
Predominio de impuesto sobre los demás recursos.

-
Desde el punto de vista administrativo.
1-
Etapa en que la recaudación se efectúa por medio de arrendadores. Su gestión se cumple en condiciones humillantes para los contribuyentes inspeccionando sus casas y extremando las exacciones.

2-
Sistema de recaudación directa por parte del Estado. 
-
Desde el punto de vista financiero.
1-
Periodo de predominio de los tributos reales sobre los personales.

2-
Etapa inversa, hoy generalizada que marca una mayor importancia recaudatoria en los recursos que forman el tesoro publico para los llamados impuestos personales.

14. Causas determinantes de la preponderancia del impuesto en los recursos del Estado. Su justificación. Excepciones. 

Se ha recordado, anteriormente, que en los presupuestos más antiguos, la base de la recaudación, se cifraba sobre los llamados recursos originarios o territoriales. Tal etapa es conocida como propia del Estado Gendarme, en el que recursos emanaban del producido de los bienes patrimoniales del soberano, y luego, del propio Estado al establecer una diferencia de sus tesoros. La importancia de estos recursos, servía a su vez para marcar una jerarquización de la potencialidad del monarca frente a otros reyes o príncipes. Esta orientación fue cediendo paulatinamente, hasta obtenerse un claro distingo entre lo que es la recaudación derivada y la dominial, si bien solo respondía, en un principio, a la atención de necesidades públicas motivadas por causas extraordinarias, tales como pestes, inundaciones, aluviones, guerras, etc. 


Desde mediados del siglo XIX, se advierte que en las finanzas contemporáneas, los impuestos han adquirido una importancia excepcional, a punto tal que ellos contribuyen la mayor parte de los recursos en cualquier Estado que tenga una normal organización. Excepcionalmente se pueden nombrar países en los que los recursos originarios superan a los derivados; Venezuela, por ejemplo, ha obtenido más de la mitad de los recursos de la explotación petrolera y de las contribuciones o regalías de esa explotación.


La prevalencia de los recursos modernos, ha llegado a exceder los límites razonables de la tributación, en cuanto esta ha de respetar prudentemente las posibilidades que ofrezca la capacidad contributiva de los pueblos. El abuso tomó impulso, en un principio, como consecuencia del destino social que se asignaba a los tributos, y luego, con frecuentes desviaciones motivadas por intereses políticos, errores o fallas de gobierno. En verdad, debemos coincidir con las críticas que señalan el abuso de los gobiernos en materia impositiva, a punto tal que se advierte la existencia de una oposición colectiva contra este tipo de recaudación, crítica o resistencia que carecería de fundamentos si no se hubieran generalizado estos abusos fiscales.


Algunos autores atribuyen la rebelión colectiva de los contribuyentes a dos causas esenciales: el Abuso del Poder de un Estado omnipotente y decadencia de la autoridad. A tales inconvenientes se debe sumar los derivados de una equivocada aplicación de las leyes impositivas, a raíz de una mala interpretación administrativa, errores judiciales, y a las frecuentes fallas en la conducta fiscal de los contribuyentes como consecuencia del desconocimiento de los deberes respectivos que crea la obligación fiscal, y del insuficiente estudio de las instituciones de Derecho Tributario que juegan en la recaudación. 

Su justificación. 

Esta preponderancia del impuesto en los recursos del Estado responde, sin embargo, a causas determinadas:

-
La tendencia actual que procura asignar un uso social de los recursos: el Estado no se limita exclusivamente a la función de prestar servicios públicos, sino que, orientado por fines políticos, interviene en el campo de la creación y distribución de la riqueza y de la previsión colectiva de la especulación comercial, etc. involucrándose en tales gestiones, va el Estado aumentando el gasto Público, requiriendo por ende, mayores y nuevos recursos con que solventarlos. Es que ha variado el concepto de las finalidades del impuesto, que de un propósito puramente fiscal – proveer de recursos – se ha transformado en un elemento de política financiera o económica. Se considera al impuesto, no solamente como un factor de distribución de la riqueza, sino como un medio de evitar la crisis.

-
El tipo de Tributación actual también tiene una variedad. Hay gravámenes como los impuestos al consumo o los indirectos, que no afligen mayormente al responsable que los paga, porque los traslada, y no alarman tampoco al consumidor en sus comienzos, porque por lo común, no advierte la incidencia fiscal del tributo en el precio de la compra. Entonces, no es muy perceptible el sacrificio individual, y ello permite su desarrollo increscendo. 

Excepciones.

A veces, bajo palabras diferentes a los impuestos, se establecen estos, ocultando con disfraces más o menos engañosos, exacciones que hubieran provocado resistencia si se las popularizan bajo una correcta terminología. Así, el gravamen sobre la renta en el derecho americano e Ingles, con la cuantiosa detracción de la riqueza que alcanza en tales países, es conocido con el término intrascendente de Contribución sobre los ingresos (Income tax), pese a la elevadísima proporción que se exhiben sus tasas. La razón de estas manifestaciones de debe, amen del aumento de los servicios públicos y otras causas antes no mencionadas, como a otros factores no siempre confesables, según la orientación política o interesada de los gobernantes.

Resumiendo las causas de la preponderancia impositiva, entre las fuentes de recursos estatales, a las que podríamos sumar muchas más, son principalmente las siguientes:

-
En lo social de los impuestos como instrumentos de la política económica.

-
Gravámenes que no despiertan aflicción por las características de su naturaleza y facilidad de traslación, e

-
Imposición disfrazada de frases o denominaciones falsas, que se presentan económicamente como inofensivas o tolerables. 

15. Bases para ajustar la legislación tributaria, principios Constitucionales. 

Las normas que regulan la vigencia de los poderes impositivos, no suelen aparecer en las Constituciones agrupadas coordinadamente, sino al contrario, toca al intérprete de las mismas ubicarlas según las distintas secciones en que la Constitución se divide. Tales normas pueden revestir un contenido jurídico sustancial frente a otras que solo contemplan ciertos aspectos de tipo formal o procesal.


Las normas sustanciales pueden a su vez, dividirse en:

-
Las que se refieren a la estipulación jurídica o positiva de los principios de índole político – financiera, que tienen su fuente racional en la Ciencia de las Finanzas, aplicadas a la actividad del Estado, y

-
Las que enmarcan las atribuciones y derechos del Estado y de los contribuyentes, en cuanto a las perspectivas de su aplicación financiera.

El cuadro siguiente facilitará la compresión del punto.
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Normas Constitucionales en la Carta Magna de nuestro país.

-
Nullum Tributum sine lege: el Art. 179 de la C.N. establece que todo tribute cualquiera sea su naturaleza o denominación, será establecido exclusivamente por la ley
-
Art. 179 de la C.N. todo tributo debe responder a principios económicos y sociales justos.
-
Art. 180 de la C.N. se expresa que no podrá ser objeto de doble imposición el mismo hecho generador de la obligación tributaria.
-
Art. 181 de la C.N. ningún tributo tendrá carácter confiscatorio. 
-
Su creación y vigencia atenderán a la capacidad contributiva de los habitantes y a las condiciones generales de la economía del país.
Normas Constitucionales referidas al Derecho Formal o Procesal.

Artículo 13 C.N. De la no privación de libertad por deudas: No se admite la privación de la libertad por deuda, salvo mandato de autoridad judicial competente dictado por incumplimiento de deberes alimentarios o como sustitución de multas o fianzas judiciales.

Artículo 14 C.N. De la irretroactividad de la ley: Ninguna ley tendrá efecto retroactivo, salvo que sea más favorable al encausado o al condenado.

Artículo 16 C.N. De la defensa en juicio: La defensa en juicio de las personas y de sus derechos es inviolable. Toda persona tiene derecho a ser juzgada por tribunales y jueces competentes, independientes e imparciales.

Penalidades: en materia tributaria, nuestras penalidades son de orden pecuniario por excelencia, cabe aclarar, que en nuestro sistema jurídico, se ha abolido la prisión por deudas, conforme al Art. 13 de la C.N. Nuestra legislación impositiva, tampoco ha establecido este tipo de penalidad corporal por deudas o infracciones impositivas, como norma general, en tanto que no se incurra en otro tipo de figura delictiva, que estuviere previsto ordinariamente por la legislación penal.

En resumen las bases dada por la Constitución Nacional son:

-
Que la igualdad es la base del tributo.

-
Que todo tributo debe estar establecido por la Ley Nullum Tributum sine lege.
-
Que los tributos, cualquiera sea su naturaleza o denominación, deben responder a principios económicos y sociales justos. 

-
Que no puede haber doble imposición.

-
Ningún impuesto tendrá carácter confiscatorio.

-
Que deben ser favorables al desarrollo nacional.

-
Que se atenderán a la capacidad contributiva de los habitantes y a las condiciones generales de la economía del país.
16. El interés fiscal y los derechos individuales. Su armonización y fines de justicia.   


No cabe duda que el interés general debe prevalecer sobre los intereses individuales, ello es una consecuencia de la convivencia civilizada. El Estado ha de contar por tanto, en la magnitud y en la oportunidad de que la prestación de los servicios públicos lo requieran con los recursos financieros que ha establecido en su sistema tributario.


Estas atribuciones estatales, no significan sin embargo, según ya lo hemos visto, que el individuo quede al margen de las garantías constitucionales. La Ley Tributaria al prever los tributos, da asimismo los recursos de orden jurisdiccional para dirimir las controversias que se susciten entre el Estado y el contribuyente, a fin de que pueda restablecerse la armonía prevista por el legislador.


Esto conduce a planteamiento de dos observaciones.

-
Es necesario una legislación acorde con los preceptos constitucionales que consulte los principios establecidos por la Ciencia Financiera, y que no exceda de los límites tolerables de la presión tributaria, a fin de que pueda ser soportada por el patrimonio de los contribuyentes y el ingreso nacional. Lo contrario, habría de llevar a consecuencias absurdas e imprevisibles, desnaturalizando el espíritu del trabajo y estimulando el desconcierto en el pueblo, que perderá su confianza en quienes tengan la responsabilidad de conducción del Estado.

-
Es necesario establecer los órganos jurisdiccionales que den a esas controversias soluciones objetivas con absoluta independencia del poder administrativo, ello provocará que el contribuyente preste su acatamiento a los principios tributarios.

-
Y que tenga fe en la justicia del sistema tributario paraguayo, única forma de combatir con eficiencia los males de la evasión impositiva, que tanto afectan patrimonialmente al país, y muy especialmente, en las presentes circunstancias. 

-------------oooooooooo---------------

VII

La Obligación Tributaria
1. Consideraciones previas. 


Los recursos derivados traducen en sustancias la satisfacción por el contribuyente de la obligación fiscal, que pesa sobre el, en beneficio del Estado.


Dicha obligación fiscal, existe tanto en el impuesto como en las tasas, o en las contribuciones de mejoras, o en los recursos parafiscales, que integran las distintas categorías de la clasificación de los recursos derivados.


No resultará correcto pues, prescindir del estudio, en primer plano, de la obligación fiscal, o considerar antes que aquella obligación impositiva, que es solo una especie de este genero, error a nuestro juicio que se advierte con frecuencia en la doctrina.

2. Naturaleza jurídica de la obligación tributaria. Su estudio frente a la teoría general de las obligaciones: 

La relación jurídica Tributaria, es una relación de derecho, con esto se quiere significar que el Estado no vinculado con el particular en razón de su poderío, supremacía o fuerza, por que el tributo no es una creación de la fuerza de la autoridad estatal, sino que corresponde a una obligación nacida, pura, única y exclusivamente de la ley. Además, la obligación de dar, es el contenido personal, aun en los impuestos llamados reales en la Ciencia Financiera. El Estado no tiene derecho de propiedad sobre la cosa que ha tomado en cuenta simplemente como base de un hecho imponible. (Mersan).


Los principios del Derecho Tributario, no escapan a la Teoría General del Derecho. Como rama general del Derecho Público, difieren, en lo particular de los estatuidos para el Derecho Privado, pero ambos quedan sujetos a normas generales y postulados comunes, cuya aplicación no puede ni debe vulnerarse al invocar las instituciones especificas de cada una de estas ramas jurídicas; por ello, si vamos a considerar la naturaleza jurídica de la obligación fiscal, debemos recordar, en primer termino, cual es la que atañe a las obligaciones en general.    

a)
Teoría general de las obligaciones, 

Concepto de obligación en Roma: La obligación es un vínculo jurídico por el que somos constreñidos a la necesidad de pagar alguna cosa, según el derecho de nuestra ciudad.

En Roma, la obligación en los primeros tiempos era de carácter personal, debido a la vinculación directa que existía entre ambas partes, lo que implicaba, que en caso de incumplimiento de la obligación por parte del sujeto pasivo, el sujeto activo tenía la facultad de privarle a aquel su persona, podía disponer de él hasta tanto alguien se haga responsable de la obligación, pudiendo, incluso, hasta disponer del obligado haciéndole su esclavo.

No obstante, el rigor primitivo de la dependencia personal, suscitada en los obligados, iba atemperándose con el correr del tiempo, y que gracias a la actividad interpretativa de los pretores, finalmente, se reconoció el derecho de la personalidad humana.

En el derecho moderno, el concepto ha variado en el sentido de que la obligación ya no es considerada de vínculo personal, sino una relación patrimonial en la que se debe satisfacer, una prestación determinada.

Según la Teoría general, los derechos del hombre en su vida de relación, se dividen en dos grandes categorías: Derechos Personales y derechos de Crédito u obligaciones. El Primero, son los que crean compromiso con relación a determinadas personas: son de carácter relativo por que se dirigen a personas individualizadas que, en caso de su incumplimiento, el sujeto activo lo compelerá hasta tanto cumpla con la prestación generada.

b) Elementos de las obligaciones: sujetos, objetos y causas. 

En toda obligación, según Manuel de Juano, existen tres elementos_

-
Las personas entre quienes se forman (sujeto activo y pasivo).

-
El objeto de la obligación (prestación comprometida).

-
El hecho que le da nacimiento, llamado causa o fuente de la obligación.

Sujetos: el sujeto activo es el acreedor a cuyo favor la prestación se establece. El sujeto pasivo es el deudor que es la persona que debe la prestación.

Considerada con respecto al acreedor, la obligación figura en su activo, y respecto al deudor la obligación figura en su pasivo. Los sujetos pueden ser personas físicas o jurídicas.

Objeto: la obligación constriñe al deudor a hacer una cosa. Esa prestación comprometida es el objeto de la obligación. En realidad, el objeto de la obligación consiste siempre en un hecho (dar una cosa), una acción (hacer una cosa), o en una abstención (no hacer), que debe cumplir el deudor, (esto es, dar, hacer o no hacer). O sea el objeto puede ser positivo, lo que se da cuando conlleva una acción, y negativo al contrario.

Causa o Hecho generador: todo derecho tiene su origen en un hecho. Las obligaciones, como todos los derechos, derivan de los hechos.

Se entiende por causa o fuente de las obligaciones, los diversos hechos que le dan nacimiento.

Las cinco fuentes clásicas de las obligaciones son: los contratos, cuasicontratos, delitos, cuasidelitos y la ley. La doctrina moderna agrega, el enriquecimiento sin causa, y otra, la obligación derivada de la declaración unilateral de voluntad.

Resumiendo: se puede decir que no hay obligación sin causa, aunque si la causa no esté expresada en la obligación, se presume su existencia mientras el deudor no pruebe lo contrario. 

3. Concepto de la obligación tributaria. 

La obligación Tributaria, es aquella que vincula al contribuyente con el Estado, tiene. Su basamento en la teoría general de las obligaciones, pese a las características de su especificidad.

La obligación tributaria o simplemente el tributo, constituye en su esencia, una prestación pecuniaria, coactiva, que pesa sobre el contribuyente a favor del Estado u otra entidad pública que tenga derecho a ese ingreso como consecuencia de su poder de imposición.

La relación se da entre dos personas; estamos pues frente a una relación personal y no ante un derecho real ya que el Estado ejerce su acreencia (crédito) contra el contribuyente, que es al que en definitiva corresponde satisfacer la prestación.

Elementos de la Obligación Tributaria. 4. Enunciación. 

El mismo concepto de la obligación general prevalece en el Derecho Tributario a igual que las otras ramas jurídicas. Y, establecido que la obligación fiscal entraña una relación personal excluyente de toda confusión con los derechos reales, corresponde analizar sus elementos de similar modo al que fueron considerados en la teoría general de las obligaciones, visto recientemente.

5 a) Sujeto activo. El estado. Entes gubernamentales, su poder de imposición,


Se dijo que la obligación tributaria cae patrimonialmente sobre la persona, que según la ley, debe satisfacerla. Tanto el sujeto pasivo como el activo de esta obligación, se mantiene en una situación de compensación de prestaciones, es decir, que el Estado debe ir satisfaciendo las necesidades públicas valoradas económicamente a través de los gastos públicos, mientras que el contribuyente, debe ir aportando, parte de su riqueza al tesoro público para que el Estado cuente con los recursos que, conforme a su administración, empleará en la satisfacción de los gastos.


En la obligación tributaria, el sujeto activo o acreedor de la obligación, siempre es el Estado en ejercicio de su poder de imposición o soberanía fiscal. En nuestro sistema unitario, solamente el estado puede ser sujeto activo, ya que solo el puede establecer tributos por si mismo, a excepción de los municipios que tributan dentro de su competencia, pero siempre de conformidad a las leyes que gobiernan su funcionamiento en base a la Constitución Nacional, es decir, que las municipalidades no tienen sino delegación de facultades tributarias que le obligan a enmarcar su actuación dentro del contenido de las leyes, no pueden cobrar sino las contribuciones y las tasas incluidas en la ley de organización municipal o en la que establece su propio régimen Tributario.


Por último no debe confundirse al Estado como sujeto activo con las reparticiones recaudadoras que actúan como órganos de aquel. Tal facultad que permite el Estado detraer riqueza particulares para formar el Tesoro Público, en derecho Financiero se denomina, soberanía fiscal o poder de imposición.   

b) Sujeto pasivo. El contribuyente. Personas físicas y de existencia ideal. Sujeto de derecho y sujeto de hechos. Sujeto percutido y sujeto incidido. 


El sujeto pasivo de la obligación fiscal, es siempre un sujeto de derecho, es la persona a quien la ley obliga al pago del gravamen, y es llamada contribuyente. No interesa a los fines de esta obligación que este sujeto sea, en definitiva, el que pague o no el Tributo, según se opere o no, uno de los momentos de la tributación, cual es conocido como la traslación.


El art. 3 de la ley 125/91 establece: Se denomina contribuyente al sujeto pasivo de la obligación tributaria.


Contribuyente según Mersan, es el sujeto sobre quien recae la obligación del pago del tributo.


Ambos sujetos pueden ser personas físicas o jurídicas, dentro de los cuales se distinguen lo siguiente:

Sujeto de derecho y sujeto de hechos

Sujeto percutido y sujeto incidido.

Se llama sujeto percutido, a la persona que señala la ley a los efectos del pago tributario, es decir, aquella persona que la ley determina al sujeto de derecho. Puede ocurrir que por efecto de la traslación o incidencia del impuesto, corresponda el pago a otra persona, en este caso, la otra persona viene a ser el sujeto incidido, pues sobre el incide el impacto de la ley tributaria primeramente dirigido contra otro, y que, en definitiva, es la persona que realmente y económicamente solventa el tributo.

6. Otros sujetos, pasivos. 


Existen otros grupos de personas que son también considerados sujetos pasivos y que se hallan obligados a pagar una suma de dinero sin ser denominados por la ley, contribuyentes. A estas personas se les reserva la denominación de responsables.


Varios autores, como el proyecto de Código Tributario OEA, presentan en este campo, tres categorías de responsables: a) Con responsabilidad sustitutiva; b) don responsabilidad solidaria y c) con responsabilidad objetiva.


Ejemplos de la Ley 125/91

a)
Sustituir quiere decir reemplazar a otro, los ejemplos más frecuentes en estos casos son los llamados agentes de retención; los que se dan por medio de las leyes sociales, la retención de aportes de los obreros por los patrones.

b)
La Responsabilidad Solidaria: con la persona del deudor, se establece por numerosas leyes fiscales como una forma de asegurar el cobro del crédito fiscal y sus obligaciones accesorias. Ejemplo: Los representantes serán solidariamente responsables por las sanciones pecuniarias aplicadas a sus representados por infracciones en las cuales hubieran tenido activa participación. Los agentes de retención son los obligados ante el sujeto activo por el importe respectivo, si no lo efectúan, responderán solidariamente con el contribuyente.

c)
La Responsabilidad Subsidiaria: de los representantes legales y voluntarios, que no proceden con la debida diligencia respecto de normas tributarias de las obligaciones por concepto de tributo que correspondan a sus representados.

A las personas, sean de existencia visible o ideal que el derecho fiscal acuerda personería, se suman otros sujetos pasivos de impuesto que revisten igual calidad, por llenarse determinados requisitos que la ley señala sobre vinculación o ligamento económico derivado del amalgamiento de sus capitales, dirección unitaria de negocios o actividades, reparto de utilidades, etc.

Entran en esta categoría los llamados conjuntos económicos, sucesiones indivisas, sociedades de familia, sociedad conyugal y vinculaciones económicas.

7. Conjunto económico y vinculación económica entre entidades privadas. 


Se entiende por conjunto económico, el integrado por aquellas entidades sociales o personas vinculadas entre si, las que pudiendo considerarse jurídicamente independientes, tienen entre ellas tan estrechos lazos de unión en cuanto a sus capitales, dirección y distribución de utilidades, que permiten unificarlas fiscalmente frente al hecho imponible y asignarles el tratamiento que corresponde a un solo sujeto pasivo del tributo.

8. Vinculación económica entre entidades privadas.

Se da cuando el responsable del impuesto efectúa sus ventas, sea por intermedio de personas o sociedades que económicamente puedan considerarse vinculadas, con aquel, en razón del origen de sus capitales o de la dirección efectiva del negocio, o del reparto de utilidades, etc.


Su fundamento responde al propósito de evitar, que merced al desdoblamiento de un responsable del impuesto en dos entidades comerciales aparentemente desvinculadas entre sí, pero no responden a una misma realidad económica, se disminuya arbitrariamente el tributo. 

9. Sociedades de familia. 


Se consideran sociedades de familia, principalmente en la imposición a las herencias, gravándose ciertas enajenaciones patrimoniales realizadas a favor de colectividades mercantiles o civiles, consideradas de familia. La tributación se opera para evitar la evasión herencial, y se estructura como un gravamen sustitutivo o subrogante del impuesto a las sucesiones. Esta particular modalidad tributaria, está asentada en la presunción legal de que ciertas organizaciones societarias comerciales, sirven de vehículo a la evasión de la herencia; se considera que mediante la constitución de las sociedades comerciales de familia y siguientes traslaciones a favor de las mismas, por parte de sus integrantes o los familiares de dichos integrantes, se transmiten bienes dentro de la familia y al margen de la tributación correspondiente.

10. Sociedad conyugal. 

Tiene en el Derecho Fiscal, un tratamiento propio, que por lo común difiere del derecho privado. Interesando al Fisco la realidad económica y el desplazamiento de la riqueza, antes que otros atributos que prevalecen en las instituciones del derecho común, se advierte en materia tributaria una preponderancia, en la observación de los bienes obtenidos por cada uno de los socios, y también, sobre el ejercicio de la administración de la sociedad. Las leyes fiscales pueden señalar la responsabilidad tributaria de la sociedad conyugal como sujeto pasivo de impuestos, de acuerdo a sus propias exigencias, y acordar tratamientos diferentes de los del Derecho Civil.


11. Sucesión indivisa. 

El fallecimiento de un contribuyente irroga consecuencia de orden patrimonial que alcanzan tanto al Derecho común como al Derecho Público.

Nuestra legislación civil, orientada en la concepción de la continuidad jurídica de la persona del causante en sus sucesores, no interrumpe el curso patrimonial por el fallecimiento, ya que al dictarse la declaratoria de herederos, la línea de permanencia en la titularidad de los bienes, emerge de la ley civil.

No obstante ello, impositivamente se advierte, que mientras dura el Estado de indivisión de los bienes sucesorios, mientras no exista declaratoria de herederos, o no se haya declarado válido el testamento que cumpla la misma finalidad hasta que no se opere la partición de la herencia, y cada heredero reciba los bienes que la ley o la voluntad del causante la ha asignado, resulta impostergable el cumplimiento de las obligaciones fiscales. Es por eso que determinadas disposiciones reglan esa situación especial, asignando a la sucesión indivisa, una personalidad o calidad de sujeto pasivo de impuesto, lo que debe respetarse y acatarse.

12. Patrimonio de afectación. 


En la doctrina se distinguen dos clases de patrimonio: aquellos que pertenecen a una persona determinada o patrimonio de personas, y, aquellos que no pertenecen a ninguna persona son atribuidos a un fin ideal o a un destino cualquiera, son los llamados patrimonios de afectación.


Se plantea el caso de si los bienes o patrimonios destinados a un fin determinado, pueden adquirir personalidad como sujeto pasivo del tributo con prescindencia de los titulares a quienes pertenecen. Hay coincidencia en admitir que en todo orden de derecho, el sujeto es el hombre, pero ello no es óbice (obstar) para que pueda considerarse la existencia de bienes que no sirven a intereses individuales, sino a fines comunes: ya sea una asociación, ya sea por un particular que los fijó desde un principio como en las fundaciones, y que el orden jurídico, reconoció justificados permitiéndose a los titulares de tales bienes, el trato de sujetos de derecho ejercido a través de sus órganos.


La teoría de la afectación de patrimonios, en nuestra opinión, solo puede aceptarse verdaderamente en cuanto tal afectación este respondiendo a la titularidad de un sujeto de derecho: persona física o persona jurídica, quienes serán en definitiva, los verdaderos sujetos pasivos de la obligación fiscal.


Prescindir de las personas como sujetos para entender con abstracción de aquellas, que los patrimonios de afectación, son unidades económicas pasivas del tributo, o como entes distintos y separados de los titulares de tales bienes; resulta para nosotros un contrasentido inadmisible (el sentido de las relaciones financieras es personal) y una confusión entre sujeto y objeto de la obligación que no puede acogerse jurídicamente. Pues, la obligación tributaria es personal por lo que puede darse solo entre personas sujetos de derecho y no entre Estado y los bienes.


La ley 125/91en su Art. 28º. Inc.” b” establece que son Contribuyentes. b) Las sociedades con o sin personería jurídica.


El Art. 193. Personas Obligadas: Los deberes formales deben ser cumplidos:

1) Por las mismas personas físicas.

2) En el caso de personas jurídicas, por sus representantes legales o  convencionales.

3) En el caso de entidades sin personería jurídica, por la persona que  administre los bienes.

4) En el caso de sociedades conyugales, núcleos familiares, sucesiones y  fideicomisos, por sus representantes, administradores, albaceas, fiduciarios o personas que designen los componentes del grupo y en su  defecto por cualquiera de los interesados.

13. Responsabilidad frente al tributo, capacidad, domicilio, solidaridad: 


Es la ley fiscal que señala quienes son responsables del tributo. Esta responsabilidad puede asumirse por derecho propio (deuda propia) si es que la obligación fiscal pesa directamente sobre el responsable, o en forma refleja (por deuda ajena) si, no obstante, por la determinación del sujeto pasivo del gravamen, el responsable directo de su situación jurídica ante la ley, dada la disposición o administración de los bienes que ejerce, resulta se la persona indicada para atender idóneamente a las exigencias que son inherentes a la satisfacción de las necesidades tributarias; tal es el caso de los administradores de patrimonios, síndicos y liquidadores de las quiebras, de los padres, tutores o curadores de los incapaces.


A veces el Derecho Tributario, asigna responsabilidad a determinadas personas por la intervención que les toca en la realización del acto jurídico generador del hecho imponible, como es el caso de los agentes de retención, que retienen el tributo y lo ingresan al fisco.


La capacidad tributaria consiste en la posibilidad de hecho de ser titular o agente principal de las relaciones económicas que constituyen los hechos imponibles; está dada por la ley específica que señala quienes la poseen o no, con independencia de la legislación común.


Del mismo modo, la ley tributaria fija el concepto del domicilio que ella interesa como institución del Derecho Público, vale decir, que el domicilio de la ley civil, puede diferir del domicilio fiscal. 

La ley tributaria puede imponer la solidaridad entre los participantes del hecho imponible. Así lo hace con frecuencia tanto frente a la obligación fiscal como ante su incumplimiento, involucrando a todos los intervinientes en los hechos. La Ley señala así, responsabilidad solidaria por deuda ajena como el caso del Art. 184 de la Ley 125/91. Responsabilidad de representados y representantes de materia de  infracciones: Cuando un mandatario, representante, administrador o encargado incurriese infracción, respecto de normas tributarias los representados serán solidariamente responsables por las sanciones  pecuniarias.

    Las personas o entidades y los empleadores en general serán  solidariamente responsables  por las sanciones pecuniarias aplicadas a  sus dependientes, por su actuación como tales.

    Los representantes serán solidariamente responsables por las sanciones pecuniarias aplicadas a sus representados por infracciones en  las cuales hubieren tenido activa participación.

14. Objeto. El elemento material de la obligación tributaria: manifestación de riqueza. 


En la Teoría general de las obligaciones, se entiende por objeto, la prestación comprometida que puede consistir en un dar, hacer, o no hacer alguna cosa, prestación que debe tener un valor económico.


En la obligación Tributaria, así como el sujeto es un elemento personal, el objeto lo constituye su elemento material exteriorizado por la manifestación de la riqueza. La obligación fiscal, se genera pues, por mandato legal contra aquellas personas que exhiben riqueza o están capacitadas para adquirirla o hacen un empleo de la misma. La medida de esa riqueza que da lugar a la exigibilidad del tributo, será entonces el objeto de esa obligación fiscal.


Sentado ese concepto podemos esbozar la siguiente definición: Se entiende por objeto de la obligación fiscal, la riqueza o su manifestación en cuanto ella sirve de base o medida para la aplicación del Tributo.


La posesión, la capacidad de adquisición y el gasto, o sea el capital, la renta y el consumo, son las tres formas de esenciales que pueden asumir el objeto del tributo. La posesión de la riqueza, se exterioriza a través del patrimonio o del incremento patrimonial de los contribuyentes.


La capacidad para adquirir riqueza, se traduce en la generación de rentas, súper rentas o beneficios extraordinarios.


El gasto, como manifestación de riqueza, tiene a la vez su equivalencia en el consumo de bienes. Estas tres formas esenciales del objeto de la obligación fiscal, aparecen ante la ley como hechos de contenido económico, vale decir, hechos que interesan a la norma impositiva.  


15. El hecho imponible. Concepto y naturaleza jurídica. 


El axioma fundamental, que en el Estado moderno es propio de los tributos lo constituye el principio Nullum Tributum sine lege, esto es, que sin ley que lo establezca, no puede haber tributo valedero. Es entonces, consecuencia de este principio que no puede surgir ninguna pretensión del Fisco al tributo y, consecuentemente, la correspondiente obligación al contribuyente sin una ley que establezca con anterioridad, la exigencia por el Fisco, a cuya existencia, debe haber hecho un hecho jurídico que le da nacimiento. Por eso es que el principio Nullum Tributum sine lege, significa la existencia de un cuerpo de normas jurídicas destinadas a prever los hechos que dan lugar al nacimiento de las obligaciones tributarias como el monto de estas y los sujetos a los cuales la obligación corresponde. 

Definición; en base a estas consideraciones, se puede definirse al Hecho imponible como: el presupuesto sustancial determinado por el legislador para dar nacimiento a la obligación impositiva. La Ley 125/91 en su Art. 2 establece como. HECHO GENERADOR. Estarán gravadas las rentas que provengan de la realización de actividades comerciales, industriales o de servicios que no sean de carácter personal.
16. El hecho imponible y la autonomía dogmática del derecho tributario substantivo. 


Ya se ha dicho que toda obligación impositiva emana de la ley, conforme a la observancia de la forma que determina que hechos y circunstancias han de tener como consecuencia el nacimiento de aquella, y como deben servir de unidad de medida para fijar la magnitud de la prestación impositiva. Para proceder en esta forma la ley tributaria debe elegir como presupuesto de la obligación correlativa determinados estados o movimientos de la riqueza, que pueden ser: la adquisición de una renta, la obtención de una ganancia, la realización de una venta, etc., que aquella considera de acuerdo a su estimación, basada en superiores principios financieros como indicios o síntomas de capacidad tributaria.


El Derecho Tributario en base a su autonomía dogmática, vale decir, en base a su facultad para establecer sus propios principios e instituciones, puede determinar como considera esos hechos, operaciones o situaciones económicas, prescindiendo de la calificación o consideración que les dispensa el Derecho Privado, valorando su substancia y fijando su trascendencia frente al tributo. Por ejemplo, la ley impositiva sobre las ventas, entenderá que hay venta cuando aparezca una transferencia onerosa de bienes, sea civil o comercialmente se exteriorice como una compraventa, cesión, donación con cargo, locación de obra, expropiación, etc. En todos estos supuestos, habrá hecho imponible ante esa ley tributaria, en cuanto el bien de transfiera onerosamente del patrimonio del adquirente.

17. La realidad económica. 

De lo dicho se infiere, que la realidad económica, es la expresión material que tributariamente interesa. En materia fiscal, ha de tenerse presente que la ley impositiva puede prescindir de las formas jurídicas escogidas para valorar el contenido económico de los contratos, puede investigar la efectividad de la disposición o permanencia de una renta prescindiendo de quien exhiba su titularidad, y puede relacionar o analizar la real vinculación entre una o varias entidades jurídicas coexistentes (conjuntos económicos) o sucesivas (continuidad económica) si la formalidad aparente, difiere de aquella. Con esto la ley no hace sino dar los medios para desentrañar el desplazamiento, efecto de la riqueza, la que naturalmente constituye la fuente, el objeto o el fin de la imposición. 

18. Diferencia entre el objeto de la obligación tributaria (hecho imponible) y el objeto de los negocios jurídicos (bienes cosas). 


La manifestación de la riqueza que constituye la medida de la obligación tributaria y que se aprecia a través del hecho imponible, es la materia u objeto de la obligación fiscal. Tal objeto no debe confundirse con los bienes o cosas que constituyen el objeto de los negocios jurídicos.


Para mejor aclaración nos bastará señalar, que si frente la ley del impuesto a las ventas, la transferencia onerosa es el hecho imponible del caso, o si para la ley de impuestos internos lo es el expendio, ambos hechos son el objeto de la obligación fiscal, determinados por esos tributos. Ellos evidentemente, difieren de los bienes y cosas, que a su vez, son el objeto de los negocios jurídicos que interesan al Derecho Civil y Comercial.


Los bienes y cosas que se refieren a las contratos del Derecho Privado: Compraventa, donación, locación, sociedad, etc., forman el elemento material de la prestación comprometida, siempre en su carácter de dar, hacer o no hacer, mientras que en la tributación, el objeto es la prestación pecuniaria coactiva, que pesa sobre el contribuyente y que debe satisfacer al Estado a consecuencia de su poder de imposición, el que se ejerce a través de las leyes tributarias, cuyo fin consiste en allegar recursos al erario, conforme a las diferentes formas de capacidad contributiva existentes en la realidad, lo que se constata, según cierto genero de actos o situaciones económicas, que sirven de presupuesto y unidad de medida de la imposición, vale decir, de los hechos imponibles que constituyen el objeto de la obligación fiscal.

19. La causa de la obligación tributaria, teoría de la causa jurídica del hecho imponible. 


Se entiende por causa o fuente de las obligaciones, dentro de la Teoría General, los diversos hechos que le dan nacimiento; contratos, cuasicontratos, delitos y cuasidelitos y la ley, cuyos actos pueden resumirse en la voluntad, los hechos ilícitos y la ley.


Eb materia tributaria, la causa presenta una naturaleza diferente a la civil, en esta, como se ha visto, se mide la causa por la contraprestación. En materia fiscal, ella no sería posible cuando se sabe que el servicio público que satisface el tributo en su función de recurso estatal, no resulta divisible entre los individuos.


Algunas opiniones han negado la existencia de la causa para la obligación tributaria. No es valedera la negativa, ya que al Principio General, según el cual no hay obligación sin causa, también debe aplicarse al Derecho Público. Se agrega que, mientras en el Derecho Privado, la causa reside en el interés económico o moral, que mueve a las partes a concretar el vinculo obligatorio, en materia tributaria, la causa debe entenderse que radica en el interés universal de los ciudadanos de sustentar la armonía jurídico – político del Estado.


La causa jurídica: la causa resulta tan importante en la relación impositiva como la validez de una contribución se determina, en primer término, por su constitucionalidad. La causa de la obligación esta ínsita en los principios impositivos de la Carta Fundamental y en todo sistema Tributario. La existencia de algunos preceptos constitucionales, tales como los que establecen la igualdad, la proporcionalidad y la equidad de los tributos, y los relativos al sistema jurisdiccional creado por toda organización jurídica, confieren a la causa, una extraordinaria influencia.


Sin embargo la doctrina fiscal se ha detenido a considerar otras bases de justificación de las causas de la tributación. La causa de la obligación tributaria es la capacidad contributiva, o sea, la capacidad económica del individuo sometido a la soberanía de un Estado, para contribuir al pago de los gastos públicos.


En esta capacidad contributiva, es donde debe verse la causa jurídica del hecho imponible, y no en el goce que los individuos obtengan de los servicios públicos que presta el Estado. 

20. La capacidad tributaria. 


La carga de la tributación debe distribuirse entre los individuos, teniendo en cuenta su capacidad económica, para satisfacer la obligación fiscal. Esta capacidad de prestación económica, es lo que comúnmente se llama capacidad contributiva, que consiste en la aptitud económica personal para soportar las cargas públicas en mayor o menor grado.


El patrimonio, el producto, el consumo y la renta, representan, en ese orden, los grados o etapas por los que han ido pasando al objeto del impuesto en la historia financiera de los pueblos, con el correr del tiempo, se ha advertido, que el mejor índice de la capacidad contributiva, está constituido por la riqueza que se gana o se obtiene, de ahí que la renta sea la base de la tributación.


Pero ha de tenerse presente, que no solo la renta nos da la expresión de la capacidad contributiva, el consumo y el patrimonio, no pueden ser olvidados a tal efecto y es por eso que en los presupuestos modernos figuran al lado del impuesto a los réditos, los impuestos indirectos (impuestos internos, impuestos a las ventas) y los gravámenes sobre el capital.


También se ve, la capacidad contributiva, en los beneficios que se obtiene de los servicios públicos, y de ellos se desprenden las contribuciones especiales y las tasas.


La manifiesta superioridad que ofrece la renta como exponemos de la capacidad contributiva de los hombres, no equivale ni significa que su imposición sea o deba ser el hecho universal excluyente de los otros índices. Y se hace la salvedad de que la igualdad de la renta, no quiere decir igualdad de capacidad contributiva y que, por lo tanto, deben tenerse en cuenta de las condiciones particulares de cada uno de los individuos. Se hace forzoso entonces, entrar en la consideración especial de las distintas rentas, y acordarles un tratamiento que no cree desigualdad, porque no es lo mismo por ejemplo, una renta proveniente del capital que otra del trabajo, que se obtiene llena los riesgos y sacrificios. Ante esto, ha surgido la tendencia de marcar referencia sobre el impuesto a la renta y la capacidad contributiva, en vez de hacerlo, sobre la objetiva representada por el patrimonio y el producto. 

21. Carácter subjetivo de la capacidad contributiva; a) Teoría del beneficio, b) Teoría de las facultades, 
a)
Teoría del beneficio: sus dos exponentes máximos son Griziotti y Tangorra. Las manifestaciones de la capacidad contributiva, en relación a los beneficios producidos a los contribuyentes por la actividad del Estado y de la sociedad, consisten en la riqueza que se gana como en la riqueza que se gasta, y en los beneficios que derivan al además de la riqueza poseída, las condiciones personales del sujeto y las ventajas que ha obtenido de los servicios públicos.

Critica: se ha dicho con criterio, que si su fundamento pudo o podría tener razón dentro del régimen de un Estado primitivo, donde la pena que ocasiona el pago del tributo, guardaría relación con los beneficios recibidos, ello no puede sostenerse en el Estado Moderno. Si hubiera de seguirse el planeo de Griziotti, habría que concluir reconociendo, que cuando mayor fuera la renta de un contribuyente, mayor será el beneficio derivado de la protección que el Estado le acuerda. Los tributos, por tanto,  no pueden relacionarse ni proporcionarse con los beneficios recibidos por los contribuyentes, para ahí, medir el margen de su contribución (los de rentas altas, ocasionan menores gastos al Estado que los de rentas bajas, que obtienen mayor beneficio de los servicios públicos). 

b)
Teoría de las facultades: es la teoría más generalizada en materia tributaria. Los súbditos de todo estado, deben contribuir de acuerdo a su capacidad, es decir, en proporción a la renta que respectivamente disfruten.

En resumen, la teoría de las facultades procura al pagarse el tributo, que el sacrificio sea igual a las personas que lo han realizado. A tal fin, se mantendrá una relación entre el sacrificio y los bienes o capacidad con que cuenta cada persona. Su ideal reside en una base científica: equiparar el sacrificio impositivo, tanto para el económicamente más pudiente, como para el que no lo sea. Para ello, no toma de base la igualdad de rentas, porque esta pueden obtenerse de distintas fuentes: ser rentas del capital o del trabajo, o tener el contribuyente distintas cargas de familia a otro contribuyente que presente la misma cantidad de renta, pero cuyo sacrificio por el pago del impuesto es, por lo tanto, distinta.

22. Definición de la capacidad contributiva. Sus elementos objetivos y subjetivos. 


La capacidad contributiva está representada por la potencialidad económica que tienen los individuos, sometidos a la soberanía fiscal, para contribuir a los gastos públicos.


Su elemento objetivo: esta dado por la riqueza que exhiben los contribuyentes, sea la renta, el consumo o el patrimonio.


Su elemento subjetivo: ha de encontrarse en la aptitud individual para contribuir. Si falta la aptitud, debe acordarse la exención impositiva.

23. Capacidad contributiva general o parcial. 

El tributo puede exigirse teniendo en cuenta, la aptitud económica que en general posea un individuo, ya sea considerando todas las riquezas o rentas que el mismo disfrute (tributación global), o bien, atendiéndose exclusivamente a una actividad o aspecto especial, limitados de tales rentas o riquezas (tributación cedular).


El gravamen se exige en cada caso, según se tenga en cuenta la capacidad general o parcial de contribuyente. 

24. Capacidad contributiva propia y por representación. 


Se ha dicho que el sujeto imponible, es siempre un sujeto de derecho en cuanto lo establezca la ley. El sujeto de derecho no puede alterarse frente al fisco. No obstante ello, la ley establece la distinción entre los contribuyentes directos y los responsables por deuda ajena. Si por ejemplo, una persona esta autorizada para ejercer la administración de todos los bienes de otra, esta debe responder por la deuda impositiva derivada de aquel que no cumplió, puesto que el representante o mandatario, tenía a su alcance todos los beneficios y bienes para pagar los tributos.

25. Carácter subjetivo de la capacidad contributiva. 


La capacidad contributiva tiene un carácter prevaleciente subjetivo. La riqueza de que dispone un contribuyente, debe atribuirse ordinariamente a un sacrificio personal de su salario. Ello basta para reconocer la calidad subjetiva de esa capacidad o potencialidad económica para contribuir.


Las manifestaciones complementarias de la capacidad contributiva, deben verse en la riqueza ganada. La riqueza gastada y los beneficios obtenidos de las obras del Estado.


Ocurre con frecuencia, que un individuo pueda obtener una renta de la misma naturaleza que otro, pero en mayor volumen que la de aquel, no afectando tanto la imposición proporcional que pesa sobre tales rentas, vale decir, que la imposición se aplica manteniendo el quantum del impuesto. En esos casos sería necesario aplicar la progresividad del tributo (aumento del quantum del impuesto), toda vez que ambos contribuyentes, se encontraren en las mismas condiciones sociales y familiares, a fin de mantener la igualdad del sacrificio que impone la carga fiscal.

26. Identificación del principio de la capacidad contributiva con el concepto de la causa jurídica del impuesto. 


El tributo al tener en cuenta las manifestaciones de la riqueza, que presentan el hecho imponible, lo hace en base a la magnitud de esa riqueza, tomando como unidad de medida la tasa que la ley señala para la obligación tributaria, con la capacidad contributiva indicada por el hecho imponible. Podría pensarse entonces, que la causa jurídica del tributo, estuviera dada por la mera verificación del presupuesto de hecho que la había previsto. Sin embargo, anota Jarach, ninguna de esas consideraciones nos puede llevar a la causa técnico jurídica del tributo. Esta debe buscarse como inmanente en el mismo hecho jurídico de la relación tributaria y explicar su naturaleza o características.


Se dijo que la causa es la circunstancia o el criterio que la ley asume como razón necesaria y suficiente para justificar, que se verifica un determinado presupuesto de hecho, previsto por la norma fiscal, de ahí derive la obligación tributaria.


En la relación impositiva, el criterio justificativo, la razón por la cual la ley toma un hecho de la vida como presupuesto de una obligación tributaria, es la capacidad contributiva, es la única razón que explica la graduación del impuesto según la magnitud económica del presupuesto de hecho. La identificación del concepto de causa de la obligación fiscal con el de la capacidad contributiva ya ha tomado estado dentro de la doctrina y la jurisprudencia tributaria; y Griziotti, para seguir la doctrina, definió a la causa, como la capacidad contributiva en cuanto es síntoma de la participación del contribuyente en las ventajas generales y particulares derivadas de la activada y de la existencia del Estado.    

27. Fuente de la obligación tributaria. Concepto jurídico y financiero. Diferenciación.                               


En el Derecho privado, se identifican los conceptos de causa y fuente de las obligaciones, con los diversos hechos que les dan nacimiento, concretándose así, las cinco fuentes clásicas de las obligaciones en los contratos, los cuasicontratos, los delitos, los cuasidelitos y la ley.


En materia fiscal, es conocido el principio de legitimidad, según el cual, no puede aplicarse un tributo sin una ley que previamente establezca - Nullum tributum sine lege.


De ahí entonces es que debe inferirse, desde el punto de vista jurídico, que la fuente de la obligación tributaria, sea necesariamente la ley, la cual es de carácter universal.


No obstante, ello no implica desconocer la presencia de situaciones especiales que pudieran inducir a la idea de buscar otra fuente jurídica tributaria distinta a la de la ley misma.


Ahora bien, desde el punto de vista financiero, la fuente de la obligación tributaria es la misma riqueza a la que se le aplica el impuesto, o de donde se saca su producido, en algunos casos, el objeto puede ser la fuente, y en otros, un valor o riqueza distintos. Por ejemplo, así ocurre que la renta sea objeto de imposición, y el gravamen respectivo, se paga con parte de esa misma renta. En otros en cambio, una parte, una de los productos o materias, sirve para fijar el tributo, pero se paga con la renta del contribuyente, es el caso del alcohol o el tabaco que serán el objeto del impuesto, pero la fuente del tributo, será la renta o la riqueza de la cual se detrae la parte pertinente para pagar el gravamen sobre aquellos, igualmente, en el impuesto inmobiliario, el objeto es el capital o tierra, y la fuente es la renta que produce esa tierra, ya que si la fuente fuera el capital, llegaría un momento en que el impuesto aniquilaría el capital o fuente en detrimento de la economía general, donde el capital constituye un elemento esencial de la producción.






------------ooooooooo------------ 

VIII

El Impuesto
1. Concepto. Naturaleza jurídica. 

Montesquieu decía; el impuesto es la proporción de los bienes que cada ciudadano da al estado para tener seguridad sobre los que quedan y para gozar de estos placenteramente.

Afirma Manuel de Juano, asociando a los distintos elementos y características de este tributo, que no debe ser confundido con los otros recursos derivados, da la siguiente definición genérica.

El impuesto, es la obligación pecuniaria que pesa sobre las personas en su calidad de integrantes de un Estado, por tener bienes o rentas en el mismo, exigida legalmente según su capacidad contributiva; en base a las normas fundamentales del país y de los principios de igualdad, generalidad y uniformidad, cuya recaudación debe destinarse a satisfacer las necesidades y servicios públicos indivisibles o el déficit de los divisibles.

En esta definición se distinguen los siguientes elementos:

-
Obligación pecuniaria, vale decir en dinero.

-
Que pesa sobre las personas físicas o jurídicas, que integran el Estado y que están obligados a contribuir a la formación del tesoro estatal, en cuanto poseen bienes o rentas en su jurisdicción, y es protegido por su régimen jurídico.

-
La exigibilidad responde coactivamente al imperio de la ley.

-
El gravamen debe respetar la capacidad contributiva de tales personas, que es la causa más justa de toda tributación.

-
La obligación legal ha de ajustarse a las normas constitucionales del Estado, entre ellas, la de anualidad o periodicidad, y a los principios de igualdad, generalidad y uniformidad.

-
Lo recaudado debe satisfacer necesidades y servicios públicos indivisibles, característica que diferencia al impuesto de las tasas, pudiendo responder también a cubrir el pasivo del Estado (déficit divisibles)   

El análisis de este concepto, nos permite desentrañar la naturaleza jurídica de este recurso que impide su confusión con la tasa, en cuanto esta traduce una ventaja individual y la existencia de un servicio público divisible en contraprestación del dinero con que se paga. Lo mismo ocurre frente a la contribución de mejoras, que implica ventaja diferencial provocada por la plusvalía de una obra pública a favor de los propietarios de los inmuebles mejorados por ella.

Existe sin embargo, una diferencia de los impuestos según su naturaleza financiera distinguiéndose:

-
Impuesto General, es el obtenido de la generalidad de los contribuyentes que se designa a la satisfacción de las necesidades públicas de la colectividad entera. Impuesto al Consumo, a las rentas, etc.

-
Impuesto especial: es el obtenido sobre un grupo determinado de individuos, que satisface un objeto especial inherente al grupo mismo de los contribuyentes, o un tributo empleado en el solo interés de aquellos que lo pagan, ejemplo; impuesto al turismo, etc. 

Lo que caracteriza al “Impuesto” es que se trata de una prestación pecuniaria debida por el particular sin ninguna clase de obligación por parte del Estado en forma directa e inmediata.

2. Fundamento del impuesto: existen varias teorías que explican los fundamentos del impuesto.
a) Teoría del precio de cambio; según esta concepción de inspiración contractual, el impuesto es una compensación o remuneración que pagan los contribuyentes por los servicios que el Estado les presta. Mirabeau, en su teoría del Impuesto (1766) decía “El Impuesto es el precio de las ventajas que la sociedad procura a los individuos”. Estuvo en auge durante la Revolución Francesa.

Todas las opiniones convergían en la tesis de que el impuesto debía establecerse, de suerte que la contribución de cada uno lo fuera en relación con las ventajas personales que obtiene de la organización pública, o en proporción a los servicios que el Estado le procura. Vale decir que si un individuo no recibe del Estado más servicios que otro, aquel no deberá pagar más impuestos que este, aunque fuere más rico.

b) Teoría de la prima de seguro; según esta corriente doctrinaria, los individuos pagan en merito de la seguridad que les presta el Estado sobre sus personas y bienes. Por ello afirmaba Bodin, que el impuesto es el precio necesario de la protección acordada por el soberano a los particulares. El precio de este seguro requerido por el Estado, consiste en una parte de la renta de la propiedad funciaria, y permite al asegurado, la libertad de fijar el mismo por declaración de objeto que le asegura. Si los bienes asegurados de esta manera fueron destruidos en la guerra, el Estado debe indemnizar los siniestros tomando como base la valuación, el valor del bien declarado al momento del seguro.
La teoría ofrece grandes reparos, en primer lugar, no coincide con la configuración actual del Estado, pues ella implica, la ideación del llamado del Estado-gendarme, que pertenece al pasado como concepción financiera y que no armoniza con el Estado socialmente organizado sobre una base jurídica y económica de justicia.

Finalmente, no debe olvidarse que el seguro se contrata para indemnizar perdidas sobrevinientes, y que el Estado no debe asegurar sino proteger procurando prevenir el mal antes que repararlo cuando ya se ha producido.

c) Teoría de la Concepción histórico-orgánica del Estado; en el curso del siglo XIX, aparece la concepción histórico – orgánica del Estado. Según decía, el Estado es la forma más elevada e imprescindible de vida colectiva, por lo que el fundamento jurídico del impuesto radicaría; en la necesidad absoluta del Estado y en la justificación de su existencia y del sometimiento de sus miembros a su soberanía. El Estado beneficia a todos con sus instituciones, consecuentemente, todos deben participar en su sostenimiento. La gran variedad de fines estatales explica el porque de la necesidad de procurar coactivamente los tributos generales. La transformación de estos tributos en servicios y bienes, capaces de satisfacer las necesidades comunes, explica también porque se someten a tal sacrificio los ciudadanos, ya que ellos carecen en forma absoluta o relativa de posibilidades de producir tales servicios.

El Estado ya no puede considerarse como solo la organización de defensa; pero adviértase al mismo tiempo, que esta concepción, al anular en su totalidad los derechos individuales, implica la negación del hombre como sujeto de derecho en cuanto a su patrimonio, expuesto de este modo a la confiscación estatal. Esta teoría otorga al Estado la facultad de obrar con toda omnipotencia, eclipsando al individuo en vez de coordinar los derechos inherentes a la convivencia social sobre justas bases.

d) Teoría de la distribución de la carga pública. En el Estado moderno el individuo debe pagar impuestos desde el mismo momento que forma parte del Estado, ya que el ser miembro de la comunidad por esta sola razón queda sometido al deber fiscal.

El fundamento de la obligación es la solidaridad existente entre los que componen los cuales la comunidad no podría subsistir.

En la actualidad, la doctrina no se orienta hacia la numeración de los servicios, se tiende a definir objetiva y descriptivamente al impulso como una participación de las cargas públicas, obligación a la que están sometidos todos los que tienen medios para satisfacerla. El impuesto – afirma Stourm – es la contribución exigida a cada ciudadano por su participación en los gastos públicos.

En el estado moderno, el impuesto traduce un procedimiento de repartición o distribución de las cargas públicas entre los individuos. Esta distribución descansa sobre dos premisas:

-
El Estado presta a la comunidad en base a conceptos de solidaridad social económica.

-
Los servicios se prestan teniendo en cuenta la capacidad contributiva del sujeto, al grado de sacrificio realizado para obtener la riqueza de que dispone, y la relación existente entre sus recursos y sus necesidades. 

De este concepto del impuesto, fluyen tres características:

-
Corresponde al Estado decidir quienes deben satisfacerlo, en que medida y bajo que condiciones en un régimen legal, y reglamentario.

-
Están obligados a contribuir todos los que forman parte de la comunidad imperando el principio de la generalidad.

-
La obligación individual, no se mide por las ventajas que obtiene del Estado, sino en base a la capacidad personal para contribuir en los gastos de la comunidad, base de la concepción moderna en materia impositiva.
3. Nuevas finalidades de los sistemas impositivos. 


El pensamiento clásico financiero, negaba al sistema impositivo su posibilidad o conveniencia de ser usado con fines extratributarios o fiscales. Los impuestos, según la escuela clásica, estaban destinados prácticamente, a satisfacer necesidades primordiales de subsistencia.


A partir del siglo XIX comienzan a adquirir fuerzas las ideas sobre justicia social, que en relación al sistema impositivo, se traducen en el principio de que debe desgravarse a las clases económicas débiles, influyendo a través de los impuestos para obtener una redistribución de las rentas privadas, y que el peso de las cargas tributarias, debe ser soportado por quienes al amparo de la organización social y económica que el Estado asegura, resultan más favorecidos en la distribución del ingreso nacional.


Se robustecen la convicción de que el sistema fiscal es un medio hacia ciertos fines y que debe ser juzgado por los resultados que alcanza sobre la economía nacional en su conjunto y en las condiciones de vida de la población. Se observa una coincidencia en la doctrina que afirma, que el sistema tributario del Estado, no puede ser establecido ni mantenérselo ni usárselo solo con fines de proporcionar ingresos al Estado.


El estado tiene el deber de relacionar su sistema impositivo con las condiciones en que se desarrolla la economía nacional con el propósito de influir en esta para orientar sus actividades, obteniendo de ella el mejor aprovechamiento de sus recursos en beneficio del ingreso nacional y de las condiciones de vida de los diferentes grupos sociales.


Esta nueva concepción ha determinado también una distinta orientación en el sistema impositivo, que junto con seguir reclamando en el, una mayor equidad, desde el punto de vista puramente ético, destaca la necesidad de que el sistema impositivo se conciba y se emplee en forma de producir resultados decisivos en la actividad económica nacional, tales como el mantenimiento o acrecentamiento del ingreso nacional, y una herramienta de política fiscal que pueda ser utilizada en los periodos o fases cíclicas de la economía.   

4. De los nuevos fines económicos nacionales del Sistema impositivo.

Hasta la tercera década de este siglo, los economistas no habían abordado el problema de relacionar la “actividad financiera del Estado” con la “actividad económica del sector privado”, ni el de la posibilidad que el Estado utilizara su sistema tributario como instrumento intencionado para influir sobre las decisiones económicas de ese sector que determinan la producción de ingreso nacional: inversiones, consumo y ahorro. 

5. Regulación de la inversión, consumo y ahorro. 

El poder económico que el Estado resta al sector privado, lo devuelve a la economía nacional a través de los gastos que realiza, pero en forma y con objetivos diferentes a como los habría empleado el contribuyente de no haber mediado la imposición. Esta labor o tarea de regularización, tiene el rol compensatorio de suplir las deficiencias que se advierten cuando la economía privada no logra por si mantenerse dentro de un nivel de estabilidad o de resultados óptimos en forma de que obliga al Estado, velando por los intereses sociales a influir en actividad económica.

a) La inversión privada: puede ser estimulada por el Estado, si el interés publico así lo aconseja ya sea liberándola de imposiciones, suministrando poder de compra, estableciendo impuestos discriminatorios en relación de las inversiones que quiere estimular o, por el contrario, si es el caso de desalentarla, sustrayendo poder económico del sector privado por medio de los impuestos en forma de disminuir las posibilidades de inversión, o desalentando el consumo o la demanda que las alienta.      

b) El consumo del sector privado: depende más del monto de las rentas que los contribuyentes disponen que de los impuestos mismos, ya que es el monto de la renta el que determina, en gran parte, la “elasticidad” del consumo que con ella se hace.

Los impuestos que recaigan sobre usos o consumos necesarios, reducen la capacidad de consumo de los grupos de rentas más bajas; mientras que los impuestos sobre rentas más altas, no logran afectar fundamentalmente, sus consumos, y mas bien, influencian sus inversiones o sus ahorros, salvo que los impuestos estuvieran destinados a gravar usos o consumos especiales de estos grupos. 

Cuando hay intereses públicos en disminuir el consumo, los impuestos deben emplearse con esta finalidad, y elegirse dentro de los impuestos que lo afectan, aquellos que no gravan los usos o consumos absolutamente necesarios para los grupos de renta vitales, y complementarse con medidas como el ahorro forzoso, que si bien no es un impuesto, cumple en estos casos, una finalidad idéntica a la que se persigue al restringir el consumo, sin cometerse la injusticia de privar de sus rentas a los grupos sin “capacidad contributiva”     

c) En cuanto al ahorro, los economistas liberales tratan de favorecerlo, por cuanto para ellos significa la fuente de donde se alimenta la formación del capital, y por lo mismo se oponen a los impuestos en forma sistemática, por estimar que desalimentan la actividad económica; y según la cual, los ahorros se transforman mecánicamente en capital e inversiones que estimulan el proceso económico.  

Las nuevas concepciones económicas derivadas del análisis de los periodos de depresión, llevaron a los modernos economistas a revisar el pensamiento liberal, el que, confrontados con la experiencia, demostraban que los ahorros pueden transformarse en inversiones o mantener, por diversas circunstancias, su condición de tales, y en estado de liquidez, restándose a la corrientes de inversiones o de consumos, que lo determinan la producción de la “renta nacional” y el nivel de empleo, negándose así, la identidad el ahorro y la inversión inmediata productiva. El estado puede, en su rol de regulador u orientador del proceso económico, influir sobre el ahorro        

¿Como puede el Estado, empleando su sistema impositivo, influir en el ahorro?: grabando ciertas rentas, cuyo destino económico, dada su cuantía, alimentan al ahorro gravando las rentas de los capitales, cuyo uso no esta directamente ligado a la actividad económica productora, sino que se emplean con fines rentístico con una política impositiva, favorable a las inversiones que el Estado estime aconsejable fomentar, y hacia los cuales pueda orientarse el ahorro, resolviendo perder su calidad inactiva e incorporarse el proceso productor. 

Los dos impuestos que más influencia tienen en esta política son:     

   
a) El que grava la renta neta de las personas con unos impuestos fuertemente progresivo, a medida que la renta alcanza altas cifras, y

b) El impuesto que grava con tasa, también fuertemente progresivas, los beneficios excesivos de la industria y el comercio, que tiene la virtud de desalentar la obtención de altas rentas e influye favorablemente en los precios.  

 7. Uso de la imposición para fines anti cíclicos. 

El sistema tributario debe descansar también en una base técnica que le permita ser usado en periodos de depresión o de inflación en forma de contrarrestar estas faces de la economía. El Estado, durante la depresión, deberá reducir los impuestos y supeditar su rendimiento a la finalidad de dejar en el sector privado el máximo del poder económico; que derive de sus actividades, para que estimule el consumo o la inversión, que son las fases económicas de la recuperación que se busca. Durante la depresión, el Estado entrara pues, en una política fiscal intencionalmente deficitaria. 

En el periodo de pleno empleo de los recursos naturales de un país y de su población, o de un exceso de poder de compra, en el sector privado, frente a una producción reducida o decreciente, como es el caso de la producción civil durante la guerra, pueden ejercer una poderosa influencia para detener la tendencia inflacionista, y el Estado debe, a través de ellos, cercenar poder económico y traspasarlo al sector publico produciendo un superávit compensatorio.

Naturalmente, ni en uno ni en otro periodo puede esperarse todo del solo uso del sistema impositivo, y otras medidas económicas deberán tomarse también, que complementen las finalidades del sistema impositivo en estos periodos.

8. Bases orgánicas en que debe descansar el sistema impositivo. 

El sistema impositivo esta formado por el conjunto de impuestos que integran los recursos tributarios del Estado; por las naturalezas de estos; por la clase de renta que gravan: por la consideración que se presta a la “capacidad contributiva” de los individuos, o de los grupos característicos de rentas; por el rol que dentro de el desempeñan los impuestos directos e indirectos, como aporte para el financiamiento de los gastos del Estado, por la orientación que el Estado le da como factor de regulación del proceso económico nacional, por la influencia que le da como factor de regulación del proceso económico nacional, por la influencia que le atribuye como instrumento de una posterior redistribución de la renta nacional y, en general, por la finalidad propiamente tributaria o fiscal, como por la extra fiscal que le asigna, todo encuadrado dentro de una organizada legislación financiera.

El sistema impositivo, para dar satisfacción a las posibles finalidades con que los impuestos deber ser establecidos, debe responder a las siguientes bases orgánicas:

-
Simplicidad en el numero de impuestos que el Estado establezca:

-
Estabilidad del sistema tributario, para lo cual, ha debido considerarse la estructura económica del país, las características de su economía, lo que no impide una movilidad de las tasas impositivas, cuando circunstancias económicas o financieras superiores así lo aconsejen.

-
Preferencia por los impuestos directos, cuya incidencia es conocida o fácilmente determinable.

-
Fuerte tendencia a transformar el impuesto personal a la renta en base financiera del sistema.

-
Un mínimo de renta totalmente exenta de impuestos directos.

-
Supresión de los impuestos indirectos que graven los artículos de primera necesidad.

-
Un impuesto de tasa fuertemente progresiva, que grave los beneficios excesivos de la industria y el comercio.

-
Un impuesto fuertemente progresivo, a las herencias y donaciones, que se produzcan en beneficio de personas distintas del núcleo familiar inmediato del causante.

-
Una discriminación entre las rentas fundadas o del capital, y las provenientes del trabajo, a fin de concederles a estas, un trato tributario más favorable, hasta cierta cuantía.

-
Organización del sistema en forma que permita ser aplicado con fines económico – nacionales, tanto en relación a las materias imponibles como en las tasas de los impuestos,

-
Consideraciones para determinar la renta imponible, de las ganancias y pérdidas de capital. 

-
Clara reglamentación legal de cada impuesto, en forma de facilitar a los contribuyentes, el cumplimiento de las leyes tributarias, y

-
Prevención y fuertes sanciones al fraude fiscal.     

Categorías de impuestos. 


Desde diversos puntos de vista, cabe diferenciar los impuestos en varias categorías. Así se tiene, desde el punto de vista: Histórico, económico, financiero, político, ético, y social.

9. Necesidad de su estudio. 


El impuesto, en un sentido general, concurre a la consecución de los fines políticos, económicos y sociales del Estado, en cuanto procura los medios necesarios para posibilitar su actividad. Interesa pues, el estudio del sistema tributario, no solo como medio de recaudar recursos para el Estado, sino también, como instrumento idóneo para alcanzar determinados fines no estrictamente financieros: la actividad financiera es ante todo un instrumento administrativo del Estado, puesto que sirve para limitar o facilitar el uso de los servicios públicos, sea de seguridad, instrucción, salubridad, etc., y por que la concesión de determinados derechos, se subordina al pago de tributos al Estado: tenencia de armas, explotación de industrias. Pero, al lado de estas funciones administrativas, la actividad financiera se puede prestar a la consecución de fines políticos, económicos, éticos y sociales. Ello es evidente, basta mencionar los impuestos directos e indirectos, para advertir que pueden aplicarse, además del fin fiscal, a la consecución de otros, fines no estrictamente financiero. Desde este punto de vista cabe diferenciar a los impuestos en diferentes categorías: 

10. Punto de vista histórico, económico, financiero, político, ético y social. 


Históricamente: se advierte que las gabelas reales tuvieron preponderancia sobre los impuestos personales, y dentro de estos, los impuestos precedieron a los justos, entendiendo por tales, los que consultaban la capacidad contributiva de los contribuyentes.


Desde el punto de vista económico-financiero; existen impuestos que solo tienen en cuenta la economía estatal o un fin puramente fiscal o financiero, y otros que llevan el propósito de allegar recursos al erario, y al mismo tiempo facilitar la redistribución de la riqueza, tarea inherente a la actividad del Estado, cuyos ingresos, al satisfacer sus gastos permiten la prestación de los servicios públicos.



Desde el punto de vista político, ético y social: también se advierte una categoría diferente en la imposición, ya que existen gravámenes que son susceptibles de particulares efectos políticos, éticos y sociales, así se tiene:

-
Cuando los tributos buscan proteger la industria nacional impidiendo la importación de ciertos productos extranjeros (efecto político).

-
Cuando sirven para impedir el consumo de productos nocivos (efecto ético),

-
Cuando son útiles para combatir la desocupación (efecto social).

11. Quid de los impuestos finalistas. 

Tanto desde el punto de vista de la producción de las riquezas, en cuanto a su circulación y consumo, el impuesto produce efectos estimulantes o, por lo contrario restrictivos, sobre esas tres etapas clásicas de la economía política. Los impuestos pueden así gravitar o pesar fuertemente sobre tal o cual rama de la actividad, o aliviar o favorecer, en sentido opuesto, alguna otra actividad, siendo estos efectos un factor de importancia en la economía financiera. A veces el efecto buscado es más definido o cercano, y responde a la finalidad concreta del gravamen aplicado. Tal es el caso de los impuestos finalistas. Ellos tienen como característica la de que los ingresos que proporcionan se destinan en todo o en parte, a un determinado gasto. No son los impuestos como tales los que interesan, sino el efecto producido por ellos, el que ha de llenar el fin deseado, que por lo común, no constituye un propósito puramente fiscal.


Podríamos distinguir dos clases de gravámenes:

-
Los Impuestos que tienen un fin fiscal específico o un destino total o parcial dado, son los impuestos finalistas. El Estado al recaudar estos impuestos, los destina a un fin determinado.

-
Impuestos que no responden estrictamente a ningún fin fiscal, sino por lo contrario, a un efecto totalmente ajeno a la cabal recaudación de tributos, como por ejemplo, los llamados derechos aduaneros protectores; el mejor efecto que ellos persiguen se hallará cuando consigan limitar la importación de los productos que compiten con la economía nacional que se quiere proteger, aunque con ellos cese prácticamente la afluencia de ese recurso al tesoro público 

No debe olvidarse, sin embargo, que no hay impuesto, por inocente o simple que se lo estime, que pueda ser calificado de neutral, o que deje de hacer sentir su influencia en los precios o el equilibrio general.

La aplicación de impuestos finalistas y su rendimiento puede derivar varias circunstancias.

- Por razones de debilidad política, en determinadas condiciones frente a la conveniencia o simpatía con que se mira la presencia de un gasto por los electores o representantes del pueblo, se establece un impuesto cuya finalidad es la satisfacción de ese gasto, tributo que de otra manera habría de encontrar oposición.

- A veces medían motivos administrativos que impelen dar preferencia y garantía financiera a ciertos servicios a quienes los impuestos finalistas favorecen particularmente y, consecuentemente, a las personas que lo aprovechan.


La doctrina ha criticado a los impuestos finalistas, en cuanto tienden a un mantenimiento de relación rígida entre la recaudación y el destino, sin tener en cuenta la elasticidad que debe surgir de la recaudación fiscal general, o pueden también conducir a una dilapidación de la recaudación, si es que lo recaudado supera lo estrictamente necesario para el gasto público, lo que aconseja un uso mensurado de estos gravámenes finalistas.

12. La parafiscalidad. 

Indiscriminadamente, en materia de legislación positiva, existe un gran numero de detraimientos económicos obligatorios para los contribuyentes que requiere la autoridad pública, a merito de la soberanía fiscal o poder de imposición, más allá y de distinta naturaleza a la de los impuestos conocidos. A tales imposiciones se las conoce bajo el titulo común de tasas parafiscales, que tienen doctrinalmente muy diversos objetos, considerados diferentes a los propiamente fiscales, principalmente, las contribuciones de seguro obligatorio en el campo de la previsión y asistencia social del trabajador.


La tendencia actual que ensancha la noción clásica del presupuesto hacia el llamado presupuesto nacional con las actividades económicas y sociales del Estado, conduce a asegurar el financiamiento de ciertas gestiones presupuestarias, recurriendo, en algunos casos, al uso de procedimientos llamados parafiscales.


Estos últimos constituyen lo que hoy día conocemos con el nombre de parafiscalidad. La parafiscalidad participa en la naturaleza del impuesto por su gravitación económica sobre el consumidor, ello le acuerda cierta semejanza con la tributación indirecta por su afectación a un objeto, que dado su carácter económico y social, no exhibe un interés general menor que el impuesto, y también por su carácter obligatorio. Gravitación económica sobre el consumo y la obligatoriedad, son puntos pues, de semejanza entre la imposición y la parafiscalidad.


Pero ambas instituciones tributarias, exhiben entre si caracteres diferenciales. Se pretendió que los ingresos parafiscales se distinguieran por su destino determinado, lo que sin embargo, acontece con los fiscales, que también tienen una afectación propia en muchos casos. La parafiscalidad escapa, puede decirse, a los principios rígidos de la legalidad (o legitimidad) y de la anualidad (o periodicidad), que determinan el campo impositivo. Por razones económicas y sociales se estima conveniente establecer una zona más agilizada en la que se aplican esos gravámenes.


Estos recursos pueden agruparse, según afinidades que varían, conforme al tipo de legislación, a las características de aquellos y a la circunstancias de lugar y tiempo, a saber en:

-
Tasas parafiscales de orden económico, destinadas a subvencionar ciertas ramas de la producción, exacciones para amortizaciones del re-equipamiento de industrias básicas, tasas destinadas a la financiación de los estudios e investigación técnica.

-
Tasas parafiscales de naturaleza social, por ejemplo, las cotizaciones para la seguridad social, para prestaciones familiares agrícolas, para centros de aprendizaje y formación profesionales.

-
Tasas parafiscales destinadas a asegurar la financiación de diversos organismos, tales los que incluye la legislación francesa para sostener la caja Nacional de Letras, la oficina Nacional de Inter Cultivadores, etc. 

En resumen, los recursos parafiscales son adicionales o complementos de impuestos, a veces; lo conforman los porcentajes del precio de venta de ciertos productos, también, tasas que suman al precio de las entradas a cinematógrafos, y. Sintetizando, se puede decir, que los recursos parafiscales presentan dos características distintos:

-
No tienen figuración específica en el presupuesto. Cuando el recurso tiene una parte incluida en el Presupuesto, solo el excedente debe entenderse que es parafiscal. Así, por derogación del principio de la universalidad presupuestaria, tales recursos se destinan a la financiación de gastos extra presupuestarios.

-
Están afectados a gastos determinados, que se especifican por la disposición legal que los ha creado.

Esto significa, que la parafiscalidad deroga la regla de la no afectación de los recursos, ya alterada por cierto, con los inscriptos en el presupuesto que tienen una afectación especifica. La diferencia pues, radica en que la parafiscalidad, tiene por norma, la afectación del recurso. El recurso no aparece en el presupuesto del Estado: pero ulteriormente se lo balancea con una apertura del crédito destinada al empleo de esa suma, la misma se inscribe directamente en el presupuesto del organismo encargado de hacer el gasto, al cual dicho crédito se afecta, o en una cuenta especial abierta en los libros del Tesoro por operación de que se trata.

Por ello, para distinguir el recurso fiscal del parafiscal, no basta referirse a la manera según la cual este recurso, una vez realizado, será empleado conforme a las reglas habituales del derecho presupuestario de la contabilidad pública, o de otra manera afín. Es necesario pues, si se quiere individualizarse, se empiece a desentrañar su naturaleza, única forma segur4a que evita incurrir en confusiones con los tributos fiscales ordinarios.   

 Laferriere y Waline arriban a las siguientes conclusiones:

-
Los recursos o cargas parafiscales, ya que son suplementos a los impuestos directos o indirectos que alimentan el presupuesto.

-
Los recursos parafiscales escapan a una medida más o menos grande a las reglas del derecho fiscal.

-
La parafiscalidad ha enseñado un debilitamiento  de la acción financiera de parlamento, pues, aunque la mayoría de las tasas parafiscales han sido creadas por ley, frecuentemente la legislación ha dejado al gobierno, o mejor dicho, al poder administrativo, la necesidad de dejar las tasas.

13. Impuestos prohibitivos e impuestos proteccionistas. 

El proteccionismo, cuando actúa en base a un sistema tributario, lo hace por medio de los impuestos aduaneros a la importación o a la exportación. Ello se complementa con la liberación de gravámenes o disminución de los existentes, en cuanto internamente se beneficia a las industrias se desea estimular.

Con frecuencia, por ejemplo, se plantea la necesidad de fomentar ciertas actividades o estimular la iniciativa privada. Así ocurre cuando se ha querido intensificar la edificación dentro de determinados centros urbanos. Para ello se opta por congelar las valuaciones fiscales de los inmuebles que se edifiquen dentro de los límites señalados. Se consigue así, que la ciudad gane altura en tal perímetro y no se extienda en demasía, con perjuicio del buen funcionamiento de los servicios públicos.

Otra forma de ejercer el proteccionismo, es por vía indirecta, lo que ocurre cuando el Estado impone fuertemente las actividades que se oponen o compiten con las que desea favorecer o estimular. Así, siguiendo con el ejemplo del fomento de la edificación, la forma indirecta reside en elevar la tributación de los baldíos o construcciones semiruinosas, que incitan a los propietarios a desprenderse de ellos, o darles el destino apetecido por el Estado. Sin embargo, cuando el impuesto es muy elevado, se transforma en confiscatorio o llega a ser prohibitivo. Ejemplo del impuesto prohibitivo, puede verse en los impuestos a la introducción de automotores, que prácticamente, hoy día multiplican varias veces el valor de los vehículos importados (sobre todo en Argentina y Brasil). 

14. Aspectos políticos y sociales del impuesto; 
El impuesto siente la influencia del medio en el cual se establece, y conduce a ciertas aptitudes políticas y sociales. Estas dependencias y aptitudes, son más importantes en el campo político y social que el económico, por lo que no deben omitirse al considerar el tema incluso, frente a las cuestiones técnicas por excelencia.

Varias escuelas han fijado su criterio respecto a los fines no fiscales del impuesto, y todas ellas tienden a la distribución de la riqueza, pero por medio diversos, así se tiene:

a) La escuela liberal manchesteriana; Se desarrollo principalmente, en Inglaterra del siglo XIX, conforme a la doctrina económico-liberal. Esta escuela sostiene los siguientes lineamientos:

- El impuesto debe ser de función fiscal y no social, económica o moral.

- El estado debe limitar sus gastos a las necesidades fundamentales, satisfaciendo mejor, y mas económicamente por aquel antes de que por las empresas privadas o particulares.

- Los impuestos deben ser reales y proporcionales a la riqueza gravada, y no progresivos con relaciones con los bienes de los contribuyentes.

En resumen, es el sistema liberal e individualista, según el cual, con el pleno goce de los derechos individuales, se obtiene el máximo de libertad, vale decir, que es el sistema mercantilista en la economía de mercado y no de tipo social.  

b) La escuela de la hacienda social; según esta escuela, desarrollada en Alemania de Bismarck, especialmente por Adolfo Wagner, el impuesto es un medio político y social para corregir la distribución de la riqueza sobre todo, lo proveniente de coyunturas sociales influida por el desarrollo de la población o de la potencialidad del Estado y de la economía nacional. El fin de la escuela fue conservador, obstaculizar la excesiva acumulación del capital y asegurar el equilibrio social, truncando en su nacimiento el movimiento socialista. Wagner desarrollo todo un sistema de impuesto de gravar los incrementos del valor a las herencias.   

c) La escuela del socialismo de cátedra del Estado: según esta escuela, se asignan al impuesto distintas funciones. Para Eugenio Rignano, el impuesto puede promover el progreso de la propiedad colectiva, mediante la absorción completa de los patrimonios en el momento en que ellos pasen de los hijos a los sobrinos, de modo tal, que la riqueza no puede ser disfrutada sin trabajos más allá de tres generaciones. Para otros, la nivelación debe venir sin violencia, aumentando las tasas de los impuestos a la renta, al patrimonio y a las herencias.                         

Henry George, a mediados del siglo pasado, preocupado por el mayor valor que adquirió la riqueza privada a raíz de la valorización de la tierra sin trabajo especial, por partes de los propietarios, pensó que el impuesto único de la tierra, podría ser un excelente medio para absorber el incremento de su valor y de su renta, sin recurrir a la nacionalización del suelo o la socialización de la riqueza.  

Finalmente. La concepción moderna del impuesto, nos lleva, como lo recuerda Plagnol, mediante el instrumento tributario, a un principio de repartición de la riqueza, bajo el dominio de la filosofía política y de las reacciones sicológicas comunes.   

------------ooooooooo------------

IX

Elementos de impuesto 

1. Cuales son: a) sujeto activo: El acreedor de la obligación impositiva es el Estado o las municipalidades o todo ente público, entendiendo por tales, toda clase de gobierno o autoridad de jurisdicción territorial, que ejerza la función gubernativa en ejercicio de su poder de imposición o soberanía fiscal.

En nuestra estructura unitaria, solamente el Estado puede ser sujeto activo y solamente el puede establecer tributos por si mismo, en tanto que los municipios no pueden establecer tributos sino de conformidad a las leyes que gobiernan su funcionamiento, es decir, que los municipios no tienen delegación de facultades tributarias que le obligan a enmarcar su actuación dentro del contenido de las leyes; pueden generar ingresos cobrando contribuciones y tasas, conforme la ley de organización municipal en la que establece su propio régimen tributario.

No debe confundirse al Estado como sujeto activo, con las reparticiones recaudadoras que actúan como órganos del mismo Estado.

b) sujeto pasivo, es siempre un sujeto de derecho. Es la persona obligada al pago de un tributo por la ley fiscal, en cuanto a los fines de tal obligación, no interesa en definitiva, que esa persona sea el que pague el gravamen, según haya habido traslación o no.

En materia tributaria, son sujetos pasivos del impuesto, las personas físicas y jurídicas de Derecho Privado y del Derecho Público, así como también lo son los llamados entes colectivos de hecho.

Se afirma la individualización del contribuyente en todo sujeto que posee, actual o potencialmente, un patrimonio autónomo, que constituye lo que se denomina una unidad económica con réditos, ganancias, enriquecimientos propios, distintos e independientes de los otros sujetos. La presencia de un patrimonio, nos esta revelando al mismo tiempo, la existencia de una persona o personas quienes el patrimonio o sus beneficios pertenecen, y son precisamente, las personas referidas a quienes la ley señala como deudores de la obligación, son las únicas que pueden asumir la calidad de contribuyentes, esto es, ser sujetos pasivos del impuesto.

Se debe tener cuidado en no confundir el objeto (elementos materiales) con el sujeto (elementos personales) del impuesto:  

Existen otros grupos de personas que son también sujetos pasivos que se hayan obligados a pagar una suma de dinero, a pesar de que la ley no les denomina contribuyentes, para quienes se reservan la denominación: responsable.

Varios autores y el proyecto de código tributario de la OEA, presentan tres categorías de responsables, a saber: con responsabilidad sustitutiva, con responsabilidad solidaria y con responsabilidad objetiva.

Contribuyentes o deudores y responsables, son sujetos de la obligación en igual grado y con idénticos efectos. Esta obligación es propia de la obligación tributaria. Pueden sumarse otros sujetos comprendidos por los conjuntos económicos, las vinculaciones económicas entre entidades privadas, las sociedades de familia, la sucesión indivisa y los patrimonios de afectación.

Ejemplos en el Ley 125/91:

-
Responsabilidad sustitutiva: Sustituir quiere decir reemplazar a otro, el caso más frecuente se observa a los llamados agentes de retención, que se da por medio de las leyes sociales, con la retención de aportes de los obreros por los patrones.

-
 Responsabilidad solidaria: con la persona del deudor, se establece por numerosas leyes fiscales, como una forma de asegurar el cobro del crédito fiscal y sus obligaciones accesorias. Ejemplo: los representantes serán solidariamente responsables por las sanciones pecuniarias aplicadas a sus representantes por infracciones, en las cuales hubieran tenido activa participación. Los agentes de retención, son los obligados ante el sujeto activo por el importe respectivo, si no lo efectúan, responderán solidariamente con el contribuyente.

-
Responsabilidad subsidiaria: de los representantes legales y voluntarios, que no procedan con la debida diligencia respecto de normas tributarias de las obligaciones por concepto de tributo que correspondan a sus representados.

c) objeto. Entendemos por objeto de la obligación fiscal, la medida de la riqueza que interesa a la obligación, vale decir, la riqueza que sirve para medir el impuesto; en otros términos, la manifestación de la riqueza que constituye su materia.
2. Formas de objeto. 

-
Posesión de la riqueza (capital);  es un capital representado por las cosas inmuebles o muebles, o los derechos (inmobiliarios o mobiliarios), o el conjunto de cosas o derechos (patrimonio). Capital es la riqueza adquirida, consolidada, que constituye el patrimonio de un individuo, lo que en lenguaje corriente se llama fortuna.

-
Capacidad para adquirirla (renta) y el costo (consumo). Vale decir, la renta y sus distintas modalidades; réditos, súper rentas, beneficios extraordinarios, beneficios o ganancias eventuales, ganancias o incrementos de capital, etc. Se entiende por renta, la riqueza proveniente de una fuente, susceptible de crearla de una manera renovada, durante un tiempo más o menos largo. Este concepto involucra los de rentas que corresponden a la existencia de un capital productor (rentas de inmuebles o de valores mobiliarios), o que provienen solamente de una actividad (rentas de trabajo, salarios, beneficios de profesiones liberales), o bien, rentas mixtas producidas por el trabajo aplicado a un capital (beneficios de las explotaciones comerciales, industriales, agrícolas).
3. Unidad contributiva. 


Así como el objeto, es la magnitud o expresión que sirve para medir el impuesto, tal medida jurídicamente, se practica en base a unidades elementales, las que en conjunto forman todo el objeto. Cada una de estas se denominan unidades contributivas.


Por unidad contributiva se entiende entonces, el objeto del impuesto en una unidad elemental.


Si tomamos por ejemplo, el impuesto sucesorio, el objeto del impuesto es la hijuela es decir, la proporción que recibe cada heredero. Si la sucesión es de 300.000 y corresponde a tres herederos, el impuesto se liquidará aplicando a cada uno sobre una unidad contributiva, que puede ser de 100 o 1000, el quantum que la ley señala, que a su vez puede ser por ejemplo del 5%.

4. Quantum del impuesto. 


Es la parte del impuesto que corresponde a cada unidad contributiva. Así, si decimos que la alícuota o quantum del impuesto es del 5%, se está expresando que el quantum del impuesto es de 5 centésimos por cada unidad contributiva de 100. En tal ejemplo, el porcentaje es la unidad elemental y cinco es el quantum del impuesto.

5. Causa del impuesto. 

En materia fiscal, no puede medirse la causa como en materia civil, ya que en esta interesa la contraprestación; sin embargo, tributariamente ello no ocurre, pues el servicio público no es divisible a los fines del impuesto. La causa de la obligación tributaria, es la capacidad contributiva, esto es, la capacidad económica de quien posee bienes o riqueza para pagar el impuesto, o mejor, la aptitud o potencialidad económica del individuo sometido a la soberanía del Estado para contribuir con sus gastos públicos.


La causa jurídica resulta tan importante en la relación impositiva, que la validez de una contribución se determina, en primer término, por su constitucionalidad. La causa de la obligación está ínsita en los principios impositivos de la Carta Fundamental y en todo sistema tributario. La existencia de algunos preceptos constitucionales, tales como los que establecen la igualdad de los tributos y los relativos al sistema jurisdiccional creado por toda organización jurídica, confieren a la causa una extraordinaria influencia. Sin embargo, la doctrina fiscal se ha detenido en considerar otras bases de justificaciones de la causa de la tributación; es la capacidad contributiva donde debe verse la causa jurídica del hecho imponible, y no es en el goce que los individuos obtengan de los servicios públicos que presta el Estado, ya que tales ventajas son generales e  indivisibles.

6. Fuente de impuesto. 


Al estudiar la obligación tributaria, por fuente – desde el punto de vista jurídico – solo puede entenderse que es tal, la ley, ya que jamás ha de atribuirse que exista un impuesto que no sea autorizada por la ley.


Pero, vista la fuente desde el punto de vista financiero, entendemos por tal, el conjunto de bienes o la misma riqueza de los que se detrae el impuesto. 

Diferenciación con el objeto. 

No debe confundirse el objeto con la fuente del impuesto; el primero es la manifestación de riqueza (objeto), que sirve de medida al tributo, mientras que la fuente, es la misma riqueza o la porción de ella con que se paga el impuesto.

Ejemplificación. 

-
En el impuesto inmobiliario, el objeto es el capital representado por la tierra afectada, que sirve de medida al impuesto. La fuente de este impuesto, es la renta, dado que el tributo no se paga con la tierra afectada, sino con la renta que el propietario extraiga o pueda extraer de ese bien o de otros que el posea.

-
El impuesto a la producción del tabaco, el objeto es el tabaco producido, y la fuente, la renta de la que se extrae parte para pagar el impuesto.

-
En el impuesto a la renta, el objeto y la fuente están representados por la misma renta.

Importancia tributaria de esta distinción. 


Se hace necesaria esta distinción, por cuanto que si se admitiera que indistintamente pudiera incidirse sobre más fuente, y otro: objeto, habría de llegar el momento en que el impuesto aniquilaría o extinguiría la fuente, vale decir: el capital, que es un factor indispensable en la producción de la riqueza y con ella para la economía general. 

7. Efectos del impuesto. Concepto; 


Pese al propósito legislativo de allegar recursos al erario, que pudiera prevalecer en el momento de la sanción de la ley fiscal, fácilmente se advierte que los impuestos deparan efectos dignos de especial consideración dentro de los campos más diversos con que pueda enfocarse la conducta humana. Veremos ahora, cuales son los efectos desde los focos, sicológicos, morales, políticos y económicos del impuesto. 

a) efectos psicológicos, 
Estos efectos pueden dar al contribuyente una compresión cabal o exacta de la carga tributaria o, por el contrario, llevarlos a impresiones ilusorias en cuanto implican en realidad, sacrificios mayores o menores.

Amilcare Puviani, divide en cuatro categorías las causas que provocan un exceso o falta de sensibilidad de los contribuyentes:

-
La ignorancia del contribuyente de que paga un tributo, que puede ocultarse en el precio de la mercadería, como por ejemplo en los impuestos aduaneros.

-
La ignorancia de los efectos remotos del impuesto, el contribuyente puede, al final de cuentas, correr con nuevos sacrificios como consecuencia del problema de la “difusión del impuesto”, que lleva a variaciones de precio sobre las mercaderías y servicios, y que puede ser causa grave de crisis económica.

-
La percepción en momento de intensa alegría, euforia colectiva, prosperidad acentuada o, a la inversa, de aflicción o pena para el contribuyente. Por ejemplo, el impuesto sobre los precios de lotería cae en momento óptimos para el contribuyente, contrariamente ocurre con los impuestos que afectan los salarios.

-
El fraccionamiento en cuotas mínimas del impuesto, suele hacer imperceptible el tributo para quien lo paga. Tal es la razón de que se acepten pequeñas contribuciones, aunque se apliquen a consumos indispensables que no revelan capacidad contributiva.

Todas estas causas producen una impresión exacta o errónea del sacrificio impositivo. 
Las impresiones pueden ser positivas o negativas:

a) positivas: cuando el contribuyente se siente gravado en más de lo que en realidad incide el impuesto sobre él.

Ejemplo: el impuesto sobre el interés de un crédito público (deuda pública), distribuye el interés estatal y hace menos factible la colocación del titulo, salvo que otros motivos lo tornaren apetecible. El comprador del titulo, que es a su ves contribuyente por el gravamen que afecta tal interés, es el que en definitiva, decide si debe adquirirlo o no, a raíz de esa afectación. Puede el Estado entonces, para no depreciar el titulo o comprometer su colocación, sumar el impuesto al interés, y elevar entonces este en esa medida con relación al interés anterior, ya que en definitiva, al satisfacer el impuesto, el titulo mantiene un atractivo equivalente; por ejemplo, sea un titulo del 5% de interés al que se va aplicar un impuesto equivalente al 1% se opta por emitirlo al 6% y aplicar entonces el impuesto. No obstante ello, la creación del impuesto sobre títulos que antes no pagaban, suele dar una ilusión positiva de que el contribuyente se siente afectado en más de lo que en realidad incide el impuesto.   

b) Negativas: son las más comunes. Casi todos los contribuyentes se despreocupan o ignoran el impuesto al consumo que abonan. Estos gravámenes se pagan en los momentos mas cómodos, y el sacrificio tributario se diluye en el placer que produce el consumo del bien que satisface la necesidad. Debemos añadir que, por supuesto, tales conclusiones, son de un valor relativo se ha hecho encuesta al respecto, y cabria apuntar que es muy difícil dar una opinión concreta sobre estos efectos.  

b) efectos morales, 

Para conseguir los fines políticos del Estado, el impuesto debe atender a los efectos sobre la hacienda y la moral. Hay impuestos que persiguen netamente efectos morales, y por otro lado, la moral puede detener el resultado de los impuestos. Según el economista liberal francés Storum, el impuesto no debe preocuparse por los fines morales. Sin embargo, no hay impuestos neutros, ni el estado debe o puede desentenderse de los efectos morales del impuesto, en cuanto con el tiene ocasiones de ordenar y disciplinar las costumbres de los hombres. El estado puede alcanzar tributariamente las dos finalidades: a) la financiera y  b) la moralizadora, y puede también limitarse a conseguir únicamente efectos morales, aunque con ello pierda en la recaudación. 

Un ejemplo de los impuestos que persiguen ambos efectos, se da en el caso de los aplicados a los objetos suntuarios, que combate el lujo y permiten recaudar tributos. El impuesto al alcohol combate el vicio, y esa es una de las razones prevalentes de su gran imposición.

El impuesto progresivo sobre la renta, ha tenido pleno acogimiento en los países germanos y anglosajones, pues, allí el pueblo es mas respetuoso del interés general que del propio interés privado o egoísta. En los países latinos, en cambio, no cabe duda; se ha resistido más el impuesto progresivo y esto produce a una evasión de magnitud que suele llevarnos a efectos fiscales contraproducentes. Por tanto resulta indispensable tener en cuenta la idiosincrasia de los pueblos, la índole de una Nación, para escoger los sistemas tributarios que a ella se pretende aplicar. 

c) efectos políticos, 

Los impuestos han provocado con frecuencia los grandes acontecimientos de la historia; el individuo por su egoísmo innato, se siente inclinado a reaccionar contra el Estado que le aplica gravámenes. El descontento se manifiesta por la prensa, por el comicio, y hasta por revueltas contra los poderes públicos: uno de los antecedentes conocidos más remotos, es el del impuesto sobre el capital, que en forma progresiva fue aplicado en Atenas, con motivos de la necesidad de atender los gastos de guerra contra Esparta. El impuesto era del 20% pero en las grandes capitales llegaba a la confiscación de la fortuna de los ricos por el arbitrio de los gobiernos populares. Estos gravámenes irritaron a los contribuyentes ricos, y así como en el siglo V, antes citado, eran celosos cumplidores de los tributos que sostenían al Estado; luego prefirieron influir en un rumbo distinto, esto es, concretar la paz con Esparta, ya que mas temían a las expoliaciones (estafas) y abusos sobre sus patrimonios por disposición de los gobiernos populares, que las que les pudieran imponer sus enemigos foráneos.  

La rebelión de las colonias inglesas de Norte de América, se produjo entre 1775 y 1783 por la imposición de los derechos aduaneros y sobre el comercio del papel, del vidrio y del te, tributos que se estimaron inconstitucionales por haber sido establecidos por la metrópolis sin la aprobación previa de la colonia, como lo requería la Carta Magna en el Derecho ingles.


La revolución francesa, entre sus numerosas causas, la inicua ordenación tributaria fundada en la distinción entre las tres clases sociales: aristocracia, clero y burguesía, eximiéndose las dos primeras y oprimiéndose a la última, con los tributos.


En el curso de los siglos, la sublevación de los contribuyentes ha tenido dos causas esenciales: el abuso de poder de un estado omnipotente, y la decadencia de la autoridad. La creación de nuevos impuestos produce efectos políticos, principalmente cuando afecta a grandes sectores de la población o roza intereses creados, y sobre todo cuando es injusto.

d) efectos económicos. El fenómeno de redistribución. 

El efecto sustancial de las finanzas, es la distribución de los gastos públicos. Esta distribución puede ser jurídica o económica. La distribución jurídica es la que hace el legislador por medio de las leyes, basándose en el principio de igualdad. Sin embargo, como el contribuyente procura trasladar la carga abonada, su gestión genera el llamado fenómeno de redistribución del impuesto, que es de naturaleza económica.

La redistribución suele provocar situaciones de injusticia, ya que el sujeto incidido no tiene, con frecuencia, capacidad económica para afrontar el retraimiento de riqueza que motiva el impuesto. Lo ideal seria que el contribuyente no pudiera trasladar el tributo, pero, la realidad demuestra que esa traslación, es económicamente inevitable. Por ello, estos efectos varían extraordinariamente según la época, lugar y persona. Los precios se alteran y la traslación de los impuestos o cargos públicos, modifican, a su vez. El equilibrio económico existente. 

Sabido es que el equilibrio económico reside en la relación de mutua influencia entre los precios y el mercado, ya que la modificación de este irrogan las variaciones de los precios que se relacionan entre si en su totalidad, ya sean salarios, rentas, intereses, etc. si se eleva el salario; estamos pues, frente a la espiral inflacionista que inevitablemente altera el equilibrio.

8. Efectos financieros del impuesto. Concepto, amortización, o consolidación y capitalización impositiva. Obtención, evasión y fraude fiscal. Remoción del impuesto, conclusión.                      

-
Positivo: cuando se producen de acuerdo al plan fiscal del legislador, esto es, conforme al cálculo de la recaudación impositiva y al plan de distribución de la carga pública.

-
Negativos: cuando los resultados obtenidos difieren del plan previsto, o sea, cuando, por ejemplo, no se recauda lo estipulado en el presupuesto.

Los elementos que deben tener en cuenta para buscar los efectos financieros son:
-
La tasa o quantum del impuesto. Su elevación o monto, es factor primordial en la recaudación.

-
La elección del objeto o fuentes del impuesto. La fuente imponible y la media de la riqueza afectada, constituyen el elemento material de la imposición.

-
El proceso del amillaramiento (repartición) del impuesto. La liquidación o base tributaria, puede hacerse por distintos medios, por reparto o contingente y por cuota.

-
La recaudación del impuesto, ya se opere en la fuente mediante el pago de anticipos, o por cualquier otra de las formas tributarias usuales.

Amortización o consolidación y Capitalización impositiva.

El fenómeno de la amortización o consolidación se produce el impuesto reduce el valor del bien afectado de forma definitiva. 

Si por ejemplo se grava en un 20% un titulo se produce el 5% de interés, desde el momento en el que el impuesto entra en vigencia, ese titulo pierde en su valor un porcentaje equivalente, es decir, que el precio del mismo bajara del 100% al 80% si por el contrario, se suprime luego ese impuesto del 20% el titulo se valora en igual proporción, y el propietario capitalizara el impuesto abolido, vale decir, que se opera a su respecto el fenómeno de capitalización impositiva.

La capitalización (fenómeno inverso de la amortización), es el alza de los valores de los bienes considerados como capital que beneficia a un bien no gravado o menos gravados que los otros, al producir la suspensión del impuesto que los afecta. El fenómeno de la amortización consiste pues, en descontar el precio de compra de un bien, cuyo valor se determina por la renta normal, una suma equivalente al impuesto capitalizado al interés correspondiente. Por ello dice Einaudi, se trata de una traslación regresiva. El fenómeno requiere otros requisitos: 

-
Que la materia imponible se halle vinculada a la renta de un capital mueble o inmueble, es decir, que el impuesto recaiga sobre la renta que produce capitales y no sobre actividades.

-
Que la materia imponible que tenga un carácter durable y que sea determinada (imposición directa) y no presuntiva, como ocurre con el impuesto al consumo.

-
Que la materia imponible no pueda salir del país, pues, en caso contrario, se produce la evasión.

-
Que el impuesto sea mas o menos permanente, y no un tributo extraordinario que debe pagarse de una sola vez.

-
Que el impuesto afecte a determinada categoría, y no a todas, por ejemplo, a un inmueble. A este respecto, Griziotti opina, que la compensación se produce siempre.

-
Que el interés corriente del dinero en plaza no sea inferior al que resulte una vez deducida el nuevo impuesto.

-
Deben tenerse en cuenta, además, las condiciones del mercado económico.

Abstención, evasión y fraude fiscal.

Cuando se elude el pago de impuestos se opera la llamada evasión fiscal. Sin embargo, los efectos negativos del impuesto pueden ser lícitos e ilícitos, y tener importancia distinta, por lo que se puede distinguir entre abstención, evasión y fraude fiscal.  

La abstención se verifica cuando el contribuyente se sustrae al pago de impuesto sin acudir a medios lícitos, o fraudulentos. Ocurre ello, cuando el contribuyente se priva o se abstiene de fumar, o renunciar a establecer un pleito para evitar el alto gravamen sobre el tabaco o las tasas judiciales.

Hay evasión cuando el contribuyente recurre a medios ilícitos, ocultando la riqueza imponible o logrando que se le grave un valor menor al que posee. En el primer caso, hay evasión por ocultación material, y en el segundo, por ocultación económica.

Hay evasión ilícita por emigración, cuando el contribuyente emigra o hace pasar al extranjero su riqueza cuando ha contraído ya la obligación fiscal de pagar el impuesto o cuando la ley prohíbe esa emigración.

Hay fraude fiscal, finalmente, cuando los contribuyentes evitan el pago del impuesto mediante falsificación que caracterizan como criminosa su actividad o conducta fiscal. Así ocurre en los impuestos indirectos, con el contrabando para eludir el impuesto aduanero, o con el uso de mecanismos o procedimientos falsos o de casos típicos de fraude fiscal, que por lo general, castiga la ley con la confiscación de la mercadería, graves penas pecuniarias y prisión. 

En los impuestos directos, el fraude aparece presentado por falsas declaraciones juradas, alterando los libros comerciales el resultado de inventario, etc., que son delitos penados por el Código Penal actual en nuestro país.       

Remoción del impuesto

Otro fenómeno que suele confundirse con la evasión, es el llamado remoción del impuesto. Hay remoción del impuesto cuando compensa total o parcialmente el impuesto, porque se modifica la relación entre el costo de producción y el precio del producto, en forma tal, que no queda impuesto a recaudar. La remoción puede prevenir de un esfuerzo del contribuyente o de un reajuste fiscal. En un principio, el impacto tributario, solía conducir a la remoción del impuesto cuando este gravaba las materias primas; pero luego, cuando el objeto de la imposición pasó a ser principalmente del producto elaborado, el contribuyente opta y trata de trasladar el impuesto, haciendo incidir la carga en el precio de venta que aumenta a tal fin. El traslado del impuesto se opera entonces, en las operaciones de cambio.

Conclusión 

Es difícil saber con certeza en que medida se opera el traslado del gravamen. Se podrá saber el sentido de la traslación pero no la medida o el asiento definitivo del impuesto. No es posible, por ello, dar normas de carácter universal, ya que no solo influyen los factores de carácter económico, sino también factores técnicos de otra índole. Por ejemplo: a una industria de capital fijo, le resulta más difícil trasladar el impuesto que a una de capital circulante.            

------------ooooooooo------------

X

Momentos de la imposición 

1. Distinción, 

El impuesto, al afectar la riqueza, ya sea en forma inmediata o mediata, directa o indirecta, da lugar a una serie de fenómenos y consecuencias, que difieren según las circunstancias en que tal afectación se produce. Se hace así necesario discriminar, cuales son los momentos de la imposición, y cual es la naturaleza e importancia de cada uno.
Percusión, traslado o repercusión, incidencia y difusión, 

a) Momento de la percusión del tributo, 

Percusión es el acto formal por el cual el impuesto recae sobre el contribuyente de derecho, esto es, el contribuyente, que por designación o expresión legislativa debe pagar el impuesto. Se afirma entonces, que el contribuyente es percutido, cuando se le obliga por el estado al pago del impuesto, o sea, cuando recibe el impacto del mandato legal de contribuir con el estado. La percusión es el punto de partida para la aplicación de las cargas fiscales.

Cuando el contribuyente de derecho es el mismo que en definitiva paga la carga o la soporta mediante el pago del impuesto, se dice que el contribuyente percutido es el contribuyente incidido. Se cierra así el ciclo, ya que no puede operar el segundo momento, o sea, el de la traslación del impuesto, debido al término del ciclo.

  b) momento de la traslación o repercusión del impuesto, 

Se entiende por la traslación o repercusión del impuesto, la transferencia económica que el contribuyente hace del impuesto.

La trasferencia de la carga impositiva o traslación, a veces es prevista por el legislador; así, la mayor parte de los impuestos al consumo, son soportados por el comprador, pero verdaderamente son pagados al fisco por el vendedor mediante la carga correspondiente que este realiza en los precios. 

En otros casos, la traslación se produce sin estar prevista por el Estado, e incluso, contra su voluntad, ya que aquellos a quien quieren cargar con el peso impositivo, logran transferirlo a otras personas. Esta trasferencia esta regulada exclusivamente por la economía y se efectúa con total prescindencia de disposiciones legales.  

Por ejemplo, un impuesto sobre los salarios, conduce a que el sujeto percutido haga o trate que aquel que le venda los artículos que necesita para su consumo, baje los precios, a fin de mantener el equilibrio entre sus ingresos y salida, o bien, que la persona que le abona el salario, le aumente el sueldo buscando siempre obtener igual finalidad. En ambos casos, el “sujeto percutido” hace traslación del impuesto hacia otras personas, que pasan a ser contribuyente de hecho, o sea, los “sujetos incididos” realmente por el impuesto.   

La traslación tributaria puede darse hacia adelante, hacia atrás o lateralmente. 

- Hay repercusión hacia delante, cuando el contribuyente percutido, para aminorar su sacrificio, logra subir los precios de los artículos que produce.

- Hay repercusión hacia atrás, cuando el sujeto incidido, mediante una reducción en el precio de la mercadería que compra, logra trasladar toda la carga tributaria a los proveedores de su consumo.

- Finalmente, hay repercusión lateral y oblicua, cuando el contribuyente percutido, no pudiendo trasladar la carga hacia adelante o atrás, la hace incidir sobre otros artículos, mercaderías o servicios no gravados por el tributo.

  
Se dice que el fenómeno de percusión es jurídico y el de la traslación es económico.

   
La traslación puede ser total o parcial, según consiga el contribuyente trasferir total o parcialmente el retraimiento de riqueza que le irroga el impuesto. La incidencia puede ser, a su vez, transitoria o definitiva, esto es, mientras no se opera la traslación hasta dar con un el contribuyente que ha de soportar la carga del impuesto. Ha de tenerse en cuenta, que la traslación ofrece variaciones muy diversas, según se trata de un impuesto general o especial, grande o pequeño, ordinario o extraordinario, ya que en definitiva, todo dependerá de la naturaleza del gravamen y de las circunstancias en que la imposición se opera.

Así por ejemplo, si el impuesto es de carácter mínimo, generalmente su traslación es también de mínimo efecto; pues no es intención del productor molestar o ahuyentar al consumidor. Si el impuesto es por su naturaleza de carácter extraordinario, la traslación también no se opera fácilmente, dada la excepcionalidad de aquel. La traslación del impuesto, puede concretarse en fin, de diversos modos, según se trate de un impuesto fijo, impuestos por unidad de mercadería, o impuestos de carácter proporcional o progresivo.

En la repartición de hecho de los impuestos, es casi imposible determinar con exactitud quien soporta el impuesto, solo se sabe:

-
Que algunos contribuyentes no puedan trasladarlos, salvo casos excepcionales, como el caso de los impuestos directos que caen sobre los asalariados:

-
Que otros impuestos pueden ser fácilmente trasladable, como los indirectos a los productores.

-
Que existen otros impuestos de traslación muy dificultosas sin que ello sea imposible, como los impuestos directos que recae sobre los profesionales o agricultores.
c) momento de la incidencia, 

La incidencia indica el sacrificio o la carga efectiva que soportaría el contribuyente de hecho o contribuyente definitivo.

Se verifica por vía directa, cuando el contribuyente percutido, es al mismo tiempo el incidido, o por vía indirecta, cuando la repercusión o traslación del impuesto, cae en definitiva, sobre otra persona, que de hecho sufre el sacrificio tributario, siendo por lo tanto, el verdadero contribuyente incidido.

d) momento de la difusión del impuesto. 

El impuesto se expande a todas las capas sociales. De ahí entonces la necesidad de ajustar el impuesto, conforme a la capacidad contributiva no solo a quien ha de sufrir el impacto fiscal en primer término, sino también de los ulteriores destinatarios de sus efectos. Si un gravamen por su elevada magnitud, pesa fuertemente sobre el consumo, conduce lógicamente a una restricción de consumo. En este caso, el productor recibe menos beneficios, pero el Estado, a su vez, también resulta victima de su propio error al verse disminuido su recaudación debido a la reducción de consumo como de las transacciones.

La irradiación del impuesto se produce, por lo común, en forma lenta, sucesiva y fluctuante, sobre todo en el mercado, tanto en la demanda, como en la oferta, y en los precios. Es por ello que el estado debe tratar de evitar las existencia de gravámenes sobre las clases pobres quienes tienen mayores dificultades que las clases pudientes para trasladar las cargas que las afectan.

Los efectos de la difusión están unidos a circunstancias diversas, como ser a la naturaleza de la demanda del articulo, así los impuestos, son generales o especiales; al caso de los monopolios o la libre concurrencia, a la tasa grande o pequeña del impuesto.

Griziotti, enumera las cuatro circunstancias o condiciones principales que influyen en la difusión:

-
Cuantía de la imposición

-
Numero de contribuyentes

-
Forma del impuesto 

-
Uso de la riqueza absorbida por el impuesto que hace del Estado, respecto del uso que habría echo el contribuyente de esa misma riqueza, para satisfacer sus propias necesidades.

Otros fenómenos que se vinculan con la difusión: reducción de consumos, aumento de producción, aumentos de consumos y disminución de ahorro. 

    2. Relatividad científica en la clasificación sobre momentos de la imposición. 

Los momentos de la imposición o el impuesto que hemos apuntado, han sido objeto de estudio por la mayoría de los doctrinarios. La terminación y la clasificación difieren, según la corriente o escuela en que se ubique el estudioso.

Se cita a Pantaleoni como el precursor del estudio de estos problemas con rigor científico, agregando que existen óptimos trabajos sobre la traslación desde hace medio siglo.

Siguiendo a Pantaleoni, diremos que: los impuestos, o no se pagan, desconociendo legalmente la obligación jurídica, lo que genera la evasión (que adopta formas típicas de contrabando o fraude fiscal); o se pagan, de modo que, ante esta situación, debe distinguirse los siguiente momentos:

-
La percusión: pago formal de impuestos al ente titular del mismo.

-
La incidencia del impuesto sobre el contribuyente de hecho: pago efectivo del impuesto mediante una distribución real de su renta o patrimonio.

-
La traslación: cuando el contribuyente de derecho se resarce en todo o en parte del impuesto que le grava transfiriendo la carga del mismo, al de hecho.

-
Las consecuencias de la incidencia sobre el contribuyente de hecho: pueden presentarse de forma acumulativa o alternativa: a través de una distribución de los consumos (fenómeno conocido con el nombre “difusión del impuesto”), o de una distribución del valor capital de las rentas gravadas (lo que constituye el fenómeno denominado “amortización o capitalización del impuesto”), o de un aumento del esfuerzo (fenómeno conocido con el nombre de “remoción del impuesto”).

La repercusión del impuesto sobre el mercado: que esta constituida por todos los otros efectos que se producen, además de la traslación y de las consecuencias inmediatas que se advierten de la incidencia. Se dice que la repercusión se diferencia de las categorías precedentes por el hecho de tratarse de una multitud de efecto sobre el equilibrio económico que son fenómenos “rebeldes” a la terminología “normal”, no susceptibles de una individualización precisa, y para los cuales falta aun una terminología especial que lo agrupe y designe genéricamente.

Al referirse a este criterio clasificatorio, tales clasificaciones presentan indudablemente, las ventajas de la concisión y de la claridad terminológica; pero de hecho no siempre es posible distinguir unos efectos de otros. Y aun planteando el problema en términos puramente abstractos y científicos, no siempre es oportuno complicar el razonamiento con el solo objeto de ver en que categoría se ha de encuadrar el efecto estudiado.

Por ello, en los estudios más modernos en el análisis de la traslación, se apunta a la distinción entre su “dirección” y el “grado”.

En la dirección se marca la “progresiva” (hacia delante), el impuesto va del productor al consumidor, restringe la oferta por aumentos de los precios; y regresiva (hacia atrás), el impuesto va del consumidor al productor, y traduce una disminución de la demanda, es decir, una contracción de los precios. Ambas traslación (progresiva y regresiva) pueden ser “verticales” (si la variación del precio se limita al producto o servicio gravado por el impuesto, o a sus productos acabados, si se trata de un bien instrumental), o en línea oblicua cuando el productor o el consumidor de un producto gravado, modifican respectivamente, la oferta o la demanda de otro producto no gravado, vertiendo el impuesto, por tanto, sobre su consumidor o producto distinto de que hubiera resultado incidido, si la traslación hubiera sido vertical.

La traslación puede ser de primer grado, de segundo grado o de grado ulterior: cuando haya un proceso traslativo o sucesivo en diversos cambios (de una persona a otra, de esta a una tercera, etc., cada uno es un grado). También la traslación puede ser alternada, cuando el producto trasfiere el impuesto (o parte del mismo) a algunos consumidores; mientras que carga con el impuesto completo correspondiente a otro grupo de consumidores; y acumulada, que es el fenómeno, en virtud del cual el productor transfiere sobre categoría determinada de consumidores, no solo el impuesto completo que le corresponde, sino la de otras, que de este modo queda inmune.

             Presión tributaria. Concepto. Formas de estimación. 

El concepto de “presión tributaria” esta íntimamente ligado a la idea de un sacrificio: impuesto a la colectividad a causa de la detracción fiscal. Cuando se dice en el lenguaje común, que la presión tributaria es tolerable o excesiva, quiere decirse que es el sacrificio impuesto a la colectividad por la actividad financiera, el que es tolerable o excesivo. 

Cuando se dice que la presión tributaria del país “A” es mas elevada que el país “B” quiere afirmarse que los ciudadanos del país, se ven constreñidos por la detracción fiscal a renuncias o sacrificios mas considerables que los del segundo.

Esta idea tan extensa, amplia y genérica ha querido condensarse en la doctrina, por la expresión mas concreta de un “índice” apropiados a tales sacrificios, vale decir, mediante el señalamiento de un sistema que permita medir idóneamente en el tiempo, en el espacio y entre clases sociales, la magnitud del sacrificio que se impone por el Estado a los contribuyentes.

El índice mas elemental suele indicarse por una relación simple entre el monto de la detracción realizada por el estado o los entes públicos en un año y el monto de la “renta nacional” en el mismo tiempo. Así, dada la renta de 100 para la colectividad en un determinado año, sí la detracción impositiva es de 20, en igualdad de circunstancias, tal sacrificio será doble que el de la organización estatal al que solo se le detraiga el 10.

Se afirma por ello, como primer índice de la presión fiscal, aquel constituido por la relación entre el monto de los impuestos detraídos y la “renta nacional”. Dicho indicé se sintetiza en la siguiente relación ordinaria:

P = I / R    ó    P = T / R

La presión tributaria P, es igual a la tributación T, o imposición I, sobre la “renta nacional” R, en un mismo periodo de tiempo.

En otras palabras, la presión tributaria revela la relación que existe entre la suma de  los tributos T, que cubre el presupuesto de todas las necesidades publicas, periódicamente, (por lo común, según el balance fiscal, vele decir, un año) de un país, y la “renta nacional” R, de la cual se extraen los tributos, entendiendo por “renta nacional”, el conjunto de bienes y servicios que existen en una economía dada durante un periodo establecido. La presión tributaria, por tanto debe ser considerada y valorada en función de todos los objetivos que la autoridades publicas se proponen alcanzar con las inversiones y el empleo de la riqueza tributaria. Se tendrá que admitir así entonces, que no porque se demuestre que un país tenga menor presión tributaria que otro, ello basta para afirmar que el bienestar de sus habitantes y su potencialidad económica, estén mejor tutelados que los del otro estado, donde se imponga sacrificios mayores a los contribuyentes.

Los autores se esfuerzan en puntualizar el concepto. Algunos distinguen entre presión tributaria y presión financiera.

Griziotti considera mas apropiados emplear la expresión general “presión financiera” para englobar a todos los recursos públicos, y no solamente los que tienen el carácter y las funciones de tributos. El concepto o la formula de la presión financiera, seria pues:

P = I / R – C

Entendiendo por P, la presión financiera que resulta la relación entre el total de recursos públicos I, y la riqueza nacional R, que exceda en cuanto es necesario para el costo de vida C, conforme el nivel propio de determinado pueblo.

En los últimos tiempos, los estudiosos han considerado que esta relación entre tributación y “renta nacional”, constituye una expresión definitiva como índice de sacrificio, ya que este no es el mismo en materia de detracción si quien posee la riqueza que se detrae, cuenta con una renta que apenas es capaz de recuperarle condiciones de subsistencias, y se lo compara  con quien tenga renta de tal magnitud, que le permiten satisfacer cualquiera de sus deseos.

Por eso, en una segunda apreciación, se procura señalar que la reducción de la renta, solo es admisible tributariamente, en cuanto ella respeta un mínimo social indispensable para satisfacer las exigencias fisiológicas de la colectividad y para mantener la producción nacional al mismo nivel que antes de la tributación. En otras palabras, en la relación indicada deberá considerarse solamente aquella parte de la renta que quede después de haber sido sustraída de la renta total R, la parte necesaria para mantener con vida a la colectividad V. Así se tiene siguiente formula:

P= I / R - V      

Una tercera apreciación se formula en aditamento a lo expuesto. Ella se vincula a los destinos posibles que puedan tener la detracción. El Estado, con la suma recaudada tributariamente, pueda realizar gastos inútiles o que no estén encaminados a aumentar el bienestar material de la colectividad (por ejemplo, si mantuviera la burocracia inactiva, o respondiendo a exigencia de baja politiquería); o, por el contrario pueden emprender obras capaces de aumentar en el futuro la “renta nacional” o satisfacer la necesidades actuales que la colectividad siente realmente (abrir carreteras, construir puentes y caminos). Si por ejemplo, teóricamente, estuviéramos frente a un Estado que con el ingreso que le proporcionan los tributos, produjeran precisamente los mismos bienes y servicios que prestarían los particulares para atender las demandas de la colectividad, habría que concluir que el sacrificio que traduce la tributación no tendría sentido. Por eso se dice, por una parte respetable de la doctrina que, “hay que tener en cuenta además, el valor económico de los servicios públicos”.

Resumiendo conceptos, Cosciani afirma que la presión tributaria de una colectividad se expresa por el siguiente índice:

P= I - S / R – V

En el que P, es le índice de la presión tributaria. I, representa el monto de los impuestos detraídos durante el año, S, el valor de los servicios públicos en lo que trasforma aquella detracción, R, la “renta nacional” del año, y V, la renta no comprimible por ser necesario para hacer frente a las exigencias fisiológicas mínimas de la colectividad.

De ahí la definición corriente de presión tributaria como: la relación entre el conjunto de ingresos y contribuciones detraídos por el Estado y otros entes o autoridades públicas, habida cuenta de los servicios prestados, y la renta colectiva. 

O mas precisamente, presión tributaria, es la disminución del poder adquisitivo o el aumento del costo de reducción que produce en un determinado sistema económico, la actividad financiera del Estado.

             4. Inconvenientes de la presión tributaria. 

La presión tributaria intensa produce como consecuencia, la evasión de impuestos, si es que los gravámenes son excesivos. Otras veces acarrea la emigración de capitales, y otras, el encarecimientos de la producción. A la inversa, existe situación en que la presión tributaria resulta favorable a los fines estatales; por ejemplo, cuando se ataca con impuestos pesados a los capitales que dormitan en los bancos a titulo de depósito.

Para no tener que pagar esos impuestos, tales capitales comienzan a circular buscando inversiones de producción.

Da ahí que se haga necesario entrar en el estudio de la cuestión denominada límite de la presión tributaria, vale decir, si el monto de los impuestos con relación a la renta de los individuos, puede pasar de cierto margen sin producir una catástrofe en la economía de un país.

Los índices y magnitudes han sido, según los tiempos y opiniones, muy dispares. A principios del siglo se consideraban suaves los impuestos que tomaban de 5 al 6% de la renta; soportable, cuando afectaban el 6 al 12%, y gravísimos, cuando pasaban de ese 12% que constituían el límite de la presión tributaria.

Griziotti considera, que no puede hablarse de limites rígidos, sino que son continuamente desplazable, ya que no debe existir limites a la recaudación de los recursos públicos destinados a gastos productores de riqueza y utilidad para los contribuyentes, siempre que se respete con su aumento el mínimo de la riqueza, necesario para los consumos privados. La actividad financiera permite distribuir los recursos, y además de servir con su producido para hacer frente a los servicios públicos, pueden actuar sobre la economía del país en forma favorable con su acción extrafiscal.

La formula de presión tributaria debe también calcular la utilidad futura de gastos actuales y la utilidad presente de los gastos pasados que disfrutamos bajo la forma de servicios gratuitos. Opiniones autorizadas insisten en que pueden detraerse más allá del 18% o del 20% de la “renta nacional”

Ello depende, sin embargo, de la circunstancias; pues todo será poco en materia de tributación para defender la seguridad nacional. Por el contrario, en épocas normales, la voracidad es contraproducente. Otras veces para superar crisis momentáneas, se establecen impuestos a titulo “transitorio”. Pero el tiempo se encarga de demostrar la falacia de la calificación, al quedar ellos como “permanentes”.    

5. Relación de la presión tributaria, con la producción, la renta nacional y con la población.

Como es sabido, el impuesto solo se relaciona con aquellos que tienen la capacidad de pagarlos. De ahí que sea necesario analizar subjetivamente las condiciones que concurren para reconocer una “capacidad contributiva” y las leyes que informan sobre las variaciones cuantitativas de tal capacidad. Luego. corresponde analizar cuales son las fuentes objetivas del impuesto, ya que las riquezas privadas se presentan bajo múltiples formas, en condiciones que difieren dentro de cada economía, con destino, origen y proceso de formación diferente.

Desde el punto de vista subjetivo, quien contribuye al Estado renuncia a la riqueza sustraída por el mismo; renuncia que entraña un sacrificio por cuanto en tal medida, se priva el contribuyente de la satisfacción de una cierta suma de necesidades, que de otro modo hubiera quedado satisfecha. Habrá que distinguir, pues, entre la “presión tributaria individual”, que es la que se ejercita sobre la economía general por el conjunto de todos los impuestos.

En líneas generales diremos, que si la presión tributaria traduce el grado de gravitación que ejerce el régimen impositivo sobre el pueblo como elemento del Estado, tal presión podrá medirse relacionando el monto de los impuestos recaudados, con la producción, o con la “renta nacional”, con la población propiamente dicha. Otro sistema toma en cuenta entre el tributo y la producción.

Algunos autores, han sostenido que una alta presión tributaria, actúa como un estimulante de la producción, mientras que otro piensa que tiene efecto depresivo.

Los primeros dicen que la suma de dinero entregada al Estado en concepto de impuesto, retorna directa o indirectamente al contribuyente; que el impuesto crea trabajo para los obreros y que estimula la producción. Todo depende del destino que se de a la recaudación y de la honestidad de la conducción del Estado, mientras no perturbe la economía general.

Para relacionar la presión con la producción, se toma “un año base” al que se pone el limite de 100, y luego se practica el grafico, y los montos de producción, siempre que la población se mantenga mas o menos en líneas normales. Otras veces se toma el promedio de año.

Si el problema queda referido a la colectividad o población, considerada en su conjunto como un todo único, el índice de la presión  tributaria debe darse en términos de “renta” como disminución de la “renta nacional” a consecuencia de la actividad financiera, o en términos “patrimoniales”, por la disminución del ahorro nacional, o de las inversiones a consecuencia de las misma actividad. Si el problema quiere plantearse en términos de “sacrificio”, habrá que referirse a las distintas clases sociales o grupos productores, ya que solamente el individuo o los grupos homogéneos de individuos, son capaces de apreciar el sacrifico que experimentan pues respecto de las empresas, la presión tributaria tiene importancia, solo como índice de variación del costo del producto, y la presión  se considera como una disminución o aumento de la capacidad de consumo o de la capacidad productiva de las distintas clases o grupos a consecuencia de la intervención estatales.

En cuanto a la relación con la “renta nacional”, ya se ha visto que esta forma es la mas generalizada en doctrina, según se expuso al hablar del concepto de presión tributaria y de sus modos de estimación.        

------------ooooooooo------------
XI

Clasificación de los impuestos 
1. Clasificación de los impuestos.

En este grupo de los ingresos ordinarios del estado de Derecho Público: los impuestos, se estudian diversas clasificaciones basadas en distintos criterios, o en elementos característicos esenciales. Los más importantes y que tiene trascendencia para apreciar las características de un sistema tributario, sus principales manifestaciones impositivas, o los efectos que la imposición produce sobre la economía nacional son: directos e indirectos, reales y personales, ordinarios y extraordinario, únicos y múltiples e internos y exteriores.   

2. Impuestos directos e indirectos. 

Esta es una de las clasificaciones que ha dado origen a las mayores controversias en los estudios financieros; van desde lo que le niegan todo valor, hasta los que creen que es una de las clasificaciones básicas en el estudios de los impuestos. Tres criterios se han formulados para fundamentar esta clasificación:

a) El Criterio Administrativo: según este punto de vista, lo que diferencia los impuestos directos de los indirectos, es la circunstancia de que los primeros, se cobran en conformidad a roles o registros nominativos, en que se conoce la persona del contribuyente y ente afectado por los impuestos directos; mientras que los indirectos, se perciben en ocasión de ciertos actos de vida económica, y en los que el Estado ignora la individualización del contribuyente y, aun mas, no le interesa conocerla. El fundamento de la definición, no se aplica con respecto a muchos impuestos indirectos que son percibidos en virtud de roles o registro nominativos y, así, se ha formulado un segundo criterio para fundamentar la distinción. 

b) El económico o la traslación de una y otra clase de impuestos: según un grupo de autores, Rau y Wagner, entre otros, lo que diferencia básicamente los impuestos directos de los indirectos, es la circunstancias de que los primeros no se trasladan de quien los cancela a otra economía mas débil que, en definitiva, soportaría la carga del impuesto, o al menos no ha sido la intención del legislador en el momento de establecer estos impuestos, que ellos sean trasladados.

En cambio, los impuestos indirectos tenderían, por la naturaleza de los objetos o actos que gravan, a ser trasladados desde la persona que lo ha cancelado hacia otras economías mas débil, aunque este proceso de traslación, ha sido previsto por el legislador, quien al señalar un contribuyente de jure para su pago, no ha buscado en este sino una economía mas fácil de individualizar, a la que le asigna un papel de anticiparle el valor del impuesto, pero que le reconoce, explicita o implícitamente, la facultad de resarcirse del monto del impuesto pagado, mediante la traslación que haga de estos impuestos.

Existen impuestos, dice Peña Villamil, “que por su propia naturaleza no permiten la traslación, como es el impuesto a la renta. Este impuesto directo, aparte de su no traslación es considerado igualmente directo por la característica de orden administrativos-fiscal, de existir un registro nominal del contribuyente. El contribuyente figura en el registro como tal, y sobre el incide el impuesto, donde generalmente no se produce la repercusión del gravamen. El impuesto denominado “Impuesto Inmobiliario”  (Ley 125/91, Art. 54), es considerado igualmente un impuesto directo, pues, el titulo de dominio esta registrado en el sistema catastral bajo un numero convencional que individualiza el inmueble y el contribuyente” 

c) Financiero o la forma que el Estado determina en ambas clases de impuestos, la capacidad contributiva: según lo que estos sostienen, la diferencia esencial entre los impuestos directos y los indirectos, radica en que en los primeros, el estado, mediante procedimiento de su legislación tributaria, determina la capacidad contributiva en relación de la renta que efectivamente aparecen percibidas o devengadas por un contribuyente; mientras que en los indirectos, el Estado no determina esta capacidad contributiva y desconoce o ignora cuál es la posición exacta que el contribuyente de impuesto indirectos tiene en la vida económica, y la induce de simple manifestaciones mas o menos aparentes de la renta de que dispone, a través de los consumos que realiza o de actos que ejecuta; y de los cuales, presume un cierto potencial económico.

Tal como expresa Peña Villamil en coincidencia con Manuel De Juano, puede hacerse una clasificación desde el punto de vista financiero, esclarecedora para establecer el tipo de impuesto (directo e indirecto), según su efecto en el contribuyente de derecho o de hecho: 

Criterio Económico: se toma en consideración el efecto de la traslación del tributo a un contribuyente de hecho; es directo cuando no se opera la traslación. Ej.: Impuesto a la renta. Si se opera la traslación de la carga impositiva a un contribuyente de hecho, el impuesto es indirecto. Ej. Impuesto al consumo.
Criterio financiero: el impuesto es directo cuando afecta una manifestación directa o indirecta de riqueza. Ej. Impuestos inmobiliarios. El impuesto es indirecto, cuando se grava una manifestación mediata de riqueza. Ej. Impuestos a los actos y documentos (Ley 12/91, art. 128) 
Criterio Administrativo: es directo cuando se establece el tributo de acuerdo a registro de contribuyente o catastro en el impuesto inmobiliario. Es indirecto, cuando se aplica el impuesto en base a tarifas o aranceles preestablecidos. Ej.: Impuesto Aduanero.            

3. Impuestos reales y personales. 

Esta clasificación se hace atendiendo a la forma en que el estado considera la renta o riqueza de los impuestos. En los impuestos reales, el Estado solo constata la renta de los individuos o sus riquezas, sin entrar a considerar la situación individual de cada contribuyente.

En el impuesto personal, en cambio, el Estado entra a considerar no tan solo la renta o riqueza de que se disponga, sino la situación especial de cada contribuyente en relación a ciertos factores que pueden modificar su verdadera capacidad económica para concurrir a la carga del Estado. La necesidad de penetrar en la consideración de la situación personal de cada contribuyente, surge del hecho de que la renta de una misma cuantía, pueden representar una capacidad contributiva muy diferente, según sean las circunstancias de cada contribuyente. 

El impuesto es de carácter real, cuando se toman en cuenta aspectos objetivos del hecho imposible”, cuando se grava una riqueza dada: un acto económico, compra de un inmueble, un gasto de consumo con independencia de la capacidad económica del contribuyente. El impuesto es de carácter personal, cuando la captación de la capacidad económica del contribuyente, se hace en base a aspectos subjetivos del mismo, teniendo en consideración su riqueza global, como el caso del impuesto a la renta, tomando en cuenta la suma de todas las rentas del contribuyente procedente de distintas fuentes y no en particular cada renta, para establecer la alícuota o porcentaje que debe abonar como impuesto”.

De esto se infiere, que cuando el impuesto es real, a paridad de renta, paridad de tributos, cualquiera sea el sujeto imponible; y cuando el impuesto es personal, se deben tener en cuenta las diversas condiciones subjetivas de los contribuyentes y las demás condiciones requeridas por la ley del impuesto. Un ejemplo de un impuesto real es el impuesto inmobiliario (Art. 54 de la Ley 125/91). Hecho imponible: crease un impuesto anual que se denomina “impuesto inmobiliario”, que incidirá sobre bienes inmuebles ubicadas en el territorio nacional.

Art. 61: Tasa Impositiva: la tasa impositiva del impuesto será del 1% para los inmuebles rurales menores de 5 hectáreas, la tasa impositiva será de 0,50% (así se grava la propiedad inmobiliarias sin tener en cuenta quien sea el contribuyente).        

4. Impuesto ordinarios y extraordinarios. 

Sobre la distinta naturaleza de estas dos clases de impuestos, no hay unanimidad en la doctrina, y a veces se asigna la categoría de extraordinarios a aquellos impuestos que se los establece no con vigencia permanente, sino en forma temporal. Estima Matus Benavente, que la diferencia entre uno y otra clase de impuestos, es mas profunda, y que debe reservarse la denominación de ordinarios, y el concepto de extraordinarios, para aquellos impuestos que afectan el capital privado.

Como norma general, todos los impuestos que contemplan las legislación, tiene el carácter de ordinario, ya que los impuestos gravan únicamente la renta, y solo en circunstancias excepcionales, dentro del régimen económico en que vivimos, se aprecia gravar el capital. La verdadera naturaleza pues, de un impuesto ordinario o extraordinario. Solo puede ser determinada si se aprecia que parte de la riqueza privada resulta afectada por ellos: si la renta, el impuesto ordinario, si el capital, el impuesto será ordinario, si el capital, el impuesto será extraordinario, cualquiera que sea la denominación que se emplee.

El único impuesto de aplicación general, cuya naturaleza podría corresponder al concepto del impuesto extraordinario, es el que grava a las asignaciones por causa de muerte o a las donaciones entre vivos.     

5. Impuestos únicos e impuestos múltiples. 

Si bien esta es una clasificación meramente doctrinaria, por cuanto el impuesto único, no tiene manifestación dentro del régimen impositivo de ningún país.

Matus Benavente dice, que el impuesto único es el que sustituirá a todos los impuestos que pudieren aplicarse en un Sistema impositivo, para refundirlo en uno solo se aplicara sobre la totalidad de la renta de una economía.

Impuestos Múltiples, continúan diciendo, son los diversos gravámenes que tienen distintas manifestación de capacidad contributiva, a través de los cuales, el Estado diversifica su carga tributaria, pero que, en último término, tienden a gravar una sola fuente imponible: la renta de una economía. Doctrinariamente, indica Matus Benavente, que los sistemas impositivos debieran evolucionar hacia un impuesto de carácter personal a la renta total de los individuos, completándose con otro gravamen sobre la renta de los personajes jurídicos que no las distribuyen entre personas naturales y algunos impuestos de regulación económica sobre los consumos no necesarios. Las ventajas de este sistema estarían, además de su simplicidad, en que seria posible una gran acomodación del sacrificio tributario a la capacidad económica real de cada contribuyente.     

   6. Impuestos interiores, el comercio exterior y teoría general de los impuestos.

Los impuestos llamados exteriores, son aquellos que establecen con ocasión del tributo internacional de mercaderías; y los interiores, son los que gravan renta o manifestaciones de riquezas de las economías privadas residentes o domiciliadas en un país, o rentas cuya fuentes están dentro del país, o que provienen del extranjero, son percibidas por personas que están domiciliadas o tienen residencia en el país de la imposición.

Los impuestos exteriores se establecen en relación a la importación, exportación o transito de mercadería y están representados por los impuestos aduaneros que se aplican en cada puesto de los legalmente habilitados para efectuar ese trafico. Siendo los impuestos sobre la importación, exportación o transito de mercaderías, los únicos impuestos exteriores podrían decirse también, que impuestos interiores son todos los demás impuestos con exclusión de aquellos.

Esta clasificación tiene importancia, por que los impuestos exteriores, al menos dentro de la realidad de las actuales legislaciones impositivas internacionales, están inspirados en fuerte propósito de política económica tendientes a amparar las actividades económico-nacionales, haciendo posible el desarrollo de ciertas industrias, que de otra manera, no podrían desarrollarse frente a la competencia de calidad y precio de artículos extranjeros.

Los impuestos exteriores, están también influenciados por lo acordado en tratados internacionales. La norma, de general aplicación, entre los impuestos exteriores, es que los países no graven sino el proceso de internación o importación, y que la exportación, por el contrario, sea estimulado o favorecido con liberación de impuestos, salvo algunos casos de artículos cuyos precios de producción les permiten competir en los mercados mundiales o que son producidos en forma de monopolios naturales. El sistema de impuestos exteriores responde hoy en día más a las finalidades económico-nacionales, que propuesta de obtener ingresos, y este representado por aranceles aduaneros fuertemente proteccionistas, de los cuales el Estado deriva ingresos, pero, que cumplen paralelamente la finalidad antes señalada.

     7. Contenido de la teoría general. 

Se conoce con el nombre de teoría general de los impuestos, a un conjunto de conceptos, postulados y principios, aplicables a los diversos impuestos en conjunto, a los sistemas tributarios. Esta teoría general hace relación, por tanto, mas con los impuestos mirados en su conjunto que con cada impuesto en especial. Wagner ha sintetizado esta teoría general en: principios de política financiera, relativos a la suficiencia y elasticidad de los impuestos; Principios económicos; Principios éticos y principios administrativos de la imposición.

Flora los ha sistematizado en principios jurídicos, económicos y administrativos.

Examinadas estas dos sistematizaciones, así como otros elementos que forman parte de la teoría general de los impuestos, puede afirmarse que esta comprende el estudio de los siguientes puntos:

-
Concepto del impuesto.

-
Fines de los impuestos.

-
Clasificación de los impuestos.

-
Principios éticos de los impuestos.

-
Principios económicos de la imposición. 

-
Principios financieros de la imposición.

-
Principios administrativos de la imposición. 

     Principios éticos de la imposición. Generalidades; 

Cuando el Estado persigue únicamente la finalidad tributaria o fiscal de los impuestos, solo considera su necesidad de ingresos y manifestaciones, reales o aparentes, de poder económicos, en bases a las cuales establece sus impuestos. En realidad, hasta el triunfo de las ideas que inspiran a la revolución francesa, hubo siempre expresión de pensamiento moral o financiero que repararon en la injusticia de ciertos impuestos, o que reclamaron que ellos atendieron a la capacidad económica de los contribuyentes, y que criticaron los sistemas impositivos en cuantos estos gravitaban drásticamente sobre las clases económicas débiles, o en cuanto concedían privilegios y exenciones tributarias a ciertas clases que eran precisamente, las que detentaban la riqueza.

Adam Smith, al proponer su formula igualitaria y proporcional de imposición, había expuesto un pensamiento que, en su época y atendidas las condiciones financieras de ella, significa un avance doctrinario, por cuanto al menos reclamaba contra el régimen de privilegio imperante, que todos los súbditos del Estado contribuyeran a los gastos públicos en proporción a la renta que obtendrían bajo la protección del Estado.

Estos principios éticos de imposición, a través de todas sus distintas expresiones, pueden condensarse en el estudio de los postulados, cuyos contenido han sido variado en la medida que las ideas han evolucionado, en busca primero, de una igualdad jurídica entre los hombres y, mas tarde, hacia una equitativa distribución de las rentas que genera la actividad económica, y hacia la realización de los principio de que los egresos del Estado, deben ser financiados especialmente por quienes, bajo el amparo de la organización que el asegura, obtiene una cuota mas alta de ingresos en la distribución primaria de la renta nacional.

  El postulado de la generalidad de la imposición. 

Cuyo contenido es la siguiente: que todos lo que gozan de renta bajo la protección del Estado, deben contribuir al financiamiento de los gastos públicos. Este postulado nace como reacción a las condiciones en que se desenvolvían las finanzas publicas en la época en la que él se formula; caracterizada por la existencia de privilegiados y de exenciones tributarias en favor de las clases económicas o sociales, que eran por otra parte, las que detentaban la riqueza (nobleza, clero), mientras que la carga tributaria pesaba sobre la clase económicamente mas débiles, y estaba representada por un sinnúmero de impuestos indirectos, que gravaban los consumos mas necesarios como el pan, la sal, etc.

La generalidad en la imposición representa un progreso ideológico, en relación al tiempo en que este postulado se formula, porque al menos, reclama que todos contribuyan con la carga del Estado. Sin que existan clases privilegiadas, pero, evidentemente, este principio estaba inspirado en una concepción de igualdad jurídica entre los ciudadanos que no pueden trasladarse al terreno económico de la misma forma. En efecto, sostener en que todos deben contribuir en la misma forma  a la carga del Estado: Cuando la realidad es que la capacidad económica que los individuos obtienen del proceso económico, es profundamente distinta, y que la desigualdad de rentas y riquezas, es una de las características del régimen económico en que la humanidad vive desde hace muchos siglos, significaría agravar estas diferencias, cercenando rentas de los grupos carentes de toda capacidad contributiva y absorbiendo de los contribuyentes de las altas rentas, sumas proporcionalmente iguales a las que pagan los sectores de rentas mas reducidas.

La generalidad en la imposición debía pues, ser revisada como exigencia para realizar la justicias tributaria, y dársele un contenido que, mas allá de la igualdad jurídica, signifique igualar el sacrificio económico que los diversos grupos soportan al contribuir a la carga del Estado. Un nuevo postulado debía venir a modificar y a complementar el de la generalidad, y es el de la uniformidad en la imposición.

El postulado de la uniformidad en la imposición: expresa que no es la generalidad en la imposición la que logra dar satisfacción a los principios de justicia tributaria, y que ella debe ser realizada en forma de igualar, hasta donde sea posible, el sacrificio de las diversas economías experimentan con el pago de los impuestos. La uniformidad en la imposición plantea pues, la exigencia de que el Estado, al establecer un sistema impositivo, no atienda solo a su necesidad de ingreso o de la igualdad jurídica, que es la base de otras relaciones sociales, imponiendo sus cargas tributarias en relación a manifestaciones aparentes del poder económico; sino que atienda a la necesidad de igualar el sacrificio económico que las personas experimentan con el pago de impuestos.

La uniformidad es pues, un postulado que exige igualdad en el sacrificio impositivo, basado en consideraciones reales; en el hecho cierto de que, rentas de distintas cuantías, tiene también capacidad tributaria diferente, y que esta se acrecienta a medida que la renta se eleva, y disminuya hasta la falta total de capacidad contributiva cuando la renta debe determinarse a la satisfacción de necesidades esenciales.               

La capacidad tributaria

Se entiende por capacidad tributaria o contributiva, la aptitud que una economía tiene para soportar el peso de los impuestos, sin que vea afectada la satisfacción de sus necesidades esenciales, o las de su grupo familiar dependiente.

La capacidad tributaria hace relación con las personas pero, queda sin solución de aptitud de las economías que adquiere renta en forma de sociedades, u otras entidades económicas. Para estas, la capacidad contributiva puede medirse por la renta o saldo favorable de ingreso que obtiene como producto de una actividad económica, pero como quiera que estas rentas, en una u otra forma, van al patrimonio de las personas naturales, es en ellos que debe apreciarse la capacidad tributaria y por eso se tiende, cada vez mas, hacia la formula impositiva personal, en la cual se aprecia la totalidad de las rentas que una persona natural obtiene, cualquiera que sean las fuentes de donde las derive.

En cuanto a la capacidad tributaria personal, esta depende fundamentalmente de la cuantía de la renta total de que se dispone, unidas a factores, tales como los gastos en que ha debido incurrirse para producirla, las cargas familiares que se tenga, las posibles perdidas que hubiere sufrido, etc., y solo puede ser determinada en el impuesto personal a la renta neta total.

Pero la realidad financiera en todos los países, es la de un sistema impositivo, integrado por conjuntos de impuestos, establecidos separadamente y regulados por rentas fraccionadas que pueden obtenerse de distintas fuentes o actividades, a los que se agregan los impuestos indirectos, que prescinden casi por completo de la capacidad tributaria de las personas sobre las cuales recaen. Sin embargo, la observación de algunos principios de carácter general y el establecimiento de algunas bases financieras, permiten concebir un sistema tributario que haga posible el considerar la capacidad contributiva; ellos son:  

-
La existencia de un mínimun de renta totalmente liberada de imposición.

-
Un acentuado predominio del impuesto personal sobre la renta.

-
Supresión de todo impuesto que grave los usos o consumos de primera necesidad.

-
Una discriminación entre las rentas provenientes del trabajo y las de capital, a fin de conceder a las que son producto del trabajo y hasta cierto limite, un trato tributario mas favorable, que puede ser el de total exención o de una reducida imposición.

-
Y una progresividad en el sistema tributario, como formula impositiva para concurrir a las cargas del estado, acomodadas a la capacidad contributiva de las economías.   

Mínimum exento de imposición. 

Seria una determinada cuantía de renta que estaría libre de todo impuesto directo. Por considerarse que con ella, el contribuyente debe atender a sus gastos necesarios de subsistencia, tales como alimentación, vestuario, vivienda, atención medica, etc. si bien esta suma no es fácilmente determinable, tampoco es fácil establecerla sobre la base de estudios estadísticos comparativo del impuesto de presupuestos familiares e individuales de las personas que viven de un sueldo o salario medio. Este mínimum debería, no solo contemplar las necesidades consideradas básicas o necesarias de subsistencia, sino las inherentes a un moderado o modesto Standard de vida, cuya satisfacción puede requerir algo más de renta de la mera satisfacción de necesidades elementales.

Este mínimum de renta, exento de toda tributación, debe ser revisado en relación a las variaciones que experimenta el costo de vida, especialmente en los periodos de acentuadas fluctuaciones en los precios, y debería ser una de las propuestas que se contemplaran en el proyecto del presupuesto publico para un año fiscal, en relación al rendimiento del impuesto personal a la renta.

Hemos dicho que este mínimum debe estar exento de todo impuesto directo, idea que debe completarse con la de supresión de los impuestos indirectos que grave los usos o consumo de primera necesidad, ya que de lo contrario, el mínimum exento se haría ilusorio. Este mínimum exento debería contemplarse únicamente para la renta del trabajo o de otra que provienen de un trabajo anterior, como es el caso de las jubilaciones, o para rentas que, aun provienen de pequeños capitales, sean percibidas por personas imposibilitadas para ganarse la vida, en razón de la salud o de la edad; pero, no encontraría justificación para rentas que provengan de capital, cuando el contribuyente tenga capacidad de trabajo y otras fuentes de entradas.            

Predominio del impuesto personal. 

Estimamos que el impuesto a la renta, como tasa progresiva, debe ser uno de los pilares en que descansa el sistema impositivo. Para ello tenemos las siguientes razones:

-
La consideración únicamente aceptada, de que en definitiva, todos los impuestos afectan a la renta de los contribuyentes, y que, por tanto debe orientarse, el sistema tributario, hacia este impuesto que es el único que ofrece un cuadro sobre la renta total de las personas, y sobre la carga o gastos necesarios que puedan afectar esa renta;

-
Que en los impuestos reales, no es posible aplicar la tasa progresiva, porque ella podría generar injusticia tributaria; y 

-
Porque el predominio de este impuesto, que pueda estar vinculado a otras, simplifica enormemente el Sistema impositivo, y haría más fácil su aplicación y fiscalización.  

Supresión de todo impuesto que grave los usos o consumos de primera necesidad. 

Entre los impuestos indirectos, se distinguen aquellos que gravan los usos o consumos de primera necesidad, los que gravan los generales o usuales, pero no necesario y finalmente, aquellos que gravan los usos o consumos suntuarios o de lujo.

Para dar cumplimiento a los principios de justicia tributaria, solo los impuestos indirectos que gravan uso o consumo necesario, son condenables, por la naturaleza misma de los artículos que estos impuestos gravan, cuyo uso o consumo no dice tanto en relación con la cuantía de la renta de que se disponga, sino con la necesidad de subsistencia o con el mayor numero de carga familiares que un contribuyente puede tener. En cambio, los usos o consumos generales como bebidas, cigarrillos, artículos de cierta calidad, esparcimiento, etc., supone la posibilidad de emplear rentas que excedan el mínimum necesario de subsistencia, que al mismo tiempo pueda servir como base de impuestos de regulación económica, pueda ayudar al Estado a obtener ingresos, con los cuales, operar posteriormente una política de mejor redistribución de ingreso nacional. Finalmente, los usos de consumos suntuarios o de lujo, no merecen reparo doctrinario, ya que solo afectan a quienes disponen de un alto poder económico, y pueden también servir al Estado en su política redistributiva de las rentas.  

Discriminación de las rentas. 

Esta institución financiera esta destinada a formular una distinción de contenido social y financiero entre las rentas ganadas del trabajo, o no fundadas, y las rentas del capital, o no ganadas o fundadas. Su fundamento se encuentra, no en el deseo de perseguir al capital, sino en ciertos hechos que corresponden a una realidad, que considerándolo, permiten en justicia conceder a las rentas del trabajo, un trato tributario mas favorable que el que se conceda a las rentas del capital, salvo cuando las rentas del trabajo alcanzan un alto nivel, que hace innecesaria una protección social de sus beneficios. 

Estos hechos reconocidos son los siguientes:

-
Que la renta proveniente del trabajo, son más inestables que las del capital, ya que están expuestas a los riesgos de enfermedad, invalidez, cesantía, o finalmente, al hecho mismo de la muerte, que puedan afectar a quien las produce. Estos riesgos o hechos a que están expuestos, hacen necesario, salvo el caso de una amplia seguridad social garantizada por el Estado, que sus beneficios deban tener saldos favorables que les permitan afrontarlos.

-
Que quien tiene  una renta del capital, posee además y, generalmente, su capacidad de trabajo, que esta socialmente obligado a emplearla y que le otorga, así, un mayor poder económico.

Esta institución fue introducida en Inglaterra en el año 1907 y, por los excelentes resultados que produjo, es conocido por el nombre de la reforma moral de Asquith. Esta discriminación debe aplicarse solo ciertas cuantías de rentas, ya que como lo expresamos, las altas rentas del trabajo, no justificarían una protección social de ellas, y puede traducirse en un impuesto de tasa más reducida para estos ingresos, o en un mayor mínimum exento que el que pueda acordarse para rentas provenientes del capital.

En cambio a las rentas mixtas, que provienen del trabajo y del capital, debería establecerse cual es el elemento que predomina en su producción, según sea la conclusión considerárselas como derivadas del trabajo o del capital para los efectos de su imposición.     

Progresividad en el sistema tributario.                                                  

Los sistemas tributarios vigentes hasta fines del siglo XIX, descansaban en la generalización de la formula proporcional de imposición, que consiste en que la tasa o por tanto por cierto del impuesto, se mantiene constante cualquiera que sea la capacidad a que se aplique. Esta formula satisfacía el principio de generalidad, pero se hizo manifestación inadecuada ante el postulante de la uniformidad. En efecto, si consideramos una renta anual que cubre únicamente, o a veces ni esto, a quien se priva, en virtud de la tasa proporcional de un 10% de su renta, ello significa obligarlo a reducir su Standard de vida por bajo un mínimum de bienestar material el que, según afirma Santo Tomas de Aquino, es indispensable hasta para practicar la virtud.

En cambio, esa misma tasa proporcional de 10% aplicada a una renta diez veces igual a una renta vital, significa privar a su poseedor de una parte de ella que, de otra manera habría destinado a capitalizar, o a llevar un alto Standard de vida, pero en ningún caso privarlo de usos o consumos absolutamente necesarios.

La formula proporcional, además, se veía agravada en sus efectos no igualitarios, por que de hecho se transforma en formula regresiva de imposición, es decir, que el tanto por ciento de la renta absorbida por los impuestos, crece en relación progresivo, pero adversamente a la cuantía de las rentas, regresivas que se producen en un sistema impositivo en que los impuestos indirectos constituían, por otra parte la base del sistema. El autor más representativo entre los defensores de este sistema es Wagner, que lo apoyó en vista de una política fiscal de contenido social.

Reconocemos que la progresividad no puede ser aplicada con justicia en cada impuesto en particular, por que ello crearía diferencia ente las economías o personas que reciben las rentas de una sola fuente de ingreso, con aquello que los deriven de varias fuentes.

Lo que interesa es que el sistema impositivo sea progresivo en su aplicación, es decir, que el peso de los impuestos en su conjunto, resulte afectado progresivamente a la renta más alta en relación a su cuantía, y por ello no puede exhibirse como respondiendo a una base progresiva, un sistema en el que, mientras exhibe una tasa progresiva en el impuesto personal, a la renta, a las herencia o donación, o en uno o dos impuestos más, los impuestos indirectos representan en el una alta cuota de ingresos, superior a la de los directos, tanto mas si estos impuestos indirectos gravan usos o consumos de primera necesidad.

Las bases orgánicas en que debe descansar el sistema impositivo, consignamos:

-
Preferencia por los impuestos directos fácilmente determinables.

-
Fuerte tendencia a transformar el impuesto personal a la renta, en base financiera del sistema.

-
Un mínimum de renta totalmente exenta de impuestos directos.

-
Supresión de los impuestos indirectos que gravan los artículos de primera necesidad.

-
Impuestos de tasa fuertemente progresiva que graven los beneficios excesivos de la industria y el comercio.

-
Impuesto fuertemente progresivo a las herencias y donaciones que se produzcan en beneficios de personas distintas del núcleo familiar inmediata del causante, y

-
Una discriminación de las rentas entre las provenientes del capital y las del trabajo.               

------------ooooooooo------------

XII

Tasas
1. definición

Se define a las “tasa” como la prestación pecuniaria que el estado exige a quien hace uso actual de ciertos servicios públicos. 

En esta definición resaltan tres elementos:

-
El uso actual de un servicio publico.

-
Un pago del particular al Estado de una suma de dinero por este uso, y 

-
La idea de que solamente en ciertos servicios públicos se cobran tasas.

Al decir del Prof. Carlos Mersán, “la tasa difiere del impuesto porque se refiere a un servicio determinado, divisible en tanto que con éste, se pagan servicios invisibles”.

Desde otro punto de vista, la tasa de dirige principalmente a cubrir el gasto, y el impuesto considera la cantidad de riqueza poseída.

Para que la tasa se legitime, es necesario que el servicio prestado sea real y que su medida no exceda el importe de los gastos determinados por quien los paga. No obstante, existen tasas como las portuarias, en que su utilización es forzosa, y como las de alumbrado, barrio y basura, en que muchas veces, no se cumple el servicio, pero se cobra el importe, porque existe una presunción legal de su prestación.  

2. Fundamento de las tasas. 

¿Por qué el estado no financia todo sus servicios públicos solamente por medios de tasas o solamente por medio de impuestos? 


Se ha dicho que esta coexistencia de ingresos de Derecho Público, se debe a que existen ciertos servicios públicos en que no es posible determinar la ventaja, utilidad o beneficio que reportan desde un punto de vista individual, como seria el caso de los servicios que prestan la FF.AA de un país, que asegura el respeto a la soberanía del estado; mientras que hay otras en que es posible una mayor determinación individual del beneficio, como seria el caso del servicio de correos, en que los beneficiarios individuales, aparecen aparentemente representados por quienes hacen uso de este servicio.


Continuando con estas ideas, se ha llegado a formular una división entre servicios públicos de consumos divisibles y servicios públicos de consumo indivisible y, en principio, los primeros, deberían ser financiados por tasas, y los segundos, por impuestos. Junto a este planteamiento formal del problema, se sugirieron razones de aparente equidad para defender la coexistencia de estas dos clases de ingresos, y se afirmó que era más justo o equitativo que concurrieran al financiamiento de los servicios públicos, los que hacen usos de ellos. Se cree que estas distinciones obedecen a un criterio de profundo individualismo en las consideraciones de las relaciones que se originan de la vida en sociedad, según el cual, se contribuiría al mantenimiento de los servicios públicos en razón de la necesidad que se tenga de usarlos, y no en relación a la capacidad económica o contributiva que se obtiene al amparo de una determinada organización social.


Extremar las ideas que sirvieron de fundamento al nacimiento de estas dos clases de ingresos, significarían, mirando el problema desde otro punto de vista, negar la posibilidad de usar un servicio público a quien carezca de la capacidad económica para procurárselo, y más allá aun, destruir la concepción de lo que son los servicios públicos, por que muchos de estos, no son usados por quienes gozan de un alto poder económico, ya que los sustituyen con servicios personales directamente remunerados por ellos.      

3. Determinación del valor de las tasas. 

¿Con que criterio el Estado fija y determina el valor de la tasa que cobra a quienes hacen uso de ciertos servicios públicos?


Un primer criterio de carácter estrictamente matemático, y si se aplicara en todo su rigor, la idea que informa las tasas, seria el de dividir el costo total de servicio de consumo divisible, por sus unidades de consumos, y cobrar por cada uno de estas su costo matemático. Pero el Estado advierte que por sobre el principio de que ciertos servicios se financien por medio de tasas, existe un interés colectivo en que se haga uso de estos servicios, cuya existencia favorece la convivencia social, el nivel cultural, la vida civil de los ciudadanos, etc. y así, el principio del costo matemático, debe ceder el paso a la idea de favorecer el uso de estos servicios públicos, rebajándose el valor del costo matemático a una cantidad que, en todo caso, haga posible el consumo de estos servicios en los que, junto al interés individual comprometido, existe un interés social en que se acuda a ello.


El criterio matemático se ve modificado, y en la determinación del valor de las tasas, considera la circunstancia de que el servicio público debe estar al alcance de los que necesitan, aun cuando estos no puedan cancelar el costo matemático de la unidad servicio. El estado puede, además, aun dentro de un servicio publico financiado en pagos por tasas, llegar a ponerlo a disposición gratuita de los particulares, cuando algunos de estos carecen en forma absoluta o relativa de capacidad económica, para hacer uso de ellos, como seria el caso de las becas que se conceden en los servicios de instrucciones. Sugerimos la idea de que los servicios públicos prestan una utilidad a la colectividad, los individuos, aun cuando no hagan uso actual de ellos, y que por la mera existencia estos servicios, los que son sus consumidores eventuales, deberían soportar una parte de sus costos.


Surge la pregunta de como se va a financiar, en este caso, el déficit producido por mantenerse un servicio publico en que se cobra por sus unidades un valor inferior al costo matemático; y la respuesta esta en este déficit debe ser financiado por ingresos de los impuestos        

4. Criterios financieros y sociales para fijar concretamente el valor de las tasas. 

El Estado, en esta construcción financiera artificial, que son las tasas, cuando se trata de determinar el valor en que las fijara, debe proceder tomando en consideración varios elementos de juicio, que serian los siguientes:

-
hasta que punto el uso del servicio publico predomina mas un interés social que el interés personal de quien concurren a el, y que,

-
en todo caso, la tasa no puede ser tan alta que impida a ningún interesado el acudir al servicio público que haga uso de el;

-
finalmente, que una parte del costo, debe ser financiado por toda la colectividad a través de los impuestos, por ser ella consumidora eventual.

Así, como en los de servicios públicos, en que predomina un interés púbico en el uso de ellos, podríamos citar, la instrucción en sus distintas ramas, especialmente la primaria, la técnica y la superior. Los servicios judiciales, mirados desde un punto de vista y, particularmente, rama civil de la justicia, pueden, aparentemente, servir los intereses privados de individuos que acuden a ellos en defensa de sus derechos, pero, por otra parte, nadie podría negar que la administración de justicia esta íntimamente vinculada a la paz social y, al respecto, convendría recordar que en tiempo de la Revolución Francesa, se abolieron las tasas relativas a la administración de justicia por estimarse que las controversias judiciales, se derivan, o de la imperfección de las leyes, o en el caso de las justicia Criminal, por la deficiencia de la protección social; y fue Napoleón quien mas tarde, las restableció.      

5. La unidad de consumo como base para determinar la tasa. 

En relación a la forma de distribución el costo de un servicio público entre los consumidores a que se atiende por tasas, se plantea el problema de determinar lo que se llama unidad de consumo, que seria para cada servicio el que se presta a un consumidor o usuario. Esta unidad de consumo al que el servicio publico es capaz de atender, se determinaría en su valor matemático, dividiendo el costo del servicio por el numero de unidades de consumo, y conocido este valor, estaría a modificarse para determinar la tasa en relación al criterio que predominara sobre si en el uso del servicio publico, predomina el interés publico o el interés particular.    

6. Sistema de tarifas de la unidad de consumo. 

Se llama “tarifa al sistema de tasas”, establecida por relación al número de unidades consumidas de un determinado servicio, que podrían ser uniformes, progresivas o regresivas. Desde otro punto de vista, en el servicio en que la unidad de consumo, o tiene varios elementos para su determinación, como seria el caso de traslado de carga de movilización de pasajeros, en que pueden jugar factores como peso, volumen y distancia, que pueden considerarse todos ellos, o estandarizarse la unidad de servicio, determinando su valor por el elemento que predomina en el costo de producción de utilidades, y así se habla de: 

-
Tarifas unitarias, en que se combinan diversos elementos para fijarse el valor.

-
Tarifas únicas, en que se considera un solo factor predominante. 

7. Sistema de recaudación de las tasas. 

En la recaudación de estos ingresos se emplean diversos procedimientos, según sea la naturaleza del servicio de que se trata;

-
En algunos se exige el pago de la tasa en forma directa e inmediata de quien recurre a el;

-
En otros, son los propios funcionarios encargados de estos servicios, los que recauden del publico el valor de las tasas en el momento en que prestan sus servicios, y 

-
Finalmente, en ciertas oportunidades se usa un sistema indirecto de estampillas, timbres, o papeles con el sello del Estado, que deben ser inutilizados en el momento en el que se presta el servicio.

8. Los servicios públicos costeados por tasas en el Paraguay. 

El Prof. Carlos A. Mersán, ofrece una reseña de las tasas encontradas en la legislación positiva. 

A continuación un pequeño resumen de las mismas:

En la Ley 125/91, las tasas por certificados, informes o testimonios de documentos, Gs. 500, y las copias autenticadas de leyes, Gs. 300.

Tasas portuarias a ser percibidas por la A.N.N.P., establecida por la Ley 303 del 31 de octubre de 1955, y su modificación del año 96, entre los que se cuenta las:

-
Tasas de muelle, por la utilización del lugar de atraque.

-
Eslingajes: para mercadería de exportación, importación y removidos.

-
Manipuleo: por mercaderías desembarcadas sobre camiones o embarcadas desde camiones, o por operaciones de removidos.

-
Almacenaje de mercadería: de importación por periodo de 10 días hábiles; por mercadería peligrosa, por periodo de 8 días, así, por la inflamable y oxidante, y las sustancias peligrosas diversas.

Régimen de pacotilla: abonaran una tasa de 2% sobre el valor de la mercadería introducida. Prevé tasas para contenedores de diferentes medidas e igualmente, para servicios accesorias.

-
Tasas municipales. Entre las que destacamos las establecidas por la Ley 881/81: de recolección de basuras y barrido de vía pública, limpieza de cementerio, contratación e inspección de pesas y medidas, por provisión de chapas, por ocupación de corralones municipales, por servicio de salubridad, por servicio de desinfección, y de la “conservación de pavimento” llamada indebidamente como “contribución”.

-
Tasas de alumbrados: establecida de la Ley 966/64: por servicio de alumbrado publico a cargo de la ANDE, que será pagado por los propietarios beneficiados o por el ocupante por cuenta del propietario, en proporción del frente de sus respectivas propiedades, tomando el cuenta la potencia de luz existente en las calles iluminadas. Estas alcanzan hasta los propietarios de inmuebles situados dentro de los 60 metros a partir de la última lámpara de alumbrado. El pago es mensual o bimestral, y la mora da derecho a la ANDE al corte de la energía eléctrica. Debe recordarse que además de esta tasa, la ANDE percibe un precio por el suministro de energía eléctrica a los propietarios que lo soliciten.

-
Tasas del Ministerio de Relaciones Exteriores: determinadas actuaciones realizadas en el Ministerio de Relaciones Exteriores origina el pago de tasas, como la expedición, renovación, prorroga de pasaportes oficiales y diplomáticos.

-
Tasas sanitarias: aranceles de los servicios del Ministerio de Salud Publica y Bienestar Social, por diversos conceptos, tales como registro sanitarios, importación de productos farmacéuticos, expedición de certificados, fijación de precios de medicamentos, registro de plaguicidas, fertilizantes, tabacos, bebidas alcohólicas importadas, empresas, análisis laboratoriales de aguas, desinfección de vehículos, etc.

-
Tasas de Peajes: La última modificación data del año 1990; establece nuevas tarifas y modalidades de percepción de tasas de transito (peajes) por el uso de rutas camineras y cruce de puentes, dentro del territorio nacional, quedando facultado el Ministerio de Obras Publicas y Comunicaciones, a recaudarlas.

-
Tasas en el Aeropuerto Silvio Pettirossi: y en el Aeropuerto internacional Guaraní, por servicios, aeronáuticos y tarifas, a cargo de la dirección de Aeronáuticas Civil.     

9. La obligatoriedad de las tasas. 

Tasa es la cantidad de dinero que percibe el Estado o entidad autárquica, en virtud y con motivos de la prestación de un determinado servicio público, y por la ventaja prestada por ese servicio.

Dice el Prof. Mersán, que “desde un estricto punto de vista jurídico, la tasa es una prestación pecuniaria, debida en base a una norma legal, en la medida establecida por ésta, exigida por acto de autoridad del Poder Publico, integrada con una actividad del Estado, divisible e inherentes a su soberanía (como en las tasas judiciales), hallándose a esa actividad relacionada directamente con el contribuyente, o sea que, es una prestación exigida por el Estado por usufructuar un servicio otorgado por el mismo.

La actuación estatal vinculante es quizás el elemento caracterizador mas importante para saber si nos enfrentamos a un impuesto o a una tasa; y se ha sostenido que es de la naturaleza de la tasa que su cobro corresponde siempre a la concreta, efectividad e individualizada prestación de un servicio al contribuyente. La diferencia más relevante con el impuesto, es la vinculación de la tasa con una actividad estatal, por lo que ellas se clasifican, generalmente en doctrina, en tasas judiciales y tasas administrativas, controles, fiscalización, legalización de documentos, licencias, etc.


La diferencia fundamental con el precio, es que esta deja un margen de utilidad, y las tasas, sólo cubren el costo del servicio, por lo que algunos autores la llaman precio público.     

El Prof. Caballero Giret, en clase y sobre el punto, expresó, que la diferencia entre la tasa cobrada por el Estado y la tasa por servicio publico, es que ésta ultima se denomina Precio Publico, porque existe en el pago una voluntariedad, es decir, no hay coercibilidad en la contraprestación, y se formaliza e través de un contrato llamado de adhesión, en donde una de las partes, acepta las condiciones de la otra: precio por los servicios de ANDE, CORPOSANA, ANTELCO, entre otros.


Asimismo expreso, que la diferencia entre el precio público y el precio del sector privado, reside, en que el primero, busca la perfección del servicio y no la utilidad, mientras que el segundo, busca el beneficio o utilidad, siendo el fin de todo sector privado.

Por otra parte, la Constitución Nacional en su Art, 176, al hacer referencia a los recursos del Estado, establece como uno  de ellos a las tasas; y la ley 14/68, considera que las tasas no son recursos tributarios, contrariamente, a lo considerado por la doctrina.    

10. La historia de las tasas. 

En la antigüedad no existieron tasas, pues, el Estado primitivo no prestaba ningún servicio público a los súbditos y, por el contrario, estos debían o estaban obligados a servir gratuitamente a sus señores. Durante la Edad Media llegaron a difundirse las tasas en donde los súbditos debían pagar a los señores feudales por determinados “servicios” que estos les prestaban, como por ejemplo, para que les permitieran ejercer profesión o empleos, transitar por las rutas o cruzar los puentes, por utilizar las tierras del señor feudal, etc., que, posteriormente, se convirtieron en el concepto antiguo de peajes para el transito y tasas cobradas directamente por el Rey. Estaban vinculados a la idea de propiedad del dominio territorial; no eran estrictamente tributarias.

Con el correr del tiempo se fueron desarrollando hasta llegar a su moderna concepción actual. 

11. La política de tasas.                                           

Las evoluciones de la ideas, ha llevado el pensamiento a otras formas de concebir la convivencia social, en que se ve y se aprecia mas la sociedad como un todo, y las relaciones entre los hombres regidas, no solo por principios económicos, sino por ideas y sentimientos y por realidades espirituales tan poderosas como la de solidaridad social, por que la existencia de servicios públicos a disposición permanente de la colectividad, aunque no se los use, presenta una ventaja para los consumidores eventuales. Es por ello que esta distinción, e incluso, la coexistencia de estos ingresos, van cediendo terreno, y se advierte un desplazamiento de los servicios públicos financiados por tasas, hacia los financiados por impuestos.

------------ooooooooo------------
XIII

El principio de la proporcionalidad, y el de la progresividad
Entre los Principios Generales del Derecho Tributario, se cuentan: el de legitimidad (no hay tributo sin ley que lo establezca); igualdad: la igualdad es la base del tributo; elimina los privilegios. Los de proporcionalidad y progresividad en la imposición: el de no a la doble imposición, etc. 

         1. Concepto. 

La tarifa o tasa del impuesto, es la cifra que fija el monto del retraimiento de riqueza que debe efectuarse sobre la materia imponible. Este monto se exterioriza en un porcentaje de dicha materia, por ejemplo, tasa del 5%, 20%, etc.

Un contribuyente procura que dicha tasa sea la mas baja posible, mientras que el fisco, aún sin pretender lo contrario, debe propender a que ella sea la mas ventajosa a su respecto. Esto no equivale a la tasa mas elevada, por cuanto es sabido que la elevación desmesurada de las tasas e impuestos, no solo conduce a los llamados efectos sicológicos negativos del tributo, sino que fomenten el disimulo y la evasión de la riqueza. Mas allá de ciertos puntos, según la doctrina francesa, “el impuesto se devora a si mismo”, y a veces, una reducción de sus tasas conduce a una mayor recaudación.

Las interrogantes sobre la forma de imposición son los siguientes:

¿La tasa del impuesto debe determinarse antes o después de la percusión, vale decir, el impuesto debe ser de cuota o de distribución (repartición)?  ¿La tasa del impuesto debe ser constante, uniforme o variará con la utilidad de materias imponibles? Esto es, ¿debe aplicarse el impuesto proporcional o el progresivo? A cantidad igual de materia imponible ¿la tasa debe ser la misma, sea cuales fueran las fuentes  o el origen, o debe variar siguiendo el genero de la materia imponible. Lo que significa entrar en la cuestión de la discriminación del impuesto?      

Formas en que se aplica. 

Para determinar la tasa del impuesto, dos son los métodos aplicables:

-
Impuesto de cuotas: la ley puede fijar, primeramente, de manera categórica la tasa aplicable a cada unidad de materia imponible: por ejemplo, impuestos del 16% sobre los salarios. Del 20% sobres las ganancias eventuales, del 30% sobre los loteos. Con este procedimiento, el producido del impuesto resulta incierto hasta el fin del año financiero, ya que dependerá, en definitiva, pues que las cifras que aparecen en el cálculo de recurso del presupuesto, solo son una mera previsión.

-
Impuesto de repartición o de contingencia: la tasa del impuesto que se aplicará a la detracción de riqueza imponible. No se determina inicialmente por la ley. Lo que la ley fija cada año es el contingente, esto es la suma total que el aludido impuesto debería proporcionar al erario al final del año fiscal. Por ejemplo, si se dice: contingente del impuesto a los réditos para el año 2000= U$S 5.000 millones. Esta suma global debería ser objeto de una serie de repartición o distribución entre los departamento, distritos, comunas, etc. la fracción del contingente asignada a la comuna, se distribuirá entre los contribuyentes a prorroga de sus elementos imponibles, y variara cada año según lo que se necesite detraer. Y bastara multiplicar las bases de cotización individuales por el quantum del impuesto para determinar la suma que corresponde pagar a cada contribuyente.

Resumiendo:
-
El impuesto de “cuota”, parte de un quantum fijo predeterminado para arribar a un rendimiento de impuesto que permanece incierto hasta que la recaudación concluye.

-
El impuesto de “repartición”, parte, por el contrario, de un rendimiento cierto de impuesto para llegar al quantum del impuesto que se desconoce al principio y que es susceptible de variar cada año.

La posibilidad de aplicación de ambos impuestos varía. El de repartición no es aplicable a los impuestos al consumo o a las transacciones, y solo cabe sobre los impuestos directos de naturaleza estable, lo que permite el cálculo previo.     

2. Impuesto proporcional. 

El sistema de aplicación proporcional de los impuestos, fue ideado por Adam Smith en el siglo XVIII.

Decimos que un impuesto es proporcional cuando el quantum del mismo permanece constante, cualquiera sea la cantidad de la materia imponible.

La proporcionalidad de los impuestos constituye una de las condiciones esenciales de los sistemas tributarios modernos. Tal característica se logra, bien sea mediante el sistema proporcional propiamente dicho, o bien, con este sistema progresivo, ya que este ultimo, no pierde su condición de proporcionalidad, diferenciándose del primero en la forma de establecer la cuota. Estas variantes en el tratamiento impositivo determinan una mayor precisión del impuesto para poder fijar la tasa adecuada, como las deducciones que pueden hacerse para establecer una base neta para la imposición, y no gravar el ingreso bruto que podría dar lugar a falta de equidad en la imposición.


El impuesto es proporcional cuando se aplica una alícuota o tasa impositiva constante, cualquiera sea la variación en más o menos de la base de la tributación. el monto del impuesto varia al cambiar la base del tributo, pero lo hace en una proporción constante, como consecuencia de la alícuota legal fijada. En el impuesto a la contribución territorial, la valuación fiscal, base del impuesto, crece y disminuye, pero la tasa impositiva (1%), es fija. Art. 61 ley 125/91. En el sistema de proporcionalidad tributaria, “el quantum impositivo establecido es el mismo aunque varié la Unidad Económica Contributiva”,

A favor de la tesis de la proporcionalidad y en nombre de la igualdad, sus partidarios se atienen literalmente a la formula, según la cual el impuesto debe ser “en proporción a la renta”, entendiendo por tal, una proporción aritmética. La igualdad estará pues, según ellos, en que cada uno sufra una detracción que absorba la misma fracción de su renta. El sistema proporcional que exige un retraimiento basado en la misma cuota-parte, sin distinción de montos de rentas, inflige al contribuyente pobre, un sacrificio mucho mas duro que al de mayor riqueza; para el primero, es un verdadero sacrificio; para el segundo, es solo una incomodidad, porque no es los mismo exigir 20 a una renta de 200 que 100 a una de 1.000.     

3. Impuesto progresivo. 

Es aquel en el que la tasa o quantum se eleva a medida que aumenta la materia imponible. La progresividad no es aplicable a cualquier tipo de impuesto; por ejemplo: no precede con respecto a los impuestos indirectos; y si resulta lógicamente aplicable en los gravámenes directos, en especial sobre la renta, ya que exhibe dos cualidades indiscutibles, productividad y justicia. Dependerá, sin embargo, de la forma en que la riqueza se distribuye en el país, pues, si las rentas elevadas forman un grupo importante, el impuesto progresivo será de gran rendimiento, y no así si la generalidad de las rentas, se hallan muy divididas.


La progresividad puede ser simple o graduada: es simple cuando la carga del impuesto crece sobre la base del impuesto imponible, y graduada, cuando además se toman en consideración otras circunstancias como cuando en el impuesto a la renta personal se discriminan tasas diferentes, según la fuente de la renta: salarios, sociedades anónimas o personas con domicilio en el exterior.

Existen adversarios del impuesto progresivo en cuanto dicen que absorbe la mayor parte de la riqueza, y da lugar a la emigración de capitales. No cabe duda de que ello sea exacto si la progresividad es exagerada, pero, esto ocurrirá igualmente con un impuesto proporcional de tasa elevada (50% por ejemplo), y no si se lo relaciona con un impuesto progresivo que sólo llegue al 25% o 30%. Por ello debe respetarse la vieja advertencia de Adam Smith: los contribuyentes o sujetos del Estado, solo deben contribuir a los gastos públicos, en tanto ello sea posible de acuerdo a sus “facultades contributivas”. El impuesto debe ser igual, uniforme en razón de las facultades; y una graduación ascendente de las tasas impositivas, es el medio necesario y justo para que la tributación se realice con bases de efectiva igualdad.

Las bases doctrinarias modernas de la progresividad, fueron enunciadas por Seligman. La progresión, cuya base esencial es el aumento progresivo de la tasa impositiva, a medida que aumenta la base neta impositiva, debe tener un limite, caso contrario, el tributo resultaría confiscatorio, en ultima instanciasen las etapas mas elevadas, conforme establece la ley 367/72 en su Art. 3º (esta ley esta derogada) y sustituida por la 125/91, impuesto a la renta, Art. 20º “la tasa general del impuesto a la renta será del 30%”. Es un impuesto proporcional, a diferencia del derogado, progresivo.      
4. Fundamentos del impuesto progresivo. 

Será necesario comenzar por recapitular los fundamentos clasificados por Seligman en tres grupos diferentes: Teoría Socialista, compensatoria y económica.

I. Teoría socialista. 

El primer defensor científico de la teoría socialista de la progresión, es el alemán Adolfo Wagner. Para ello, distingue en la historia de las finanzas públicas, el periodo puramente fiscal y el social político. En el primero, el Estado solo busca obtener recursos para satisfacer sus necesidades; la característica del segundo reside en el predominio de consideraciones sociales sobre lo puramente fiscal. El Estado no se conforma con hallar recursos fiscales, por el contario, el considera un deber inmiscuirse en la economía privada con miras a una mejor distribución de la riqueza.

La política fiscal se preocupa solo de las necesidades de la administración pública; el socio-político se preocupa de las relaciones entre las clases sociales y de los mejores medios para reglar esas relaciones de una manera satisfactoria. La política fiscal conduce al impuesto proporcional, mientras que el socio-político, al progresivo. Las aspiraciones morales de la civilización moderna, preparan el camino para la transición del antiguo periodo fiscal al periodo socio-político que fue naciendo. Las razones morales o sociales, bastan para servir, según Wagner, como fundamento del impuesto progresivo.

Seligman advierte, que la distinción hecha por Wagner. No es exacta. Históricamente, no es verdad que la política financiera de las diferentes naciones haya estado reglada por razones puramente fiscales, ya que todos los gobiernos se han dejado influenciar en su política fiscal por consideración de orden social. Esos sistemas tributarios basados en los impuestos proteccionistas, no responde exclusivamente a consideraciones fiscales, sino que miran los resultados que inciden directamente sobre la prosperidad social y nacional. Los impuestos sobre objetos de lujo, constituían la determinación de leyes suntuarias que respondían a un fin fiscal, tanto como a la reducción de ese tipo de consumos.    

Tampoco pueden separarse históricamente estos periodos de una manera neta. Por lo demás, no debe confundirse, en materia de política fiscal, el elemento social-político con el elemento propiamente socialista. Entre el principio, según el cual el estado puede modificar su política estrictamente fiscal obedeciendo a consideraciones fiscales de utilidad nacional, y el otro principio, según el cual es deber del Estado hacer desaparecer todas las desigualdades de fortuna que hay entre los ciudadanos, existe enormes distancias. Ello conduciría al socialismo y también al comunismo, ya que si estas fueran unas de las funciones indiscutidas del gobierno, mal podría elaborarse una Ciencia financiera: bastaría con confiscar los bienes de los ricos y entregarlos a los pobres.

La teoría socio-político propiamente dicha, es insostenible en tanto ella implique, de parte del Estado, un esfuerzo consiente para percibir impuesto mas elevados sobre los ricos, con el fin de obligarlos a descender al nivel económico de los pobres. Una igualdad legal que trataría de imponer la igualdad de fortuna frente a las desigualdades inevitables de la capacidad natural, solo seria una parodia de justicia según Seligman.      

II Teoría compensatoria. 

a) Teoría General de Walker: Francis A. Walker (1840-1897), Presidente americano; baso el impuesto progresivo sobre dos consideraciones:

- Sobre el hecho indubitable de que las diferencias de propiedad y de renta  eran debidas, en gran parte, a que el estado fallaba en su deber de proteger a los hombres contra la violencia y el fraude.

- Porque las diferencias de riquezas, derivadas en ciertas medidas, de los actos mismos del estado, que tiene un fin político, tales como los tratados de comercio, las tarifas, la legislación monetarias, los embargos, las guerras, etc.

De ahí su opinión, según las cual las diferencias de riqueza proveniente de omisiones o de actos emanados del Estado, deberían tenerse en cuenta al establecer el sistema impositivo: “la mayor sabiduría humana consistía, en base a un desinterés perfecto, en elaborar un sistema de contribución, dentro del cual el principio de la progresividad debería admitirse en medida cierta”.

Este parece de Walker, tuvo su antecedente a través de la obra de una mujer, Mile. Royer, laureada por el consejo del Estado de Vaud, Suiza; ella sostenía que debe el estado compensar las diferencias entre los individuos que provienen de las iniquidades legales acumuladas, valiéndose para ello del impuesto progresivo. 

   
Las fallas de esta teoría compensatoria de Walker, provienen de una circunstancia que el mismo aludió: no pueden tolerarse principios generales que ulteriormente sirvieron para consumar injusticias. Si la progresión se considera como una desigualdad. Seria inadmisible pretender corregir una desigualdad por otra desigualdad, a menos que se demostrase que la segunda desigualdad se adapta exactamente a la primera y la equilibrare. Tal prueba no es posible obtenerla y, por lo tanto, la teoría carecería de justicia.

b) Teoría especial compensatoria: también se esgrime el impuesto progresivo como contrapeso de otros impuestos. Los impuestos indirectos al aplicarse los hacen de una manera regresiva, y afectan al poder mas duramente que al rico. Por ello el impuesto progresivo debe ser, a este respecto un instrumento de reparación, de tal manera que, para restaurar el equilibrio, se hace necesario contrabalancear los impuestos indirectos con el impuesto directo progresivo. Para esta teoría, el ideal verdadero consistiría en la proporcionalidad del  tributo, pero es preciso reparar las fallas de la proporcionalidad con un empleo similar a la progresividad.

Esta teoría compensatoria especial, consiste pues, aceptar la progresión de un impuesto especial, a fin de realizar mejor la proporcionalidad final; difiere así de la teoría de la compensación general, que defiende la progresión como principio básico.

Este pensamiento tiene como primeros defensores a Riveriulx, en su obra “El impuesto territorial graduado. Conservador de la propiedad (1816)”, parte de un impuesto funciario progresivo, aunque apuesto al principio general de la progresión, y lleva a la simplificación del problema, sin sostener la defensa teórica de la progresión general, justificando en la práctica, un impuesto progresivo sobre la renta o el capital.              

III. Teorías económicas; 
La verdadera discusión entre los principios de la proporción y de la progresión gira sobre la cuestión fundamental de la base del impuesto, es decir, la teoría del beneficio o de la capacidad. Según aquella, un hombre debe pagar impuesto en proporción de la ventaja que obtiene del Estado. Es la doctrina del dar y recibir o la doctrina del “qui por quo” conocida también como teoría del goce, o de la compra y venta, o del cambio de la prestación reciproca, o del dividendo social. Las teorías de la protección o de la prima del seguro, son todas variantes secundarias; significan ellas en última instancia, tributar según los servicios recibidos; de ahí su denominación genérica de “teoría del beneficio”.


Tal postura, se opone pues a la otra teoría, según la cual el hombre debe pagar impuestos conformes a sus facultades, o sea, a sus aptitudes para satisfacerlo, o mejor dicho, a su capacidad contributiva; y como esta facultad puede considerarse a la vez, tanto desde el punto de vista de la producción como del consumo, la misma queda influenciada por la perspectiva del sacrificio que el contribuyente debe soportar. Seligman se propuso demostrar que la “teoría del beneficio “conduce a la imposición proporcional, mientras que la “teoría de las facultades”, a la de la progresividad.       

a) Teoría del beneficio

Esta teoría, conduce mas idóneamente al pago del tributo, conforme al beneficio obtenido del Estado, que al final de cuentas, es el que acuerda protección. Los impuestos serian así primas de seguros abonadas al Estado para poder gozar de los bienes en paz y con seguridad. De ahí que a mayores rentas que tenga un hombre, mayores sean las protecciones y beneficios que el Estado le acuerda.

Una compañía de seguros debe fijar sus primas, en proporción exacta al valor de los bienes que ya que este valor determina la magnitud de los riesgos. Así lo hace también el Estado, y de ahí que esta teoría conduzca también al principio de proporcionalidad para la imposición de todos los capitales y rentas.

A esta concepción originaria de la teoría del beneficio, se introdujo la modificación llamada “teoría de exención del mínimum de existencia”.

-
Para el impuesto sobre el capital, ella reviste la calidad de imposición proporcional no a todos los capitales, sino de los capitales que estén por encima de un mínimum determinado.

-
para el impuesto sobre la renta, la imposición se conoce bajo el nombre de imposición de la renta neta.

Esta concepción adopta pues, la teoría de Ricardo sobre la renta, según la cual, “la facultad de pagar los impuestos es proporcional a la renta neta y no al recibo bruto”. Por renta neta, el entendía la renta bruta menos los gastos de producción. Los partidarios de la teoría de la renta neta. Sostiene de ahí que los gastos ocasionados a los trabajadores por la compra de objetos de primera necesidad, constituyen gastos de producción, de ahí la exención del mínimum de existencia. Otros autores han ido aun mas lejos, pretendiendo la inclusión no solo de los gastos de subsistencia, sino también de los que permiten procurarse un cierto confort, con lo que elevan el monto de la renta liberada. Puede criticarse la argumentación diciendo que el concepto de renta neta, da lugar a serias objeciones desde la idea del mínimo de existencia hasta incluir cierto margen para el confort, porque la renta neta pasa a ser una cantidad variable que habrá que dilucidar, en cada caso no conforme a un mínimo determinado, sino a una variable.

Afirma Seligman, que la idea de la renta no debería admitirse, ya que ella obliga a aceptar deducción de un excedente del mínimum determinado de sustancia necesaria. Se ha criticado por ello esta teoría, pues, al final de cuentas, las ventajas obtenidas, no serian proporcionales al capital o a la renta.


Las compañías de seguros consideran no solo el valor de los bienes, sino también el riesgo, y si la renta de un millón de dólares esta en una sola persona, al riesgo de su perdida por robo o cualquier otra agresión, es mayor para el Estado que si estuviera repartida entre cien personas. De ahí pues, que el impuesto proporcional no cubrirá ese riesgo, por lo que seria necesario llegar al impuesto progresivo.

De todo esto se infiere, que la cuestión de las ventajas que pueda obtener el individuo del Estado, a los fines fiscales, es una cuestión sicológica, ajena a la proporcionalidad y progresividad de la imposición. El valor que un individuo asigne a los conciertos del Estado, a las obras públicas, etc., puede ser muy diferente según su situación y personalidad, y no hay medida exacta ni absoluta que valga al respecto. De ahí que, tanto el impuesto proporcional basado en la teoría del beneficio, como el impuesto progresivo, que se quiera fundar en la misma teoría, resultaran lógicos e inadmisibles.

Además señalaremos, que se han esgrimido variantes al respecto, pretendiendo asignar la causa a los llamados precios de servicios.


Para este caso, el criterio ya no seria el valor de la protección del individuo, sino el precio de lo que el servicio cuesta al gobierno: cada uno debe pagar al estado por un servicio, dado lo que al Estado le cueste este servicio. A nuestro juicio, no vale la variante si advertimos que los servicios que presta el Estado, son todos los divisibles como los indivisibles, y precisamente estos son costeados por los impuestos por ser los mas generales e importantes.

Seligman resume las distintas teorías que entrañan el concepto del beneficio, como fundamento de la imposición en:                        

      1º Teoría del beneficio que conduce proporcionalidad en la imposición.

-
Hobbes: para quien las ventajas conferidas al individuo, son la base del impuesto. 

-
Hugo Grocio: las cargas deben ser proporcionales a las ventajas recibidas en forma de protección. 

-
Sully: los impuestos deben ser proporcionales a las ventajas recibidas por los individuos; deben, por tanto, hallarse en razón directa de esas ventajas.

-
Vauban: todo el mundo tiene necesidad de protección del Estado, para lo cual esto requiere los fondos pertinentes, y por ello, cada uno tiene la obligación natural de contribuir en proporción a sus rentas.

-
Quesnay: al igual que los demás fisiócratas, era partidario del impuesto proporcional, si bien proponía un impuesto único sobre la tierra. Por ello, Quesnay entendía que el mejor impuesto, era el proporcional al producto neto. 

-
Montesquieu: las rentas del Estado son una porción que cada ciudadano da de sus bienes para tener seguridad del resto, o para disfrutar del mismo. 

-
Adam Smith: los sujetos del Estado deben contribuir al sostenimiento del gobierno, cada uno lo más posible, y en proporción a sus facultades, es decir, en proporción a la renta que disfruta bajo la protección del Estado. 

 2º Teorías de beneficio que conducen a la no proporcionalidad del impuesto;

Estos autores defienden enérgicamente la teoría del beneficio, pero no por ello se sienten obligados a defender el impuesto proporcional. 

-
Jeremías Bentham, es el fundador de la teoría del mínimum de existencia. Se opone a los impuestos a los artículos de primera necesidad, por que solo resultan de las privaciones físicas, de las enfermedades y de la muerte. Los llama “malos impuestos”, porque favorece a los ricos y deprimen a los pobres.

-
Rosseau, con él muchos autores de la época de la revolución francesa, admiten el mínimo no imponible. Roberspierre, fue partidario de esta teoría, y bajo su influencia la nueva constitución estableció que: “ningún ciudadano esta dispensado de la honorable obligación de concurrir a las arcas públicas”. En Inglaterra, Sir James Stewart, comparten con Rousseau, la existencia del mínimo no imponible.

Hasta ahora hemos ido viendo, excepto Rousseau, opiniones que empíricamente (en base a la reducción del mínimo de subsistencia) se apartarían de la proporcionalidad. Siguen luego otros autores que razonablemente conduce a la deducción del mínimo de subsistencia:   Jean Jacques Rosseau. A quien ya nombramos, es el más notable partidario de esta teoría: el impuesto debe ser establecido no solamente en proporción de la fortuna de los contribuyentes, sino también teniendo en cuenta los gastos relativamente superfluos.            

Graslin hizo, en el siglo XVIII, la defensa del impuesto progresivo, distinguiendo entre los que llama impuesto progresivo (en el que la alícuota o porcentaje crece aceleradamente) y el impuesto progresional, en el que la alícuota crece más lentamente, lo que hace que el tributo sea racional y serio. Por ello ataca al primero y defiende vivamente al segundo.   
B) Teorías de las Facultades.

Esta es en realidad, la más antigua de todas, pues, que un hombre deba contribuir a las cargas públicas en proporción a sus aptitudes o facultades, es un principio que se remonta a la Edad Media, que se encuentra a la vez, en todas las otras teorías y en la legislación practica, y podría asimismo, encontrarse en los escritos de los filósofos griegos.    

La palabra “facultad”, es el termino usual en las leyes fiscales latinos y francesas; también se las usan en las primeras leyes americanas, y luego, en la legislación estadounidense.

Facultad y fortuna eran criterios equivalentes. Más tarde “facultades” va cambiando de acepción, y ya más que “fortuna” – comienza a significar “renta” y así se va afirmando a punto tal, que luego Adam Smith, al hablar de que cada uno, debe contribuir según sus “facultades” – agrega, “es decir, en proporción a la renta de que goza”. Mas tarde, el concepto de “renta”, se modifica entendiendo por tal, “solo la parte que excede de lo necesario para subvenir a la existencia”.

Así, el impuesto pasaba a ser proporcional solo a una parte de la renta, pues, el mínimo de existencia debía desgravarse, de tal modo que el impuesto ya no resultaba estrictamente proporcional a toda la renta, sino a un cierto excedente de ella. Así se va perfilando una modificación de la noción de “facultades”. En un principio ella equivalía a “producción” y, por ende, poco importaba que el producto se exteriorizara en forma de renta o permaneciera bajo la forma de un capital. La renta y el capital se referían a condiciones de producción. Pero al referirse a la exención de mínimo de existencia, interviene un nuevo factor que se relacionaba ya con el consumo, únicamente se tomaría en cuenta, la renta percibida o recibida por el individuo.

La palabra renta, no es solamente el poder de producción, sino también el poder de emplear esos productos en la satisfacción de las necesidades, vale decir, que las condiciones que se determinan las facultades, se encuentran no solamente en el fondo de la renta, sino en las necesidades, a las cuales el individuo debe hacer frente por medio de su renta. La igualdad de la carga o del sacrificio, llega a ser un punto fundamental, y se declara por las facultades o la capacidad de pagar los impuestos, eran, desde ese momento, mensurable por la proporción del producto o la de la renta, según la cual, la privación impondría a cada uno una carga o un sacrificio igual al de su vecino. Así se fortifica la noción del sacrificio, y de ahí se pasa a la igualdad de este.

Sucintamente pues según la teoría de las facultades. Esta equivale a capacidad, vale decir, en un principio: la fortuna y el capital, y ahora: la renta. El impuesto se debe abonar no en función de los beneficios que recibe el individuo del estado, sino en función de su capacidad contributiva. ¿Como se mide esa capacidad? Antes: de acuerdo al capital, hoy: al concepto de renta.          

Sub-teorías de la utilidad final o utilidad marginal. 

a) Teoría de la utilidad final o utilidad marginal. Es la aplicación de esta teoría económica a la finanzas. Los financistas holandeses demostraron que el dinero hace utilidad marginal. Para ello, distinguen entre las siguientes necesidades: a) Perentorias, b) de comodidad, c) de moderado lujo y d) de extremo lujo.

El que obtiene una renta pequeña, solo pueden atender a las necesidades perentorias. Pero al que tiene mas, se le aplica la progresión para equiparar su sacrificio. Seligman dice que, en definitiva, es la teoría del sacrificio igual.

b) Teoría de la equivalencia: fue impuesto por el austriaco Emilio Sax de la Universidad de Viena. Distinguen entre necesidades individuales y colectivas, y considera que bienes, se aplican a cada una. Establece la equivalencia con el criterio económico, que solo es parcial, pues, hay factores morales, políticos, etc., que también influyen.

c) Teorías de los privilegios en la producción o poder de adquisición: los expuso Walter en los EE.UU. la renta o fortuna da facilidad para adquirir nuevos bienes, esto es, que toma al contribuyente como productor; el dinero hace el dinero. Si el primer millón es el más difícil, pues, luego aumenta progresivamente, y es lógico que esa renta haya que gravarla más progresivamente.     

5º. Ventajas e inconvenientes del impuesto progresivo, 

Sus partidarios sostienen, que el impuesto progresivo limitado, es el mas justo, y que se puede aplicar por distintos tipos de escalas.

-
Por categorías: por ejemplo, hasta 10.000, el 2% hasta 20.000, el 3% hasta 30.000, el 4%, etc.

-
Por escalones de una misma renta: hasta 10.000, el 2% hasta 20.000, el 3% etc.

-
Por detracción: se le resta a la renta una suma fija variable, y se aplica al saldo en el impuesto proporcional; por ejemplo: 1000-600, imponible 400, tipo imp. 5% el resultado tributario, es 20. A 2000-400, imponible 1600, tipo imp. 5%, es resultado tributario, es 80.

-
Por medio de una formula continua que da el legislador: tal como ocurre con nuestra tasa del impuesto a los réditos, donde la proporcionalidad y la progresividad actúan en forma combinada; la primera, a través del 9%, y la progresividad, a través de las dos escalas adicionales: la fija y la variable. Sus detractores dicen que es confiscatorio, que castiga al trabajo y al ahorro, y que es improductivo. El impuesto ya ha dejado de ser la contribución del rico únicamente, y llega al pobre, en cuanto el mismo supera los mínimos ideales o teóricos de no imposición. Debe de tenerse en cuenta pues, que la progresividad es un elemento para balancear la capacidad contributiva, pero no debe el Estado abusar de esta forma de tributación, si con ella agota la fuente de producción de riqueza. 
   6º. Los impuestos progresivos en el país.                                          

La progresión, cuya base esencial es el aumento progresivo de la tasa impositiva, a medida que aumenta la base neta impositiva, debe tener un límite, caso contrario el tributo resultaría confiscatorio, en última instancia en las etapas mas elevadas, conforme establecida en la Ley 367/72 en su art. 3º (derogada, sustituida por la Ley 125/91, impuesto a la renta Art. 1º).

Art. 3º (Ley367/72). Las sociedades anónimas, las sociedades de responsabilidad limitada, las Sociedades colectivas, y cualquier otro tipo de sociedad comercial, con domicilio en el país, tributan sobre sus rentas netas imponibles, de acuerdo con la tabla siguiente:
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                                                           XIV

                                    Finanzas municipales 

1. Actividad financiera de los municipios y comuna. 

Los municipios, tanto por su origen histórico como por las funciones institucionales que les han sido confiadas, tiene reconocida, en principio, la facultad de crear y percibir tributos para atender los gastos inherentes a sus fines.

La Constitución Nacional de 1992, le dedica a los municipios en los artículos 166 al 171, acordándole autonomía política, administrativa y normativa, así como autarquía en la recaudación e inversión de sus recursos.

El gobierno municipal queda a cargo de un intendente y de una junta municipal, elegidos en sufragio directo.

El poder impositivo de los municipios, deriva de la Constitución Nacional, y se halla establecida la autonomía de los Departamentos y Municipios de la Republica, sin salir de los moldes de un Estado Unitario, conforme el “articulo 1” de la carta Fundamental; pero, las disposiciones constitucionales no son muy precisas respecto al concepto de autonomía, sobre todo desde el punto de vista financiero.    

2. Superintendencia del Estado sobre la actividad municipal. 
La facultad de superintendencia del Estado sobre los municipios, estaba reglamentada por la Ley Orgánica Municipal Nº 1294/82, se establecía, que las relaciones entre las Municipalidades y el Poder Ejecutivo, se mantendría por intermedio del Ministerio del Interior.

Tal situación, fue derogada por la Constitución Nacional de 1992, que en su artículo 165 establece:

Los departamentos y las municipalidades podrán ser intervenidos por el poder ejecutivo, previo acuerdo de la cámara de diputados, en los siguientes casos:

a) A solicitud de la junta departamental o de la municipalidad, por decisión de la mayoría absoluta;

b) Por desintegración de la Junta Departamental o la Municipalidad, que imposibilite su funcionamiento, y 

c) Por grave irregularidad en la ejecución del presupuesto o en la administración de sus bienes, previo dictamen de la Contraloría General de la Republica.

La intervención no se prolongara por mas de 90 días, y si de ella resultare, la existencia del caso provisto en el inciso c), la Cámara de Diputados, por mayoría absoluta, podrá destituir al gobernador o al intendente o a la junta Departamental o a la municipal, debiendo al Tribunal Superior de Justicia Electoral, convocar a “nuevos comicios” para constituir las autoridades que reemplacen a las que hayan cesado en sus tenciones, dentro de los 90 días siguientes a la resolución dictada por la Cámara de Diputados.          

3. Municipalización de los servicios de utilidad publica. 

Hay servicios públicos cuya organización y funcionamiento competen exclusivamente al Estado, tanto por su naturaleza como por su importancia de carácter general. Por ejemplo: las Fuerzas Armadas y las Policiales, a cuyo cargo están los servicios de Seguridad externa e Interna, la Justicia, el correo, etc. pero, existen también otros servicios públicos que, que si bien es cierto, pueden ser atendidos por el Estado, los son por los Municipios, atendiendo especialmente al interés local y las condiciones particulares de zonas o regiones. Tales, por ejemplo, el alumbrado publico, los caminos internos y vecinales, el servicio de agua potable, etc. tenemos así, que se produce la municipalización de ciertos servicios de utilidad publica, los que son atendidos por cada municipio, conforme a sus recursos.        

4. Bases de la organización municipal. 

Ellas están fijadas por la Constitución Nacional y en la Ley Orgánica Municipal 898/96. La constitución reconoce la “autonomía” municipal, la cual significa, que cada municipio tiene gobierno propio, formado por autoridades, elegidas en comicios directos cada cuatro años. Están autonomía comprende los aspectos: políticos, jurídico, económico y administrativo. En virtud de esta autonomía, la municipalidad tiene sus propios bienes y rentas, dicta ordenanzas y resoluciones, nombra sus funcionarios, etc.
El municipio es la comunidad de vecinos con gobiernos y territorios propios. Tiene por objeto: a) el bienestar de la comunidad, b) el desarrollo de los intereses locales y c) la promoción de la participación ciudadana.

El gobierno del municipio, es la municipalidad. Sus órganos son: la intendencia y la Junta Municipal, quienes ejercerán el poder publico local, conforme al artículo 3º de la Constitución Nacional.

Las municipalidades tienen atribuciones de legislar, regular, controlar y ejercer funciones de policía, ejecutar coercitivamente sus resoluciones, recuperar de oficio sus bienes, o aplicar sanciones en las materias enumeradas en el artículo anterior, salvo en los casos en que la Ley las confiera, expresa y exclusivamente a otros organismos. Cuando la Ley conceda a otros organismos públicos, similares atribuciones, aunque no en forma exclusiva, las Municipalidades acordaran con estos, la unificación de normas y conductas, y coordinaran sus sistemas de control y punición. En caso de falta de acuerdo, se entenderá como conflicto de competencia.

Las municipalidades por si o asociadas, deberán prestar, conformes a los recursos municipales disponibles, los siguientes servicios en todos los Municipios: El establecimiento de un plan de desarrollo integral y armónico del municipio, proyecto, construcción, mantenimiento, embellecimiento y limpiezas de las vías publicas urbanas y de los accesos a los núcleos de población, provisión de agua potable en áreas urbanas, cementerios y reglamentación de servicios funerarios, control de alimentos y bebidas, protección del medio ambiente, etc. 


En los municipios con población superior a 10.000 habitantes alcantarillado sanitario, recolección de residuos y desechos de zonas urbanas, mercado municipal. En los municipios con población superior a 20.000 habitantes y las capitales departamentales: matadero municipal, biblioteca pública. Y en los Municipios con población superior a 50.000 habitantes: instalaciones deportivas de uso publico, prevención y extinción de incendios, todos en zonas urbanas.

La Junta Municipal, es el órgano deliberante y legislativo del Gobierno Municipal. Sus miembros serán elegidos directamente por el pueblo en la forma y tiempo determinado por la Ley Electoral. Duran 5 años (ahora 4) en sus funciones, y pueden ser reelectas.

El periodo de sesiones anuales se inicia el día de asunción de cargo, con un periodo de receso a partir del 21 de diciembre al 15 de enero. Durante el receso funcionaria una comisión permanente, que en todo lo aplicable, se regirá con lo establecido en la Constitución Nacional para la Comisión Permanente del Congreso. El quórum y las mayorías se determinaran de acuerdo al artículo 185 de la constitución nacional.

Las Juntas Municipales se compondrán de las siguientes cantidades de concejales titulares y suplentes: 15 en las Municipalidades que tenga una población mayor de 100.000 habitantes; 13 en las Municipalidades que tenga una población mayor de 50.000 habitantes 11 en las Municipalidades con una población mayor de 20.000 habitantes; 9 en las Municipalidades con una población mayor de 10.000 habitantes.

Los municipios con más de 100.000 habitantes, tendrán un concejal más, por cada 40.000 habitantes adicionales. En ningún caso, la cantidad de concejales será superior a 25. Para cada elección, la justicia electoral hará el cálculo para determinar estas cantidades, para cada municipio.

La administración financiera municipal, en cuanto a los egresos necesarios para desenvolvimiento administrativos y para la ejecución de las obras y servicios, se ajustaran las normas técnicas de esta Ley y de la ordenanza, en lo relativo a presupuesto, tesorería y contabilidad. Supletoriamente se aplicaran las disposiciones reglamentarias a la administración financiera nacional, en tanto sean compatibles con el principio de autonomía municipal.  

5. Recursos financieros de las municipalidades. 

Cuentan como recursos: a) la participación en las rentas nacionales, b) la regulación del monto de las tasas, c) al acceso al crédito privado y al público nacional e internacional.

Una disposición de gran trascendencia, es el Art. 169 C.N., que le asigna a las municipalidades y a los departamentos, hoy gobernaciones, la totalidad de los tributos que graven propiedad inmueble en forma directa. La recaudación es de competencia de municipalidades. El producido se reparte como sigue: 

-
El 70% para cada municipalidad

-
El 15% para la gobernación respectiva 

-
El 15% para las municipalidades de menores recursos

Los recursos mencionados, han quedado protegidos en virtud del Art. 170 de la C.N., al disponer que, ninguna institución del estado, ente autónomo, autárquico o descentralizado, puedan apropiarse de ingresos o rentas de las municipalidades.

Toda la actividad financiera de la municipalidad, esta establecida en la Ley Nº 898/96 Orgánica municipal.

Los ingresos son:

   -
Los ingresos ordinarios y originarios formados por la renta y los bienes patrimoniales del municipio y de las empresas publicas municipales.

-
Los ingresos derivados, formados con el producto de los tributos (tasas, impuestos y contribuciones especiales), y las subvenciones del Estado. 

Los bienes municipales están constituido por:

-
Los bienes del dominio público, y 

-
Los bienes del dominio privado.

Son bienes del dominio publico: los que en cada municipio están destinados al uso y goce de todos sus habitantes, tales como: las calles, avenidas, caminos, puentes, pasajes y demás vías de comunicación que no pertenezcan a otra administración; las plazas, parques, edificios públicos y demás espacios destinados a recreación; las aceras y los accesos de las vías de comunicaciones o de espacios públicos; los ríos, lagos y arroyos de su territorio que sirven al uso publico, y sus lechos; y los que el Estado ponga bajo el dominio municipal.

Los bienes del dominio público son inalienables, inembargables e imprescriptibles. Por su naturaleza, no tendrán una estimación monetaria y, consecuentemente no figuraran en el activo contable municipal, aunque deben ser objeto de documentación y registro en la Municipalidad.

Son bienes del dominio privado municipal; los bienes municipales, muebles e inmuebles, que no sean del dominio público, los bienes inmuebles situados en el municipio que carezcan de dueño, los inmuebles municipales destinados a renta y las inversiones financieras.

Los bienes del dominio privado municipal, tendrán una estimación monetaria y formarán parte del activo contable municipal, debiendo ser debidamente inventariados por la Municipalidad, con los documentos correspondientes.

Serán inembargables aquellos bienes del dominio privado municipal destinados al uso o a la provisión de servicios públicos.

La junta Municipal, a solicitud de la intendencia, podrá decidir la venta de bienes del dominio privado, en subasta pública. Excepcionalmente, podrán venderse directamente, previo evalúo pericial, que no será menor al valor fiscal.

Los arrendatarios de los bienes de dominio privado, tendrán el derecho de preferencia para la compra de los mismos.

Los bienes del dominio privado, podrán asimismo, ser permutados, arrendados, gravados, cedidos en uso de usufructo o afectados al dominio público.

El funcionamiento de las Municipalidades y de los servicios que deben prestar para el cumplimiento de sus deberes y atribuciones, será financiado con los ingresos previstos en la Constitución Nacional, y la Ley.

Las Municipalidades tendrán ingresos corrientes, ingresos de capital y los provenientes de legados y donaciones.

Los ingresos corrientes se clasifican en:

-
Ingresos tributarios (Impuestos, tasas y contribuciones)

-
Ingresos no tributarios; y

-
Transferencias.

Son ingresos tributarios, los provenientes de impuestos, tasas y contribuciones especiales, creados para el funcionamiento de las municipalidades.

Son ingresos no tributarios, los generados por otras fuentes, que son básicamente los siguientes:

-
las multas,

-
las prestaciones de Servicios, 

-
las rentas de activos fijos,

-
las rentas de activo financieros,

-
las concesiones, y

-
otros ingresos que respondan a la naturaleza de los ingresos no tributarios.

Las transferencias son ingresos originados en:

-
Asignaciones del Gobierno Nacional, y

-
Asistencias financieras no reembolsables.

Son ingresos de Capital:

-
Los reembolsos de préstamos,

-
Los empréstitos internos y externos,

-
Las ventas de activos fijos,

-
Las ventas de valores financieros, y

-
Los superávits en la aplicación presupuestaria.

Las Municipalidades podrán contraer empréstitos para la realización de obras y servicios, cuando el costo de los mismos, requiera recursos extraordinarios. Su aprobación en la Junta Municipal, requerirá de mayoría absoluta de votos. Los fondos provenientes de los empréstitos, podrán ser destinados igualmente a la adquisición de bienes de capital, constitución de empresas municipales para la provisión de servicios de su competencia, estudios de factibilidad y otras inversiones.

La administración financiera municipal, en cuanto a los egresos necesarios para el desenvolvimiento administrativo y para la ejecución de las obras y servicios, se ajustará a las normas técnicas de esta Ley y de las Ordenanzas, en lo relativo a presupuestos, tesorerías y contabilidad. Supletoriamente, se aplicaran las disposiciones reglamentarias de la administración financiera nacional, en tanto sean compatibles con el principio de la autonomía municipal.

La elaboración del Presupuesto de Ingresos y Egresos anual, se ajustará a las disposiciones de esta Ley, reflejará los objetivos y metas fijados en los planes de desarrollo comunal y contendrá la estimación de los ingresos y la determinación de los gastos.

Las Municipalidades con presupuesto superior a cincuenta mil jornales mínimos usaran la técnica denominada Presupuesto por Programa. Para las demás Municipalidades es optativo, pudiendo clasificar sus gastos, por actividad. Como mínimo serán objeto de un programa diferenciado dentro del presupuesto cada uno de los servicios prestados por la Municipalidad.

Las Municipalidades destinaran por lo menos el 50% de sus ingresos corrientes a obras y servicios, excluyendo sueldos, salarios y contratación de personal administrativo. El presupuesto de ingreso y Egresos regirá desde el 1º de enero hasta el 31 de diciembre de cada año.

6. Predominio de las tasas sobre los impuestos. 


Teniendo en cuenta la naturaleza y el carácter propio de cada uno de estos tributos, se puede explicar, por que dentro de los recursos municipales predominan las tasas. Los impuestos constituyen una carga fiscal de carácter general, creados para recaudar fondos necesarios para el sostenimiento de servicios públicos indispensables, y que son reclamados por la totalidad de los habitantes de un país. Estos servicios son organizados y atendidos exclusivamente por el Estado; por ejemplo FFAA., correos, salud, educación, puertos, etc.


En cambio, las tasas constituyen el pago en retribución de servicios públicos municipalizados: alumbrado, barrido, limpieza, recolección de basuras, conservación de cloacas, y otros que vienen a ser servicios típicamente municipales; como las chapas numeradas de los vehículos y casas, letreros comerciales, control de espectáculos públicos, etc.


Esto nos da la explicación, el porque en las Finanzas Municipales predominan las tasas sobre los impuestos.  

7. Tasas e impuestos municipales. 
El art. 170 de la Constitución Nacional, hace referencia a la Protección de Recursos de las Municipalidades, y dice: Ninguna institución del Estado, ente autónomo, autárquico o descentralizado, podrá apropiarse de ingresos o rentas de las municipalidades.

Son impuestos municipales los siguientes:

a) Impuestos Inmobiliarios,

b) Impuestos adicionales a los baldíos

c) Las patentes de comercios, industrias, y a profesionales en general,

d) Las patentes de vehículos.

e) A la Construcción,

f) A la Demolición,

g) Al fraccionamiento de la propiedad inmobiliaria,

h) A la transferencia de dominio de bienes raíces,

i) Edificios,

j) A la fiscalización de obras públicas,

k) Al Boleto urbano,

l) De registro de marcas de ganado,

m) De transferencia y faenamiento de ganado,

n) Al transporte colectivo de pasajeros,

o) A los espectáculos públicos y a los juegos de entretenimiento y de azar,

p) A las rifas y sorteos,

q) A las operaciones de créditos, 

r) A la publicidad y propaganda,

s) A sellados y estampillas municipales,

t) De cementerios,

u) A los propietarios de animales; y

v) Los demás creados por ley.

Tasas Municipales:

Las municipalidades percibirán tasas, cuyos montos guardaran relación con el costo de los servicios públicos efectivamente prestados, más los gastos administrativos.

Las tasas serán las siguientes:

a) Barrido y Limpieza,

b) Propiedad Horizontal,

c) Recolección y tratamiento de residuos,

d) Conservación de parques, jardines y paseos públicos,

e) Contratación e inspección de pesas y medidas,

f) Chapas de numeración domiciliaria, 

g) Servicios de salubridad,

h) Servicios de cementerios,

i) Tablada,

j) Desinfección y lucha contra insectos, roedores y otros agentes transmisores de enfermedades,

k) Inspección de instalaciones,

m) Servicios de identificación e inspección de vehículos,

   
n) Servicio de alumbrado público, aprovisionamiento de agua y alcantarillado sanitario, siempre que no falten a cargo de otros organismos,


ñ) Servicio de prevención y protección contra riesgos de incendios, derrumbes y otros accidentes graves,


o) Los demás que establezca la ley.

8. Subsidio del estado. 


Hemos visto que los subsidios del Estado Constituyen uno de los ingresos que pueden recibir las Finanzas Municipales. La C.N. establece que corresponde a las municipalidades la totalidad de los tributos que graven la propiedad inmueble en forma directa. El 70 % de lo recaudado por cada municipalidad, quedará en propiedad de la misma, el 15% en la de la Gobernación respectiva, y el 15% restante, será distribuido entre las municipalidades de menores recursos, de acuerdo con la ley.

9. Organización y funciones de las municipalidades en el país; su origen financiero. 

El Municipio es el conjunto de vecinos que ocupan un determinado territorio, en número no menor a 10.000 habitantes (ver ahora cuanto) y que cuenta con capacidad financiera para cubrir los gastos de la vida municipal.

El Municipio es la comunidad de vecinos con gobierno y territorios. Tiene por objeto el bienestar de la comunidad, el desarrollo de los intereses locales y la promoción de la participación ciudadana. Están regidas por la administración municipal; Intendente y Junta.

Corresponde exclusivamente al Congreso Nacional, crear o suprimir municipios y fijar o modificar sus límites.

Además de lo establecido en la Constitución Nacional, son deberes y atribuciones municipales:

a) La elaboración y ejecución de planes de desarrollo integral y armónico del municipio y de sus programas y proyectos.

b) La ordenación, gestión, ejecución, contralor y disciplina urbanística, especialmente en materia de zonificación, espacios públicos, vías de comunicación, nomenclatura de calles, señalización, transito, transporte y edificación, promoción y gestión de vivienda, proyecto, construcción, mantenimiento, embellecimiento y limpieza de lugares públicos.

c) Aplicar la Ley en relación a la evaluación y declaración de impacto ambiental, la prescripción de medidas de mitigación o de prevención de la contaminación, el deterioro y otros riesgos en materia de su competencia exclusiva.

d) La regulación del funcionamiento de lugares privados de acceso público, en atención preferente a la preservación ambiental, seguridad, salubridad e higiene, protección de menores o vecinos, y de los derechos individuales o colectivos al reposo y a la tranquilidad.

e) La provisión de agua potable, alcantarillado sanitario y tratamientos de aguas residuales, recolección y tratamiento de residuos y desechos, desagüe pluvial, provisión de alumbrado publico;

f) Los servicios funerarios y de cementerios;

g) Reglamentación y fiscalización de espectáculos públicos y de la publicidad perceptible desde la vía pública, el turismo, las actividades deportivas y de entretenimiento;

h) La preservación y restauración del patrimonio cultural arqueológico, histórico o artístico, y de los sitios o lugares de valor ambiental o paisajístico; la formación del inventario del patrimonio de edificios y de sitios de valor cultural;

i) La educación, la información y divulgación cultural, el sostenimiento de centros culturales, museos biblioteca, teatros, escuelas, talleres, conjuntos artísticos y medios de comunicación;

j) La autorización para erigir monumentos u otras formas de homenajes en sitios públicos;

k) La administración de centros de abastos, mercados, mataderos, ferias; el control de alimentos; la defensa de usuarios y consumidores.

l) La promoción de pleno empleos;

m) La protección civil, la prevención del desastre y la extinción de incendios;

n) El otorgamiento, renovación y cancelación de licencias y patentes municipales;

o) La conformación del catastro inmobiliario;

p) La reglamentación y el control del cumplimiento de las normas técnicas nacionales en materias de su competencia. En ausencia de tales normas, la Municipalidad podrá dictarlas; y 

q) Las demás atribuciones prescriptas en estas u otras leyes, así como las que estén implícitas en las funciones municipales constitucionales, o sean imprescindibles para el cumplimiento de estas.

Las municipalidades tienen las atribuciones de legislar, regular, controlar, ejercer funciones de policías, ejecutar coercitivamente sus resoluciones, recuperar de oficio sus bienes o aplicar sanciones en las materias enumeradas en el articulo anterior, salvo los casos en que la Ley conceda a otros organismos públicos similares, atribuciones, aunque no en forma exclusiva, las Municipalidades acordaran con estos, la unificación de normas y conductas y coordinaran sus sistemas de control y punición. En caso de falta de acuerdo, se entenderá como conflicto de competencia.  

10. Régimen legal vigente, Ley No. 1294 – 18/XII/87.                         

El régimen legal de la municipalidad, está contenido en la Ley orgánica Municipal Nº 898/96.
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                                   De los presupuestos
                                            1.  Generalidades.

El Presupuesto es una necesidad de técnica económica, en cuanto presenta los gastos en que una economía ha de incurrir en un cierto periodo de tiempo y los ingresos con que ha de atenderlos. Es interesante destacar que, precisamente por que el Presupuesto es una necesidad de técnica económica, nace de los Estados con mucha anterioridad al momento histórico, en que va a adquirir el carácter de una institución pública, con un profundo contenido político, económico y social.

Durante el periodo de las monarquías absolutas, ya se elevaron presupuestos, pero eran instrumentos de contabilidad para uso privado y exclusivo del monarca, quien se resistía a cualquier intento de darle publicidad, o a que el pueblo tomara alguna injerencia en el presupuesto.

En la declaración de los Derechos del Hombre, se consagro el principio de que la soberanía reside esencialmente en la nación y el derecho de esta de constatar la necesidad de las contribuciones publicas, consistirlas libremente y fiscalizar su empleo. Había logrado imponerse el principio de la publicidad de las finanzas públicas y desde entonces, el presupuesto surge no solamente como un documento de contabilidad, sino como el instrumento legal por el cual el país determina las necesidades públicas que el Estado ha de satisfacer y los recursos que acurda proporcionarle para ese fin. En la constante relación que existe entre los sucesos históricos y los fenómenos financieros, encontramos en la trasformación del presupuesto una prueba más de como el profundo descontento que el abuso financiero de la monarquía que producía, fue una de las causas influyentes en la Revolución Francesa y como, a su vez, este acontecimiento histórico determina la generalización del principio de la publicidad de las finanzas y transforma al presupuesto en una de las instituciones constitucionales básicas.


Hasta la tercera década de este siglo, el presupuesto es considerado solo como un mandato que la nación confiere al ejecutivo sobre la gestión financiera en que se contemplaba ingresos y recursos que el Estado debe recaudar, conformes a las leyes impositivas e invertir con estricto sometimiento a las autoridades de gastos. Influida la totalidad de la vida económica por los principios del liberalismo, el presupuesto refleja las fuerzas de las ideas dominantes y por muchos años se trata de que no adquiera sino el volumen indispensable para satisfacer las necesidades primarias de toda sociedad. Pero surge otras ideas y el presupuesto crece constantemente, aunque todavía lo rige otro principio liberal: del de equilibrio presupuestario anual, que se desploma ante la fuerza y fundamento de las finanzas funcionales.


Finalmente, como consecuencia del nuevo análisis financiero, debía cambiar también la técnica en la elaboración del producto, en forma que esta no se limite a consignar gastos e ingresos, sino discrimine entre los gastos e ingresos que lo son solo en apariencia, cuando su contenido económico puede ser gastos que es inversión o capitalización estatal o, por el contrario, ingreso, que es la contrapartida de una anotación en el debe de la contabilidad nacional:              

                                                 2. Definición.

Diremos que el presupuesto es el documento legal en el cual sistemática y anticipadamente se calcula los ingresos y se autorizan los gastos que habrán de producirse en un Estado en cierto periodo de tiempo. Matus 

                                  3. Elementos de la definición. 

De todas las definiciones que de el se dan, hay 6 elementos constantes que corresponden a las ideas básicas que el presupuesto publico involucra.

-
Un documento legal: o sea, que no es una previsión meramente contable de la realidad financiera de un Estado para un periodo futuro. Sino que es una Ley que, aunque diferentes a otras leyes, implica una aprobación del poder legislativo y un mandato estricto en materia de gastos que en el se contemplan.

-
Sistemático: es decir una presentación de cifras de las sumas que contempla, concesionada de acuerdo con un sistema, persiguiendo la agrupación de los gastos según su objeto, detallándose la cuantía acordada para ellos, y que las entradas se presenten agrupadas por fuentes de ingresos con el rendimiento probable que se espera percibir. Las modernas teorías discriminan además, entre los rubros de estos dos grupos, de manera que el presupuesto revele el verdadero estado financiero del país, distinguido entre el presupuesto de explotación y el de capital.

-
Calculo y autorización anticipada: es una previsión de una realidad financiera futura, y es por eso que implica un calculo de los ingresos que se espera percibir durante el periodo que se aplica. Con respecto a los gastos también implican una previsión de los desembolsos, aunque es más propio hablar de autorización para su destino, los que eventualmente pueden resultar insuficiente, situación esta que obligara a modificar el presupuesto en la parte de gastos.

-
De los gastos y de los ingresos: son las dos partes esenciales en que se descompone el presupuesto, cuyo elemento se hallan en íntima relación, porque en finanzas se admite que los ingresos sean regulados por los gastos y no que los gastos sean regulados por los ingresos, difiriendo de la norma que en la economía privada. (No se puede gastar más de lo que se tiene). Son estos dos grandes rubros, lo que dan una idea sobre la necesidades publicas que el Estado atiende y el monto de los recursos de que dispone, y cuyo cuidadoso análisis, da una idea aproximada de la política financiera del estado, de rol que la economía de este juega dentro de la economía nacional o, incluso, de los fines que se persiguen con el gasto publico.

-
De un estado: ellos se refieren únicamente al estado, sin perjuicio de otros entes políticos, municipales, etc., que tengan presupuesto que caen en la designación de sector publico.

-
Durante un cierto periodo de tiempo: por lo mismo que es una previsión financiera, se confecciona para un espacio limitado de tiempo que es conocido con el nombre de ejercicio presupuestario, generalmente de un año, sea este de fecha calendario o no; aunque existen presupuestos elaborados en base a periodos cíclicos.      

                                   4. Clasificación. 

Existen múltiples clasificación según sea el punto de vista para formularlas, pero para las que se considera básica dentro del estudio del presupuesto son:

El presupuesto único, los presupuestos múltiples, el presupuesto de explotación y el de capital. 

                                  5. Presupuesto único o universal. 

El presupuesto único o universal, es el que agrupa la totalidad delos gastos de un Estado y la totalidad de sus ingresos públicos, de tal manera que, todo gasto que el Estado deba realizar, quede contemplado en el presupuesto, y todo ingreso que ha de percibir, se lo calcula entre los recursos públicos:

Esta forma presupuestaria realiza plenamente el principio de la unidad presupuestaria realiza plenamente el principio de la unidad presupuestaria y, aparentemente, ofrece un cuadro total y exacto de la realidad financiera.  

                                   6. los presupuesto múltiples. 

Sin embargo, en la práctica, muchos países en forma permanente o esporádica, han creado o elaborado junto al presupuesto principal otros presupuestos especiales, anexos, extraordinarios o suplementarios. Cuando un país sigue sobre su realidad financiera, debería acabar el conjunto de sus presupuestos. Con la confección de varios presupuestos se busca, generalmente, ocultar la situación de las finanzas del Estado, y sea traspasado a presupuestos especiales, el déficit que se calcula deberá producir en el presupuesto principal. O bien, disimular la verdadera cuantía de los recursos de que disponen ciertos servicios o que se destinan para algunas obras.

La recomendación doctrinaria, en materia de presupuesto, es que se respete el principio de la unidad, salvo casos especiales que se justifiquen por la naturaleza de ciertos gastos o por los recursos que habrían de destinarse a su funcionamiento, y solo como un medio de obtener un mejor resultado financiero. Jamás puede admitirse la multiplicidad presupuestaria como medio de desfigurar la realidad financiera del país.          

Lo anterior no se opone a que el presupuesto público se adapte a la nueva técnica financiera que distinguen entre el presupuesto de capital y el presupuesto de explotación, ya que estos, precisamente, tiene por objeto dejar de manifiesto cual es la verdadera y autentica realidad financiera, mediante una discriminación de todas las practicas de ingresos y de todas las practicas de gastos para distinguir si son verdaderamente gastos o ingresos, de los egresos que significan capitalización o de los ingresos que abren, correlativamente, una partida al debe de la contabilidad del Estado.  

                                 7. Principio presupuestarios. 

Existen diversos postulados sobre un buen postulado que busca hacer de la previsión financiera lo mas ajustada que se pueda en la realidad, y proporcionar un cuadro exacto de lo que son las finanzas del Estado y las condiciones en que estas se desenvuelven.

Los principales son: unidad, anualidad, veracidad y de equilibrio.
-
El de la unidad: Exige que todas las finanzas del Estado, en sus gastos e ingresos totales, figuren en un solo presupuesto y que sea la síntesis de estas dos grandes partidas; con el se busca que el parlamento, que es el que aprueba el proyecto de presupuesto, y la nación, tengan a la vista en este cuadro el volumende4tallado y total de los recursos de que el Estado disponen mas los gastos totales. La negación de este principio ocasiona la multiplicidad presupuestaria, existiendo en estas, presupuestos para ciertas categorías de gastos o de recursos o para ciertos servicios del Estado. Si bien circunstancias especiales pueden autorizar la confección de uno o dos presupuestos paralelos al presupuestos principal, se esta en la correcta. Lo que no se acepta es el abuso de la multiplicidad presupuestaria, y es lo que se debe evitar.

-
El de la anualidad: recomienda que el periodo a que la previsión se refiera, no exceda de un año, ya sea este calendario o regular por otras fechas. Se desea con el que la previsión no alcancen a un periodo mas dilatado de tiempo en que, necesariamente, tiene mas posibilidades de que se produzcan situaciones imprevistas.

-
El de la veracidad: exige que el cálculo de ingresos, se consignen solo las sumas que verosímilmente pueda esperarse haya de afluir a las arcas fiscales. Sin que sea licito su abultamiento a los efectos de presentar un financiamiento aparente del presupuesto o reducirla con el objeto de obtener un superávit al final del ejercicio. En cuanto a los gastos se exige un cálculo fidedigno de las sumas necesarias para cada objeto, sin que sea admisible que se calcule una suma inferior a la que se sabe será necesaria, o que se otorgue para un objeto más de la que se requiere para atender la necesidad correspondiente. El principio tiene importancia porque de la veracidad que se haya empleado en la elaboración de las dos partidas esenciales del presupuesto, desde el resultado final que se obtenga que, en lo posible debiera ajustarse a la previsión formulada.          

                                    8. El equilibrio presupuestario. 

Entre los principales clásicos, en materia presupuestaria, esta el del equilibrio de la vida financiera del Estado el presentar presupuestos equilibrados y lograr que, al termino del ejercicio, este no cerrara con déficit, y en cuanto al superávit, si bien no lo miraban con recelo, estimaba que el Estado debía devolverlo a la economía a través de una disminución de la presión tributaria.

El no someterse a este principio es, precisamente, lo que le puede dar movilidad a la actividad financiera en su lucha anti cíclica. Corresponde ahora destacar algo más: El equilibrio presupuestario no es la aparente relación de equivalencia entre el monto de los gastos aprobados y el volumen de los ingresos calculados; es algo mucho más complejo que la mera relación igualitaria entre dos cantidades, cuyos integrantes, no tienen la misma naturaleza ni la misma trascendencia.

Dice Lindhal, todo presupuesto esta formalmente nivelado, ya que la suma de gastos debe estar siempre exactamente cubierta por los ingresos. Por tanto, cuando se dice que un presupuesto nivelado, se quiere significar que la suma de ciertas clases de ingresos debe ser igual a la suma de ciertas clases de gastos.
Myrdal, al referirse a estas materias, expresa: “el equilibrio del presupuesto significa su nivelación bajo el cumplimiento de ciertos principios presupuestario, según los cuales, la suma de una clase determinada de gastos debe nivelarse, anualmente, mediante la suma de una clase determinada de ingresos”, y agrega: “un presupuesto que haya sido nivelado prescindiendo de este principio, no esta nivelado en este sentido”.

                 9. Presupuesto de explotación y presupuesto de Capital. 

Dentro de los empleos que el Estado da a los recursos públicos, se presentan dos clases de egresos bien diferenciados: los unos están destinados a procurarse bienes o servicios cuya duración o efecto útil, desaparecen en el ejercicio presupuestario en que se realiza o, al menos, presentan las característica común que en el próximo ejercicio presupuestario, esos egresos vuelvan a aparecer. Ejemplo: serian los sueldos de los funcionarios o los útiles de oficina, etc.

Los otros se realizan para obtener bienes más durables; son las que permanecen más allá del ejercicio anual. Ejemplo: la construcción de un puerto, la instalación de una empresa estatal, etc.

Estos egresos tienen un muy distinto significado económico y financiero, pues mientras los primeros representan típicamente gastos de consumo, los segundos contribuyentes inversiones, acrecentamiento de capital que pueden realizarse o no con fines productivos o de rentabilidad.

Por su parte, los ingresos del Estado pueden provenir de fuentes de naturaleza económica muy distintas: por ejemplo, los que provienen de los impuestos ordinarios o de rentas propias del Estado, son rentas, económicamente hablando. Los ingresos que pueden obtenerse de enajenación de bienes raíces del Estado o de productos de empréstitos, son recursos de capital, que al mismo tiempo que pueden significar recursos financieros, abren una partida al debe de la contabilidad del Estado.

La consideración cuidadosa de estas diferentes clases de ingresos y egresos, y la necesidad de establecer una relación de financiamiento entre ellos, han hecho surgir una nueva concepción del sistema presupuestario que debe adoptarse. Cabe hacer presente que esta nueva concepción nace en países como Dinamarca y Suecia, Estados que tienen un patrimonio cuantioso e inversiones productivas, cuyos principios contables influyeron en la formulación del nuevo sistema. A estas ideas corresponden la necesidad de que el Estado elabore dos clases de presupuestos: el de operación o de explotación y el de capital.

En el presupuesto de operación o de explotación, se comprendería todos los gastos ordinarios del Estado, más los ingresos ordinarios derivados de la tributación normal o de recursos que el Estado obtiene de sus dominios. Deberán insertase además, entre sus egresos, las cantidades que corresponden a amortizaciones por agotamiento y desgaste de los bienes patrimoniales del Estado, en forma que al final de cada ejercicio, el activo neto del Estado, se mantenga en su valor. Al mismo tiempo, junto a los ingresos ordinarios  derivados de la tributación o del dominio del Estado, deberían contemplarse las partidas proveniente de rentas de los vienes raíces del Estado, ya sea la produzcan efectivamente o que equivalga a lo que habría debido pagarse por el uso de esos bienes si el Estado no fuera su propietario. 

En el presupuesto del capital deberán figurar los egresos en que el Estado ha incurrido para adquirir bienes de capital (edificios, plantas industriales, etc.) y los recursos de capital que se destinan para financiar estas clases de egresos como, por ejemplo, el producto de la venta de bienes del Estado o el producto de empréstitos y, finalmente, agregarle a los ingresos, el posible superávit que se hubiera obtenido del presupuesto de operación o explotación.

El objetivo práctico es efectuar un cuadro sobre la verdadera realidad financiera del Estado y mantener o acrecentar el activo neto del mismo, mejorando la capitalización estatal.     

                              10. Momentos presupuestarios.

 Se designa con el nombre de momento presupuestario, a los diversos periodos por los que pasa un presupuesto, desde que se da comienzo a su preparación hasta que termina el ejercicio presupuestario a que el se refiere.

Se distinguen los siguientes momentos presupuestarios: preparación y confección, discusión y aprobación, ejecución y justificación presupuestaria o rendición de cuentas. 

                               11. Preparación y Confección. 

La prestación y confección del proyecto de presupuesto, implica una tarea difícil y un estudio responsable de cada una de sus partes. El principio básico que debe tenerse presente en su elaboración, es el de la veracidad. Debe tenerse presente que el presupuesto a adquirido una extraordinaria complejidad, por que ha dejado de ser un mero documento contable y, consecuentemente, para constituir “un programa de acción de gobierno expresado en cifras y sancionado por los representantes del país”.

Universalmente se encomienda esta etapa presupuestaria al Ejecutivo, ya que al el le corresponde el gobierno y la administración del país.

La preparación del presupuesto comprende, a su vez, dos estudios fundamentales: por una parte, el “monto de los gastos” que el Ejecutivo proponga la consideración del parlamento, distribución por ramas de la administración o para obras o servicios que el gobierno patrocine, y, por la otra, el “calculo de los ingresos” que el gobierno estima habrán de afluir a las arcas fiscales, ya sea a través de la tributación o mediante el uso del crédito publico.
-
En la C.N. el art. 238 “de los deberes y atribución el presidente de la republica”, en el inicio 14 encomienda: preparar y presentar a consideración de las cámaras el proyecto anual de presupuesto general de la nación.
Como los ingresos aparecen supeditados a los gastos, es la consideración de estos, por parte del ejecutivo, lo que determina la necesidad de procurar los recursos; y el cálculo de los ingresos probables, es una operación muy delicada ya que si su percepción posterior fuere inferior al cálculo, se transforma en déficit presupuestario.

Cuando el gobierno dispone de todos los antecedentes sobre gastos que habrán de proponer e ingresos calculado, procede a la operación más delicada de este periodo, que es la del ajuste presupuestario, es decir, la nivelación de las partidas globales: gastos e ingresos.

En los países que aún imperan los principios presupuestarios tradicionales, esta etapa termina con la confección del proyecto definitivo de presupuesto, una vez enviada al parlamento; pero en los países en que se han adoptado los modernos principios financieros, esta etapa involucra la tarea al Ejecutivo de completar el proyecto de presupuestos con el Presupuesto Económico Nacional, como es el caso de Inglaterra y EE.UU., y entre otro países. 

Finalmente, debemos recordar que este momento presupuestario que se traduce en un proyecto de ley del presupuesto, debe ser confeccionado de conformidad al sistema presupuestario que esté en vigencia.     

                                        12. Discusión y aprobación. 

Esta segunda etapa presupuestaria, esta encomendada en todos los países a los parlamentos: se inicia con la recepción del proyecto enviado con el ejecutivo, y termina con la aprobación final del proyecto sea que se le hayan introducido modificaciones o no. Las atribuciones especificas que el parlamento tiene con relaciona al proyecto de presupuestos, varían según los régimen políticos, las practicas parlamentarias o las disposiciones legales sobre facultades del parlamento en esta materia. Las facultades de los parlamentos en materia presupuestaria, derivan de la disposición consagrada en el art. 14 de la declaración de los derechos del hombre, ejercitada directamente por el pueblo o por medios de sus representantes.  

No obstante que, doctrinariamente, los parlamento deberían tener con respecto a la ley presupuestario la misma amplitud de atribución que tiene con respecto a cualesquiera otra ley, la practica y la experiencia han hecho aconsejable una limitación de ellas, y es así como la legislación financiera han ido introduciendo normas constitucionales tendientes a restringir las atribuciones parlamentarias en materia de gastos públicos dándole supremacía política que había enseñado que el poder legislativo, mas directamente vinculado a los electores, le es difícil resistir la presión de grupo o secciones territoriales que aspiran a ver mejoras en sus localidades ciertos servicios públicos, o que reclaman obras que  exceden a las posibilidades económica calculada por el Ejecutivo, que es el que debe tomar la responsabilidad de determinar el monto y clase de los gastos públicos, ya que tiene a su cargo la administración general del país y conoce las ilimitaciones de los recursos públicos.

El art. 202 de la C.N. establece los deberes y atribuciones del congreso, entre los que destacamos el inciso 4º “legislar sobre materia tributaria”; y el 5º de “sancionar anualmente la ley del Presupuesto General de la Nación”.

El periodo de discusión termina con la aprobación del proyecto de presupuestos, el que ha podido ser modificado solo dentro de la orbita de atribuciones del Congreso en materia de discusión presupuestaria. Con la aprobación del proyecto, este se transforma en ley que habrá de regir la vida financiera del Estado durante el ejercicio presupuestario a que el se refiere.

Los dos momentos presupuestarios que hemos visto son de carácter preponderantemente político, ya que en ellos, por una parte, el Ejecutivo propone su política fiscal que hoy en día ya no es neutra frente a la economía nacional, sino que persigue con respecto a ella determinados objetivos y, por otra, el legislativo sanciona o modifica esta política al aprobar o modificar el proyecto presupuestario, adoptando, por su parte, una decisión sobre ella en cuanto al volumen de gastos, a su empleo y a la cuota de renta nacional que absorberá la actividad financiera del Estado.

El momento presupuestario siguiente, es mas bien de carácter técnico y esta destinado a realizar la política fiscal y el plan financiero que el presupuesto supone.     

                                   13. Ejecución presupuestaria. 

Aprobando el proyecto de presupuesto y transformando en lay, este entra a regir desde el día de iniciación del ejercicio presupuestario hasta el día de su término. Durante este periodo se habla de que hay ejecución presupuestaria.

La ejecución presupuestaria esta encomendada a todos los países del mundo al poder Ejecutivo, quien tiene la responsabilidad de su correcta realización.

La ejecución presupuestaria comprende dos actividades financieras principales:

-
La recaudación de los ingresos y 

-
La realización de los gastos que el presupuesto contempla.

En cuanto a los ingresos, e gobierno tiene el deber de recaudarlos, conforme a las leyes que autorizan su percepción, y compete al ejecutivo su recaudación conforme a la constitución de los países.

Es un principio básico en materia financiera que, aprobado el proyecto de presupuesto, no puede suprimirse ingresos contemplados sin sustituirlos por otros.

Con respecto a los ingresos, la ley de presupuestos es un mero calculo de ellos, que el parlamento aprueba, y que no compromete al Ejecutivo, ya que puede recaudar mas de lo calculado o, por el contrario, percibir menos de la suma previstas sin faltar a la ley; por eso, doctrinariamente se ha discutido si el presupuesto, en su capitulo de ingresos, es una ley o un simple calculo de entradas con aprobación legislativa, sin mayores consecuencias legales.

En cuanto a los gastos autorizados, el presupuesto aprobado, es indiscutiblemente una ley que obliga al Poder Ejecutivo en forma que este no pueda aportarse de las autorizaciones de gastos, ni en cuanto al monto de ellos o de cada gasto autorizado, ni en cuanto al destino de la ley presupuestaria le dio. Por eso se dice que el monto y la especialidad del gasto son condiciones imperativas para el gobierno.

Cualquier modificación en el monto o destino de los gastos requiere una ley complementaria del presupuesto. Los regidos principios que imperan en materia de gastos obedecen a un doble propósito; en primer lugar, asegurar el equilibrio presupuestario que se haya previsto si es un presupuesto en el caso de presupuesto no equilibrado y, en segundo lugar, asegurar que los empleos de fondos públicos se realicen dentro de los montos que el parlamento haya autorizado y para los objetos a que se haya destinado.


Las dos actividades que implica la ejecución presupuestaria: recaudación de ingresos y empleo de fondos públicos o gastos, se realizan por medio de los organismos que cada país dispone, siendo estos los componentes de su Administración Financiera, a los que se agregan los órganos de control o fiscalización, que han ido adquiriendo mayor importancia medida que el parlamento ha visto disminuida sus facultades presupuestarias. La ejecución presupuestaria, según sean las condiciones en que se ha desarrollado, es calificada de normal o anormal.

En fecha 2 de octubre del año 1968, fue promulgada la ley orgánica del presupuesto con Nº 14, basada en técnica denominada “presupuesto por programas”. Ha sido definida como el instrumento de ejecución de la política gubernamental en que se establecen los créditos para la ejecución de los programas a cargo del sector publico y se determina los recursos financieros con que deben ser cubiertos tales créditos.       

            14. Normalidad en la ejecución presupuestaria. 

Se dice que hay ejecución normal del presupuesto, cuando la previsión que el implica sobre la realidad financiera del ejercicio, se ha ajustado a esta en forma que, al termino del ejercicio, los ingresos sean percibidos en la cantidad calculada., y los gastos autorizados y ejecutados hayan sido suficientes para atender las necesidades consultadas. La normalidad exige pues, que el resultado final del ejercicio muestra las mismas cifras en ingresos y gastos que las que se previeron en la ley. Pero, la normalidad no se refiere solamente al instante final del ejercicio, sino que a todo periodo de 1 ejercicio presupuestario.


Puede suceder así, que en cierto momento del ejercicio presupuestario, por falta de correlación entre la percepción de ingresos y el monto de los gastos realizados, haya en la caja fiscal un excedente o, por el contrario, una falta de disponibilidad, que vengan a alterar la normalidad. Por ello,  al tratar de la ejecución anormal del presupuesto, debemos referirnos: a las anormalidades al termino del ejercicio anormal del presupuesto, debemos referirnos: a la anormalidades al termino del ejercicio presupuestario, o definitivas, y a las anormalidades durante el periodo de vigencia del ejercicio, o transitorias. Cada una de estas presenta características y crea problemas diferentes, y obliga al estudio de sus causas y de los medios de contrarrestarlos.     

           15. Anormalidades presupuestarias transitorias. 

La ejecución presupuestaria, como dijimos, comprende la recaudación de los ingresos públicos y la realización de los gastos autorizados. Ahora bien, debido a que los ingresos no afluyen a la caja fiscal en forma regular y constante, ya que gran parte de los impuestos tienen fecha precisa de pago, ya que, por otra parte, los gastos tienen una periodicidad mas constante, e incluso, algunos de ellos deben realizarse mensualmente, es de ordinaria ocurrencia que durante la ejecución presupuestaria haya falta de disponibilidades en la caja fiscal o, por el contrario, haya un exceso de recurso disponible en ciertos periodos. Estos desequilibrios se conocen como déficit y superávit transitorio de caja. La existencia de estas anormalidades transitorias no supone que la previsión total presupuestaria haya sido mal efectuada o que, necesariamente, se han de transformar de déficit o superávit definitivo, al final del ejercicio. 


No obstante lo dicho, estas anormalidades crean problemas en la ejecución presupuestaria que son: en el déficit transitorio o falta de caja, encontrar los recursos para hacer frente a los gastos que deban efectuarse; en el superávit transitorio, darle al sobrante de disponibilidades un mejor aprovechamiento en beneficios de las finanzas.       

16. déficit transitorio o definitivo. 

En cuanto al déficit transitorio, deben seguirse una política preventiva tendiente a evitarlos; ella podría ser la de introducir las reformas necesarias dentro de la legislación tributaria, con el objeto de fraccionar los pagos de los impuestos a fin de acomodar la percepción de ingresos a la misma periodicidad con que los gastos se presentan. Paralelamente a esta política preventiva, que es la más aconsejable, existen otras medidas de técnica financiera tendiente a resolver la dificultad. Ellas son:

1. la emisión de obligaciones por el Estado, susceptibles de transformarse en dinero, y cuyas fechas de vencimiento, no puede ir más allá de la que sea término del ejercicio presupuestario, ya que, si el gobierno no es capaz de recatarlas dentro de ese plazo, querrá decir que el déficit se ha hecho definitivo.     

2.los créditos bancarios a beneficio del estado, y con la misma limitación en cuanto a plazo de exigibilidad, medida que tiene el inconveniente de recargar las finanzas en el monto de los intereses que pudieran devengarse y, desde el punto de vista económico, por ser susceptible de provocar una restricción en el crédito bancario.

Otras medidas es la de emisiones de corto plazo que el instituto emisor puede hacer en beneficio del gobierno, y que deben ser retiradas dentro del ejercicio presupuestario y __antes, en el momento en que desaparezca el déficit transitorio.


Técnicamente el déficit transitorio debe ser cubierto mediante el uso de algún instrumento financiero que, proporcionalmente al gobierno el dinero que necesita temporalmente, no cree problemas dentro del desarrollo económico normal del país, y sometido siempre a la exigencia que el plazo de rescate del crédito que se haya obtenido, no vaya mas allá de la fecha de termino del ejercicio presupuestario.  

                 17. Superávit transitorio o de caja. 

Se traduce prácticamente en la circunstancia de que, en cierto momento de la ejecución presupuestaria, la caja fiscal ha recaudado ingresos por mayor monto que el que presenta los gastos efectuados o los inmediatos, a realizarse; crea también un problema aunque de mucha menor gravedad que el déficit transitorio. De lo que se trata es que con ese exceso de disponibilidad, pueda obtenerse algunas ventajas para las finanzas.

El gobierno puede: o dejar ese saldo en forma inactiva en la Caja Fiscal, en espera de los compromisos que habrá de presentarse, o de depositarlo en los bancos a plazos adecuados y obtener algún interés por ello. Pero, la recomendación técnica mas aconsejable, es que los empleos en adquisiciones que deba realizarse mas tarde, con el objeto de efectuarlas en mejores condiciones económicas o que si es el caso, postergue las contrataciones de empréstitos autorizados dilatando la fecha desde la cual debería pagar intereses, reembolsables de sus avances con el producto del empréstito que colocara mas tardíamente de lo que en otra forma habría sido necesario.         

                 18. El déficit del termino  o definitivo. 

Es el que presenta al final del ejercicio presupuestario, y se produce siempre porque los ingresos percibidos a través del ejercicio no han sido suficientes para atender los gastos realizados. Sus causas mas aparentes son: 

-
La sobre estimación de los ingresos, la sub-estimación de los gastos acordados

-
Los gastos imprevistos que puedan presentarse, o 

-
Variaciones en el proceso económico que hayan hecho decaer el ingreso público.

El déficit definitivo plantea varias interrogantes, y para darle respuestas, es fundamental distinguir entre el déficit esporádico o accidental y el déficit crónico, que se ha transformado en una anomalía permanente en las finanzas del Estado.

El déficit accidental o esporádico, si bien crea un problema, ya que el estado ha resultado con un sobregiro en una Caja Fiscal, es posible remediarlo con cargo al superávit que puede consultarse especialmente en el presupuesto del año siguiente, cuando a la fecha de confección del nuevo presupuesto, ya es una realidad que habrá de producirse, o con la creación de ingresos transitorios, destinados exclusivamente a saldarlo. Pueden también emplearse otros árbitros que seria largo enumerar.


El déficit crónico de la Caja Fiscal, en cambio, es un problema financiera de extremada gravedad, pues denota una falla estructural en las finanzas públicas que pueden ser provocada, o porque el Estado mantiene una presión tributaria inadecuada para atender a sus gastos públicos, o porque su volumen de gastos no guarda relación con las posibilidades económicas nacionales.


Ningún gobierno debe permitir que permanezca un déficit que se repite en un doble ejercicio presupuestario, sin que se lo examine en sus causas y consecuencia y sin que se adopten las medidas adecuadas para ponerle termino.    

                 19. El superávit de termino o definitivo.

Es el que se produce al final del ejercicio presupuestario originado porque los ingresos percibidos a través del ejercicio, resultaron superiores a los gastos realizados. Puede haberse motivado por una sub-estimación de los ingresos calculados por una sobre estimación de los gastos autorizados, o como consecuencia de un mejoramiento en el ingreso nacional; también podría motivarse por una mejor percepción de los ingresos, disminución del fraude tributario, etc.

En el análisis del superávit definitivo es necesario también, como en el déficit de este carácter, hacen una distinción entre:

El superávit accidental: que puede deberse a las causas que ya hemos señalado y su destino posterior no ofrecerá mayores dificultados, pues, el Estado siempre tendrá un numero grande de necesidades publicas que atender o que atiende de forma no satisfactoria.

Las finanzas clásicas patrocinaban la desgravación tributaria en el monto del superávit producido; pero creemos que el simple superávit accidental no autoriza una medida de esta naturaleza.


El superávit crónico en los ejercicios presupuestarios impone la necesidad de una revisión de las condiciones en que se desenvuelven las finanzas, ya que puede ser originado: o por una excesiva presión tributaria o por una satisfacción inadecuada de las necesidades públicas. Si del análisis se llegara a la conclusión que, efectivamente, se produce por una excesiva presión tributaria, habría llegado el momento de proceder a una disminución de ella, aprovechando la oportunidad para desgravar las rentas que, comparativamente, de acuerdo con la capacidad contributiva respectiva, estén soportando una cuota muy alta de gravamen fiscal.

El análisis del superávit crónico puede conducir también a la conclusión de que no sea producto de una presión tributaria excesiva, sino de una satisfacción poco eficiente de las necesidades públicas, por haber imperado un criterio demasiado cauteloso sobre los gastos públicos. La política fiscal que haya de seguirse en relación de esta clase de superávit dependerá, en consecuencia, de las causas que la motivan.             


20. Las anormalidades de las ejecuciones presupuestarias y el equilibrio presupuestario. 

El examen que se ha hecho de las anormalidades en la ejecución presupuestaria y, en especial, de las definitivas, deben estudiarse en íntima relación con los nuevos principios sobre equilibrio presupuestario, ya que no basta comparar cifras globales, que muy poco pueden demostrar, y es necesario analizar el origen y significado económico de las distintas partidas de ingresos o egresos. Igualmente deben tenerse presente los principios sobre equilibrio cíclico de los presupuestos, en los que el déficit o superávit corresponde, no a accidentes financieros imprevistos, sino a una política de un especial contenido. 

21. Justificación presupuestaria o Rendición de cuentas. 

A los verdaderos y auténticos momentos presupuestarios se agrega el de la justificación presupuestaria, que no es propiamente un momento presupuestario, ya que surge una vez que el presupuesto ha sido ejecutado durante el periodo de vigencia de su ejercicio.

En todos los países existe, en una u otra forma, esta practica o exigencia legal de que el gobierno, por si mismo o por órganos de su administración financiera, presente una cuenta completa y detallada sobre la gestión presupuestaria del ejercicio que ha terminado.

En la justificación presupuestaria se confrontan la previsión financiera, efectuada con anterioridad al ejercicio presupuestario, con el resultado final obtenido al termino de este, y comprende no solo los gastos y entradas que se previeron o autorizaron en el presupuesto sino los gastos que hayan podido agregarse a los primitivamente autorizados, así como el monto real de los ingresos recaudados, este documento financiero tiene una doble importancia por cuantos permiten apreciarse de la forma en que el Ejecutivo cumplió el mandato que el presupuesto significa y, por otra, apreciar la aproximación con que la previsión presupuestaria se realizó, además de ofrecer un antecedente importante para la elaboración y aprobación del presupuesto del periodo siguiente.


Esta rendición de cuentas, para que adquiera todo su valor, es necesario que se la acompañe de un balance general de las finanzas del Estado, en que se destaquen los movimientos que han podido producirse en el activo estatal, así como en su pasivo, va sea por incremento en el capital del estado o por variaciones en la deuda publica.

Un capitulo especial debe destinarse en esta rendición de cuentas, precisamente, al monto y variaciones que se hayan producido en la deuda publica, ya provengan de aumentos de ella o de reducción, por amortización y otras operaciones realizadas.        

22. Control o fiscalización presupuestaria. 

Actualmente se reconoce que el presupuesto público ya no es el cálculo de ingresos y autorizaciones de gastos, sino que implica un plan económico y financiero, en que se contiene la política fiscal del gobierno en íntima relación con los objetivos que ella persigue.

Por otra parte hemos visto que, la experiencia ha llevado a todos los países a una restricción de las facultades del poder legislativo, en cuanto a introducido modificaciones en el proyecto, es mas un acto de confianza política hacia el Ejecutivo que un autentico estudio del proyecto en toda su variada complejidad. Por estas razones ha ido adquiriendo mayor importancia la fiscalización y el control presupuestario con respecto a los actos de gobiernos que ejecutan e presupuesto  

24. La fiscalización. 

La fiscalización presupuestaria puede hacerse de diversas maneras: política, administración y financieramente. Cada una de ellas cumple un rol especifico, pero lo mas importante es aquella de carácter propiamente financiero, y en especial, la de carácter preventivo que tiene a evitar que el Ejecutivo pueda apartarse de la ley presupuestaria en cuanto al monto o al destino de los gastos, y que vele también, por la correcta percepción de los ingresos.  

25. La fiscalización administrativa. 

Esta presenta una etapa más técnica en cuanto a la ejecución presupuestaria y es atendida por los diversos organismos de la Administración Financiera de cada país, que tiene a su cargo la fiscalización y la aplicación de las leyes que establecen ingresos, su recaudación, la custodia de los fondos públicos y, finalmente, la tarea de cancelar los compromisos del Estado.


Cada país tiene sus órganos especializados, tanto para hacer posible la correcta percepción de los ingresos como para la custodia de ellos y su empleo definitivo, y a cada uno corresponde una esfera de atribuciones en la fiscalización de los ingresos y egresos, así como su parte de responsabilidad en la gestión financiera. Los organismos de recaudación están encargados no solo de formular los créditos fiscales, sino que cumplen la tarea de hacer ejecutar estos créditos, hasta que el ingreso correspondiente sea percibido por la caja fiscal, y, por otra parte sus propias órdenes son revisadas por otros organismos que comprueban su exacta liquidación. Los organismos que tiene a su cargo la tarea de atender a los compromisos fiscales, también ejercen una fiscalización sobre cada egreso en el momento en le prestan su aprobación y dan la orden final de pago, que implica una minuciosa revisión de los antecedentes que justifican el gasto y, por otra parte, su conformidad con la ley presupuestaria, tanto en el monto como en el destino del gasto.   

26. Fiscalización técnico-financiero. 

De las tres formas principales que reviste la fiscalización del presupuesto, esta es la que tiene mayor importancia, por cuanto significa una labor jurídico-contable que se desarrolla permanentemente durante su ejecución. Es testa forma de fiscalización  la que mejor asegura el respecto a la ley presupuestaria y la regularidad legal y contable en su ejecución. Es la que mejor asegura el respecto a la ley presupuestaria.


En materia de entrada tiende a asegurar la percepción de los ingresos y supone la tarea de aplicar y fiscalizar el cumplimiento de las leyes tributarias. Creemos que la importancia de la recaudación de los ingresos destinados al financiamiento de los gastos, es tan grande como la de estos, y ambas deben ser fiscalizadas, ya que así se impide o aminora el fraude fiscal o tributario que es extremadamente grave, no solo por que cercena recursos al estado, sino por que arroja la carga tributaria sobre ciertos grupos de contribuyentes a quienes, por la naturaleza de sus rentas, les es muy difícil evadir los impuestos.


El fraude fiscal es una amenaza contra las finanzas del estado y contra el prestigio de su régimen tributario, que altera profundamente todo propósito de justicia en la repartición de las cargas públicas. En cuanto a los gastos consultados en el presupuesto, su fiscalización reviste un doble carácter: puede ser preventiva o de responsabilidad posterior.


La fiscalización preventiva no persigue tanto que pueden hacerse efectivas responsabilidades por abusos, mal empleo de fondos o gastos ilegales, cuanto prevenir estas irregularidades hasta donde sea posible. 

La fiscalización preventiva supone:

-
Una rigurosa contabilidad del presupuesto llegada al día.

-
El examen de los antecedentes de cada gasto imputable a fondo del presupuesto.

-
Un estudio de la legalidad del gasto, para determinar si ha sido acordado por la autoridad competente y si esta bien imputado a los fondos que el presupuesto contempla, tanto en relación con la cuantía de el, como en cuanto al objeto a que se destina, y

-
Una vez aprobado el gasto, su anotación dentro de la contabilidad presupuestaria, previo estudio de los fondos disponibles, para que este determinado, en todo momento el monto de los saldos presupuestarios. 

Paralelamente a estos resguardos técnicos – Financieros, debe existir una rigurosa separación administrativa entre los órganos o autoridades que pueden ordenar los gastos, los que pueden prevenir el gasto ilegal y los que cancelan, en último término, el compromiso fiscal. La tendencia universal, en cuanto a la fiscalización preventiva se dirige al robustecimiento de la autoridad de los organismos de control presupuestario y llega hasta concederles facultades para impedir los gastos ilegales o, al menos, para representar al ejecutivo su ilegalidad, debiendo informar de lo concurrido al Poder Legislativo.

En cuanto al control a posteriori, tiende a responsabilizar a todas las personas o funcionarios que hayan manejado fondos públicos para la inversión que han dado a estos. 

                          27. Sistema legal vigente.

Artículo 238. CN. DE LOS DEBERES Y DE LAS ATRIBUCIONES DEL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA. 

Son deberes y atribuciones de quien ejerce la presidencia de la República:

14) preparar y presentar a consideración de las Cámaras el proyecto anual de Presupuesto General de la Nación;

Artículo 202 - De los deberes y atribuciones 

Son deberes y atribuciones del Congreso:

4) Legislar sobre materia tributaria;

5) Sancionar anualmente la ley del Presupuesto General de la Nación;

Artículo 216. CN. DEL PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACIÓN

El Proyecto de Ley del Presupuesto General de la Nación será presentado anualmente por el Poder Ejecutivo, a más tardar el primero de setiembre, y su consideración por el Congreso tendrá prioridad absoluta. Se integrará una comisión bicameral la cual, recibido el proyecto, lo estudiará y presentará dictamen a sus respectivas Cámaras en un plazo no mayor de sesenta días corridos. Recibidos los dictámenes, la Cámara de Diputados se abocará al estudio del proyecto en sesiones plenarias, y deberá despacharlo en un plazo no mayor de quince días corridos. La Cámara de Senadores dispondrá de igual plazo para el estudio del proyecto, con las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, y, si las aprobase, el mismo quedará sancionado. En caso contrario, el proyecto volverá con las objeciones de la otra Cámara, la cual se expedirá dentro del plazo de diez días corridos, exclusivamente sobre los puntos discrepantes del Senado, procediéndose en la forma prevista en el artículo 208, inciso 1), 2) y 3), siempre dentro del plazo de diez días corridos.

Todos los plazos establecidos en este artículo son perentorios, y la falta de despacho de cualquiera de los proyectos se entenderá como aprobación. Las Cámaras podrán rechazar totalmente el proyecto presentado a su estudio por el Poder Ejecutivo, sólo por mayoría absoluta de dos tercios en cada una de ellas.

Artículo 207. DEL PROCEDIMIENTO PARA LA MODIFICACIÓN PARCIAL.

Un proyecto de Ley aprobado por la Cámara de origen, que haya sido parcialmente modificado por la otra, pasará a la primera, donde sólo se discutirá cada una de las modificaciones hechas por la revisora.

Para estos casos, se establece lo siguiente:

1) si todas las modificaciones se aceptasen, el proyecto quedará sancionado;

2) si todas las modificaciones se rechazasen por mayoría absoluta, pasará de nuevo a la Cámara revisora y, si ésta se ratificase en su sanción anterior por mayoría absoluta, el proyecto quedará sancionado; si no se ratificase, quedará sancionado el proyecto aprobado por la Cámara de origen; y

3) si por parte de las modificaciones fuesen aceptadas y otras rechazadas, el proyecto pasará nuevamente a la Cámara revisora, donde sólo se discutirán en forma global las modificaciones rechazadas, y si se aceptasen por mayoría absoluta, o se las rechazasen, el proyecto quedará sancionado en la forma resuelta por ella.

El Proyecto de Ley sancionado, con cualquiera de las alternativas previstas en este artículo, pasará al Poder Ejecutivo para su promulgación.

Artículo 217. DE LA VIGENCIA DEL PRESUPUESTO.

Si el Poder Ejecutivo, por cualquier razón, no hubiese presentado al Poder Legislativo el proyecto de Presupuesto General de la Nación dentro de los plazos establecidos, o el mismo fuera rechazado conforme con el artículo anterior, seguirá vigente el Presupuesto del ejercicio fiscal en curso.

 
28. Disposiciones pertinentes de la Ley de organización financiera y funciones del Tribunal de Cuentas.                 

                                       Otras disposiciones.

La Ley 14/68 orgánica del presupuesto: en su artículo 1º establece que la misma es la norma fundamental que regirá el proceso presupuestario del sector público. Además, el art. 52 de la misma ley establece que para el veinte de diciembre de cada año el Congreso Nacional no se hubiere expedido sobre el proyecto de ley del Presupuesto General de la Nación, remitido conforme al art. 47 de esta ley, se reputara sancionado el proyecto y el poder ejecutivo promulgara la ley correspondiente. El año fiscal incluye el 31 de diciembre de cada año, mencionándose en el art. 62 que la recaudación de los ingresos estimados en el presupuesto de la Administración Central, será efectuada por las oficinas perceptoras o por intermedio de otras dependencias de la Administración Central debidamente autorizada por el Ministerio de Hacienda. Los ingresos recaudados serán depositados en la Tesorería General de la Nación o en las cuentas expresamente indicadas por la ley.

Ley Nº 109/91 orgánica del Ministerio de Hacienda: entre las funciones destacan la administración del patrimonio del Estado, el proceso presupuestario del sector publico y la aplicación de las normas legales relativas a tributos, su percepción, fiscalización, la contabilidad gubernamental y la administración del sistema de jubilaciones, pensiones haberes de retiros del personal del sector publico, la representación del fisco en las demandas o tramites judiciales y extrajudiciales, y, finalmente, las relaciones del Banco Central del Paraguay con el Poder Ejecutivo. La autoridad máxima es el Ministerio de Hacienda.

El Ministerio comprende las siguientes reparticiones.

_ El gabinete del ministro.

_ La subsecretaria de Estado de Economía e integración.

_ La subsecretaria de Estado de tributación.

_ La subsecretaria de Estado de Administración Financiera.

_ Abogacía del tesoro.

_ Dirección Administrativa.

_ El servicio nacional de catastro.

_ La secretaria general, y el 

_ Consejo de tributación. 

La subsecretaria de Estado de Administración Financiera: se preocupa del presupuesto general de la nación, el Tesoro Publico, las retas patrimoniales, el activo fijo del Estado, la administración del crédito público, la contabilidad gubernamental, el sistema de jubilaciones, pensiones y haberes de retiro del personal del sector publico. Le corresponde asesorar al Ministro en todos los asuntos jurídicos relacionados con la actividad del ministerio. Ejerce la representación legal en las demandas o tramites que deben promoverse para el cobro de los créditos fiscales.

    Comprende las siguientes reparticiones:

_ Dirección General del Presupuesto.

_ Dirección General del Tesoro.

_ Dirección General de Contabilidad

_ Dirección General de Normas y Procedimientos.

_ Dirección General de Jubilaciones y pensiones. 

Contraloría General de la Republica: es un organismo del Estado creado a los efectos del control de las actividades económicas y financieras del Estado, las gobernaciones y la municipalidad. Sus autoridades son el contralor y el sub-contralor, designados por la cámara de Diputados. Sus funciones duran 5 años y no coinciden con el mandato presidencial. Entre sus deberes y atribuciones se hallan las del control de la ejecución y liquidación del presupuesto general, la denuncia a la justicia ordinaria y al poder Ejecutivo de todo delito que tenga conocimiento en razón de sus funciones especificas. El contralor debe elevar informe anual financiero y dar a conocer a ambas cámaras del congreso y al poder ejecutivo, toda transgresión de disposición constitucionales y legales de que tenga conocimiento.   

------------ooooooooo------------

XVI

Doble y múltiple imposición
1. Concepto. 

Hay “doble imposición”, cuando se grava dos o mas veces una misma cosa a una misma persona. Es pues, genéricamente, la imposición reiterada sobre el mismo destinario legal, y por el mismo hecho imponible, en el mismo periodo de tiempo, y por parte de dos o más sujetos con poder tributario.

La doctrina dice, que la “doble imposición”, no es de por si injusta, en tanto no vulnere el principio de legalidad.

Diferencia de la multiplicidad de impuestos. 

No debe confundirse la “doble imposición” con la multiplicidad de impuestos.

Hay multiplicidad de impuesto cuando se advierte la afectación de la riqueza por los distintos gravámenes que integran un “sistema tributario”, opuestamente al sistema de imposición única.

Su estado frente a uno o más poderes financieros. 

La “doble imposición”, por el contrario, sugiere como fenómeno financiero las siguientes condiciones: A) coexistencia de dos autoridades financieras, vale decir, con personalidad jurídica distinta, ya sea interna o internacional; b) un mismo impuesto cobrado por cada uno de ellos, y c) sobre el mismo hecho imponible.

a) coexistencia de dos entidades financieras.

Tal coexistencia de autoridades, es necesaria para la producción del fenómeno, pues, si una misma autoridad financiera, resuelve cobrar dos veces un mismo tributo, ello será conforme a la voluntad del legislador y los principios que se considera por el Estado como la expresión de la justicia fiscal. Lo mismo ocurrirá, cuando los diversos gravámenes aparecen aplicados por mas de dos autoridades, de las cuales una de estas, esta jerárquicamente subordinada a la otra. Aquí la tributación múltiple resulta siempre como consecuencia de la voluntad del ente jerarquizan te superior, y responde a un cierto plan concebido y dirigido por el.

En este sentido, la “doble imposición” puede provenir de:

-
La coexistencia de dos poderes financieros dentro del orden nacional. Ocurre en los países federados con la tributación nacional y la estadual, provincial o interprovincial. También en el orden federal, cuando la nación, por orden de respeto al poder de imposición provincial, carece de atribuciones delegadas y no puede imponer su voluntad a las provincias.

-
De poderes fiscales en el orden internacional. Significa la presencia de dos potencias financieras de la misma naturaleza y posición. En realidad, se trata de Estados capaces de esgrimir una pretensión susceptible de entrar en el conflicto con otra pretensión similar, sin que de este hecho derive la posibilidad de que, jurídicamente, uno puede imponer su voluntad al otro.

La “doble imposición” internacional, surge, principalmente, porque existe dos grupos de países con intereses contrapuestos, en cuyas defensa hace jugar principios distintos como factores de atribución de poder tributario. Son, tradicionalmente, los exportadores e importadores de capitales que, con la evolución del concepto, se transformaron en países desarrollados y subdesarrollados o en vías de desarrollo, respectivamente.

b) Doble impuesto.

Debe tratarse de un mismo impuesto, aplicado por dos autoridades diferentes. Si un poder grava la renta, y otro, el consumo, no habrá entonces “doble imposición”, pero, suele ocurrir que los contornos o la configuración real de los gravámenes, no siempre son precisos, ya a veces, bajo denominación o apariencias diferentes, se encuentra la “doble imposición” encubierta. Un ejemplo (en Derecho comparado), se da en el caso del impuesto a las ganancias, cuando grava simultáneamente, la sociedad de capital y a los accionistas.

c) El mismo hecho imponible.

La “doble imposición” requiere, finalmente, que el gravamen aplicado por dos soberanías fiscales diferentes, incida sobre el mismo hecho imponible, esto es, “sobre los mismos presupuestos de hechos determinados por el legislador, para dar nacimiento a la obligación impositiva”. Si por ejemplo, existe un gravamen sobre beneficios que incida sobre los derivados de títulos y acciones, en tanto que otro gravamen a la renta, imponga solo las utilidades provenientes de los trabajos personales – aunque ambos graven réditos – difieren los hechos imponibles, y no hay “doble imposición” para fijar el concepto, se puede agregar que la identidad ha de ser sobre la misma materia imponible. De tal modo se puede concluir, que no habrá identidad si se trata de un impuesto a los réditos, y otro, a la venta. En el primer caso, el hecho imponible será el rédito, y, en el segundo, la transferencia onerosa.        

             2. Jurisprudencia critica.

Los tribunales admiten, que la “doble imposición” no es justa en tanto las autoridades fiscales no contradigan sus facultades impositivas constitucionales. Se ha señalado antecedentes lejanos para la solución de estos problemas como el de la “sesión del Instituto de Derecho Internacional de Copenhague, en 1892”, en donde se sostuvo, que el país, en donde se instrumentaliza la riqueza, es en donde esta tiene que ser gravada.

En las VI jornadas Latinoamérica de Derecho Tributaria (1970), se hizo notar, que en virtud de la soberanía, un país o un Estado, no puede estar limitado, jurídicamente, por otro que nada obsta para que los estados tomen en cuenta, a los efectos tributarios, la riqueza generada tanto dentro como fuera del país.

En la VII Conferencia de la Federación Interamericana de Abogados (1961), se aprobaron principios a regir en las convenciones internacionales, tendientes a evitar la “doble imposiciones” entre países americanos. 

El art. 180 de la C.N., reza lo siguientes: “no podrá ser objeto de “doble imposición” el mismo hecho generado de la obligación tributaria. En las relaciones internacionales, el Estado podrá celebrar convenios que evitan la “doble imposición”, sobre la base de la reciprocidad.   

3. La doble imposición frente a varias autoridades fiscales. 

Algunos autores dicen, que el individuo que lucra o aprovecha dos Estados, bien puede pagar el impuesto a esos dos Estados, siempre que ellos sean en límites razonables. A su vez. Griziotti distingue entre: 

-
Concursos de imposición, cuando varios Estados gravan simultáneamente, en base a conflictos internacionales), y

-
Conflictos de imposición, cuando varios Estados gravan sin saber ellos lo que hace uno u otro.

En tales casos, las consecuencias económicas: financieras y políticas, son de ordinarios deplorables. Para solucionar el problema, también se acude a la aplicación frecuente de algunos de los cinco sistemas diferentes que se utilizan:

a) vínculos políticos o ciudadanía.  Principios de la nacionalidad: es el mas antiguo, y consiste en sostener, que el derecho de gravar deriva de la nacionalidad del contribuyente. Según este criterio, cualquiera que sea el lugar donde esta viva, trabaje, tenga ganancias o bienes, deben tributar en el país, al cual esta vinculado por ciudadanía.

b) Residencia temporaria pura y simple: se basa en atribuir la potestad tributaria, teniendo en cuanta, la simple residencia sin requerir ciudadanía ni permanencia.

c) Residencia permanente o domicilio: la facultad de gravar corresponde al Estado, donde el contribuyente se radica con carácter permanente (el nuestro).

d) lugar de ubicación de los bienes o criterio de la fuente: corresponde, según el, gravar al país donde esta la fuente de riqueza, donde ella se genera. Es el gravar al país donde esta la fuente de riqueza, donde ella se genera. Es el criterio que aplica la legislación argentina (y la nuestra?). El gravamen se aplica con el adicional del ausentismo, según haya o no residencia.

e) vínculo económico: Establecido por el emplazamiento o instalación que sirve para el ejercicio de la actividad económica en un país, por parte del propietario que esta domiciliado o ubicado en el extranjero. Se aplica vinculándolo a los principios anteriores.

Los más importantes procedimientos, de acuerdo a las concepciones modernas del derecho Tributario Internacional, para evitar “doble imposición” son:

-
Exención de rentas obtenidas en el exterior: se gravan solo las nacionales.

-
Crédito por impuestos pagados en el extranjero: se acepta que, una vez gravada la totalidad de las rentas, producidas dentro y fuera del país, se deduzca de los impuestos totales los impuestos pagados en el extranjero, por rentas allí producidas.

-
Descuentos por inversiones en el exterior: se usa en EE.UU., desde 1962, y en Europa, desde 1968; siempre se hace el descuento de los impuestos pagados en los países en vías de desarrollo que tiendan a incrementar el crecimiento económico de dicho país (el subdesarrollo).

Estos procedimientos tienden a demostrar el cambio de mentalidad que se opera en los países industrializados. Sin abjurar de su soberanía, los países comienzan a buscar formas de cooperación en pos de desarrollo de aquellas naciones menos avanzadas. Y es indudable, que la solución a los problemas de “doble imposición”, deben fundamentarse, no en la juridicidad de un principio, sino en la solidaridad internacional y en la realidad innegable de la desigualdad entre las partes en pugna. Descartándose que las soluciones se puedan encontrar, mediante la búsqueda de Principios Generales que puedan adquirir carácter de ley uniforme internacional, bilaterales o multilaterales, en lo que atañe al terreno internacional.

El acta final de las conferencias de las NN. UU., sobre comercio y empleo, formada en la habana, en el año 1948, declarada – la organización podrá: formular recomendaciones y promover acuerdos bilaterales sobre medidas destinadas a evitar la doble tributación internacional, a fin de estimular las inversiones extranjeras privadas.

La dificultad a superar suele ser enorme, pues, en tales casos, no solo juegan los principios de soberanía estadual, sino también las exigencias financieras y económicas de los Estados, que no pueden postergarse fácilmente. No cabe duda, que la “doble imposición”, disminuye la riqueza sin contemplar  postulados de justicias, dado que la indiferencia de una tributación con respecto a la otra, que se le superpone, afecta a los intereses; y si es internacional, restringe el comercio entre los países, fomentado desconfianza y recelos, amén de obstaculizar la vinculación entre los hombres.

La “doble imposición” debe rechazarse también en el orden interno, por el peligro que implica, en cuanto a la imposición tributaria.      
4. Diferencias entre doble imposición e imposición sucesiva.                  

Se ha visto, que la “doble imposición” como institución especifica del derecho tributario, requiere las siguientes condiciones, esto es:

-
Coexistencia de dos autoridades financieras.

-
Un mismo impuesto cobrado por cada una de ellas.

-
Que la imposición se opere sobre un mismo hecho imponible.

Ocurre sin embargo, que después de satisfecho un tributo, sobre una misma riqueza, y por un mismo hecho imponible o nuevos hechos similares, se verifican otras o nuevas imposiciones, vale decir, que se adquiere la presencia de una imposición ulterior, o bien sucesivas imposiciones. Aquí ya se esta en presencia del fenómeno conocido por ““doble imposición””:

-
Porque no media concurso o conflicto entre dos autoridades con poder de imposición.

-
Porque la imposición, en este caso, ya no es simultanea, sino sucesiva.

-
La “doble imposición”, puede operarse simultáneamente, si en un mismo momento, los dos sujetos activos, aplican el tributo. En cambio, la imposición sucesiva se caracteriza porque tras de haber exigido un tributo, se reclama otro nuevo, sobre la misma riqueza y por igual concepto.

-
Porque la tributación se opera aun con abstracción de tratarse de uno solo hecho imponible.

-
Porque la detracción de riqueza, se produce contemplado el elemento material objetivo o real de la obligación tributaria, con prescindencia del elemento personal o subjetivo, que siempre interesa a la “doble imposición”, porque es condición – para que exista “doble imposición” – que los gravámenes sean cuales fueron, sean soportados efectivamente por la misma persona.        
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Las cuatro reglas de Adan Smith
 1. Capacidad o justicia. Certeza. Comodidad y economía. 

Adam Smith, en su obra: “La riqueza de las Naciones”, sienta como premisas tributarias generales, cuatro axiomas, que son principios claros y evidentes que no necesitan demostración; ellos son:

1) Capacidad o justicia,

2) Certeza,

3) comodidad, y 

4) Economía.

Modernamente, Griziotti y otros autores, las han actualizados y reestructurados; pero tienden a los mismo: dar al régimen o estructura tributaria, una racionalidad mínimo indispensable.

Primera regla – CAPACIDAD o JUSTICIA: los ciudadanos de un estado deben contribuir a mantener el gobierno – lo más posible – a la proporción de sus respectivas capacidades, es decir, en proporción de las rentas que ellos gozan, bajo la protección del Estado.

Los gastos del gobierno son, respecto de los individuos de una gran nación, como los gastos de administración en relación de los propietarios de un gran dominio, los cuales están todos obligados a contribuir a tales gastos, en proporción de los intereses que ellos tienen respectivamente en aquel dominio. Lo que suele llamarse equidad o falta de equidad de los impuestos, deriva en que se cumpla o se desatienda  este axioma. Por ejemplo: todo impuesto que recayere, en ultimo termino, sobre cualquiera de las tres clases de ingresos siguientes: rentas, beneficios y salarios, resultaría falso de equidad si se aplicara sin tener en cuenta la capacidad de quien lo soporta. De esta regla, infiere Elnaudi, que el impuesto debe ser proporcional a la capacidad de los contribuyentes; a su vez, esta capacidad esta en proporción a la renta de cada uno.

De este canon o principio denominado “de las facultades”, infieren los comentarios de la obra de Adam Smith, que este propiciaba la aplicación de impuestos proporcionales, no progresivos. En relación a la riqueza que debe ser gravada por el impuesto, el canon enunciado se refiere solamente de la imposición, la riqueza ahorrada. 

Otro de los principios que se refiere de este canon, se relaciona con la idea de que el impuesto se paga como contraprestación que otorga el Estado a los particulares, y que les permiten obtener riqueza que gozan.

Segunda regla – CERTEZA: Smith, entendía esta máxima de imposición así: el impuesto que cada individuo esta obligado a pagar, debe ser fijo y no arbitraria. La fecha de pago, la forma de realizarse, la cantidad a pagar, deben ser claras para el contribuyente y las demás personas.

La certidumbre de lo que cada individuo debía pagar en impuestos, era de extrema importancia para el, que dedujo de la experiencia, que un grado muy considerable de desigualdad, produce un efecto menos dañino que un grado muy pequeño de inseguridad. Se entiende entonces, que A. Smith quería desterrar la arbitrariedad, especialmente en cuanto a la cuantía y fecha de pago se refiera.

Para cumplir con este postulado de transparencia tributaria, la ley fiscal debe determinar con precisión los siguientes datos:

-
Sujetos pasivos,

-
Hecho imponible,

-
Base imponible,

-
Alícuotas,

-
Fecha,

-
Plazos, y modalidades de pago, 

-
Exenciones y beneficios en general, 

-
Infracciones posibles,

-
Sanciones aplicables y recursos legales, que proceden frente a una actuación ilegal de la administración.

Otros elementos importantes a los fines de este principio, es la difusión de las normas. Las disposiciones fiscales deben ser publicadas y explicadas no solo por el medio que señala la ley como obligatoria (boletín oficial), sino por todos aquellos medios que faciliten su divulgación, de manera que sean conocidas por  los afectados en el menor tiempo posible. Es imprescindible que al darse a conocer estas normas, se precise cuales son las nuevas obligaciones ya existentes, para evitar violaciones involuntarias ocasionadas por la ignorancia. Este principio se vincula con el de legalidad, y requiere por parte del contribuyente, el conocimiento previo de todos los aspectos del hecho imponible.

Si el impuesto no esta definido de un modo claro, el contribuyente no tiene seguridad en cuanto a su obligación, ni sabe si debe o no emprender una industria o comercio, y se encuentra expuesto a los excesos de las recaudaciones.

Tercera regla – COMODIDAD: todo impuesto debe cobrarse en la época o de la manera segura la cual, su pago pueda ofrecer mayor conveniencia al contribuyente.

De esta forma, un impuesto sobre la renta deberá pagarse en el momento en que esta se perciba. Los impuestos a los artículos de lujo los paga el consumidor a medida que los adquiere voluntariamente.

Einaudi interpreta, como que no ha de recaudarse de una sola vez todo el importe del tributo, sino en forma fraccionada. Con este principio se trata de establecer, en cada caso particular, no solo cuando resulta más conveniente al contribuyente el pago del tributo, sino también, cuando conviene al Estado su recaudación, en relación con la posibilidad que tienen los particulares de afrontar la relación.

Cuarta regla – ECONOMIA: todo impuesto debe estar ideado de tal manera que haga salir de las manos del pueblo, la menor suma posible por encima de lo que ingresa al tesoro. Al mismo tiempo, el producto de los impuestos, una vez salido de la mano del pueblo, debe entrar lo antes posible al tesoro público.

Los impuestos, dice Smith, pueden sacar o impedir que entre en los bolsillos de la población, una cantidad mucho mayor que la que hacen ingresar al tesoro publico, de cuatro maneras:

1º. El cobro de los impuestos puede exigir una gran número de funcionario, cuyos salarios pueden consumir la mayor parte del impuesto cobrado. Si un gran numero de funcionarios, es asignado para las tareas de recaudación, evidentemente que los salarios absorberían gran parte de la rentas.

2º. Pueden constituir un obstáculo para las actividades de la población y desalentarla para que no se dedique a determinadas ramas del negocio, que podrían dar sustento y ocupación a grandes sectores. Es decir, el hecho de que el impuesto oprima o coarte ciertas ramas de la industria, disminuyendo algunos de los fondos de obtención de rentas.


3º. Los castigos para lo que intentan sin éxito esquivar el impuesto, pueden constituir la ruina de los mismos acabando de ese modo, con el beneficio que podría producir a la comunidad, la inversión de sus capitales. Son las confiscaciones y decomisos a que están sujetos los contraventores y evasores fiscales, los que impiden que ese capital se vuelque a la actividad económica.


4º. Al someter a los contribuyentes a frecuentes visitas y registros odiosos de los recaudadores, pueden exponerlos a vejaciones y tiranías innecesarias; y aunque éstas no constituyen un gasto, cualquier persona estaría dispuesta a hacerlo (el gasto, coima) para verse libre de ellos.


En materia presupuestaria, Adam Smith consideraba, que al ser el Estado un mal administrador de los fondos públicos, distraía riqueza de la actividad económica y la derrochaba, de tal forma que, privaba al comercio o industria de la utilización beneficiosa de dicho capitales.

La deuda pública era considerada como un peligro a largo plazo, que podía llevar al Estado a la bancarrota. Smith propiciaba los presupuestos equilibrados como elementos fundamentales en una buena administración de los fondos públicos.


A estas enunciaciones, es conveniente agregar otras reglas relativas a los impuestos:

-
Que los impuestos no deben nunca deprimir la reproducción.

-
Hay que abolir o disminuir los impuestos que tiendan a reducir al consumo.

-
El impuesto debe siempre tener una función esencialmente fiscal.

-
Es bueno evitar el contacto de los agentes del fisco con los contribuyentes.

-
El impuesto debe ser elástico, bastar a las necesidades a que esta destinado, y ofrecer al mismo tiempo, una posibilidad de aumento.

Los problemas que pueden resolver los sistemas tributarios, pueden suscitarse desde diversos aspectos:

-
Desde el aspecto fiscal, es necesario que los tributos que integran el sistema, sean productivos y originen un rendimiento suficiente en épocas normales y anormales

-
Desde el aspecto económico, es necesario que el sistema tenga la flexibilidad funcional suficiente para convertir la fiscalidad en un instrumento de promoción económica, y que no trabe la producción nacional.

-
Según el aspecto social, los tributos deben ocasionar un sacrificio mínimo al contribuyente, y distribuirse equitativamente entre los ciudadanos, según su aptitud de prestación patrimonial.

-
Desde el aspecto administrativo,  es necesario que el sistema sea lo mas simple posible, de manera que produzca certeza en el contribuyente respecto al modo de pago, lugar y fecha, etc. todo ello debe surgir de normas claras y precisas, y con la publicidad debida.       

7. Síntesis.                              
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Impuesto a la renta
 1. Concepto. 


El concepto tributario de renta como base de imposición, es objeto de discrepancias en doctrina.


Impuesto a la Renta, es aquel que grava la riqueza proveniente de una fuente susceptible de crearla de una manera renovada, y durante periodos más o menos largos, y la de su propietario puede disponer si que afecte el capital.


Este impuesto se convirtió  en los Estados Modernos, en la mayor fuente de recursos. El concepto de renta, desde el punto de vista de forma de imposición, fue objeto de diversos criterios para determinar la capacidad contributiva de los individuos.


El termino renta, es equivalente al concepto a ingreso neto global, y corresponde al ingles income, al francés revén y en italiano reddito.

Renta: es todo beneficio económico de una persona durante un periodo determinado, deducido los gastos para producirlo.

Se entiende por rente el beneficio, ganancia, o utilidad que genera un capital dentro de periodos más o menos largos generalmente aceptables, sin que el mismo se vea afectado o consumido.

Se trata de la renta producida por un CAPITAL, no por trabajo. Este capital constituye la fuente susceptible o capaz de producir la renta o riqueza. Esta fuente puede consistir en bienes muebles o inmuebles, cuyo conjunto forma lo que vulgarmente se llama fortuna de una persona. 

En consecuencia, los elementos característicos de la renta son:

1.- Es producida por una fuente o capital.

2.- La periodicidad de su producción.

3.- Su uso o consumo no debe afectar al capital. 

2. Importancia de este impuesto. 

Permite tomar en cuenta la condición personal del contribuyente, lo que no puede lograrse con otros impuestos. En efecto, para establecer el monto del impuesto, se tienen en cuenta su estado civil, el número de hijos, sus gastos y deudas, etc., cuando es una persona física. 

Se trata de un impuesto de carácter general, que tiene en cuenta la capacidad contributiva del contribuyente, exceptuando las rentas mínimas. 

3. Su origen. 

Surgió en Inglaterra como un recurso transitorio en épocas difíciles y terminó haciéndose permanente a partir del año 1842, con Robert Peel.

En sus orígenes fue cedular (dividido en categorías) pero a partir de 1900 se transformó en impuesto mixto.

Fue derogado varias veces para volver a implantarse durante el gobierno de Peel con el nombre de Property and Income-tax y constituyó la principal fuente de recurso del reino.

Antecedentes y características de este impuesto. 


El primer intento de impuesto la renta en el país se produce con la promulgación de la Ley 1239 del año 1931, con un alcance limitado al gravar únicamente las rentas de las sociedades comerciales. El gravamen se establecía teniendo en cuenta el capital integrado para aquellas sociedades cuya renta anual no exceda 6%. Para las sociedades con rentas superiores al 6% se establecieron escalas variables.


Por sucesivas disposiciones legales fueron ampliándose los sujetos de la imposición a la renta, estuvieran o no inscriptos en el Registro Público de Comercio.


Un mayor adelanto en la extensión de este impuesto se produce con el Decreto Ley 18,190 del año 1.943, por el mismo se incluyen las rentas obtenidas por las personas físicas o ideales que se dedican al comercio, industria, minería y agregándose la explotación pecuaria. El sistema tenía un carácter progresivo del 6% al 10%. Por la citada disposición legal se crea la dirección de Impuesto a la Renta como oficina encargada de la administración del citado impuesto, poniendo en evidencia la importancia asignada al mismo como fuente del ingreso fiscal.


En 1.948, por medio del Decreto Ley Nº35168, se amplia el impuesto a la renta incluyendo la proveniente de la fuente inmobiliaria.


El Decreto Ley Nº 9240 del 29 de diciembre de 1.949 fue el impuesto a la renta de mas larga vigencia. El mismo, a través del tiempo y de la evolución del país, ha ido modificándose ampliándose y sustituyéndose, al punto de ser derogada totalmente al ponerse en vigencia la ley 248 del año 1.971. La aplicación de esta ley que implementaba un sistema global de impuesto a la renta personal, fue suspendida en consideración de las diversas situaciones que provocaron su vigencia, especialmente la posibilidad de su administración que, dada su gran amplitud requería la puesta en marcha de un sistema de percepción complejo y de difícil manejo para la estructura fiscal existente.


El Decreto Ley 9240 fue reglamentado por el Decreto 3113 del 04 de marzo de 1.959 que vino a aclarar disposiciones de la ley principal.


La Ley de 1171 dictada en el año 1966 estableció, criterios presuncionales para la imposición de distintas fuentes de rentas, modificando disposiciones del Decreto Ley Nº 9249 considerando como de fuente paraguaya las rentas provenientes de aforo, con las excepciones previstas en otras leyes para otros productos de exportación reguladas con otros regímenes. Con igual criterio se presume de derecho nacional y el extranjero, obtienen una renta imponible no menor del 10 % del valor de los fletes y pasajes contratado en el país.


Con la puesta en vigencia de la Ley 125, quedaron derogadas la mayoría de las leyes impositivas vigentes hasta la fecha.


El actual impuesto a la renta que sustituye al Decreto Ley 9240/49 mantiene en líneas generales los conceptos básicos de esta última.


Actualmente, esta legislado en el Libro I, titulo I Impuesto a la Renta con sus capítulos 1 y 2 referentes a las rentas y actividades comerciales, industriales o de servicios, rentas de las actividades agropecuarias y el titulo II referente al Tributo único de la Ley 125/91, la cual ha sido modificada parcialmente por la ley 2421/04, Ley de Reordenamiento administrativo y Adecuación Fiscal.


Nota: en Inglaterra tiene su origen el Impuesto a la Renta durante las guerras Napoleónicas.

Concepto de renta. 

Concepto de Renta: Ingreso regular que produce un trabajo, una propiedad u otro derecho, una inversión de capitales o de dinero (OSSORIO)

Por Renta en sentido económico, se considera todo beneficio obtenido por una persona de una fuente determinada, sea capital, de la propiedad inmobiliaria, del trabajo autónomo o en relación de dependencia.

El concepto de renta o rédito a los efectos de gravar sobre él, el impuesto, depende de lo que en realidad se considera como revelador de la capacidad contributiva. No existe concepto de renta a priori que obligue al Estado a ceñirse a él en el momento de crear un impuesto a la renta, solo existe un concepto normativo y este podrá ser objeto de críticas en la esfera científica bajo diversos ángulos.

4. Características y ventajas. 

Sus características principales son:

1.- Cierta periodicidad en su producción.

2.- Cierta estabilidad en el rendimiento.

3.- Es producido por una fuente o capital.

4.- Su uso o consumo no debe afectar al capital. 

VENTAJAS

 Sus ventajas más sobresalientes se ven desde el punto de vista:

1.- Fiscal.

2.- Social.

3.- Económico.

4.- Administrativo.

5.- Financiero. 

1.- DESDE EL PUNTO DE VISTA FISCAL: por su alto grado de elasticidad, pues su rendimiento crece con el aumento de las riquezas, de población y de la cuota de imposición. Además, se presta mejor que ningún otro impuesto para aplicar el principio de la progresividad y para la recaudación, que éstos interesan a una administración. 

2.- DESDE EL PUNTO DE VISTA SOCIAL. Porque tiende en cierto modo a una distribución más equitativa de la riqueza y atenúa la inquietud de las clases menos pudientes, porque permite aplicar con más justicia que en otras imposiciones el principio de igualdad según la capacidad contributiva. 

3.- DESDE EL PUNTO DE VISTA ECONOMICO: porque fomenta la formación de capitales, pues éstos no son gravados y en consecuencia se despierta el espíritu de ahorro y previsión. 

4.- DESDE EL PUNTO DE VISTA ADMINISTRATIVO: porque es más difícil que en otros tipos de impuestos, que se cometan fraudes y evasiones. 

5.- DESDE EL PUNTO DE VISTA FINANCIERO: porque se presta, especialmente como impuesto de complemento, para aumentar los ingresos del Estado, dado que los otros impuestos fluctúan en su rendimiento. 

5. El “incopmetax” ingles, su formulación y desarrollo. 

El Income tax o contribución sobre los ingresos, o su traducción del inglés IMPUESTO A LA RENTA, fue creado originalmente en Inglaterra durante las guerras napoleónicas, en  1798, con el carácter de un impuesto transitorio, pero luego se hizo permanente. 

Su creador fue William Pitt, y como fue derogado y vuelto a adoptar por Robert Pitt, se reconoce a éste su permanencia. 

FORMACION Y DESARROLLO 

El nombre de Income tax significa contribución sobre los ingresos.

Al principio tenía una división de los contribuyentes en 3 categorías: 

1.- los que viven con lujo y boato.

2.- los que no viven lujosamente y se clasifican por sus muebles, y

3.- los que ejercen profesiones liberales y los pobres.

Si bien no era u impuesto a la renta moderno, ya establecía una liberación a quienes tuvieran renta anual inferior a 60 libras.

Luego, se estableció una escala para fijar una porción de renta no imponible, aplicándose el impuesto al resto de la renta.

6. Clasificación de las rentas por cédulas. 

Fue establecido por el Ministro Addington en Inglaterra y tenía 5 categorías:

1.- propietarios de inmuebles (rentas)

2.- que realizan explotación agrícola (beneficios)

3.- propietarios de títulos y acciones (intereses)

4.- profesionales liberales comerciales, industriales, empleados y obreros privados

5.- funcionarios del estado y cooperativas públicas (ingresos) 

7. Antecedente del impuesto a la renta en el país y régimen vigente. 

Como primer antecedente se aplicaba el sistema cedular, donde los tipos de ingresos o beneficios están encasillados por cédulas identificadas con letras del abecedario (año 1949).

Este régimen fue modificado en 1972 y posteriormente por la Ley 125/91, que a su vez fue modificada por la Ley 2421/04.

Los antecedentes más remotos datan de 1931, cuando funcionaba como una oficina dependiente de la Dirección de Impuestos Internos. A partir de este año se gravaron las sociedades comerciales y hasta que se denominó IMPUESTO PROGRESIVO A LAS RENTAS DE COMERCIANTES, INDUSTRIALES E INSTITUCIONES BANCARIAS (1940). 

Nuestra legislación, en la Ley Nº 1252/91, arts. 209 al 211, trata sobre la determinación tributaria diciendo que es el acto administrativo que declara la existencia y cuantía de la obligación tributaria, aclaración o ampliación que entienda pertinente; por otra parte, establece las formas de determinación, siendo las mismas sobre base cierta, presunta y mixta. 

Régimen vigente.

Descripción del hecho imponible general. 

El hecho generador o imponible se conceptualiza como los actos, eventos, situaciones, supuestos, presupuestos, acontecimientos o hechos determinados o puestos por el legislador en la ley con carácter genérico, que de producirse en particular hacen nacer la obligación tributaria.

En el impuesto a la renta, LA RENTA es el hecho generador. 


Art. 2º Ley 2421/04. Hecho Generador. Estarán gravadas las rentas de fuente paraguaya que provengan de la realización de actividades comerciales, industriales o de servicios que no sean de carácter personal.

Se consideran comprendidas: 

a) Las rentas provenientes de la compra-venta de inmuebles cuando la actividad se realice en forma habitual, de acuerdo con lo que se establezca en la reglamentación. 

b) Las rentas generadas por los bienes del activo, excluidas las que generan los bienes afectados a las actividades contempladas en los Capítulos de las Rentas de las Actividades Agropecuarias, Rentas del Pequeño Contribuyente y Rentas del Servicio de Carácter Personal. 

c) Todas las rentas que obtengan las personas o sociedades, con o sin personería jurídica, así como las entidades constituidas en el exterior o sus sucursales, agencias o establecimientos en el país. Quedan excluidas las rentas provenientes de las actividades comprendidas en el Impuesto a las Rentas de las Actividades Agropecuarias, Rentas del Pequeño Contribuyente y Rentas del Servicio de Carácter Personal.

d) Las rentas provenientes de las siguientes actividades: extractivas, cunicultura, avicultura, apicultura, sericultura, suinicultura, floricultura y explotación forestal. 

e) Las rentas que obtengan los consignatarios de mercaderías. 

f) Las rentas provenientes de las siguientes actividades: 

Reparación de bienes en general.

Carpintería.

Transporte de bienes o de personas.

Seguros y reaseguros.

Intermediación financiera.

Estacionamiento de auto vehículos.

Vigilancia y similares.

Alquiler y exhibición de películas.

Locación de bienes y derechos.

Discotecas.

Hoteles, moteles y similares.

Cesión del uso de bienes incorporales, tales como marcas, patentes y privilegios.

Arrendamiento de bienes inmuebles, siempre que el arrendador sea propietario de más de un inmueble. A los efectos de esta disposición las unidades o departamentos integrantes de las propiedades legisladas en el Código Civil y en la Ley Nº 677 del 21 de setiembre de 1960 “Sobre Propiedad por pisos y por departamentos”, serán consideradas como inmuebles independientes.

Agencias de viajes.

Pompas fúnebres y actividades conexas.

Lavado, limpieza y teñido de prendas en general.

Publicidad.

Construcción, refacción y demolición.

g) Los dividendos y las utilidades que se obtengan en carácter de accionistas o de socios de entidades que realicen actividades comprendidas en el Impuesto a las Rentas de Actividades Comerciales, Industriales o de Servicios y Rentas de las Actividades Agropecuarias.”

CONTRIBUYENTES 

Art. 3°. Contribuyentes. Serán contribuyentes:

a) Las empresas unipersonales, las sociedades con o sin personería jurídica, las asociaciones, las corporaciones y las demás entidades privadas de cualquier naturaleza.

b) Las empresas públicas, entes autárquicos, entidades descentralizadas y sociedades de economía mixta. 

c) Las personas domiciliadas o entidades constituidas en el exterior y sus sucursales, agencias o establecimientos que realicen actividades gravadas en el país. La casa matriz deberá tributar por las rentas netas que aquéllas le paguen o acrediten.

La casa matriz del exterior tributará por las rentas gravadas que obtenga en forma independiente.

d) Las Cooperativas, con los alcances establecidos en la Ley N° 438/94 “De Cooperativas.”

Art. 5°. Fuente Paraguaya. Sin perjuicio de las disposiciones especiales que se establecen, se considerarán de fuente paraguaya las rentas que provienen de actividades desarrolladas, de bienes situados o de derechos utilizados económicamente en la República, con independencia de la nacionalidad, domicilio o residencia de quienes intervengan en las operaciones y del lugar de celebración de los contratos.

Art. 20. Tasas.

1) La tasa general del Impuesto será del 20% (veinte por ciento) para el primer año de vigencia de la presente Ley y del 10% (diez por ciento) a partir del segundo año, sobre las utilidades.

2) Cuando las utilidades fueren distribuidas, se aplicará adicionalmente la tasa del 5% (cinco por ciento) a partir del segundo año de la vigencia de la presente Ley, sobre los importes netos acreditados o pagados, el que fuere anterior, a los dueños, socios o accionistas. Las utilidades destinadas a la cuenta de reserva legal, o a reservas facultativas o a capitalización no estarán sujetas al impuesto establecido en este numeral.

3) La casa matriz, sus socios o accionistas, domiciliados en el exterior deberán pagar el impuesto correspondiente a las utilidades o dividendos acreditadas por las sucursales, agencias o establecimientos situados en el país, aplicando la tasa del 15% (quince por ciento) sobre los importes netos acreditados, pagados o remesados, de ellos el que fuere anterior. Las utilidades destinadas a la cuenta de reserva legal, a reservas facultativas o a capitalización no estarán sujetas al impuesto establecido en este numeral.

4) Las personas domiciliadas o entidades constituidas en el exterior con o sin sucursal, agencia o establecimiento situados en el país determinarán el impuesto aplicando la suma de las tasas previstas en los numerales 1), 2) y 3) sobre las rentas obtenidas, independientemente de las mencionadas agencias, sucursales o establecimientos.

Se presume que las utilidades han sido acreditadas o pagadas en los siguientes casos:

a) Si en un arqueo de caja por parte de la Administración Tributaria, se detectare un faltante de dinero superior al 10% (diez por ciento) del monto de la cuenta “caja” declarada.

b) Otorgamiento de préstamos al dueño, socio o accionistas, salvo que el objeto social sea la intermediación financiera y que el mismo no supere el 2% (dos por ciento) de su cartera de préstamos.

En estos casos se deberá pagar el impuesto previsto en los numerales 2) o 3) del presente artículo, según el caso, con sus correspondientes recargos e intereses desde la fecha del ejercicio en que se produjeron las utilidades que se presumen distribuidas.
8. El tributo único. El contribuyente.    

La Subsecretaría de Tributación del Ministerio de Hacienda pone en vigencia el llamado Impuesto a la Renta del Pequeño Contribuyente (IRPC), creado por Ley Nº 2421/04 de Reordenamiento Administrativo y de Adecuación Fiscal que pasa a sustituir al Tributo Único con importantes innovaciones. 

El IRPC, siglas del Impuesto a la Renta del Pequeño Contribuyente es un tributo establecido en la Ley Nº 125/91, modificada por la Ley Nº 2421/04 para aquellas personas que se dedican a la realización de actividades en forma de empresa unipersonal.

Este impuesto, a partir del año 2007 pasó a sustituir al Tributo Único. Para pagar este impuesto, se debe constituir una empresa unipersonal. La misma ley define que estas empresas son aquellas unidades productivas que pertenezcan a una persona física, en la que se utilicen en forma conjunta el capital y el trabajo para obtener un resultado económico, salvo aquellos trabajos que se consideran personales, como el ejercicio de profesiones, oficios, artes y otros.

Los contribuyentes del Impuesto a la Renta del Pequeño Contribuyente (IRPC) son contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado (IVA), ya que no se establece  ninguna exoneración a los mismos.

Ley Nº 2421/04. Artículo 42º. Hecho Generador y Contribuyentes. 
El Impuesto a la Renta del Pequeño Contribuyente gravara los ingresos provenientes de la realización de actividades comerciales, industriales o de servicio que no sean de carácter personal.

Contribuyentes

Son contribuyentes del Impuesto a la Renta del Pequeño Contribuyente (IRPC):


Las empresas unipersonales domiciliadas en el país siempre que sus ingresos en  el año civil anterior no hubieran superado el monto de Gs. 100.000.000 (Guaraníes cien millones), independientemente de la cantidad de meses en que la empresa unipersonal hubiera tenido actividad durante ese año, que realicen actividades comerciales, industriales y servicios no personales.


Las empresas unipersonales propietarios de inmuebles rurales que tengan una superficie no superior a 30 hectáreas por la extracción y venta de rollos de madera y leña independientemente al monto de facturación

Tarifa o alícuota de la imposición. Sistemas y formas de pagos. Tratamiento del crédito IVA. 

Art. 43 Ley Nº 2421/04. Tasa Impositiva, Ejercicio Fiscal, Liquidación y Anticipo.

La tasa impositiva será del 10% (diez por ciento) sobre la renta neta determinada. El ejercicio fiscal coincidirá con el año civil. 

El impuesto se liquidará anualmente por declaración jurada en la forma y condiciones que establezca la Administración. 

Mensualmente el contribuyente junto con la declaración jurada del Impuesto al Valor Agregado deberá ingresar el 50% (cincuenta por ciento) del importe que resulte de aplicar la tasa correspondiente a la renta neta determinada, calculado sobre la base declarada para el pago de IVA, en concepto de anticipo a cuenta del Impuesto a la Renta del Pequeño Contribuyente, que corresponda tributar al finalizar el ejercicio.

 
La renta neta se determinará en todos los casos sobre base real o presunta y se utilizará la que resulte menor. Se considera que la renta neta real es la diferencia positiva entre ingresos y egresos totales debidamente documentados y la renta neta presunta es el 30% (treinta por ciento) de la facturación bruta anual.”
-----------ooooooooo------------

XIX

Impuesto al consumo 

Impuesto al Consumo. Reseña económica y jurídica. 

“Los impuestos se clasifican normalmente en dos clases: directos o indirectos; y la distinción corresponde, en termino generales, a una división entre los impuestos que gravan a las personas (aunque pueden ser entidades legales, como las empresas, o personas físicas) e impuestos que gravan las transacciones de ciertas clases”

En el ámbito de las transacciones, están los impuestos al consumo en general, fuente importante de los recursos tributarios del Estado.

Al impuesto al consumo, actualmente se lo tiene como un índice de capacidad económica, aunque no de la categoría del impuesto directo a la renta, por gravar la necesidades que tienen todos los individuos de consumir.

La tendencia moderna de los impuestos llamados al consumo, es darle la estructura técnica, conforme a los principios del sistema, denominado “impuestos a las ventas y servicios, impuesto al gasto, o impuesto sobre consumos específicos o selectivos”. Esta última forma es para diferenciar del impuesto a las ventas, que tiene otra estructura técnica, y se excluyen invariablemente aquellos artículos de primera necesidad.

Los impuestos a los consumos en general, reconocen un origen lejano, y se han modificado para adaptarse a las modernas bases económicas del presupuesto fiscal.

Hasta el siglo pasado, cualquier tipo de mercadería y naturaleza, era gravada sin discriminación y sin respetar los principios de capacidad contributiva, por lo que se gravaban articulo de primera necesidad; y aquellos artículos de consumo masivo, se gravaban con más intensidad por ser de mayor rendimiento, o sea, eran lo que generaba mas ingreso al fisco. Tal fue el impuesto español de la época colonial, llamado “alcabala”, que gravaba todo tipo de mercadería o actos.

En otros países, en la misma época, imponía un tributo para moler el trigo. De ahí que el impuesto clásico a los consumos, gravaba las mercaderías en el momento de fabricación, circulación o consumo.

El impuesto denominado de bolsa. Se aplicaba al momento de fabricación del producto gravado. No obstante, las criticas de los economistas a la imposición indiscriminada a los consumos. Debe convenirse que ellos obedecen a insustituibles fundamentos fiscales.

Es por estas razones de no prescindirse del impuesto al consumo, que se ha buscado gravar ciertos productos específicos; aunque prescindibles que son de mucho consumo, como el tabaco, las bebidas alcohólicas, azúcar, sal, etc., que en ciertos países, están bajo el monopolio del Estado. En este sentido, señala Guillermo Ahumada: “históricamente, en la Edad media, cuando las fuentes de recursos impositivo no estaban bien desarrolladas, los monopolios sobre los diversos artículos, aun los de imprescindible necesidad – era la forma mas corriente de recaudar recursos – Al crecer las economías modernas, sobre todo en países industrializados, los impuestos al consumos fueron moderándose ante el mayor significado del impuesto a la renta y el auge de las transacciones inmobiliarias de títulos y acciones.

Los impuestos al consumo, como ya se ha señalado, fueron más selectivos aplicando otros criterios de acuerdo a la modificación de los tipos de consumo y demanda de una sociedad de mayor capacidad económica, sobre todo en el gasto extra de artículos propios de mayor confort y adelanto. Aunque el impuesto al gasto, podía ser considerado como anterior a la presente época, Nicolás Kaldor, señala su importancia al expresar que: “los impuestos a los individuos, deben basarse en su gasto y no en su ingreso”.        

Impuesto al Valor Agregado.

Se entiende por valor agregado, a la parte de valor que se adiciona o se suma a un bien, en cada etapa del proceso de producción y comercialización del mismo; por tanto, el impuesto al valor agregado (IVA), es aquel que se aplica en cada etapa de producción y comercialización de los bienes, sobre la parte del valor agregado al bien, en cada una de las mismas, por lo cual, vemos que no tiene efecto acumulativo.

Mediante un razonamiento aritmético, podemos concluir, que la suma de todo el valor agregado, en cada una de las etapas, constituirá el valor final del bien; igualmente, la suma de todos los impuestos aplicados sobre cada una de las partes, será equivalente al impuesto sobre el valor del bien.

Esta modalidad de impuesto a la venta, es la que mayor predicamento tiene aplicada dentro de la comunidad europea. El mecanismo del sistema es gravar cada etapa de la comercialización, deduciendo del valor bruto, los costos de los insumos ya grabados, adquiridos de otras empresas; de esta manera, queda un valor neto de la mercadería, que es el valor agregado, dado por el efecto da algunas trasformación opera en el proceso de industrialización del producto. Este importe dará lugar a un debito fiscal, contra el cual, el contribuyente, podrá imputar la suma que por igual concepto le hubiera sido recaudada, al adquirir las mercaderías o insumos correspondientes. De esta manera – el impuesto a pagar – será solamente la diferencia entre el impuesto que genera la venta y los ya pagados al efectuar las compras. El método de aplicación es conocida como impuesto contra impuestos.

El impuesto requiere una buena administración por la serie de etapas que deben ser controlados. Su efecto positivo deseado, es una distribución de las cargas impositivas entre todas las etapas de comercialización.       

Hechos imponibles y contribuyentes. 

Crease un impuesto que se denomina impuesto al Valor Agregado. Gravara siguientes los actos:

a) La enajenación de bienes.

b) la prestación de servicios, excluidos los de carácter personal que se presten en relación de dependencia.

c) la importación de bienes. 

Entendemos por hechos generados del impuesto, a aquellos actos o hechos, que una vez producido, hacen surgir la obligación tributaria como tal, o lo que es lo mismo, hace nacer el impuesto.

El hecho imponible (nacimiento de la obligación tributaria) se produce en cualquiera de estas circunstancias entrega el bien, emisión de facturas, percepción del impuesto total de un pago parcial del servicio a prestar, a vencimiento del plazo previsto el pago, con la finalización del servicio prestado, en el momento de la apertura del registro de entrada de bienes en la aduana. 

NACIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN

Art. 80 Ley 2421/04. La configuración del hecho imponible se produce con la entrega del bien, emisión de la factura, o acto equivalente, el que fuera anterior. Para el caso de Servicios Públicos la configuración del nacimiento de la obligación tributaria será cuando se produzca el vencimiento del plazo para el pago del precio fijado.

La afectación al uso o consumo personal, se perfecciona en el momento del retiro de los bienes.

En los servicios, el nacimiento de la obligación se concreta con el primero que ocurra de cualquiera de los siguientes actos:

a) Emisión de Factura correspondiente.

b) Percepción del importe total o de pago parcial del servicio a prestar.

c) Al vencimiento del plazo previsto para el pago.

d) Con la finalización del servicio prestado.

En los casos de importaciones, el nacimiento de la obligación tributaria se produce en el momento de la numeración de la declaración aduanera de los bienes en la Aduana.”

     Contribuyentes.

Art. 79.- Contribuyentes. Serán contribuyentes:

a)
Las personas físicas por el ejercicio efectivo de profesiones universitarias, independientemente de sus ingresos, y las demás personas físicas por la prestación de servicios personales en forma independiente cuando los ingresos brutos de estas últimas en el año civil anterior sean superiores a un salario mínimo mensual en promedio o cuando se emita una factura superior a los mismos. 

En el caso de liberalización de los salarios, los montos quedarán fijados en los valores vigentes a ese momento.

A partir de entonces, la Administración Tributaria deberá actualizar dichos valores, al cierre de cada ejercicio fiscal, en función de la variación que se produzca en el índice general de precios de consumo. La mencionada variación se determinará en el período de doce meses anteriores al 1 de noviembre de cada año civil que transcurre, de acuerdo con la información que en tal sentido comunique el Banco Central del Paraguay o el organismo oficial competente.

b)
Las cooperativas, con los alcances establecidos en la Ley N° 438/94, De Cooperativas.

c) Las empresas unipersonales domiciliadas en el país, cuando realicen actividades comerciales, industriales o de servicios. Las empresas unipersonales son aquellas consideradas como tales en el Artículo 4º de la Ley N° 125/91, del 9 de enero de 1992 y el Impuesto a la Renta de Actividades, Comerciales, o de Servicios y a la Renta del Pequeño Contribuyente.

d) Las sociedades con o sin personería jurídica, las entidades privadas en general, así como las personas domiciliadas o entidades constituidas en el exterior o sus sucursales, agencias o establecimientos cuando realicen las actividades mencionadas en el inciso c). Quedan comprendidos en este inciso quienes realicen actividades de importación y exportación.

e) Las entidades de asistencia social, caridad, beneficencia, e instrucción científica, literaria, artística, gremial, de cultura física y deportiva, así como las asociaciones, mutuales, federaciones, fundaciones, corporaciones y demás entidades con o sin personería jurídica respecto de las actividades realizadas en forma habitual, permanente, y organizada de manera empresarial, en el sector productivo, comercial, industrial, o de prestación de servicios gravadas por el presente impuesto, de conformidad con las disposiciones del Impuesto a la Renta de Actividades Comerciales, Industriales o de Servicios.

f) Los entes autárquicos, empresas públicas, entidades descentralizadas, y sociedades de economía mixta, que desarrollen actividades comerciales, industriales o de servicios.

g) Quienes introduzcan definitivamente bienes al país y no se encuentren comprendidos en los incisos anteriores.”
DEFINICIONES (art. 78 Ley 2421)

1) Se considerará enajenación a los efectos de este impuesto toda operación a título oneroso o gratuito que tenga por objeto la entrega de bienes con transferencia del derecho de propiedad, o que otorgue a quienes los reciben la facultad de disponer de ellos como si fuera su propietario.

Será irrelevante la designación que las partes confieran a la operación así como la forma de pago.

GRAVA la enajenación de bienes o prestación de servicios, entiéndase a título oneroso, pagando, o en forma gratuita, en consignación u otras formas de transferencia de bienes contenidas en la ley.

2) POR SERVICIO se entenderá toda prestación a título oneroso o gratuito que sin configurar enajenación, proporcione a la otra parte una ventaja o provecho, tales como: a) Los préstamos y financiaciones. b) Los servicios de obras sin o con entrega de materiales. c) Los seguros. d) Las intermediaciones en general. e) La cesión del uso de bienes, tales como muebles, inmuebles o intangibles. f) El ejercicio de profesiones, artes u oficios. g) El transporte de bienes y personas. h) La utilización personal por parte del dueño, socios y directores de la empresa, de los servicios prestados por ésta.

La prestación de servicios, excluidos los de carácter  personal que se presten en relación de dependencia.

Servicios independientes o también llamados servicios personales, como el ejercicio de profesiones universitarias y artes; y las actividades de comisionistas, corretajes e intermediaciones en general.

Estimación de oficio y tarifa de imposición. 

La administración tributaria tiene la facultad, según el art. 186, de hacer una estimación de oficio. Dicho art. establece que le corresponde interpretar administrativamente las disposiciones relativas a tributos bajo su administración, fijar normas generales, para trámites administrativos, impartir instrucciones, dictar los actos necesarios para la aplicación, administración y fiscalización de los tributos.

TASA
Art. 91. Tasa. La tasa del impuesto será:

a) Del 5% para contratos de cesión de uso de bienes y enajenación de bienes inmuebles.

b) Hasta 5% sobre la enajenación de los siguientes bienes de la canasta familiar: arroz,

fideos, yerba mate, aceites comestibles, leche, huevos, carnes no cocinadas, harina y sal yodada.

c) Del 5% sobre los intereses, comisiones y recargos de los préstamos y financiaciones.

d) Del 5% para enajenación de productos farmacéuticos.

e) Del 10% para todos los demás casos.

El Poder Ejecutivo, transcurridos dos años de vigencia de esta ley, podrá incrementar hasta en un punto porcentual la tasa del impuesto por año para los bienes indicados en los incisos c) y d) hasta alcanzar la tasa del 10%.”

DOCUMENTACIÓN

Art. 85. Los contribuyentes, están obligados a extender y entregar facturas por cada enajenación y prestación de servicios que realicen, debiendo conservar copias de las mismas hasta cumplirse la prescripción del impuesto.

LIQUIDACION DEL IMPUESTO

Art. 86. Liquidación del Impuesto. El impuesto se liquidará mensualmente y se determinará por la diferencia entre el "débito fiscal" y el "crédito fiscal".

Prestación de servicios personales.

------------ooooooooo------------

XX

Impuestos indirectos
 A los actos y documentos. 

Con este nombre se conoce uno de los tributos que abarcan un amplio como extenso campo de actos y relaciones inter-vivos que están dentro de lo que, conforme a la técnica jurídica tributaria, se denomina el hecho imponible. La denominación de la ley tiene un amplio contenido de los actos, obligaciones, hechos o certificaciones que quedan gravados. 

De simples impuestos sobre los documentos de toda clase, según el invento de Holandés del siglo XVII, han adquirido cada vez mayor importancia las especificaciones de figuras económicas, destacándose las transferencias de bienes inmuebles, muebles, establecimientos comerciales e industriales, las operaciones bancarias.

La base esencial de este tipo de tributo es el movimiento de bienes, que en la mayoría de las situaciones se producen con intervención de alguna oficina bancaria, escribano, casa de comercio, que obligadamente deben llevar un control contable. Lo mismo las certificaciones de oficinas públicas al solicitar una partida de nacimiento, un certificado de libre disponibilidad de un inmueble, o un despacho aduanero. Todo este flujo de bienes en alguna forma representa un signo de capacidad económica.

Cabe apuntar que una de las características del tributo es su tipicidad instrumental, en el sentido que queda gravado por el impuesto cualquier acto u obligación que conste en un documento. En su origen evidentemente la forma escrita era la propia para justificar cualquier transacción. Hoy día lo es con los medios cada vez más moderados de comunicación  existentes, teléfono, fax, computadoras, y hasta en forma verbal.

El Impuesto a los Actos y documentos, que era denominado como “Impuesto en Papel sellado y Estampilla”, regulado por la conocida Ley Nº 1.003/64, ocupada anteriormente un papel muy importante, teniendo en cuenta la gran generación de ingresos que representaba al fisco, sin embargo la Ley Nº 125/91, a partir de dos años de vigencia de la implementación del IVA,  sustituye prácticamente el 90% de los hechos generadores del presente impuesto.

Este impuesto originalmente gravada los actos y documentos, tanto jurídicos como económicos, que se relacionan con la transferencia patrimonial de las personas físicas y jurídicas reflejando una capacidad económica contributiva, que es lo que en realidad se grava.

Es un impuesto de carácter documental, puesto que los instrumentos quedan sometidos al tributo con su sola existencia material o su creación, independientemente de su validez o eficacia jurídica. De conformidad a la Leyes 125 y 2421, el Impuesto a los Actos y Documentos (IAD) grava las obligaciones, actos y contratos, cuya existencia conste en algún documento.

Objetos gravados con estos impuestos. 

Actualmente se encuentran vigentes los hechos generadores establecidos en el art. 128 de la ley 125 y su modificatoria 2421:

1. Las letras de cambio, giros, cheques de plaza a plazo, órdenes de pago, carta de crédito, y en general toda operación que implique una transferencia de fondos dentro del país cuando el beneficiario de la misma es una persona distinta al emisor.

2. Las letras de cambio, giros, órdenes de pagos, cartas de créditos y, en general toda operación que implique una transferencia de fondos o de divisas al exterior.
Contribuyentes. 

De acuerdo al Art. 129. Serán contribuyentes de los hechos imponibles establecidos en el art. 128:
a) quienes presenten las solicitudes o escritos mencionados
b) los Escribanos Públicos y los  funcionarios con registros. Los otorgantes del documento. el concesionario.
c) las sociedades y las sucursales o agencias. Los solicitantes de la inscripción o pedido de rubricación. Los otorgantes del documento y en las prórrogas y ampliaciones, las sociedades.
d) los otorgantes del documento. Quien solicite el certificado y el propietario del inmueble avaluado.
e) los otorgantes del documento.
f) los otorgantes del documento.
g) el propietario del buque. Los otorgantes del documento.
h) el otorgante del documento. Los solicitantes de la inscripción. Los responsables de las rifas o sorteos. Los exportadores de productos agropecuarios en estado natural.
Es decir, que teniendo en cuenta la vigencia actual del presente impuesto exclusivamente para las entidades de intermediación financieras, son contribuyentes LOS OTROGANTES DEL DOCUMENTO, o sea las letras de cambio, giros, cheques, órdenes de pago, transferencia de fondo dentro del país, etc.
El hecho imponible. 

Artículo 128 ‑ Hecho Generador ‑ Estarán gravados los siguientes actos:
I.‑ Actuaciones Administrativas
1) a) La primera foja de cada escrito al Poder Ejecutivo y sus reparticiones que no tengan otro impuesto específico en los numerales siguientes.
b) Las fojas siguientes de los escritos mencionados en el inciso anterior.
2) Los certificados, constancias, autenticaciones, informes o testimonios de documentos, que expidan las oficinas administrativas, judiciales, entidades autárquicas, de economía mixta y Escribanos Públicos.
3) Las copias autenticadas de leyes, decretos-leyes, decretos y resoluciones.
4) Los pedidos de carta de naturalización gestionados ante los Tribunales.
5) Cada escrito ante la Justicia en cualquier instancia o fuero y en las oficinas judiciales.
II. Actuaciones Notariales
6) Cada foja de los cuadernos y de los testimonios expedidos por los escribanos públicos y de los funcionarios con registro, sin perjuicio de los gravámenes que correspondan a los distintos actos jurídicos o contratos que se autoricen.
7) Cada escritura no prevista específicamente en esta Ley con valor determinado.
8) Cada escritura no prevista específicamente en esta Ley, sin valor determinado.
9) Los poderes generales o especiales, las revocatorias, sustituciones y toda modificación de poderes, las cartas poderes, las venias maritales y actos de discernimiento de tutela o curatelas y cada copia o testimonio de los mismos.
10) Los testamentos en general.
11) Cada testimonio o copia de cualquier testamento.
12) Los contratos de concesiones otorgados por el Estado, excepto los de explotación forestal, independientemente de los demás impuestos que correspondan por leyes especiales.
13) Los contratos cuando los valores no estén determinados.
III. Sociedades Mercantiles
14) Por derecho anual de inspección de Sociedades por acciones, de responsabilidad limitada y de las agencias o sucursales de sociedades comerciales constituidas en el extranjero.
15) La inscripción o renovación de marcas de productos o de servicios.
16) Todo pedido de inscripción en el Registro Público de Comercio que por ley deba hacerse.
17) Los pedidos de rubricación de cada libro de comercio, o formularios continuos de computación, por cada 200 hojas o fracción.
18) Los contratos de constitución de sociedades, sus prórrogas y las ampliaciones de Capital.
IV. Actos vinculados a bienes inmuebles
19) Los contratos de locación o sub locación de inmuebles, o a falta de contrato escrito sobre los recibos de pagos.
20) Las escrituras de división de condominio, las cesiones de créditos hipotecarios, las cesiones de derechos y acciones sobre inmuebles, así como las escrituras de usufructos, servidumbre y  uso.
V. Actos vinculados a bienes muebles y servicios
23) Los contratos y obligaciones sobre compra-venta y permutas de bienes muebles, así como la división de condominios. 
24) Los recibos de dinero, inclusive los denominados "provisorios", cartas de pagos o cualquier documento que signifique pago o liberación. 
VI.‑ Actos vinculados a la intermediación financiera.
25) Los préstamos en dinero o en especie y los créditos concedidos, así como las prórrogas de los mismos, por parte de las entidades bancarias y financieras.
26) Las letras de cambio, giros, cheques de plaza a plaza, órdenes de pago, cartas de créditos y, en general, toda operación que implique una transferencia de fondos dentro del país cuando el beneficiario de la misma es distinto al emisor.
27) Las letras de cambio, giros, órdenes de pagos, cartas de créditos y en general, toda operación que implique una transferencia de fondos o de divisas al exterior.
Base imponible.

Artículo 132. Base imponible: La base imponible sobre la que se aplicará la tasa correspondiente, será el valor que consta en los documentos.
Los impuestos fijos se aplicarán con prescindencia del valor de los mismos.
Esta regla se aplica con carácter general, salvo que en el mismo art. se establezca algo distinto.
------------ooooooooo------------

XXI

Impuesto territorial 

1. Naturaleza especial de la propiedad de la tierra.

Considerada desde el punto de vista financiero, la tierra es una fuente de imposición y un bien de naturaleza especial, en cuanto no proviene del trabajo ni de la actividad del hombre. Entre los derechos el de la propiedad es el que goza de más garantías tanto en la Constitución Nacional o en las demás leyes nacionales.

Desde el punto de vista económico-social, el Impuesto territorial es un tributo que posee características especiales, pues grava LA TIERRA, que es un bien de características también especiales. Lo que se procura gravar es tomando como base el CAPITAL TIERRA.

2. Ventajas que se reconocen a favor de este impuesto. 

Ante todo, es un impuesto que recae sobre un valor determinado y absolutamente visible. No se basa en una presunción de riqueza, como ocurre en los impuestos indirectos al consumo, sino en una riqueza manifiesta, que tiene por valor no solo el intrínseco sino también el valor social que adquiere por la acción de la colectividad.
3. Tendencia moderna. 

Durante años el impuesto inmobiliario consistió en una TASA PROPORCIONAL, solamente que se aplicaba de acuerdo a las condiciones personales del contribuyente.
Hoy, la Ciencia de las Finanzas considera que se trata de un impuesto REAL y objetivo, que se aplica en función del valor de la tierra y el edificio, sin atender las condiciones personales del dueño. Es además progresivo.
4. Modos de evaluación y percepción. 

El impuesto recae sobre la propiedad independientemente de la situación personal del dueño. En este Tributo el sistema de evaluación del bien raíz es importante, pues constituye la base de la imposición. 
El primer paso es el de la avaluación de la propiedad, es decir, fijarle un valor a los fines impositivos. 
El criterio de valoración es importante por reflejar cuál será la estructura del impuesto a la propiedad, a través del mismo podrá manifestarse la capacidad contributiva del propietario (valor de mercado, ubicación del inmueble, acceso a vías de comunicación, etc.).

En nuestro país, el sistema utilizado para la valuación es el CATASTRO, por eso este impuesto es REAL, pues, tiene en cuenta sólo el valor venal del inmueble, independientemente de su titular.

SISTEMA CATASTRAL
Se conocen tres sistemas para hacer la valuación de las tierras:
1. por declaración del contribuyente.
2. por apreciación o tasa directa.
3. por valuación automática o sistema catastral.
El sistema catastral está considerado el más perfecto. El catastro es el registro de los procedimientos y operaciones llevados a cabo por contener el censo o empadronamiento de los inmuebles.
Comprende 3 clases de operaciones:
1. Geométrica, que consiste en la medición de la tierra, por parcela o lotes.
2. Económica, que consiste en la determinación de la clase de tierra (rendimiento, ubicación, explotación).
3. Jurídica, que implica la anotación del origen de los respectivos títulos de propiedad. 
El catastro permite determinar financieramente la renta actual o futura de la tierra como base del impuesto y que las cargas tributarias se distribuyan con mayor justicia.

5. Sistema catastral. 

El padrón inmobiliario y el régimen de catastro como base imponible. 

Es la descripción parcelaria de los inmuebles por fracciones confeccionándose una ficha de cuenta corriente catastral por cada propietario. La ficha recoge todas las modificaciones que se registren en el inmueble por división, mejoras, demolición. La base imponible la constituye la avaluación fiscal de los inmuebles establecida por el Servicio Nacional de Catastro.

La base imponible será efectuada por el SERVICIO NACIONAL DEL CATASTRO, en los inmuebles rurales, las mejoras, edificaciones o construcciones no formarán parte de la base imponible. 

Art. 63º. Padrón Inmobiliario. El instrumento para la determinación de la  obligación tributaria lo constituye el padrón inmobiliario, el que  deberá contener los datos obrantes en la ficha catastral o en la  inscripción inmobiliaria si se tratase de zonas aun no incorporadas al  régimen de Catastro.

Catastro: es un sistema de registro que permite la individualización de la propiedad raíz, teniendo en cuenta el valor fiscal de la tierra y las mejoras introducidas en el inmueble. El Catastro fue iniciado en nuestro país en el año 1.943, solo Asunción, las capitales departamentales y algunas ciudades del interior cuentan con el sistema del catastro (Valor oficial de la tierra, valor oficial de las mejoras, nombre del contribuyente, superficie, ubicación y la Cuenta Corriente Catastral).

Padrón: es también un sistema de registro pero aquí ya no esta catastrado, solo tiene en cuenta el valor de la tierra, con prescindencia de las mejoras. Todos los inmuebles rurales están empadronados (Valor de la tierra, nombre del Contribuyente, ubicación y la superficie).
6. Objeciones que se le oponen. 

7. Antecedentes de la imposición inmobiliaria en el país. 

Hasta la época del Dr. Francia existía el diezmo sobre la propiedad, éste lo reemplazó con la llamada contribución fructuaria, establecida sobre la producción agropecuaria. Pero en tiempos de Don Carlos A. López se restableció el diezmo, que constituía casi el único tributo que se pagaba con el producto de la agricultura. El Estado era propietario mayoritario y los contribuyentes sólo arrendatarios de las tierras públicas. 
Poco después de la Guerra contra la Triple Alianza (1872), se entregaron las tierras a los nacionales y extranjeros que la solicitaban, gratuitamente, pero con la condición de edificar y trabajarlas.
A fines del Siglo XIX se crea el Impuesto Territorial, sobre la base del padrón, y teniendo en cuenta el valor de la propiedad.
Por imperio de la Constitución Nacional del 92 y la Ley 125 las Municipalidades son las que deben proceder a la recaudación de dicho tributo.
Este tipo de tributo, tal cual se lo aplica actualmente, se puede considerar como relativamente antiguo. En los regímenes absolutos, la propiedad mobiliaria apareció antes que la inmobiliaria. A partir de la fijación jurídica privada de la propiedad inmobiliaria, comienza a organizarse el sistema tributario sobre esta base. En el Paraguay, al finalizar la guerra de la Triple Alianza, el mayor propietario de tierras, sobre todo rurales, era el Estado. Fue necesario proceder a la venta masiva de este tipo de bienes a favor de personas privadas a fin de organizar un sistema impositivo sobre los bienes inmuebles, denominado contribución territorial.


Históricamente este tributo tenía un carácter más amplio, en el sentido que el gravamen incluía igualmente los bienes muebles, edificios, mejoras de los inmuebles.


Es uno de los tributos de antigua tradición, habiéndose organizado la oficina preceptora en el año 1.935 con la denominación de Dirección de Impuestos Inmobiliarios.


La Legislación vigente estuvo constituida por el Decreto Ley Nª51 del 24 de diciembre de 1.952 “De Impuesto Inmobiliario y otros Gravámenes sobre bienes raíces”. Además, por la Ley Nº 40 del 17 de diciembre de 1.968 que modifica a aquella en lo que respecta a la imposición adicional progresiva. Y la Ley Nº 39 del 16 de diciembre de 1.968 “Que establece la contribución de Vialidad como un adicional del Impuesto Inmobiliario”.


Ley Nº 418/73 que crea recursos adicionales a la financiación de la Reforma Agraria y los decretos que registran los valores rurales de la Región Occidental y de la Oriental.


Por primera vez en la historia legislativa se asigna a las Municipalidades y a los Departamentos los tributos que gravan la propiedad Inmueble en forma directa.


Llamamos además la atención en la facultad recaudadora de los municipios, así como en el régimen de la Distribución del Tributo, a favor de la Municipalidad, al Departamento respectivo y las Municipalidades de Menores Recursos, tal como se expresa en el Art. 169 de la Constitución Nacional.


8. Régimen legal vigente.

Descripción del hecho imponible general. 

Artículo 54. Ley 125/91. Hecho Imponible. Créase un Impuesto anual denominado Impuesto Inmobiliario que incidirá sobre inmuebles ubicados en el territorio nacional. El verbo incidir significa, en este caso, el objeto material del tributo, en el sentido de ser considerado como un elemento del hecho imponible, que a su vez determina la obligación tributaria. Este impuesto es directo, real y proporcional conforme a las disposiciones pertinentes. El valor del inmueble tiene como base técnica para su determinación el catastro nacional. El valor fijado es al solo efecto tributario sin considerar su valor real.

Contribuyentes. 


Artículo 55. Ley 125/91. Contribuyentes. Serán contribuyentes las personas físicas, las personas jurídicas y las entidades en general.

Cuando exista desmembramiento del dominio del inmueble, el usufructuario será el obligado al pago del tributo.
En el caso de sucesiones, condominios y sociedades conyugales, el pago del impuesto podrá exigirse a cualquiera de los herederos, condóminos o cónyuges, sin perjuicio del derecho de repetición entre los integrantes.

La circunstancia de hallarse en litigio un inmueble no exime de la obligación del pago de los tributos en las épocas señaladas para el efecto, por parte del poseedor del mismo.

El pago del impuesto puede exigirse a cualquiera de los condóminos del inmueble, sin perjuicio del derecho de repetición entre los integrantes. 

Art. 60º. Base imponible. La base imponible la constituye la valuación fiscal  de los inmuebles establecida por el Servicio Nacional de Catastro.

    
El valor mencionado será ajustado anualmente en forma gradual hasta  alcanzar el valor real de mercado, en un periodo no menor a cinco años.  Dicho ajuste anual no podrá ser superior al porcentaje de variación que  se produzca en el índice de precios al consumo en el periodo de doce  meses anteriores al 1 de noviembre de cada año civil que transcurre, de  acuerdo con la información que en tal sentido comunique el Banco Central del Paraguay o el Organismo Oficial competente. El valor así determinado será incrementado anualmente en un porcentaje que no podrá superar el  15% (quince por ciento) de dicho valor. En los inmuebles rurales, las  mejoras o edificaciones construcciones no formaran parte de la base  imponible.
Alicuota o tarifa. El caso de los inmuebles rurales. 


Art. 61º. Tasa Impositiva. La tasa impositiva del impuesto será del 1% (uno  por ciento). Para los inmuebles rurales, única propiedad dedicada a la explotación agropecuaria menores de hasta 5 hectáreas, será el del 0,50%  (cero con cincuenta por ciento).

Articulo 169 de la Constitución Nacional. Del Impuesto Inmobiliario. Corresponderá a las municipalidades y a los departamentos, la totalidad de los tributos que graven la propiedad inmueble en forma directa. Su recaudación será competencia de las municipalidades. El setenta por ciento de lo recaudado por cada Municipalidad quedará en propiedad de la misma, el quince por ciento en la del departamento respectivo y el quince porciento será distribuido entre las municipalidades de menores recursos, de acuerdo con la ley.

------------ooooooooo------------

XXII

Crédito Público y de la Deuda Pública 
Generalidades. 

El crédito público, es la facultad o capacidad que tiene un Estado para contraer deudas.

El Crédito Publico es la aptitud pública, económica, jurídica y moral de un Estado para obtener dinero o bienes en préstamo, basado en la confianza que goza por su patrimonio, los recursos de que puede disponer y su conducta.

Como todo crédito, esta fundamentalmente basada en la confianza de que el deudor, en este caso, el estado, habrá de cumplir el compromiso que contrae el solicitar el crédito. El crédito público tiene para el Estado, un valor más bien ético, mensurable, por el grado de credibilidad del mismo, por parte de la opinión pública e internacional.

Cuando el Estado hace uso de su Crédito Público, y obtiene en préstamo: dinero, se origina la llamada deuda publica. El Crédito Publico, como recursos financieros, es un árbitro relativamente moderno, y podría decirse que en su forma actual, nace y se desarrolla en el siglo XVIII, para adquirir después en el siglo XIX y, particularmente en el presente, un inmenso desarrollo.

Inglaterra lo utilizo inicialmente en 1688. En la época en que comienza a hacerse uso del Crédito Publico, la doctrina se pronuncia abiertamente contra este arbitrio financiero, que lo considera una amenaza para el Estado, que causara su ruina en el futuro. A pesar de estos vaticinios y de estas opiniones, los estados fueron haciendo uso de estos recursos, con prescindencia de estas opiniones, los estados fueron haciendo uso de estos recursos, con prescindencia de estas opiniones pesimistas, y como una necesidad de hacer frente a los crecientes gastos públicos, especialmente, a los derivados de las guerras. En EE.UU., la deuda federal crece, desde 65 millones de dólares en 1860, a 269.422 millones, en 1946, lo que representaba – en ese año – el 138,8% de su renta nacional.

En el presente siglo, el uso del Crédito Publico vuelve a experimentar un inmenso acrecentamiento con motivos de la depresión mundial de la tercera década y de la Segunda Guerra Mundial, tanto en el periodo que le antecede, durante ella, como en el que le sigue. Este inmenso acrecentamiento de la deuda pública de los estados, sin que se produjeran las catástrofes anunciadas por los teóricos del siglo XVIII, y por algunos, de épocas posteriores, ha conducido a una nueva visión sobre la deuda pública, dando origen a un estudio profundo de sus características económicas, de sus consecuencias sobre la economía nacional, y sobre la población de un país o sobre sus distintos grupos económicos.     

2. División del crédito publico. 

La primera división y más fundamental del Crédito Publico, es aquella que distingue entre Créditos Públicos Externo y Crédito Público Interno, que da origen a su vez, la clasificación de la deuda pública – derivada del uso del crédito – también entre Deuda Publica Interna y Extrema.

Crédito público extremo, es aquel de que goza un Estado en otros Estados extranjeros, o entre los inversionistas particulares extranjeros.

Crédito Público interno, es aquel de que un Estado goza dentro de las esferas de su propia economía nacional.     

3. Crédito publico externo. Crédito publico. 

Cuando el Estado hace uso de este arbitrio Financiero, obteniendo los fondos que necesita, de un Estado extranjero o dentro de una economía extranjera (particulares o instituciones de crédito), se origina esta forma de crédito. El uso de créditos Público externo, es independiente del Crédito Interno, y así, puede suceder que un Estado no logre obtener Crédito Externo y conserve, en cambio, intacto su crédito Interno.


Las necesidades que origina esta forma de Crédito Publico, son también diferentes a los de créditos Interno. En efecto, si bien es cierto que el crédito Externo proporciona capital al Estado – que este puede emplear con fines productivos, o para financiar los gastos externos de una guerra, o para otros objetos – el servicio de esta deuda externa que es originado, representara por la amortización de la deuda y el pago de sus intereses. El peso económico podrá influir sustancialmente en el desenvolvimiento futuro de la economía del Estado deudor, y ello impone la necesidad de analizar estos efectos, entes de recurrir al Crédito Público Externo, así como el deber de efectuar, mas tarde, operaciones sobre la deuda pública externa, con el objeto de aminorar el peso económico de ella.

       4. Crédito interno publico. 

Es el que tiene un Estado dentro de las fronteras de su economía nacional, para obtener los capitales que necesita.

La posibilidad de hacer uso de este recurso financiero, depende de los capitales nacionales disponible y del objeto a que abrían de destinarse los fondos provenientes de esta forma de Crédito Público.


Los efectos económicos que este crédito produce, son también, profundamente diferentes a los del Crédito Externo. En efecto, cuando el estado hace uso de este recurso, traspasa poder monetario desde la economía privada hacia el sector publico, restándole, al sector privado, al poder de tomar decisiones económicas con los fondos del Estado se ha procurado, las que pasan el poder de este.

El peso futuro sobre sobre la economía nacional, será también diferente, por que el servicio de esta deuda – amortización e intereses – quedara en manos de la economía nacional y, concretamente, en poder de los tenedores de títulos de esta deuda.

Como el Estado habrá de servir esta deuda con una parte de los ingresos públicos que obtenga en el futuro, y para conocer el peso de esta deuda representa sobre la economía nacional y sobre los distintos grupos económicos, habrá que hacer un análisis de la naturaleza de los ingresos públicos del Estado; primeramente, que parte de ellos provienen de sus dominios, que pudo contribuir a formar el uso de este crédito, y enseguida, cual es la estructura del sistema impositivo del estado y la incidencia de los impuestos sobre las, distintas economías privadas o grupos económicos, ya que son estos los que proporciona el estado, los ingresos públicos con que sirve la deuda pública interna.          

5. Crédito publico y deuda publica. 

Hasta aquí hemos usado el término crédito público, que corresponde como concepto a la posibilidad de que el Estado obtenga, mediante una promesa de pago, los fondos públicos que necesita. Cuando el Estado hace uso de su crédito y obtiene los recursos que requería, se origina la Deuda Pública. Aunque no son conceptos idénticos, en los estudios financieros, se los usa indistintamente, y por eso usaremos en adelante, el término Deuda Pública, para referirnos a su naturaleza técnica y consecuencias económicas y financieras, como sinónimo del uso del Crédito Público.


La Deuda Pública esta pues, representada por todos los compromisos monetarios, externos o internos, directos o indirectos del Estado, que se han originado por el uso del Crédito Público.

Clasificación de la Deuda Pública.


Tomada esta como el conjunto de compromiso monetario de un Estado, se formulan diversas clasificaciones atendiendo a distintos puntos de vista. Interesa referirse a ellas, porque caracteriza las distintas partes en que puede dividirse la deuda pública y por que esas características determinan sus efectos y consecuencias así como las operaciones financieras que puedan hacerse con las diferentes clases de Deuda Pública.

Deuda Pública Externa o Interna.

La deuda Pública Externa, es aquella que corresponde al uso del Crédito Externo del Estado, y se caracteriza, por que el Acreedor o acreedores de esta deuda, son o un Estado extranjero o inversionistas extranjeros. Es también característica de esta deuda externa, las circunstancia de que la suma debida, no está expresada en la moneda nacional del Estado Deudor, sino en la moneda del Estado acreedor de esta deuda.

Deuda Pública Interna, es la que se origina por el uso del Crédito Público, de un Estado, dentro de su propia economía nacional.

Deuda Pública Consolidada y Flotante.


La Deuda Pública, se la divide en Consolidada y Flotante.


La Consolidada, es la deuda Pública a largo plazo, y que por tanto, proporciona al Estado deudor, un periodo más o menos largo de años para atenderla.

La Flotante, es la deuda a corto plazo, originada generalmente, por los varios déficits de caja, y su exigibilidad se produce en un espacio de tiempo reducido. Si bien, la deuda flotante, corresponde así siempre a una parte de la deuda interna, en ciertos casos puede originarse una deuda flotante exterior, situación que se produce con respecto a una deuda exterior que no alcanzó a colocarse, y sobre la cual el Estado deudor haya podido recibir anticipos.

Sub Clasificación de la Deuda Consolidada. Reembolso libre y perpetua.


En la deuda consolidada, o a largo plazo, se distingue entre lo redimible o reembolsable, en la cual el Estado deudor, contrae el compromiso de devolver por parcialidades – o al término de un periodo – el capital que recibió en préstamo. De la irredimible o perpetua, en la cual el Estado que recibe el capital, no se obliga a devolverlo, sino únicamente, a cancelar los intereses estipulados en la deuda.


En la deudad irredimible o no reembolsable, el Estado toma sobre sí, únicamente el peso que habrá de significarle el pago de los intereses de esta deuda, y, por su parte, los inversionistas reciben los títulos representativos de la parte de la deuda que han adquirido, los que les dan derecho a percibir – mientras sean sus propietarios – los intereses correspondientes a sus títulos. Esta deuda irredimible, no priva al inversionista de la posibilidad de recuperar su capital, ya que puede hacerlo enajenando estos títulos obteniendo de ellos el capital representativo al valor en que logre venderlos. El Estado, a su vez, puede ir cancelando esta deuda si adquiere los títulos de su deuda perpetua. La deuda irredimible o perpetua, es una forma más avanzada de crédito y, aunque no se ha generalizado como expresión del Crédito publico es probable que, dada la dirección de constante acrecentamiento, que lleva la deuda pública en los distintos países ella vaya siendo una modalidad cada vez mas usada de la deuda pública consolidada.


Deuda Directa e Indirecta del Estado.

    
La deuda pública Directa del Estado, es aquella interna o externa, que el ha contratado, que afecta su patrimonio y que debe servir.


La deuda pública Indirecta – Interna o externa – es la que han contraído otros órganos públicos (municipales, etc.), o entidades

6. Objeciones que se le oponen. 

7. Antecedentes de la imposición inmobiliaria en el país. 

8. Régimen legal vigente. 

------------ooooooooo------------

XXIII

Técnica financiera en el uso del crédito público 

A) Operaciones para la contratación de la deuda publica. 

1. Operaciones generales sobre la deuda publica. 

2. Autorización legislativa. 

3. Formulación de un plan de cada deuda. 

4. Emisión de la deuda publica. Colocación de la deuda publica. 

5. Formas de colocación. 

6. Tipo de colocación. 

7. Producto de la deuda.

B) Operaciones sobre la deuda publica existente. 

8. Objetivos de estas operaciones. 

9. Consolidación de la deuda publica. 

10. Conservación de la deuda. 

11. Facultades del estado deudor en esas operaciones. 

12. Servicio de la deuda publica. 

13. Amortización y rescate de la deuda publica.

C) Nuevo análisis de la deuda publica. 

14. La división clásica de la deuda publica. 

15. Nueva división de la deuda publica. 

16. Deuda publica como alternativa de los impuestos para financiar los egresos. 

17. Como debe apreciarse el peso de una deuda publica sobre la economía nacional. 

18. El peso de la Deuda Publica para las diversas economías o grupos económicos dentro de un país. 

19. La Deuda Pública como instrumento financiero del Estado. 

20. Deuda Pública y sus efectos inflacionistas. 

21. Limites de la Deuda Pública.

------------ooooooooo------------

XXIV

Derecho aduaneros (Cont.)  
Tarifas generales, convencionales y diferenciales. 

2. Otras clases de tarifas. 

3. Derechos “advalorem” y derechos “específicos”. 

4. Cobro provisional de los derechos aduaneros. 

5. Drawback y Admisiones temporarias. 

6. Puertos y zonas francas. 

7. Transito internacional. 

8. Derecho de exportación. Cuantos de estos impuestos pueden incidir sobre el productor. 

9. Nuestro Arancel Aduanero, su estructuración y características.    

------------ooooooooo------------
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